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Nueva Directora del SENCE,
Jossie Escárate:

"TODAVIA SE REQUIERE DE MUCHA
INTERMEDIACION PARA QUE LAS
EMPRESAS ABRAN LAS PUERTAS AL
MUNDO DE LA DISCAPACIDAD"

• Añadió que si bien el tema se ha puesto "sobre la mesa" para su discusión la
contratación de personas con discapacidad aún está en una etapa piloto por lo que "se deben

llevar a cabo más experiencias demostrativas".

Asumió el 4 de noviembre de 2002 como
nueva Directora del Servicio Nacional de Ca-
pacitación y Empleo (SENCE) y aunque lleva
poco tiempo en el cargo, Jossie Escárate
(Economista) tiene las pilas "bien cargadas"
–como se dice– para asumir los desafíos que
se ha propuesto para su gestión en un orga-
nismo que cumplió el año 2002 25 años de
existencia (fue creado el 1º de mayo de
1977).

¿Cuáles son los desafíos que se ha pro-
puesto para su gestión?

Un primer desafío está relacionado con
dejar instalados los sistemas de gestión al
interior del servicio (SENCE) que dé cuenta
del aumento en la cobertura que ha tenido la
franquicia tributaria.

En dos años ésta ha aumentado en un
300%, por lo tanto, hay una mayor cantidad
de empresas que participan a través de su
uso (…).

A largo plazo hay temas emergentes y
que están relacionados con el nuevo rol que
el servicio tendrá que cumplir.

Uno de ellos se refiere a lo que es la
intermediación laboral. Allí, aparece el segu-

ro de cesantía. En una economía moderna y
globalizada la movilidad laboral es un hecho.
En ese sentido, cada persona tendrá que
hacer un diseño de su vida laboral que con-
temple el hecho de que, por ejemplo, en
varios momentos de su vida ésta pueda dar
un giro, cambiar de rumbo.

Esto hace que el servicio asuma un de-
safío de ayudar a este encuentro que se

El SENCE está diseñando procedimientos, organi-
zando al personal que posee y aplicando tecnolo-
gía, ya que éste era un servicio que se fundó para
un volumen de actividad mucho más pequeño del
que existe actualmente.
A largo plazo hay temas emergentes y que están
relacionados con el nuevo rol que el servicio tendrá
que cumplir.

Uno de ellos se refiere a lo que es la intermediación
laboral.
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producirá en el mercado del trabajo entre
demanda y oferta de empleo.

De ahí, se va a poder extender informa-
ción muy valiosa a la hora de definir políticas
de capacitación, formación de las personas o
para recuperar a la gente la que a pesar de
participar en el sistema de "matching", no
logra encontrar trabajo, lo que se traduce en
que hay habilidades que se han ido desconti-
nuando y que, por consiguiente, se deberán
actualizar.

El otro gran tema, está relacionado con
las competencias laborales. Por eso es que el
programa "Chile Califica" adquiere mucha
importancia porque su objetivo es preparar
un sistema de formación a lo largo de la vida
que se haga cargo de las destrezas que de-
ben tener las personas las que quizás debe-
rán migrar hacia otros trabajos.

En ese sentido, vamos a tener que gene-
rar los sistemas para que ese proceso sea lo
menos "traumático socialmente", para que
las personas no queden desamparadas; el
período de desempleo sea el más corto posi-
ble o sino que éste sirva para que puedan
recuperar sus habilidades y desarrollen nue-
vas destrezas, acorde a cómo va moviéndo-
se la demanda de trabajadores (…).

¿Piensa que las personas discapacitadas
se están incorporando al mundo laboral o
aún existe la tendencia de que se le cierren
las puertas?

Creo que aún es una brecha que no se
ha acortado. Aunque hay que decir que este
tema se ha puesto "sobre la mesa". Antes,
ni siquiera existía como tal. Nadie entendía
que otros ciudadanos también tenían que
incorporarse al mundo laboral. Hoy hemos
avanzado en esa materia; la mayoría lo com-
prende. Sin embargo, todavía no es fácil que
las empresas abran sus puertas.

Como organismo hicimos un llamado es-
pecial a un programa que contemplaba un
subsidio para capacitación de trabajadores
discapacitados ya contratados. Aquello hay
que señalar que no tuvo buen resultado.Por
eso pienso que estamos todavía en una fase
piloto donde se deben llevar a cabo más
experiencias demostrativas y focalizadas por-
que todavía se requiere de mucha interme-
diación para que las empresas abran sus
puertas al mundo de la discapacidad.

¿Por qué sucede aquello? ¿Existe miedo
o desconocimiento?

Creo que eso se debe básicamente a un
desconocimiento porque las preguntas que
vienen a la mente de las personas son "¿cómo
se hace aquello?" "¿podrá trabajar?" o "¿ha-
brá que invertir mucho en ella?".

La gente tiende siempre a pensar que se
va a involucrar en un problema que después
no sabrá cómo resolver. Entonces, lo que
sucede es que se complican antes de inten-
tarlo.

¿Cree que aún hay discriminaciones en
las ofertas de empleo, por ejemplo, para las
mujeres o en materia de edad?

Creo que el tema de la edad no se ha
superado.

Discriminaciones en las ofertas de empleo: "Creo
que el tema de la edad no se ha superado".

Dentro de este contexto, pienso que los grupos
más vulnerables siguen siendo las personas ma-
yores de 50 años.

En el caso de contratación de mujeres, aquello ha
mejorado bastante.
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Dentro de este contexto, pienso que los
grupos más vulnerables siguen siendo las
personas mayores de 50 años.

En el caso de contratación de mujeres,
aquello ha mejorado bastante.

Incluso, es posible escuchar la siguiente
frase: "prefiero contratar mujeres porque son
más serias, hacen su trabajo más acuciosa-
mente", es decir, se le adjudica ventajas,
pero también otros dicen que no hay que
contratar a un número mayor que 18 porque
o sino se debe contar con sala cuna, etc.

¿Que va suceder con los programas pro
empleo?

Lo más probable es que se implementen
el próximo año. La cantidad o el cupo no está

definido aún porque dependerá de las estima-
ciones de desempleo que se hagan para el
período más difícil.

¿Sería partidaria de disminuir el salario
mínimo para fomentar el empleo como algu-
nos lo han planteado?

Creo que no tendría ningún efecto en el
(empleo). Lo que en definitiva ocurre al bajar
el salario mínimo es que el empleo se
precariza, existe un grado de informalidad
que puede pasar por sobre lo que es el sala-
rio mínimo que es la alternativa o vía de
escape que usan las empresas que no pue-
den contratar por el salario mínimo.

En ese aspecto, pienso que eso no es la
solución de fondo al problema.
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EL CONCEPTO JURIDICO LABORAL DE
EMPRESA Y LAS ESTRATEGIAS

EMPRESARIALES DE
ORGANIZACION SOCIETARIA

Diego López (*)

1. LA IMPOSIBILIDAD DE UN CONCEPTO
JURIDICO UNITARIO DE EMPRESA

El sistema jurídico chileno no tiene una
regulación general o estatuto común de
la empresa sino un conjunto disperso de
normas de referencia, pertenecientes a
diversas disciplinas jurídicas que abordan
el fenómeno empresarial según los ámbi-
tos específicos de su competencia. Esta
modalidad de regulación jurídica de la
empresa sigue la tendencia contemporá-
nea de diversificación y fragmentación
de las normas aplicables a la actividad
empresarial (1). En consecuencia, no exis-
te en el ordenamiento jurídico chileno un
concepto unitario de empresa que permi-
ta un análisis jurídico integrado del fenó-
meno empresarial en toda su diversidad
económica y social. La empresa se pre-
senta como un centro de imputación nor-
mativa, objeto de un tratamiento jurídico
diferenciado, mediante una pluralidad de
calificaciones jurídicas incluso divergen-
tes y cuyo uso se alterna según las especi-

ficidades y objetivos de cada rama jurídi-
ca que aborda el fenómeno empresarial. (2)

En este marco, es posible la convivencia
de diversas construcciones jurídicas so-
bre la empresa, cada una de las cuales
privilegia elementos específicos en des-
medro de otros, conforme a las propias
técnicas y objetivos de cada rama jurídi-
ca implicada. Esto puede incluso suponer
que dos especialidades jurídicas operen
con conceptos diferentes de empresa e
incluso que el foco de atención de una
rama jurídica resulte restrictivo respecto
del de otra, esto es, que los elementos
considerados constitutivos de la empre-
sa para algunas normas especiales exclu-
yan otros supuestos que, a la luz de
otras normas especiales, sí conforman la
empresa. Al no ser la empresa una enti-
dad jurídicamente unitaria se sobreponen
respecto a ella distintas nociones jurídi-
cas, cada una referida a una parcela te-
mática específica.

Esto permite, por ejemplo, que haya un
concepto jurídico mercantil de empresa y
un concepto jurídico laboral de empresa,
ambos conforme a los propios criterios
identificadores de cada especialidad. En
torno al primero se configura un sistema
de normas que regula la organización del

(*)  Abogado del  Depto. de Estudios de la Dirección
del Trabajo.

(1) José Luis Monereo Pérez "Teoría jurídica de los
grupos de empresas y derecho del trabajo" Estu-
dios de derecho del trabajo Nº 4, Granada, 1997,
p. 12. Una descripción sobre el tratamiento legal
del concepto de empresa en países europeos e
hispanoamericanos se encuentra en Pedro Irureta
"El empresario laboral. Un estudio sobre el con-
cepto de empresario en el Derecho del Trabajo".
Tesis doctoral, Facultad de Derecho Universidad
Complutense de Madrid, 1999, pp. 28 y 36.

(2) César Miñambres "El centro de trabajo. El refle-
jo jurídico de las unidades de producción" Mi-
nisterio del Trabajo y Seguridad Social, Madrid,
1985, pp. 36 y ss.
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capital mediante sociedades. El segundo,
es la base sobre la que se construye la
regulación jurídica de la relación jerárqui-
ca entre el trabajador y el empleador que
utiliza su trabajo. Ambas dimensiones
jurídicas se aplican por igual sobre la em-
presa que, pese a la diversidad jurídica
que la regula, en la práctica constituye
una unidad organizacional que reúne en
su seno, como un todo, los diversos ele-
mentos que la conforman, aun cuando
éstos estén regulados separadamente.

De este modo, existen una organización
jurídica del trabajo y una organización
jurídica del capital, reconocidos ambos
por sistemas de normas que regulan de
distinta forma el fenómeno empresarial.

2. ORGANIZACION JURIDICA DEL TRA-
BAJO Y ORGANIZACION JURIDICA DEL
CAPITAL

Para una noción organizacional, es pro-
pio de la empresa tener una dirección
que reúne y combina el trabajo y los
otros recursos productivos. Bajo esta pre-
misa se constituye el sistema jurídico de
organización del trabajo, que atribuye al
empresario poderes jurídicos propios de
un organizador o director sobre el trabajo
utilizado. Así, la titularidad organizacional
sobre el trabajo en la empresa se recono-
ce jurídicamente mediante la facultad pa-
tronal de dirigir la ejecución de ese traba-
jo, con órdenes e instrucciones vinculan-
tes para el trabajador.

Para efectos jurídico laborales, por tanto,
la empresa es concebida como una orga-
nización de trabajo, identificada con una
titularidad específica que dirige esa re-
unión de capital y trabajo, hacia el cum-
plimiento de los fines corporativos. Esa
dirección ejercida sobre el trabajo le otor-
ga relevancia jurídico laboral a la empre-
sa específica, de tal modo que una orga-
nización jurídica de trabajo queda perfec-
ta con la identificación del sujeto em-
pleador, quien detenta la titularidad so-
bre el trabajo organizado.

Por otra parte, la empresa es también la
expresión de los capitales que la integran
por lo que supone una específica organi-
zación capitalista (3). Esta noción capita-
lista de la empresa tiene su reflejo jurídi-
co en el sistema de normas que regula la
constitución y funcionamiento de las so-
ciedades que dan vida a las empresas, es
decir, la organización de capital que su-
pone cualquier actividad empresarial y
que jurídicamente consiste en la atribu-
ción de la calidad de persona jurídica a
una determinada puesta en común de
capital, asimilándole ficticiamente rasgos
propios de la personalidad tales como un
nombre específico, un domicilio y un pa-
trimonio determinados.

Hasta aquí no hay dificultad en recono-
cer un tratamiento jurídico diferenciado
de las dimensiones organizacional y capi-
talista de la empresa, cada uno a cargo
de un sistema de normas especializado
que constituyen, ya el derecho societario,
ya el derecho laboral. Sin embargo, el
ordenamiento jurídico chileno presenta la
particularidad de tener una definición le-
gal de empresa, cuyo alcance, en todo
caso, está limitado por propia aclaración
legal sólo a la materia específica de que
se trata. Esa definición legal confunde
elementos propios de la organización ju-
rídica del trabajo y de la organización
jurídica del capital, refundiéndolos en un
solo concepto.

3. EL CONCEPTO LEGAL DE EMPRESA Y
EL REQUISITO DE "INDIVIDUALIDAD
LEGAL DETERMINADA"

La definición que hace el artículo tercero
del Código del Trabajo del concepto de

(3) Francisco Tapia "El concepto de empresa y los
derechos sindicales en el derecho chileno del tra-
bajo" en Estudios en Homenaje al Prof. William
Thayer A., Sociedad Chilena de Derecho del Tra-
bajo y de la Seguridad Social, Santiago, 1998, p.
225.
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empresa, empieza con una descripción
en extremo amplia, que incluso va más
allá de la noción científica de empresa
generalmente aceptada, que concibe
como tal a toda organización que, bajo
una dirección determinada, persigue una
finalidad específicamente económica, bá-
sicamente consistente en la creación de
riqueza para satisfacer la demanda de
bienes y servicios (4). El artículo tercero
del Código laboral en cambio, asimila a la
noción de empresa, cualquier organiza-
ción de medios personales, materiales o
inmateriales que bajo una dirección co-
mún, persiga fines no sólo económicos,
sino también sociales, culturales o bené-
ficos.

He aquí un buen ejemplo de la libertad de
que gozan las especialidades jurídicas para
definir los indicios demarcatorios del con-
cepto de empresa aun en contradicción
con los supuestos aceptados por otras
ramas del ordenamiento jurídico. La defi-
nición legal de empresa hasta aquí anali-
zada, admite que se incluyan como tales
a organizaciones que para el derecho
mercantil no son empresas. Y esto pare-
ce lógico, ya que la demarcación jurídica
de empresa que satisface al Derecho del
Trabajo tiene por objeto identificar una
organización con una dirección bajo la
cual se realizan prestaciones subordina-
das de servicios personales y no regular
la actividad económica comercial, como
pretende el derecho mercantil.

Sin embargo, la definición del artículo
tercero del Código laboral finaliza con la
exigencia de que la empresa exhiba una
individualidad legal determinada, esto es,
establece como distintivo empresarial la
presencia del requisito formal de identi-
dad legal, que no es otra cosa que la
vigencia de una personalidad jurídica
societaria que otorga relevancia jurídica
a la reunión específica de capital que

integra esa organización económica em-
presarial. Con esto, para determinar la
existencia jurídico laboral de una empre-
sa, legalmente se exige un requisito for-
mal propio de la organización del capi-
tal (5), lo que no siempre ha de coincidir
con la organización empresarial del tra-
bajo. Si se considera la permanente y
dinámica adaptabilidad empresarial a la
hora de reorganizar una y otra vez el
capital, incluso mediante estrategias de
diferenciación jurídica de entidades em-
presariales que asumen distintas identi-
dades legales pero que conforman una
misma organización productiva, es posi-
ble afirmar, como ya se ha hecho en
forma generalizada y desde hace tiempo
en la teoría comparada, el carácter ins-
trumental de la personalidad jurídica (6) y
con ello, la posibilidad cierta de que la
organización empresarial que dirige y or-
dena el trabajo muchas veces no coinci-
da con las individualidades legales deter-
minadas que se establezcan, lo que será
un resultado específico buscado por es-
trategias empresariales de diversificación
societaria para la explotación de un mis-
mo rubro negocio. (7)

La confusión en que incurre el artículo
tercero del Código del Trabajo, al exigir
un requisito legal propio del sistema jurí-
dico que regula la organización empresa-

(4) César Miñambres Ob. cit., p. 25.

(5) Francisco Tapia Ob. cit., p. 228.

(6) Oscar Ermida "Empresas Multinacionales y de-
recho laboral"  Ed. Jurídicas Amalio M.
Fernández, Montevideo, 1981, p. 88.

(7) Posibilidad que ya preocupaba a la jurispruden-
cia mucho antes que se planteara la modifica-
ción del concepto legal de empresa y que guió
la aplicación del principio de continuidad esta-
blecido en el artículo cuarto del Código del Tra-
bajo: "El inciso 2º del artículo 4º del Decreto
Ley Nº 2.200, de 1978, debe interpretarse en
el sentido de que el legislador pretendió evitar
que mediante el arti-lugio de introducir modifi-
caciones a las sociedades empresariales, se pri-
ve a los trabajadores de los derechos que la ley
les reconoce y consagra en forma irrenunciable".
Corte Suprema, 4.12.1984, Rol N° 6.485. El
destacado es nuestro.
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rial del capital para definir la cobertura
del sistema jurídico que regula la organi-
zación empresarial del trabajo, dificulta
la determinación del verdadero empleador
en caso que se apliquen estrategias em-
presariales de reorganización del capital,
mediante la adopción de nuevas y diver-
sas modalidades societarias.

4. PROCESOS DE TRANSFORMACION DE
ORGANIZACION SOCIETARIA DE CA-
PITALES

La organización societaria del capital de
una empresa puede transformarse en bus-
ca de nuevas colocaciones de capital
productivo, ya sea con fines expansivos
o de reunión de capital.

En el primer caso, se trata de transfor-
maciones en la empresa para obtener
una desconcentración de capitales, me-
diante operaciones de reorganización de
capital que suponen la creación de nue-
vas identidades legales constituidas al
efecto (división de empresas) o bien de
aportar suficiente capital en otras empre-
sas con identidad jurídica propia, para
obtener su control accionario (filialización
de empresas). Como resultado de estas
estrategias desconcentradoras, el capital
se expande en busca de nuevos nego-
cios y bajo nuevas formas societarias.

La división de empresas es una opera-
ción de distribución del capital original de
una empresa, entre sí y otras sociedades
constituidas al efecto, de tal suerte que
las nuevas sociedades creadas son jurídi-
camente independientes y autónomas,
con patrimonio propio e identidad legal
determinada. (8)

La filialización de empresas en tanto, es
el resultado de una operación de coloca-

ción de capital de una empresa matriz en
otra sociedad, de tal envergadura que le
permite el control de más del 50% de su
capital, lo que coloca a la empresa matriz
en una posición de dominio sobre la so-
ciedad en la que efectuó el aporte. (9)

A su vez, las estrategias de concentra-
ción de capital consisten en reunir apor-
tes bajo una misma razón social, fusio-
nando empresas o transformando la ra-
zón social o tipo de una entidad ya exis-
tente (10). Con esto, el capital referido se
reagrupa bajo una sola identidad legal.

En todos estos casos, el formato social
de las empresas de referencia se trans-
forma como modalidades jurídicas para
obtener ya sea una desconcentración o
una concentración de capitales. Las nue-
vas entidades sociales creadas son jurídi-
camente independientes y autónomas de
la sociedad matriz o de las sociedades
que se fusionaron. Tal diferenciación jurí-
dica les permite tener una personalidad
jurídica determinada, una responsabilidad
patrimonial específica y una gestión pro-
pia y autónoma. En consecuencia, la de-
cisión de división empresarial o creación
de filiales supone, en principio, el funcio-
namiento de entidades empresariales ju-
rídicamente independientes y administra-
tivamente autónomas. Tales empresas
pueden construir entre ellas estrechos
lazos de cooperación y coordinación co-
mercial, pudiendo incluso funcionar como
auxiliares de otras empresas o concu-
rriendo conjuntamente al desarrollo de
ciertas funciones o actividades, o bien
interviniendo todas ellas en la elabora-
ción y comercialización de un producto
unitario o servicio único, sin que por ello
sea lícito considerar a todas ellas como
partes de un grupo empresarial determi-

(8) Artículo 94 de la Ley Nº 18.046 sobre Socieda-
des Anónimas.

(9) Artículo 86 de la Ley Nº 18.046 sobre Socieda-
des Anónimas.

(10) Artículos 99 y 96 de la Ley Nº 18.046 sobre So-
ciedades Anónimas.
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nado constitutivo de una sola empre-    sa
(11). Los vínculos funcionales o de gestión
no implican que las empresas de referen-
cia se confundan en una sola organiza-
ción productiva en términos laborales.
No constituyen propiamente un grupo
laboral de empresas, sino más bien una
red de colaboración permanente para la
elaboración y comercialización de un pro-
ducto específico o la prestación de un
servicio determinado.

Si entre ellas se verifican vínculos con-
tractuales interempresariales, en que unas
encargan a otras la realización de activi-
dades propias del giro de cada cual, ya
sea la prestación de servicios o la pro-
ducción de bienes necesarios para su
proceso productivo, se aplicarán las nor-
mas propias de la subcontratación labo-
ral, rigiendo por tanto la responsabilidad
subsidiaria entre las empresas dueñas de
las obras o faenas, respecto de las obli-
gaciones laborales y previsionales de sus
contratistas y subcontratistas en su caso.

5. EL PRINCIPIO DE CONTINUIDAD DE LOS
DERECHOS LABORALES Y UN NUEVO
EMPLEADOR INSOLVENTE

En caso de que operen transferencias de
la titularidad empresarial como resultado
de estrategias de reorganización
societaria, la continuidad de los derechos
laborales de los trabajadores está legal-
mente garantizada.

El artículo cuarto del Código del Trabajo
establece que las obligaciones laborales
pactadas individual o colectivamente per-
sisten para los nuevos titulares de una
empresa. De esta forma se garantiza que

la vigencia de los derechos laborales sea
indiferente a los cambios de titularidad
sobre la empresa de referencia. Ello es
así porque la ley ha vinculado la continui-
dad laboral a la permanencia de la em-
presa como organización productiva, in-
dependientemente de las modificaciones
totales o parciales relativas al dominio,
posesión o tenencia de la empresa12. Sin
embargo, la protección legal de continui-
dad de los derechos laborales se aplica
siempre y cuando subsista la relación
laboral con el nuevo empleador. Si se
extingue, no se pueden dirigir contra el
nuevo titular de la empresa.

Por otra parte, la continuidad de los dere-
chos laborales no impide que en una
operación de transformación societaria
que suponga división o filialización de
empresa, los trabajadores queden bajo
un nuevo empleador en situación de in-
solvencia o descapitalización, lo que ge-
nera serias dificultades para la efectivi-
dad de los créditos laborales. (13)

El limitado alcance del principio de conti-
nuidad establecido en el artículo cuarto,
en el sentido de que no alude a la insol-
vencia del nuevo empleador, suponía la
inexistencia de instrumentos jurídicos vi-
gentes para proteger la efectividad de los
créditos laborales en caso de cambio de
empleador por otro insolvente, sobre todo
considerando que la insolvencia puede
ser resultado directo de estrategias de
encadenamientos productivos o de trans-
formaciones empresariales. Como vere-

(11)Francisco Pérez de Los Cobos "Filialización. Gru-
pos de empresas". Ponencia en el X Congreso
Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguri-
dad Social: La Descentralización Productiva y las
nuevas formas organizativas de trabajo. Zarago-
za, mayo de 1999, pp. 27 y 28.

(12)Así lo ha ratificado la sostenida doctrina de la
Dirección del Trabajo (Dictámenes Nºs. 4.432/
0207 de 28.11.2001; 4.420/315 de
23.10.2000; 4.607/0324 de 31.10.2000;
3.677/278 de 10.08.1998).

(13)Estas prácticas empresariales y sus efectos so-
bre la efectividad de los derechos laborales ya se
analizaron en la Comisión Investigadora de la Cá-
mara de Diputados en el año 2001. Informe Co-
misión Investigadora Cámara de Diputados sobre
incumplimiento de la normativa laboral, octubre,
2001.
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mos de inmediato, la reforma laboral y
anteriormente la jurisprudencia, privile-
giaron la aplicación del principio de pri-
macía de la realidad para subsanar esta
situación.

6. EL AGRUPAMIENTO DE EMPRESAS
BAJO UNA MISMA DIRECCION ECO-
NOMICA

Puede ocurrir que detrás de una diversi-
dad de empresas con identidades legales
propias y determinadas, subsista una uni-
dad específica que las somete a una mis-
ma dirección organizacional sobre el tra-
bajo que todas ellas utilizan. En ese caso,
el concepto formal de empresa, asimila-
ble en principio a una individualidad legal
determinada, quedará sobrepasado por
la existencia de una organización empre-
sarial sobre todas esas entidades jurídi-
camente diferenciadas. Esta forma espe-
cífica de operar dará lugar a un grupo de
empresas conformado por sociedades con
personalidad jurídica vigente y diferen-
ciada, sometidas sin embargo a una sola
dirección económica, ejercida por la so-
ciedad dominante del grupo. (14)

El fenómeno del grupo de empresas en
materia laboral ha tenido amplia acogida
doctrinaria y jurisprudencial en la expe-
riencia comparada, aunque no siempre
en forma homogénea (15). Doctrinariamen-
te, el grupo de empresas  es un caso
calificado de desconcentración de capi-
tal, distinta de una ordinaria o lícita, en la
que subsiste un centro decisorio sobre
las sociedades diversificadas, y que su-
pone una posición dominante de una de
las sociedades integrantes del grupo. La
diversidad jurídica de las sociedades de
referencia, divididas o filializadas a partir
de una sociedad matriz, oculta la exis-
tencia de una unidad de dirección sobre

el trabajo realizado en todas ellas, de tal
forma que persiste una centralidad en la
gestión del trabajo que supone una espe-
cífica titularidad común pese a la autono-
mía formal de las sociedades respecti-
vas.

El fenómeno del grupo de empresas jurí-
dicamente plantea la convivencia entre
una realidad económica dinámica, ampa-
rada por una cobertura jurídica formal-
mente constituida, pero que no da cuen-
ta de la real posición de los actores eco-
nómicos que la integran. Detrás de la
diversidad jurídica prevalece una unidad
económica. En efecto, si bien la personería
jurídica de las empresas que conforman
un grupo las hace formalmente indepen-
dientes, más allá de esa diversidad jurídi-
ca estas sociedades actúan conjuntamen-
te y bajo un solo referente organizativo.

Para ello, no es relevante identificar vín-
culos de propiedad entre distintas socie-
dades, ya que se trata de un elemento
considerado insuficiente para detectar,
por sí mismos y en todo caso, la presen-
cia de un grupo de empresas (16). La
participación accionaria de unas socieda-
des sobre otras les permiten incidir direc-
tamente en las decisiones de gestión de
dichas empresas, incluso determinar su
suerte y administración si detentan el
control accionario de la sociedad. Pero
tal control societario se refiere más bien
a la gestión económica y administrativa
de las empresas y no necesariamente se
refleja en una gestión común del trabajo
realizado en ellas. El control accionario
configura más bien un grupo de empre-
sas relacionado por vínculos financieros,
identificable por el porcentaje del activo
social que esté comprometido en el gru-
po empresarial respectivo. A ello alude
precisamente la Ley Nº 18.045 sobre

(14)Pedro Irureta Ob. cit., p. 608.

(15)Pedro Irureta Ob. cit., p. 605.

(16)Luis Miguel Camps "El concepto laboral de em-
presario" en E. Borrajo dic. El Estatuto de Traba-
jadores. Edeusa, Madrid, 1990, p. 47.
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Mercado de Valores cuando define el
grupo empresarial, entidades controlado-
ras y personas relacionas (17), bajo el cri-
terio de identificar vínculos de propiedad
social con el objeto de regular la actua-
ción conjunta o coordinada de copropie-
tarios de una sociedad respecto a tran-
sacciones bursátiles.

La unidad de dirección que le es propia a
los grupos de empresas en materia labo-
ral es otra, lo que ratifica la legítima
diversidad jurídica respecto a la normación
del fenómeno empresarial. Se refiere a
un real poder de dirección laboral, que
obliga a los trabajadores en relación a
unos mismos dictados y órdenes y cuyo
efectivo ejercicio se encuentra radicado
en el grupo (18). Lo que identifica al grupo
laboral de empresas es que los trabajado-
res de todas las empresas agrupadas es-
tán sujetos a las mismas instrucciones
emanadas de una dirección común, que
engloba a todas las sociedades de refe-
rencia y que suele coincidir con lugares
comunes de trabajo o prestaciones de
servicios indistintamente en cualquier
empresa del grupo.

No basta entonces registrar que los di-
rectorios de algunas empresas tengan
directores en común o identificar un mis-
mo accionista mayoritario en dos socie-
dades para constituir un grupo de empre-
sas con efectos jurídico laborales, ni que
entre las empresas de referencia subsis-
tan operaciones comerciales permanen-
tes e incluso exclusivas. Sólo habrá un
grupo de empresas relevante en materia
jurídico laboral si se presenta una gestión
común del trabajo, una unidad de direc-
ción apreciable a través de indicios preci-
sos.

Los indicios del grupo laboral de empre-
sas son los utilizados en la técnica jurídi-

ca de deslizamiento del velo para discer-
nir la entidad empleadora, en casos de
simulación o fraude a la ley y en aplica-
ción del principio de primacía de la reali-
dad sobre los formalismos jurídicos. Ta-
les indicios permiten identificar la organi-
zación del trabajo realmente existente
para imputar correctamente el cumpli-
miento de las obligaciones laborales y
previsionales. Se trata de dilucidar si exis-
te una dirección organizadora del trabajo
común a todas las empresas agrupadas,
constatando si se verifican prestaciones
laborales simultáneas e indiferenciadas
de los trabajadores de cada empresa de
referencia para otras empresas del gru-
po; detectar una posible confusión patri-
monial entre las empresas del grupo por
comunicación patrimonial entre ellas o
mantención de una "caja única"; consta-
tar una apariencia externa del grupo como
única empresa y en fin, verificar la exis-
tencia de una dirección unitaria a cargo
de un órgano rector bajo el cual las em-
presas actúen conjuntamente (19). Sólo
ante la presencia de estos indicios podrá
lícitamente concluirse que las empresas
de referencia actúan, en materia laboral,
como una sola organización productiva y
que, en consecuencia, todas ellas son
reflejo de una misma titularidad sobre el
trabajo realizado.

Para la doctrina y jurisprudencia compa-
radas, el grupo laboral de empresas es
un nuevo centro de imputación jurídico
laboral, una organización material con
dirección clara y determinada, pero no
una entidad susceptible de adquirir ropa-
je jurídico específico bajo modalidad
societaria. De allí que la solución jurídica
haya sido otorgarle vigencia a la aparien-
cia unitaria del grupo, mediante la co-
nexión de responsabilidad solidaria

(17)Artículos 96 y ss. de la Ley Nº 18.045 sobre
Mercado de Valores.

(18)Pedro Irureta Ob. cit., p. 654.

19 Todos los indicios de identificación del grupo la-
boral de empresas en Luis Miguel Camps Ob.
cit., pp. 53 y ss.



Doctrina, Estudios y Comentarios

Enero168 / 2003

1111

interempresa entre todas las sociedades
que conforman el grupo y no "creando"
una nueva persona jurídica. No se le otor-
ga al grupo una personalidad jurídica dis-
tinta a las de las entidades que lo confor-
man, pero no por eso el grupo deja de
aparecer como un complejo unitario fren-
te a las relaciones de trabajo, que mani-
fiesta un claro comportamiento laboral,
en virtud del cual todo el grupo puede
constituirse en centro de imputación jurí-
dico laboral (20). En consecuencia, el gru-
po de empresas se presenta como un
nuevo sujeto pasivo de obligaciones la-
borales, distinto al empleador formalmen-
te declarado, y que opera como una co-
nexión patrimonial entre empresas jurídi-
camente diferenciadas, respecto al cum-
plimiento de las obligaciones laborales.
El grupo se constituye como una entidad
que incluye a las empresas que lo com-
ponen pero que es más que la suma de
las mismas, un actor económico pluricon-
formado, pero que no es un sujeto nue-
vo, ya que no tiene existencia jurídica
reconocida ni detenta derechos y obliga-
ciones. Se trata más bien de un "pluriem-
pleador" en el sentido que entidades em-
presariales diversas asumen responsabi-
lidades laborales comunes o bien que
siendo entidades jurídicamente diferen-
ciadas comparten una "situación de coti-
tularidad patronal" (21), respecto de los
trabajadores que laboran indistintamente
en ellas y que por tanto, quedan todas
indivisiblemente obligadas al pago de las
deudas laborales para con todos y cada
uno de los trabajadores del grupo. La
fundamentación de tal decisión jurídica
es que en virtud de la aplicación del
principio de supremacía de la realidad, se
penetra la aparente pluralidad de sujetos
empresariales para visualizar la real uni-
dad subyacente que las reúne como si se

tratase del descubrimiento de un único
deudor. (22)

7. EL FENOMENO DEL AGRUPAMIENTO
DE EMPRESAS EN EL DERECHO LABO-
RAL CHILENO. LA REFORMA DEL ARTI-
CULO 478 DEL CODIGO DEL TRABAJO

Antes de la aprobación de la reciente Ley
Nº 19.759 de reforma laboral, ya se
habían analizado las deficiencias que el
concepto de empresa del artículo tercero
del Código laboral presentaba a  la hora
de identificar al verdadero empleador
de una prestación dependiente de servi-
cios (23), ya que la empresa propiamente
comercial podía no necesariamente coin-
cidir con aquella que efectivamente utili-
zaba el trabajo realizado.

La Ley Nº 19.759 de reforma laboral
incluyó la agregación de un nuevo inciso
final al artículo tercero del Código del
Trabajo, que reconoce la posibilidad de
que se infraccionen las normas que regu-
lan las entidades a que refiere dicho ar-
tículo. Las únicas entidades incluidas en
el artículo tercero son las empresas, en
consecuencia se alude a que el concepto
de empresa puede infraccionarse. ¿Cómo
puede ocurrir esto? El artículo 478, tam-
bién modificado por la reforma, nos da la
respuesta al sancionar expresamente el
ocultamiento patrimonial de una empre-
sa para eludir obligaciones laborales y
previsionales mediante algún subterfu-
gio, lo que incluye cualquier alteración
realizada a través del establecimiento de
razones sociales distintas, creación de
identidades legales, división de empresa

(20)José Luis Monereo Pérez Ob. cit., pp. 97 y 98.

(21)Sentencia del Tribunal Central del Trabajo es-
pañol de 4 de noviembre de 1981, citada por
Luis Miguel Camps, Ob. cit., p. 56.

(22)Oscar Ermida Ob. cit., p. 92.

(23)Sergio Gamonal "La libertad sindical y los gru-
pos de empresa" Revista Laboral Chilena, no-
viembre 2000; José Luis Ugarte "El concepto
legal de empresa en el derecho laboral chileno:
mucho ruido, pocas nueces" Revista Laboral
Chilena, julio 2001.
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u otras que signifiquen para los trabaja-
dores disminución o pérdida de derechos
laborales. Como puede verse, el nuevo
artículo 478 alude a casos en que se
oculte o disfrace la individualidad legal
determinada de las empresas anteponien-
do una identidad societaria diferente, lo
que deja en evidencia el reconocimiento
de casos en que el empleador real sea
una persona distinta a la empresa que
exhibe una  identidad legal específica.

Esta reforma supone una modificación
de envergadura en la identificación jurídi-
ca de la empresa empleadora que supera
el anterior esquema de determinación tí-
pica del ocultamiento laboral (24). La figu-
ra fraudulenta en materia laboral, insti-
tuida en el antiguo artículo 478, que
exigía para verificarse la comprobación
del dolo, fue sustituida por la explícita
aplicación de la primacía de la realidad
económica empresarial, sin importar la
intencionalidad de los actos, lo que es
coherente con la doctrina dominante que
distingue claramente el fraude a la ley de
la determinación de la realidad: no es
necesario el análisis de la intencionalidad
para observar lo que realmente ocurre en
el terreno de los hechos (25). De esta
forma, el nuevo artículo 478 ya no se
refiere a la simulación dolosa laboral sino
que ordena la apreciación directa de los
hechos realmente existentes sin importar
si hubo un afán de encubrimiento.

Esta innovación legislativa, supone un
nuevo marco regulador para las opera-

ciones de división y filialización de em-
presas, ahora legalmente definidos los
efectos jurídico laborales que pueden su-
poner su implementación respecto a los
derechos de los trabajadores involucrados.
En otros términos, se reconoce que el
concepto de empresa establecido en el
artículo tercero del Código permite la
interposición de una formalidad jurídica
que impida la identificación real del
empleador, con lo que instala la noción
de empleador fuera del concepto legal de
empresa y, con ello, la virtualidad de que
la organización jurídica del trabajo sub-
sista sin una individualidad legal determi-
nada. Se reconoce pues que pueda sub-
sistir una organización económica con
vida propia y ejerciendo atribuciones de
dirección e instrucción sobre el trabajo
realizado, detrás de una diversidad de
razones sociales autónomas e indepen-
dientes, lo que implica un reconocimien-
to legal del grupo de empresas como
modalidad de organización del trabajo
asalariado. Será por tanto ilícito cuando
la titularidad del trabajo, la dirección que
se ejerza sobre el trabajo realizado, no
coincida con la identidad legal determi-
nada que detenta la empresa que contra-
tó ese trabajo. En ese caso, la conse-
cuencia jurídica será que el empleador
real y el ente o persona identificada le-
galmente como tal, serán solidariamente
responsables de las obligaciones labora-
les.

8. LA RECEPCION JUDICIAL DEL GRUPO
LABORAL DE EMPRESAS EN CHILE

La recepción judicial en Chile de la supre-
macía de la unidad económica sobre la
diversidad jurídica empresarial a partir de
la aplicación del principio de realidad en
materia laboral, se venía observando an-
tes de la discusión y aprobación de la
reciente reforma laboral. En sonados fa-
llos, incluidos algunos de la Corte Supre-
ma, se han reconocido casos en que
empresas jurídicamente diferenciadas es-

(24)La desigualdad de las partes contratantes en ma-
teria laboral hace más plausible hablar de fraude
a la ley, como maniobra tendiente a eludir la apli-
cación de la ley, que de simulación laboral.
Reinardo Gajewski "La externalización de servi-
cios y la vulneración de los deberes y derechos
del empleador y del trabajador: la simulación
dolosa del contrato de trabajo" en Globalización
económica y derecho individual del trabajo. So-
ciedad Internacional de Derecho del Trabajo y de
la Seguridad Social, Santiago, 1998, p.152.

(25)Oscar Ermida Ob. cit., p. 90.
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tán, sin embargo, unidas por una direc-
ción común que las agrupa, en virtud de
lo cual las empresas de referencia son
declaradas solidariamente responsables
de todas las deudas laborales generadas
en cada una de ellas, ya que si se en-
cuentran bajo una misma dirección pue-
den constituir una sola unidad económi-
ca (26). De esta forma, se comienza a
recepcionar lentamente en nuestra juris-
prudencia el agrupamiento de empresas
como un caso nuevo de comunicación
interempresarial de responsabilidad labo-
ral, en este caso entre todas las empre-
sas integrantes del grupo y de forma
solidaria. Se trata pues de un nuevo cen-
tro de imputación de responsabilidad jurí-
dico laboral.

Todos estos fallos tienen en común la
referencia al principio de primacía de la
realidad por sobre lo que establece el
artículo tercero del Código del Trabajo,
esto es, suponen una derogación judicial
del requisito de individualidad legal deter-
minada para identificar la empresa
empleadora. En particular, todos ellos
sopesan distintos elementos constituti-
vos de una unidad económica, más o
menos parecidos, más o menos diferen-
tes.

En "Morales Ravinel con Brink´s Chile"
la Corte de Apelaciones que resuelve
atiende a que se trata de dos sociedades
que pese a ser jurídicamente autónomas,
funcionan con medios que ambas pro-
porcionan y que ordenadas bajo una mis-
ma gerencia concurren al logro de un fin
económico común, lo que les permite
concluir que ambas constituyen una sola

empresa.  Es este un caso claro de unifi-
cación económica de dos empresas para
explotar conjuntamente un mismo giro,
desarrollando cada empresa una activi-
dad complementaria con la de la otra:

"Constituyen una sola empresa, dos so-
ciedades que, con medios que ambas
proporcionan, ordenadas bajo una mis-
ma gerencia, concurrentes al logro de un
fin económico común, se dedican, la una,
al transporte de valores y la otra, al conteo
y envase de monedas y a la liquidación y
pago de remuneraciones, ya que no es
posible concebir el transporte de valores
sin que previamente las monedas hayan
sido contadas y envasadas ni es tampo-
co posible suministrar el servicio de pa-
gadores sin que el dinero para efectuar el
pago sea transportado al lugar en que
éste se efectúa. De ello fluye que los
medios que proporcionan ambas socie-
dades, los que se encuentran ordenados
bajo una Gerencia General común, con-
curren para el logro del fin económico de
ambas sociedades". (27)

Este fallo, además, abre el camino para
interpretar ampliamente el requisito de
individualidad legal determinada del ar-
tículo tercero del Código del Trabajo:

"El concepto de empresa en materia de
legislación laboral, es más amplio que el
de sociedad, pues corresponde a una
organización de diversos medios, bajo
una dirección, para el logro de determi-
nados fines, como lo establece el artícu-
lo 3º del Código del Trabajo". (28)

En "Bordagaray y otros con Mutuos Hi-
potecarios Santa Fe S.A y otras", se
trata de cuatro sociedades jurídicamente
independientes, que sin embargo son de-(26)"Morales Ravinel con Brink's Chile" Corte de

Apelaciones de Santiago, Rol Nº 307-91,de 6
de junio de 1991; "Bordagaray y otros con
Mutuos Hipotecarios Santa Fe S.A y otras" Corte
Suprema Rol Nº 1.933-01, de 19 de julio de
2001 y "Recabarren Fuentes y otros con Soler
y Com-pañía Ltda. y Bata S.A.C." Corte Supre-
ma Rol      Nº 4.877-01, de 2 de mayo de
2002.

(27)"Morales Ravinel con Brink's Chile" Corte de
Apelaciones de Santiago, Rol Nº 307-91,de 6
de junio de 1991.

(28) Idem.
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mandas conjuntamente en sede laboral
al estar representadas por una misma
persona, que además es accionista prin-
cipal de todas ellas, y compartir todas un
mismo domicilio, por lo que constituirían
un holding o grupo de empresas relacio-
nadas. El fallo de primera instancia asimi-
la la representación legal común a la
existencia de una misma dirección para
todas las sociedades de referencia y en
consecuencia, concluye que todas están
obligadas a pagar indistintamente las pres-
taciones laborales que procedan. En fallo
sobre recurso de casación en el fondo, la
Corte Suprema ratifica la sentencia recu-
rrida explicitando la aplicación del princi-
pio de supremacía de la realidad para
concluir que las empresas unidas como
holding con representación legal única,
presentan una comunicación patrimonial
de todas ellas que las obliga indistinta-
mente al pago de las prestaciones labo-
rales.

En este caso, las circunstancias de una
representación común, un mismo accio-
nista mayoritario y un domicilio único,
son consideradas suficientes para afir-
mar la existencia de una misma dirección
y con ello, la de una organización pro-
ductiva que reúne a todas las sociedades
de referencia. Ni los fallos de primera y
segunda instancia ni el de casación, in-
dagan la existencia de indicios sobre si la
representación legal en común efectiva-
mente se refleja en una misma dirección
para quienes laboran en las sociedades
de referencia, lo que simplifica la identifi-
cación del grupo empresarial en materia
laboral, asimilable a empresas que estén
relacionadas o constituidas como holding.

En "Recabarren Fuentes y otros con So-
ler y Compañía Ltda. y Bata S.A.C." se
trata de dos empresas independientes,
vinculadas por un contrato de concesión
comercial. A la concedente se le deman-
da por deudas laborales y a la concesio-
naria en forma subsidiaria, conforme al
artículo 64 del Código del Trabajo. En

fallo sobre recurso de casación en el
fondo, la Corte Suprema aprecia las ca-
racterísticas de la concesión para detec-
tar que la concedente es propietaria del
local comercial de ventas y de la merca-
dería allí expuesta; que ejerce el control
de la actividad de la concesionaria me-
diante formularios de control de ventas,
de administración y de contabilidad, pro-
hibición de cambiar de lugar de venta,
imposición de horarios de funcionamien-
to, obligación de depositar diariamente el
dinero por concepto de recaudación de
las ventas y reservándose las facultades
de visitar diariamente el local y fiscalizar
el cumplimiento de la ley laboral y
previsional; y cuidando la apariencia co-
mercial del local mediante la exhibición
de un letrero con el nombre de la
concedente. Todo ello lleva a la Corte a
concluir que:

"… es la concedente la que realiza la
actividad productiva, valiéndose de la
concesionaria sólo para los efectos de
tener una garantía y un tercero a cargo
que contrate a los trabajadores que de-
ban colaborar en la venta que a ella le
interesa y en la que la concesionaria lle-
va una mínima parte de los lucros". (29)

Esta segunda jurisprudencia se acerca
más a la experiencia comparada al anali-
zar la organización misma del trabajo rea-
lizado, en busca de una unidad real de
dirección. En este caso se trata de una
empresa concesionaria que, en la prácti-
ca, opera como una mera prolongación
de la actividad comercial de la conce-
dente, quien se asegura una estrecha
supervisión de la apariencia comercial, la
explotación del giro y la recaudación de
las ganancias.

Los fallos citados no otorgan calidad de
empleador al grupo identificado o enti-

(29)"Recabarren Fuentes y otros con Soler y Com-
pañía Ltda. y Bata S.A.C." Corte Suprema Rol
Nº 4.877-01, de 2 de mayo de 2002.
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dad directora de las empresas involucra-
das sino que detectan relaciones patri-
moniales que sirven de fundamento para
una vinculación de la responsabilidad
empresarial respecto de las obligaciones
laborales demandadas. Precisamente la
obligación solidaria establecida judicial-
mente se fundamenta en el reconoci-
miento de la confusión patrimonial de las
empresas unidas económicamente, ya sea
por constituir un holding o por tratarse
de la explotación comercial por interme-
diación de una empresa concesionaria.
Particularmente se alude al holding como
una modalidad legítima de organización
económica que agrupa a empresas inde-
pendientes con efectos patrimoniales pre-
cisos:

"… constituye un derecho del hombre
organizarse para producir y tal derecho
emana de su naturaleza. La ley tiene que
reconocerle ese derecho. No se lo otor-
ga, sino que sólo puede estar en condi-
ciones de reglamentarlo y ampararlo. Tal
facultad del ser humano ha ido variando,
en cuanto a su forma de ejercicio, con el
transcurso  del tiempo y ha ido adoptan-
do evolucionados y diferentes modelos.
Uno de ellos es el denominado "holding" o
conjunto de empresas relacionadas, las que,
en general, presentan un patrimonio en
común o parte de éste es compartido". (30)

La excepción la constituye el fallo de
Apelación en "Morales Ravinel con Brink’s
Chile" que, como ya vimos, resuelve que
dos sociedades constituyen una sola em-
presa, lo que resulta novedoso ya que no
se trata de dos empresas patrimonial-
mente vinculadas sino que ambas socie-
dades constituyen un mismo empleador.
Para la afiliación sindical y la negociación
colectiva esta conclusión tiene significa-
tivas consecuencias.

Lo escaso de los fallos disponibles difícil-
mente permiten plantear la existencia de
un tratamiento jurisprudencial sistemáti-
co sobre la unidad de dirección empresa-
rial, sobre todo porque cada uno de ellos
da preponderancia a elementos diversos
para identificar una unidad económica en
una diversidad jurídica empresarial; o bien
se trata de la aplicación de un criterio
más formalista, que se agota en la cons-
tatación de una gerencia o representa-
ción legal en común, o bien de un criterio
más material, que indaga si el trabajo
realizado se somete a las instrucciones y
control de una entidad distinta al em-
pleador formal.

La consecuencia de esta jurisprudencia
para la efectividad de los créditos labora-
les es relevante: el trabajador empleado
de una empresa perteneciente a un gru-
po económico laboral que subsiste como
unidad económica subyacente detrás de
la diferenciación jurídica de identidades
sociales, ya sea por conexiones propias
de un holding o relaciones comerciales
que le permiten a una empresa dirigir
directamente la actividad económica de
otra subordinada, dispone del patrimonio
de todas y cada una de las empresas que
conforman dicha unidad económica para
demandar indistintamente el cobro de las
deudas laborales que mantiene con su
empleador directo. Esto supone, por tan-
to, una alerta para las empresas respecto
al incumplimiento laboral de las socieda-
des conexas o relacionadas, ya que di-
cho incumplimiento puede afectar direc-
tamente al propio patrimonio, con lo que
la diligencia en solucionar los casos de
endeudamiento laboral y previsional de
las empresas agrupadas, constituye aho-
ra un interés transversal.

9. CONCLUSIONES

a) La definición jurídica de empresa no
busca reflejar la realidad económica
empresarial sino satisfacer exigen-

(30)"Bordagaray y otros con Mutuos Hipotecarios
Santa Fe S.A. y otras" Corte Suprema Rol Nº
1.933-01, de 19 de julio de 2001. El destaca-
do es nuestro.
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cias del Derecho (31).  La idoneidad de
un concepto legal de empresa, por
tanto, no se aprecia según se acer-
que o se aleje de una descripción
satisfactoria del fenómeno empre-
sarial, sino en la medida que permita
la realización de los objetivos jurídi-
cos de la regulación específica que
se quiera aplicar sobre la empresa.
En ese sentido, el concepto de em-
presa del artículo tercero del Código
del Trabajo no es funcional a los
objetivos jurídico laborales de identi-
ficación del empleador. Al contra-
rio, impide la identificación de
empleadores que se oculten detrás
de una formalidad jurídica.

b) En materia jurídico laboral, la empre-
sa equivale al espacio organizacional
al que se incorpora el trabajador y
en el cual se sujeta al poder de di-
rección del empleador. El sujeto de
la relación laboral es el empleador.
El ámbito de realización es la empre-
sa. La envoltura societaria o jurídica
que pudiera revestir dicha organiza-
ción es indiferente para el Derecho
del Trabajo, de tal modo que el con-
cepto jurídico laboral de empresa ad-
mite definir una titularidad sobre el
trabajo detrás de varias unidades
societarias o sobre entidades sin
personería jurídica.

c) La reforma del artículo 478 derogó
la figura de la simulación dolosa en
materia laboral, sustituyendo las an-
teriores normas por el reconocimien-
to expreso del principio de primacía

de la realidad. De esta forma, de
una figura típicamente volitiva se
pasó a  una figura de resultado que
permite la apreciación de la realidad
empresarial sin la exigencia de acre-
ditar una determinada voluntad o
intencio-nalidad en los hechos ob-
servados.

d) Tratándose de modificaciones en la
organización societaria del capital
–división y filialización de empresas–
no existe, en principio, el riesgo de
comunicación de responsabilidad la-
boral entre las empresas divididas o
filializadas, salvo de que subsista una
unidad de dirección económica que
las agrupe y/o subordine a instruc-
ciones y órdenes específicas aplica-
bles al trabajo realizado, tal y como
viene resolviendo la jurisprudencia
judicial. En efecto, la actual tenden-
cia jurisprudencial de establecer un
sistema de comunicación de respon-
sabilidad interempresa paralelo al de-
sarrollo de estrategias empresariales
de reorganización del capital o de
subordinación económica, es acorde
con la generalizada experiencia com-
parada y concuerda con la aplica-
ción de principios generales del De-
recho del Trabajo. En consecuencia,
la implementación de estrategias
empresariales de modificación de
capital social o de conexiones intra-
empresariales puede abrir nuevos
flancos de riesgos patrimoniales ante
el retardo o incumplimiento en el
pago de obligaciones laborales de
sociedades divididas, filializadas o
vinculadas y entrega, en todo caso,
reforzados instrumentos jurídicos pa-
ra garantizar la efectividad de los
derechos laborales.

31 José Luis Monereo Pérez Ob. cit., p. 28.
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TRABAJO AGRICOLA DE
TEMPORADA

INFORMATIVO

El Trabajador Agrícola de Temporada es
aquel que desempeña faenas transitorias o de
temporada en actividades de cultivo de la
tierra, comerciales o industriales derivadas de
la agricultura, y en aserraderos y plantas de
explotación de maderas y otras afines.

Contrato de Trabajo

Todo trabajador de temporada tiene de-
recho a un contrato de trabajo escrito. No
importa en qué trabaje, cómo le paguen o
cuánto dure la faena, siempre será obligatorio
que tenga contrato.

• El contrato es una constancia de las fun-
ciones, jornada, remuneración y el tiempo
que el temporero/a prestará sus servicios.

• El contrato sólo puede ser modificado
por acuerdo del trabajador y empleador.

• El contrato deberá escriturarse en cuatro
ejemplares, dentro de los 5 días siguien-
tes a la incorporación del trabajador.
Cuando la duración del contrato sea su-
perior a 28 días, el empleador deberá
enviar una copia a la Inspección del Tra-
bajo, dentro de los 5 días siguientes a su
escrituración.

Al tener contrato usted podrá:

1. Asegurar previsión y atención de salud
en caso de enfermedad, embarazo, acci-
dente del trabajo, incluyendo el acciden-
te de trayecto de ida y de regreso entre
el lugar del trabajo y el de la habitación,
y enfermedad profesional, para lo cual el
empleador ha debido descontar de la re-
muneración del trabajador la cotización
para salud, y pagar de su cargo las coti-

zaciones de accidentes y enfermedades
laborales.

2. Incorporación automática al Seguro de
Censatía, que beneficia desde el 1º de
octubre de 2002 a todos los trabajado-
res con contrato de plazo fijo o de faena
transitoria o de temporada. El empleador,
para estos efectos, tiene la obligación de
cotizar de su cargo un 3% de la remune-
ración imponible.

Jornada de Trabajo

• Los temporeros/as sólo pueden laborar
un máximo de 48 horas en la semana
como jornada ordinaria. Se puede traba-
jar menos, pero no más.

• Las 48 horas semanales se pueden dis-
tribuir en un máximo de 6 días y un
mínimo de 5, pudiendo laborar un máxi-
mo de 10 horas ordinarias por día.

• Si su contrato es con jornada ordinaria a
tiempo parcial, no podrá superar las 32
horas semanales

• Si por razones climáticas no se pudiese
realizar labores, el temporero/a tendrá
derecho al total de la remuneración en
dinero y regalías, siempre que no hayan
faltado injustificadamente el día anterior.
En tales casos, el trabajador deberá reali-
zar las labores agrícolas compatibles con
las condiciones climáticas que le enco-
miende el empleador, aunque no sean las
convenidas en el respectivo contrato.

Horas extraordinarias, descansos y festi-
vos

• Sólo puede pactarse un máximo de 2
horas extraordinarias por día.
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• Las horas extras podrán acordarse para
atender necesidades o situaciones tem-
porales de la empresa. Acuerdo que debe
quedar por escrito y que no podrá exce-
der de 3 meses, pudiendo ser renovado
por las partes.

• Las horas extraordinarias se pagan a quie-
nes tienen sueldo fijo por hora, día, se-
mana o mes, con un 50% de recargo
mínimo. Quienes tienen tratos o remune-
ración por producción, no reciben pago
adicional por las horas extras. Sólo reci-
ben el pago por lo producido en esas
horas.

• Los trabajadores agrícolas de temporada
tienen derecho a un tiempo para su cola-
ción, el que no puede ser menor a media
hora diaria. Este tiempo no se considera
como trabajado.

• Los días domingo y festivos serán de
descanso. Sin embargo, las labores agrí-
colas de riego, siembra o cosecha, pue-
den distribuir la jornada de trabajo en un
máximo de 6 días, incluyendo los domin-
go o festivos. A quienes participen en
dichas actividades, se les deberá otorgar
un día de descanso a la semana en com-
pensación a las labores realizadas en do-
mingo y otro por cada día festivo traba-
jado. No obstante, al menos 2 de estos
días de descanso compensatorio en el
respectivo mes calendario deberán otor-
garse en día domingo. Esto último no es
aplicable a los trabajadores contratados
por 30 días o menos y a aquéllos cuya
jornada no sea superior a 20 horas sema-
nales o que hayan sido contratados ex-
clusivamente para trabajar los días sába-
do, domingo y festivos.

 Remuneración

• El empleador no puede pactar una suma
inferior al ingreso mínimo mensual, a ex-
cepción de las personas entre 15 y 18
años que tengan autorización de su re-
presentante legal o de aquellos sujetos a
contratos de aprendizaje.

• La remuneración debe pagarse como se
acordó; al día, semana, quincena o mes.
Jamás podrá pasar de un mes.

• Los temporeros/as que tienen sueldo por
día o que trabajan a trato, tienen derecho
al pago de los domingo y festivos, o del
día de descanso compensatorio de és-
tos. Dichos días de descanso se pagan
dividiendo la totalidad de lo ganado en la
semana por el número de días que legal-
mente les correspondía trabajar.

El empleador no puede descontar del suel-
do del trabajador herramientas perdidas o pro-
ducción dañada, salvo que exista sentencia
judicial que lo autorice

Derechos Especiales de los Temporeros/as

Derecho a Alojamiento: El empleador debe
dar alojamiento higiénico y adecuado, si no
es posible obtenerlo en un lugar que les per-
mita llegar a su trabajo.

Derecho a Comedor: El empleador debe
tener un lugar higiénico y de fácil acceso
donde los trabajadores puedan mantener, pre-
parar y consumir su comida. Si por la distan-
cia o dificultades de transporte no es posible
que el temporero/a compre sus alimentos, el
empleador tiene que dárselos.

Derecho a Movilización Segura: Si entre
el lugar de trabajo y el lugar de alojamiento
hay 3 o más kilómetros y no existe locomo-
ción colectiva, el empleador debe proporcio-
nar la movilización necesaria. Sólo se puede
transportar pasajeros sentados.

Fuero Maternal: Rige durante el embara-
zo y hasta un año después de terminado el
descanso maternal posnatal. Durante ese tiem-
po la temporera no puede ser despedida. Si el
contrato es por obra o faena determinada o
de temporada, o a plazo fijo, el empleador
debe solicitar el desafuero al Tribunal compe-
tente, antes de la fecha de término del con-
trato.
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Derecho a Sala Cuna: Donde trabajen
20 o más temporeras el empleador debe
disponer de sala cuna para los hijos meno-
res de 2 años. Los empleadores cuyos pre-
dios o recintos de empaque se encuentren
dentro de una misma comuna, podrán habi-
litar durante la temporada servicios de sala
cuna.

Higiene y Seguridad: El empleador debe
entregar gratuitamente los implementos ne-
cesarios para prevenir accidentes y enferme-
dades del trabajo, afiliando a los trabajado-
res a una mutual o I.N.P. (Ley Nº 16.744).
Asimismo debe mantener y proporcionar agua
potable para el consumo de sus trabajado-
res.

Cada uno de estos derechos no podrán
cobrarse ni descontarse a los trabajadores.
Son de costo del empleador.

Empleador Agrícola: Evite Sanciones

• Mantenga la documentación laboral y
previsional en el lugar de trabajo.

• Pague las remuneraciones de cada traba-
jador en las fechas acordadas.

• Mantenga los envases de plaguicidas co-
rrectamente guardados y rotulados.

• Respete períodos de reingreso cuando ha
aplicado plaguicidas. Evite que sus tra-
bajadores se intoxiquen.

• Mantenga los servicios higiénicos accesi-
bles a sus trabajadores y separados por
sexo.

• Si su contratista no cumple la ley, usted
responde. Asegúrese que esté debidamen-
te inscrito en el Registro de Contratistas
de la Inspección del Trabajo correspon-
diente a su comuna.
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trabajo agricola de temporada
LISTA DE AUTOVERIFICACION DE CUMPLIMIENTO DE

NORMAS LABORALES

Presentacion

Señor Empleador
Sector Agrícola

Teniendo presente que la Dirección del
Trabajo tiene entre sus funciones, el fiscalizar
el cumplimiento de la legislación laboral,
previsional y de higiene y seguridad; se han
diseñado diversos programas de fiscalización
al sector agrícola, en el que usted se desem-
peña. Estos se implementarán entre los me-
ses de noviembre de 2002 y abril de 2003,
dentro de los cuales se incluirá especialmente
la fiscalización  de las condiciones y medio
ambiente de trabajo.

Con el objeto de facilitarle el cumplimien-
to de la normativa vigente relacionadas con
dichas materias y evitar posibles sanciones
producto de las fiscalizaciones que se realiza-

rán en el marco de la programación antes
indicada, se ha confeccionado una lista de
autoverificación, la cual contiene las normas
mínimas que usted y sus eventuales contra-
tistas deben cumplir. Si efectuada la fiscaliza-
ción se estableciera infracción a las normas
indicadas en dicha lista de autoverificación
que se adjunta –LA CUAL SERA SOLICITA-
DA AL INICIAR LA EVENTUAL VISITA
INSPECTIVA–, ello será considerado un agra-
vante al momento de aplicar las respectivas
sanciones.

Saluda atentamente a usted,

Dirección del Trabajo

LISTA DE AUTOVERIFICACION DE CUMPLIMIENTO DE NORMAS
LABORALES Y DE CONDICIONES Y MEDIO AMBIENTE DE TRABAJO

Razón Social:

Representante Legal: Rut de Empresa

Domicilio Empresa: Fono:

Domicilio Faena: Fono:

Trabajadores Trabajadoras mujeres Menores
hombre
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Art. 92 bis del C. del T.

Art. 92 bis del C. del T.

Art. 94 inc. primero del C.
del T.

Art. 94 inc. segundo del C.
del T.

Arts. 203 y 95 bis del C.
del T.

Art. 203 del C. del T.

Art. 13 del C. del T.

Arts. 9º y 13 del C.
del T.

Art.13 del C. del T.

Art.14 del C. del T.

Art. 12 Ley Nº 18.290

Art. 3º D.F.L Nº 20
MINTRAB

Art. 5º D.F.L Nº 20
MINTRAB

NORMA LEGAL SI NO NCASPECTOS

I. REGISTRO DE CONTRATISTAS

1.1. Los intermediarios enganchadores o
contratistas inscribieron la obra o fae-
na que ejecutan en el predio a su
cargo en la Inspección del Trabajo,
identificando a todos los trabajadores
utilizados para ello.

1.2. Se mantiene actualizado el listado de
trabajadores suministrados por el inter-
mediario enganchador o contratista.

II. CONTRATOS DE TRABAJADORES AGRI-
COLAs DE TEMPORADA

2.1. Escritura contrato(s) de trabajo den-
tro de los 5 días siguientes a la incor-
poración de los mismos

2.2. Remite a la Inspección del Trabajo
copia del (los) contrato(s)

III. SALA CUNA

3.1. Otorga el beneficio de sala cuna

3.2. La sala cuna cuenta con las condicio-
nes de higiene y seguridad

IV. TRABAJO DE MENORES

4.1. Tienen la edad mínima para trabajar.

4.2. Tienen autorización para trabajar y
un contrato escriturado

4.3. No Exceden jornada máxima de 8
horas diarias

4.4. No Manipulan elementos químicos

V. SEGURIDAD E HIGIENE

5.1. Transporte de trabajadores

5.1.1. El conductor tiene licencia cla-
se A-3

5.1.2. El vehículo tiene revisión téc-
nica al día

5.1.3. El minibús tiene antigüedad
menor de 18 años
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Art. 5º D.F.L Nº 20
MINTRAB

Art. 4º D.F.L Nº 20
MINTRAB

Art. 6º D.F.L Nº 20
MINTRAB

Art. 6º D.F.L Nº 20
MINTRAB

Art. 14 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 21 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 14 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 153 C. del T.

Art. 154 C. del T.

Art. 153 C. del T.

Art. 153 C. del T.

Art. 66 Ley Nº 16.744; Art.
1º D.S. Nº 54

Art. 24 D.S. 54/1969
MINTRAB

Art. 16 D.S. Nº 54/1969
MINTRAB

Art. 16 D.S. Nº 54/1969
MINTRAB

5.1.4. El bus tiene antigüedad me-
nor de 20 años

5.1.5. El vehículo cuenta con letre-
ro indicando Trabajadores
Agrícolas de Temporada

5.1.6. El vehículo es conducido con
sus puertas cerradas

5.1.7. El vehículo transporta pasaje-
ros según corresponda a la
capacidad de asientos, de
acuerdo a lo señalado en la
revisión técnica

5.2. Reglamentos internos

5.2.1. Existe Reglamento Interno de
Higiene y Seguridad

5.2.2. Están incluidos en él los ries-
gos típicos

5.2.3. Se entrega una copia de él al
trabajador

5.2.4. Existe Reglamento de Orden
Higiene y Seguridad

5.2.5. Están incluidos en él los ries-
gos típicos

5.2.6. Se envía un ejemplar del Re-
glamento al Servicio de Sa-
lud

5.2.7. Se envía un ejemplar del re-
glamento a la Inspección del
Trabajo

5.3. Comité Paritario de H. y S.

5.3.1. Existe

5.3.2. Tiene programa de trabajo

5.3.3. Existen actas de reunión

5.3.4. Funciona regularmente

ASPECTOS NORMA LEGAL SI NO NC
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Art. 24 D.S. Nº 54/1969
MINTRAB

Art. 66 Ley Nº 16.744

Art. 66 Ley Nº 16.744; Art.
8º D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Arts. 8º y 10 D.S. Nº 40

Art. 11 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB (Ord. Nº 1.026/026)

Art. 11 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 8º D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 12 D.S Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 21 D.S Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 21 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 21 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 12 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 14 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 15 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 21 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

5.3.5. Realiza investigación de acci-
dentes del trabajo

5.3.6. La empresa cumple los acuer-
dos del CPHyS

5.4. Departamento de Prevención de Ries-
gos

5.4.1. Existe

5.4.2. Es dirigido por un experto en
prevención de riesgos

5.4.3. El experto registra asistencia

5.4.4. El experto cumple la jornada
correspondiente

5.4.5. Tiene Programa de trabajo

5.4.6. Lleva estadísticas de acciden-
tes

5.5. Derecho a saber

5.5.1. Se informa a los trabajadores
sobre los riesgos a que están
expuestos

5.5.2. Se informa sobre medidas de
prevención de los riesgos

5.5.3. Se enseña método correcto
de trabajo

5.6. Saneamiento básico

5.6.1. Existe agua potable (para con-
sumo y aseo personal)

5.6.2. El suministro de agua tiene
autorización sanitaria

5.6.3. El almacenamiento es adecua-
do

5.6.4. Tiene servicios higiénicos para
trabajadores (en la faena)

ASPECTOS NORMA LEGAL SI NO NC
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5.6.5. Existen servicios higiénicos en
cantidad suficiente

5.6.6. Los servicios higiénicos es-
tán en buen estado de fun-
cionamiento y limpieza

5.6.7. Los baños están separados
por sexo

5.6.8. Existen letrinas o baño quími-
co en cantidad suficiente

5.6.9. Existen duchas en cantidad
suficiente

5.6.10.Las duchas están en buen es-
tado de funcionamiento

5.6.11.Existen duchas con agua ca-
liente

5.6.12.Las duchas están separadas
por sexo

5.6.13.Tiene sala de vestir y casille-
ros guardarropas

5.6.14.Existen casilleros en cantidad
suficiente

5.6.15.Los trabajadores que mani-
pulan plaguicidas tienen do-
ble casillero

5.6.16.El comedor está aislado del
área de trabajo

5.6.17.El comedor reúne las condi-
ciones mínimas (mesa con cu-
bierta lavable, cocinilla, lava-
platos, agua potable, medio
de refrigeración)

5.6.18.Si hay comedor móvil, cum-
ple con los requisitos mínimos

5.6.19. Proporciona alojamiento a tra-
bajador agrícola de temporada

5.6.20. El lugar de alojamiento cuen-
ta con condiciones mínimas
de higiene (pisos y paredes
en buen estado; ventilación,
agua potable, baños

Art. 23 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 22 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 22 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 24 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 23 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 22 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 21 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 22 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 27 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 27 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 27 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 28 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 28 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 30 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 95 inc. primero del C.
del T.

Art. 95 C. del T.

ASPECTOS NORMA LEGAL SI NO NC
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ASPECTOS

Art. 5º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 8º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 7º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 5º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 6º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 32 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 103 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 53 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 53 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 54 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 53 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Res. Nº 1.720 de 25-11-82

Res. Nº 639 de 7-05-84

Res. Nº 107 de 6-02-85

Res. Nº 2.142 de 19-10-87

Res. Nº 2.142 de 19-10-87

NORMA LEGAL SI NO NC

5.7. Orden y Aseo (paking; bodegas; ta-
lleres)

5.7.1. Los pisos están en buen es-
tado

5.7.2. Los pasillos están delimita-
dos

5.7.3. Los pisos se encuentran lim-
pios, sin desperdicios o resi-
duos líquidos o sólidos

5.7.4. El piso es de material lavable

5.7.5. Las paredes están en buen
estado

5.7.6. El lugar tiene buena ventila-
ción

5.7.7. El lugar tiene buena ilumina-
ción

5.8 Elementos de protección personal
(EPP)

5.8.1. Se proporcionan los EPP ade-
cuados al riesgo

5.8.2. Están en buen estado

5.8.3. Los EPP son certificados (los
que corresponda)

5.8.4. Los trabajadores los usan
cuando están expuestos al
riesgo

5.9. Plaguicidas prohibidos (Resoluciones
del SAG.)

• Monofluoruroacetato de sodio

• DDT

• Dibromuro de etileno

• Dieldrin

• Endrin
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Res. Nº 2.142 de 19-10-87

Res. Nº 2.142 de 19-10-87

Res. Nº 2.003 de 22-11-88

Res. Nº 1.573 de 15-09-89

Res. Nº 996 de 11-06-93

Res. Nº 3.195 de 9-12-94

Res. Nº 2.170/1988

Res. Nº 2.179/1998

Res. Nº 2.179/1998

Res. Nº 2.180/1998

Res. Nº 312/09.12.1998

Res. Nº 312/09.12.1998

Res. Nº 2.339/1998
Res. Nº 2.226/21.09.1999

Arts. 111 y 113 D.S.
Nº 594

Art. 33 D.L. Nº 3.557

Art. 42 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 42 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 45 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 12 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 32 D.L. Nº 3.557

Art 32 D.L. Nº 3.557

Art. 32 D.L. Nº 3.557

Art. 32 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

ASPECTOS NORMA LEGAL SI NO NC

• Heptacloro

• Clordan

• Aldrin

• Daminozide

• Sales de mercurio

• Mevinfos

• 2,4,5 –t

• Clordimeform

• Toxafeno o canfeclor

• Lindano

• Parathión*

• Parathión metilo*

• Pentaclorofenol

5.9.1. Se realiza monitoreo biológico
a trabajadores expuestos a pla-
guicidas   (organofosforados y
carbamatos)

5.9.2. Tiene bodega exclusiva para
plaguicidas

5.9.3. La bodega permanece cerra-
da con llave

5.9.4. La bodega está señalizada

5.9.5. Hay extintor de incendio en
la bodega o cerca de ella

5.9.6. Hay agua potable cerca de la
bodega

5.9.7. Los envases de plaguicidas
están cerrados

5.9.8. Los envases tienen etiqueta

5.9.9. La etiqueta está en buen es-
tado, completa

5.9.10.La bodega tiene buena venti-
lación
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Art. 53 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 21 D.S. Nº 40/1969
MINTRAB

Art. 42 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 37 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 43 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 94 Ley de Tránsito
Nº 18.290

Art. 38 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 36 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 8º D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 44 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Arts. 45 y 50 D.S. Nº 594/
1999 MINSAL

Arts. 47 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 51 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

5.9.11.El bodeguero usa EPP ade-
cuados

5.9.12.El bodeguero ha sido capaci-
tado en el tema

5.9.13.Existe plan de trabajo contra
emergencias

5.9.14.Se respeta el período de
reentrada (después de aplica-
ción de plaguicida)

5.10. Maquinaria Agrícola (tractor, sembra-
doras, grúa horquilla, rastra, cose-
chadoras, etc.)

5.10.1.El conductor tiene licencia cla-
se D

5.10.2.La maquinaria automotriz tie-
nen su documentación vigen-
te (cuando transita por cami-
nos públicos)

5.10.3.La maquinaria cuenta con pro-
tecciones (partes móviles,
eléctricas)

5.10.4.Las maquinarias y/o equipos
tienen dispositivos de seguri-
dad (botón de parada auto-
mática)

5.10.5.Existe espacio suficiente en-
tre un equipo y otro (para
movimiento seguro de traba-
jadores)

5.11. PROTECCION CONTRA INCENDIOS
(donde corresponda: packings, bode-
gas, talleres, galpones, etc.)

5.11.1.Se cuenta con extintores con-
tra incendios

5.11.2.Los extintores son adecua-
dos al tipo de combustible

5.11.3.Los extintores están bien ubi-
cados

5.11.4.Los extintores están en buen
estado de funcionamiento,
con revisión técnica vigente
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ASPECTOS NORMA LEGAL SI NO NC

5.11.5.Los extintores tiene la etique-
ta completa y en buen esta-
do

5.11.6.Los locales tienen salidas de
emergencia adecuadas

5.11.7.Los trabajadores han sido ca-
pacitados en el uso de extin-
tores

5.12. Electricidad

5.12.1.Las instalaciones eléctricas se
encuentran en buenas condi-
ciones

5.12.2.Existen enchufes recargados

5.12.3.Las aislaciones están en buen
estado y completas

5.12.4.Las máquinas eléctricas tie-
nen cable a tierra

5.13. Contaminantes ambientales

5.13.1.Los trabajadores expuestos a
bajas temperaturas (Cámaras
de frío) usan ropa térmica

5.13.2.Existe programa de perma-
nencia en cámaras

5.13.3.Las cámaras tienen sistema
de seguridad para salidas

5.13.4.Hay exposición a ruidos mo-
lestos

Art. 45 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 37 D.S Nº 594/1999
MINSAL

Art. 48 D.S. 594/1999
MINSAL

Art. 39 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 39 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 39 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 39 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 100 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 101 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 102 D.S. Nº 594/1999
MINSAL

Art. 70 D.S. Nº 594/1999
MINSAL
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FINIQUITO E INDEMNIZACIONES

EL FINIQUITO

El finiquito es el instrumento por el cual
las partes de la relación laboral, trabajador y
empleador, dejan constancia, en primer lugar,
que el contrato de trabajo ha terminado y en
segundo, determinan en el mismo instrumen-
to los haberes que se adeudan así como aque-
llos efectivamente pagados.

De este modo, contrariamente a lo que
en forma errónea se piensa, el finiquito no
constituye la forma de poner término al con-
trato de trabajo, pues éste termina por las
causales que establece la ley y que ya se han
señalado anteriormente, sino que sólo es un
instrumento que tiene por efecto otorgar po-
der liberatorio a las partes, de manera tal que
de acuerdo a su contenido se dan por satisfe-
chas todas las controversias y deudas que
pudiesen existir, sin perjuicio de la reserva
expresa. En consecuencia, la ausencia de fini-
quito no acarrea la subsistencia de la relación
laboral.

Respecto de las formalidades del finiqui-
to, éste debe constar por escrito haber sido
ratificado ante un notario público, inspector
del trabajo o delegado sindical o de personal.
El finiquito debidamente ratificado tendrá mé-
rito ejecutivo respecto de las obligaciones
reconocidas en él, de manera que, si un
empleador reconoce adeudar una suma deter-
minada de dinero, no será necesario que el
trabajador lo demande en un juicio ordinario
para que el tribunal declare la existencia de
esa deuda, sino que sólo deberá impetrar el
cobro de la suma adeudada, sin discutir acer-
ca de si ésta es efectiva o no.

Respecto de la comparecencia de las par-
tes a la ratificación del finiquito la Dirección
del Trabajo se ha pronunciado en el siguiente
sentido: Ord. N° 671/35 de 6 de febrero de
1997. "en cuanto a la consulta si el inspector

puede ratificar un finiquito con la sola pre-
sencia del trabajador, dejando constancia de
ello, corresponde señalar que esta Dirección
ya se ha pronunciado al respecto, entre otros,
en Dictámenes Nºs. 4.568/282 de 7 de sep-
tiembre de 1993 y 5.873 de 20 de agosto de
1986, en orden a que: "la exigencia que
comparezcan ambas partes al acto de ratifi-
cación de finiquito, según la doctrina unifor-
memente sostenida por el Servicio ha sido de
que un acto de la trascendencia del finiquito,
en que se consigna la extinción de las obliga-
ciones que generó una relación laboral y en el
que las partes suelen hacer frecuentes reser-
vas de derechos o se conceden plazos para el
cumplimiento de aquéllas, dado que por pro-
pia disposición de la ley, pasa a tener mérito
ejecutivo, no puede dejar de contar con la
participación de ambas partes, sea personal-
mente o por persona debidamente habilitada
para transigir, percibir y cancelar derechos y
obligaciones.

En consecuencia, procede que el inspec-
tor del trabajo exija para la ratificación de un
finiquito la comparecencia personal o debida-
mente representada de las dos partes que lo
otorgan".

LAS INDEMNIZACIONES

En las ediciones anteriores analizábamos
las situaciones que daban derecho al trabaja-
dor para percibir indemnizaciones como efec-
to de la terminación del contrato de trabajo.
Decíamos que esta es una institución que de
alguna manera otorga cierta estabilidad o hace
menos precaria la condición del trabajador.

En nuestra legislación está contemplada
la indemnización por años de servicio, bási-
camente cuando el empleador invoca necesi-
dades de la empresa para proceder al despi-
do. En efecto, tal como lo señala el artículo
163 del Código del Trabajo, se establece una
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indemnización por años de servicio que con-
sistirá en el pago de una indemnización equi-
valente a treinta días de la última remunera-
ción mensual devengada por cada año de
servicio y fracción superior a seis meses,
prestados continuamente al respectivo
empleador con un tope de 330 días. La frac-
ción se cuenta sólo después de cumplido el
primer año de trabajo por lo que cualquier
fracción antes de cumplir el año de servicio
no otorga derecho a este beneficio. Cabe
señalar que respecto de los trabajadores con-
tratados antes del 14 de agosto de 1981, no
existe el tope en el cómputo de años para el
pago de la indemnización por años de servi-
cio.

Para determinar el monto de la indemni-
zación que tratamos debe estarse, en el caso
de trabajadores contratados por sueldo fijo, a
aquella que es percibida íntegramente por el
trabajador, incluyendo dentro de esta catego-
ría "toda cantidad que el trabajador estuviere
percibiendo por la prestación de servicios al
momento de terminar el contrato". Se inclu-
yen por tanto las cotizaciones previsionales y
aquellos conceptos que son pagados en for-
ma permanente y con carácter fijo, quedan
excluidas sin embargo y por su propia natura-
leza, la asignación familiar, las horas extras,
colación o movilización y todo beneficio que
se otorgue en forma esporádica, tales como
gratificaciones o aguinaldos.

Por otra parte, en el caso de los trabaja-
dores con sueldo variable, la indemnización
se calculará con el promedio de los tres últi-
mos meses y si es mixto, con la suma del
sueldo base y el promedio de la variable.

Las gratificaciones, por regla general y
en la medida que su pago es esporádico, no
se contabilizan para el pago de la indemniza-
ción, sin embargo cuando ésta tiene carácter
periódico y fijo deben incluirse en la señalada
base de cálculo, tal como lo señala la Direc-
ción del Trabajo: "Ord. N° 3.077/150 de 27
de mayo de 1994. La empresa debe incluir en
la base de cálculo de la indemnización legal
por años de servicio y de la sustitutiva del

aviso previo, que le asiste al trabajador, la
gratificación que este último reiteradamente
en el tiempo venía percibiendo mes a mes
con características de fijeza y de permanen-
cia".

En el mismo sentido, las asignaciones de
colación y movilización, cuando son percibidas
regularmente y en forma mensual, también
deben incluirse en la base de cálculo para el
cálculo de esta indemnización. El criterio an-
terior ha significado un cambio en la posición
de la Dirección del Trabajo, organismo que ha
rectificado el criterio aplicable según lo con-
tenido en Dictamen Nº 4.466 de 1998 que
analiza lo preceptuado en el artículo 172 del
Código del Trabajo y que señala: "Como es
dable apreciar, la norma en comento estable-
ce una regla especial aplicable a la base de
cálculo de las señaladas indemnizaciones, con-
forme a la cual debe considerarse para tal
efecto toda cantidad mensual que estuviere
percibienco el trabajador al momento del tér-
mino de la respectiva relación laboral, como
igualmente, las regalías o especies avaluadas
en dinero percibidas con igual periodicidad,
con la sola exclusión de los beneficios que
expresamente señala, vale decir, la asigna-
ción familiar legal, el sobretiempo, y benefi-
cios que se perciban en forma esporádica o
por una sola vez al año.

Al tenor de lo expuesto, no cabe sino
concluir que la base de cálculo de la indemni-
zación legal por años de servicio y la
sustitutiva del aviso previo deberá compren-
der toda cantidad cuya periodicidad de pago
sea mensual y que no se encuentre expresa-
mente excluida por el legislador. (...)

En estas circunstancias, conforme a lo
sostenido en párrafos anteriores, forzoso es
concluir que para los efectos de calcular las
indemnizaciones que nos ocupan procede in-
cluir las asignaciones de movilización y cola-
ción percibidas en forma periódica.

Por otra parte, y dado que las indemniza-
ciones no tienen carácter de remuneraciones,
la jurisprudencia administrativa ha señalado
que es procedente que el empleador practi-
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que descuentos a éstas por concepto de cré-
ditos adeudados por el trabajador a Cajas de
Compensación.

Las indemnizaciones están sujetas a un
tope máximo de 90 U.F., base al que debe
limitarse para establecer el cálculo de lo que
debe pagarse.

Por último, existe además la indemniza-
ción sustitutiva del aviso previo de 30 días
obligatorios antes de proceder al despido por
necesidades de la empresa. La forma de pro-
ceder a su cálculo es la misma que se esta-
blece para la indemnización por años de ser-
vicio.
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MINISTERIO DE HACIENDA

OTORGA UN REAJUSTE DE
REMUNERACIONES A LOS

TRABAJADORES DEL SECTOR
PUBLICO, CONCEDE AGUINALDOS

QUE SEÑALA, REAJUSTA LAS
ASIGNACIONES FAMILIAR Y

MATERNAL, DEL SUBSIDIO FAMILIAR
Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS

QUE INDICA (*)

LEY Nº 19.843

Teniendo presente que el H. Congreso
Nacional ha dado su aprobación al siguiente

Proyecto de ley:

"Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1º
de diciembre de 2002, un reajuste de 3% a
las remuneraciones, asignaciones, beneficios
y demás retribuciones en dinero, imponibles,
imponibles para salud y pensiones, o no
imponibles, de los trabajadores del sector pú-
blico, incluidos los profesionales regidos por
la Ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo
complementario de la Ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso ante-
rior no regirá, sin embargo, para los trabaja-
dores del mismo sector cuyas remuneracio-
nes sean fijadas de acuerdo con las disposi-
ciones sobre negociación colectiva estableci-
das en el Código del Trabajo y sus normas
complementarias, ni para aquéllos cuyas re-

(*) Publicada en el Diario Oficial de 5.12.02.

muneraciones sean establecidas, convenidas
o pagadas en moneda extranjera. No regirá,
tampoco, para las asignaciones del Decreto
con Fuerza de Ley Nº 150, de 1981, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Sub-
secretaría de Previsión Social, ni respecto de
los trabajadores del sector público cuyas re-
muneraciones sean fijadas por la entidad
empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se
refiere el inciso primero, fijadas en porcenta-
jes de los sueldos, no se reajustarán directa-
mente, pero se calcularán sobre éstos, re-
ajustados en conformidad con lo establecido
en este artículo, a contar del 1º de diciembre
de 2002.

Artículo 2º.- Reajústase, a contar del 1º
de diciembre de 2002, en 3%, los montos en
actual vigencia correspondientes a las sub-
venciones establecidas en el artículo 5º del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 1.385, de
1980, del Ministerio de Justicia, y en sus
normas complementarias.
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Artículo 3º.- Concédese, por una sola
vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabaja-
dores que a la fecha de publicación de esta
ley desempeñen cargos de planta o a contra-
ta de las entidades actualmente regidas por el
artículo 1º del Decreto Ley Nº 249, de 1974;
el Decreto Ley Nº 3.058, de 1979; los Títu-
los I, II y IV del Decreto Ley Nº 3.551, de
1981; el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 (G),
de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional;
el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 (I), de
1968, del Ministerio del Interior; el Decreto
con Fuerza de Ley Nº 1 (Investigaciones), de
1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a
los trabajadores de Astilleros y Maestranzas
de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del
Ejército y de la Empresa Nacional de Aero-
náutica de Chile; a los trabajadores cuyas
remuneraciones se rigen por las Leyes
Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el
artículo 35 de la Ley Nº 18.962; a los traba-
jadores del acuerdo complementario de la Ley
Nº 19.297, y a los trabajadores de empresas
y entidades del Estado que no negocien co-
lectivamente y cuyas remuneraciones se fijen
de acuerdo con el artículo 9º del Decreto Ley
Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con
sus leyes orgánicas o por decretos o resolu-
ciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $ 25.964
para los trabajadores cuya remuneración lí-
quida percibida en el mes de noviembre de
2002 sea igual o inferior a $ 278.100 y de
$ 13.775, para aquéllos cuya remuneración
líquida supere tal cantidad. Para estos efec-
tos, se entenderá por remuneración líquida el
total de las de carácter permanente corres-
pondiente a dicho mes, con la sola deducción
de los impuestos y de las cotizaciones
previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 4º.- El aguinaldo que otorga el
artículo anterior corresponderá, asimismo, en
los términos que establece dicha disposición,
a los trabajadores de las universidades que
reciben aporte fiscal directo de acuerdo con
el artículo 2º del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y
a los trabajadores de sectores de la Adminis-

tración del Estado que hayan sido traspasa-
dos a las municipalidades, siempre que ten-
gan alguna de dichas calidades a la fecha de
publicación de esta ley.

Artículo 5º.- Los aguinaldos concedidos
por los artículos 3º y 4º de esta ley, en lo que
se refiere a los órganos y servicios públicos
centralizados, serán de cargo del Fisco y,
respecto de los servicios descentralizados, de
las empresas señaladas expresamente en el
artículo 3º y de las entidades a que se refiere
el artículo 4º, serán de cargo de la propia
entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dis-
pondrá la entrega a las entidades con patri-
monio propio de las cantidades necesarias
para pagarlos, si no pueden financiarlos en
todo o en parte, con sus recursos propios,
siempre que dichos recursos le sean requeri-
dos, como máximo, dentro de los dos meses
posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 6º.- Los trabajadores de los es-
tablecimientos particulares de enseñanza sub-
vencionados por el Estado conforme al De-
creto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996, del
Ministerio de Educación, y de los estableci-
mientos de Educación Técnico Profesional tras-
pasados en administración de acuerdo al De-
creto Ley Nº 3.166, de 1980, tendrán dere-
cho, de cargo fiscal, al aguinaldo que conce-
de el artículo 3º de esta ley, en los mismos
términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará interna-
mente los procedimientos de entrega de los
recursos a los sostenedores o representantes
legales de los referidos establecimientos y de
resguardo de su aplicación al pago del benefi-
cio que otorga este artículo. Dichos recursos
se transferirán a través de la Subsecretaría de
Educación.

Artículo 7º.- Los trabajadores de las ins-
tituciones reconocidas como colaboradoras
del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo
con el Decreto Ley Nº 2.465, de 1979, que
reciban las subvenciones establecidas en el
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artículo 5º del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justi-
cia, de las Corporaciones de Asistencia Judi-
cial y de la Fundación de Asistencia Legal a la
Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al
aguinaldo que concede el artículo 3º de esta
ley, en los mismos términos que determina
dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará interna-
mente los procedimientos de entrega de los
recursos a las referidas instituciones y de
resguardo de su aplicación al pago del benefi-
cio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través
del Servicio Nacional de Menores o de la
Secretaría y Administración General del Mi-
nisterio de Justicia, según corresponda.

Artículo 8º.- En los casos a que se refie-
ren los artículos 4º, 6º y 7º, el pago del
aguinaldo se efectuará por el respectivo
empleador, el que recibirá los fondos perti-
nentes del Ministerio que corresponda.

Artículo 9º.- Concédese, por una sola
vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año
2003 a los trabajadores que, al 31 de agosto
del año 2003, desempeñen cargos de planta
o a contrata de las entidades a que se refiere
el artículo 3º, y para los trabajadores a que se
refieren los artículos 4º, 6º y 7º de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $ 34.065
para los trabajadores cuya remuneración lí-
quida, que les corresponda percibir en el mes
de agosto del año 2003, sea igual o inferior a
$ 291.728, y de $ 23.729, para aquéllos
cuya remuneración líquida supere tal canti-
dad. Para estos efectos, se entenderá como
remuneración líquida el total de las de carác-
ter permanente correspondientes a dicho mes,
con la sola deducción de los impuestos y de
las cotizaciones previsionales de carácter obli-
gatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido
por este artículo, en lo que se refiere a los
órganos y servicios públicos centralizados,

será de cargo del Fisco, y respecto de los
servicios descentralizados, de las empresas
señaladas expresamente en el artículo 3º, y
de las entidades a que se refiere el artículo
4º, será de cargo de la propia entidad
empleadora. Con todo, el Ministro de Hacien-
da dispondrá la entrega a las entidades con
patrimonio propio de las cantidades necesa-
rias para pagarlos, si no pueden financiarlos
en todo o en parte, con sus recursos propios,
siempre que dichos recursos le sean requeri-
dos, como máximo, dentro de los dos meses
posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los esta-
blecimientos de enseñanza a que se refiere el
artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Educa-
ción fijará internamente los procedimientos
de pago y entrega de los recursos a los
sostenedores o representantes legales de los
referidos establecimientos y de resguardo de
su aplicación al pago del aguinaldo que otor-
ga este artículo.

Dichos recursos se transferirán a través
de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las
instituciones a que se refiere el artículo 7º de
esta ley, el Ministerio de Justicia fijará inter-
namente los procedimientos de entrega de
los recursos a las referidas instituciones y de
resguardo de su aplicación al pago del benefi-
cio que otorga el presente artículo. Dichos
recursos se transferirán a través del Servicio
Nacional de Menores o de la Secretaría y
Administración General del Ministerio de Jus-
ticia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artícu-
los 6º y 7º, el pago del aguinaldo se efectuará
por el respectivo empleador, el que recibirá
los fondos pertinentes del Ministerio que co-
rresponda, cuando procediere.

Artículo 10.- Los aguinaldos estableci-
dos en los artículos precedentes no corres-
ponderán a los trabajadores cuyas remunera-
ciones sean pagadas en moneda extranjera.
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Artículo 11.- Los aguinaldos a que se
refiere esta ley no serán imponibles.

Artículo 12.- Los trabajadores a que se
refiere esta ley, que se encuentren en goce
de subsidio por incapacidad laboral, tendrán
derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al
monto de la última remuneración mensual
que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta
ley puedan impetrar el correspondiente agui-
naldo de dos o más entidades diferentes, sólo
tendrán derecho al que determine la remune-
ración de mayor monto; y los que, a su vez,
sean pensionados de algún régimen de previ-
sión, sólo tendrán derecho a la parte del
aguinaldo que otorga el artículo 3º que exce-
da a la cantidad que les corresponda percibir
por concepto de aguinaldo, en su calidad de
pensionado. Al efecto, deberá considerarse el
total que represente la suma de su remunera-
ción y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o con-
venios entre empleadores y los trabajadores
de entidades contempladas en los artículos
anteriores, correspondiere el pago de aguinal-
do de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos
serán imputables al monto establecido en esta
ley y podrán acogerse al financiamiento que
ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que
de ello resulte, será de cargo de la respectiva
entidad empleadora.

Artículo 13.- Quienes perciban malicio-
samente los aguinaldos que otorga esta ley,
deberán restituir quintuplicada la cantidad re-
cibida en exceso, sin perjuicio de las sancio-
nes administrativas y penales que pudieren
corresponderles.

Artículo 14.- Concédese, por una sola
vez, a los trabajadores a que se refiere el
artículo 1º de esta ley; a los de los servicios
traspasados a las municipalidades en virtud
de lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de
Ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del
Interior; y a los trabajadores a que se refiere

el Título IV de la Ley Nº 19.070, que se
desempeñen en los establecimientos educa-
cionales regidos por el Decreto con Fuerza de
Ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educa-
ción, por el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980 y
los de las Corporaciones de Asistencia Judi-
cial, un bono de escolaridad no imponible,
por cada hijo de entre cinco y veinticuatro
años de edad, que sea carga familiar recono-
cida para los efectos del Decreto con Fuerza
de Ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se
otorgará aun cuando no perciban el beneficio
de asignación familiar por aplicación de lo
dispuesto en el artículo 1º de la Ley Nº
18.987, y siempre que se encuentren cursan-
do estudios regulares en los niveles de ense-
ñanza prebásica del 2º nivel de transición,
educación básica o media, educación supe-
rior o educación especial, en establecimien-
tos educacionales del Estado o reconocidos
por éste. El monto del bono ascenderá a la
suma de     $ 33.564, el que será pagado en
dos cuotas iguales de $ 16.782 cada una, la
primera en marzo y la segunda en junio del
año 2003. Para su pago, podrá estarse a lo
que dispone el artículo 7º del Decreto con
Fuerza de Ley Nº 150, de 1981, del Ministe-
rio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o con-
venios entre empleadores y los trabajadores
de entidades contempladas en el inciso ante-
rior, correspondiere el pago del bono de esco-
laridad, éste será imputable al monto estable-
cido en este artículo y podrán acogerse al
financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, con-
currirán al pago las entidades en que preste
sus servicios el trabajador, en la proporción
que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este
bono, deberán restituir quintuplicada la canti-
dad percibida en exceso, sin perjuicio de las
sanciones administrativas y penales que
pudieren corresponderles.

Artículo 15.- Concédese a los trabajado-
res a que se refiere el artículo anterior, duran-
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te el año 2003, una bonificación adicional al
bono de escolaridad de $ 14.043, por cada
hijo que cause este derecho, cuando a la
fecha de pago del bono, los funcionarios ten-
gan una remuneración bruta igual o inferior a
$ 278.100, la que se pagará con la primera
cuota del bono de escolaridad respectivo y se
someterá en lo demás a las reglas que rigen
dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso ante-
rior se aplicarán, también, para conceder la
bonificación adicional establecida en el ar-
tículo 12 de la Ley Nº 19.553. Esta bonifica-
ción adicional es incompatible con la referida
en el inciso precedente.

Artículo 16.- Concédese durante el año
2003, a los trabajadores no docentes que se
desempeñen en sectores de la Administra-
ción del Estado que hayan sido traspasados a
las municipalidades, y siempre que tengan
alguna de las calidades señaladas en el artí-
culo 2º de la Ley Nº 19.464, el bono de
escolaridad que otorga el artículo 14 y la
bonificación adicional del artículo 15 de esta
ley, en los mismos términos señalados en
ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrán los trabajado-
res no docentes que tengan las calidades
señaladas en el artículo 2º de la Ley
Nº 19.464, que se desempeñen en los esta-
blecimientos particulares de enseñanza sub-
vencionados por el Estado, conforme al De-
creto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996, del
Ministerio de Educación, y en los estableci-
mientos de educación técnico-profesional tras-
pasados en administración de acuerdo al De-
creto Ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 17.- Durante el año 2003 el
aporte máximo a que se refiere el artículo 23
del Decreto Ley Nº 249, de 1974, tendrá un
monto de $ 58.344.

El aporte extraordinario a que se refiere
el artículo 13 de la Ley Nº 19.553, se calcu-
lará sobre dicho monto.

Artículo 18.- Increméntase en $ 1.808.562
miles, el aporte que establece el artículo 2º

del Decreto con Fuerza de Ley Nº 4, de
1981, del Ministerio de Educación, para el
año 2002. Dicho aporte incluye los recursos
para otorgar los beneficios a que se refieren
los artículos 14 y 15, al personal no académi-
co de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre
las universidades estatales se efectuará, en
primer término, en función de las necesida-
des acreditadas para el pago de los benefi-
cios referidos en el inciso anterior, y el rema-
nente, se hará en la misma proporción que
corresponda al aporte inicial correspondiente
al año 2002.

Artículo 19.- Sustitúyese, a partir del 1º de
enero del año 2003, los montos de "$ 145.083";
"$ 164.534" y "$ 176.979", a que se refieren
los artículos 21 y 22 de la Ley Nº 19.429, por
"$ 149.435", "$ 169.470" y "$ 182.288",
respectivamente.

Artículo 20.- Sólo tendrán derecho a los
beneficios a que se refieren los artículos 3º,
9º y 14, los trabajadores cuyas remuneracio-
nes brutas de carácter permanente, en los
meses que en cada caso corresponda, sean
iguales o inferiores a $ 1.081.500, excluidas
las bonificaciones, asignaciones o bonos aso-
ciados al desempeño individual, colectivo o
institucional.

Artículo 21.- Reemplázase, a contar del
1º de julio del año 2003, el inciso primero del
artículo 1º de la Ley Nº 18.987, por el si-
guiente:

"Artículo 1º.- A contar del 1º de julio del
año 2003, las asignaciones familiar y mater-
nal del Sistema Unico de Prestaciones Fami-
liares, reguladas por el Decreto con Fuerza de
Ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Tra-
bajo y Previsión Social, tendrán los siguientes
valores, según el ingreso mensual del benefi-
ciario:

a) De $ 3.716 por carga, para aquellos
beneficiarios cuyo ingreso mensual no
exceda de $ 112.098;
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b) De $ 3.614 por carga, para aquellos be-
neficiarios cuyo ingreso mensual supere
los $ 112.098 y no exceda los $ 226.519;

c) De $ 1.178 por carga, para aquellos bene-
ficiarios cuyo ingreso mensual supere los
$ 226.519 y no exceda los $ 353.292, y

d)  Las personas que tengan acreditadas o
que acrediten cargas familiares y cuyo
ingreso mensual sea superior a $ 353.292
no tendrán derecho a las asignaciones
aludidas en este artículo. Sin perjuicio de
lo anterior, mantendrán su plena vigen-
cia los contratos, convenios u otros ins-
trumentos que establezcan beneficios
para estos trabajadores; dichos afiliados
y sus respectivos causantes mantendrán
su calidad de tales para los demás efec-
tos que en derecho correspondan.".

Artículo 22.- Fíjase en $3.716 a contar
del 1º de julio del año 2003, el valor del
subsidio familiar establecido en el artículo 1º
de la Ley Nº 18.020.

Artículo 23.- Concédese por una sola
vez en el año 2003, a los pensionados del
Instituto de Normalización Previsional, de las
Cajas de Previsión y de las Mutualidades de
Empleadores de la Ley Nº 16.744, cuyas
pensiones sean de un monto inferior o igual al
valor de la pensión mínima de vejez del ar-
tículo 26 de la Ley Nº 15.386 para pensiona-
dos de 70 o más años de edad, a la fecha de
pago del beneficio; a los pensionados del
sistema establecido en el Decreto Ley
Nº 3.500, de 1980, que se encuentren perci-
biendo pensiones mínimas con garantía esta-
tal conforme al Título VII de dicho cuerpo
legal; y a los beneficiarios de pensiones
asistenciales del Decreto Ley Nº 869, de
1975, un bono de invierno de $ 29.589.

El bono a que se refiere el inciso anterior,
se pagará en el mes de mayo del año 2003, a
todos los pensionados antes señalados que al
primer día de dicho mes tengan 65 o más
años de edad. Será de cargo fiscal, no consti-
tuirá remuneración o renta para ningún efec-

to legal y, en consecuencia, no será imponible
ni tributable y no estará afecto a descuento
alguno. No tendrán derecho a dicho bono
quienes sean titulares de más de una pensión
de cualquier régimen previsional o asistencial,
incluido el seguro social de la Ley Nº 16.744,
o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas
no excedan, en su conjunto, del valor de la
pensión mínima de vejez del artículo 26 de la
Ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o
más años de edad, a la fecha de pago del
beneficio.

Artículo 24.- Concédese, por una sola
vez, a los pensionados del Instituto de Nor-
malización Previsional, de las Cajas de Previ-
sión y de las Mutualidades de Empleadores
de la Ley Nº 16.744, que tengan algunas de
estas calidades al 31 de agosto del año 2003,
un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2003,
de $ 9.339. Este aguinaldo se incrementará
en $ 4.807 por cada persona que, a la misma
fecha, tengan acreditadas como causantes
de asignación familiar o maternal, aun cuan-
do no perciban dichos beneficios por aplica-
ción de lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley
Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones
familiares las reciba una persona distinta del
pensionado, o las habría recibido de no me-
diar la disposición citada en el inciso prece-
dente, el o los incrementos del aguinaldo
deberán pagarse a la persona que perciba o
habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones
de sobrevivencia no podrán originar, a la vez,
el derecho a los aguinaldos a favor de las
personas que perciban asignación familiar cau-
sada por ellos. Estas últimas sólo tendrán
derecho a los aguinaldos en calidad de pen-
sionadas, como si no percibieren asignación
familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento
cuando corresponda, que concede el inciso
primero de este artículo, tendrán derecho quie-
nes al 31 de agosto del año 2003, tengan la
calidad de beneficiarios de las pensiones
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asistenciales del Decreto Ley Nº 869, de
1975; de la Ley Nº 19.123 y de las
indemnizaciones del artículo 11 de la Ley Nº
19.129.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a
un aguinaldo, aun cuando goce de más de
una pensión. En el caso que pueda impetrar el
beneficio en su calidad de trabajador afecto
al artículo 9º de la presente ley, sólo podrá
percibir en dicha calidad la cantidad que ex-
ceda a la que le corresponda como pensiona-
do. Al efecto, deberá considerarse el total
que represente la suma de su remuneración y
pensión, líquidas.

Los aguinaldos a que se refiere este ar-
tículo no serán imponibles.

Quienes perciban maliciosamente estos
aguinaldos o el bono que otorga este artículo
o el anterior, respectivamente, deberán resti-
tuir quintuplicada la cantidad percibida en
exceso, sin perjuicio de las sanciones admi-
nistrativas y penales que pudieren correspon-
derles.

Concédese, asimismo, por una sola vez,
a los pensionados a que se refiere este artícu-
lo, que tengan algunas de las calidades que
en él se señalan al 25 de diciembre del año
2003, un aguinaldo de Navidad del año 2003
de $ 10.712. Dicho aguinaldo se incrementará
en $ 6.047 por cada persona que, a la misma
fecha, tengan acreditadas como causantes
de asignación familiar o maternal, aun cuan-
do no perciban esos beneficios por aplicación
de lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley
Nº 18.987.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a
un aguinaldo, aun cuando goce de más de
una pensión.

En lo que corresponda, se aplicarán a
este aguinaldo las normas establecidas en los
incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de
este artículo.

Artículo 25.- Los aguinaldos que conce-

de el artículo anterior, en lo que se refiere a
los beneficiarios de pensiones asistenciales
del Decreto Ley Nº 869, de 1975, serán de
cargo del Fisco y, respecto de los pensiona-
dos del Instituto de Normalización Previsional,
de las Cajas de Previsión y de las Mutualida-
des de Empleadores de la Ley Nº 16.744, de
cargo de la institución o mutualidad corres-
pondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda
dispondrá la entrega a dichas entidades de
las cantidades necesarias para pagarlos, si no
pudieren financiarlos en todo o en parte, con
sus recursos o excedentes.

Artículo 26.- Concédese, por el período
de un año, a contar del 1º de enero del año
2003, la bonificación extraordinaria trimes-
tral concedida por la Ley Nº 19.536, la que
será pagada en los meses de marzo, junio,
septiembre y diciembre de ese año. El monto
de esta bonificación será de $123.652 tri-
mestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los pro-
fesionales señalados en el artículo 1º de la
Ley Nº 19.536 y los demás profesionales de
colaboración médica de los Servicios de Sa-
lud remunerados según el sistema del Decre-
to Ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen
en las mismas condiciones, modalidades y
unidades establecidas en el mencionado pre-
cepto, o bien en laboratorios y bancos de
sangre, radiología y medicina física y rehabili-
tación.

La cantidad máxima de profesionales que
tendrán derecho a esta bonificación será de
3.717 personas.

En lo no previsto por este artículo, la
concesión de la citada bonificación se regirá
por lo dispuesto en la Ley Nº 19.536, en lo
que fuere procedente.

Artículo 27.- Durante el año 2003 el
porcentaje de la asignación establecida en el
artículo 12 de la Ley Nº 19.041, será el
determinado para el año 1999.

Artículo 28.- Modifícase la Ley Nº 19.464
en la siguiente forma:
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a) Reemplázase en el inciso primero del ar-
tículo 7º la frase "y enero del año 2002"
por ", enero del año 2002 y enero del
año 2003", y

b) Sustitúyese en el artículo 9º, el guarismo
"2003" por "2004".

Artículo 29.- Concédese, por una sola
vez, a los trabajadores que, de conformidad
con esta ley, tienen derecho a percibir el
aguinaldo de Navidad y cuya remuneración
líquida que les corresponda percibir en el mes
de noviembre de 2002, sea igual o inferior a
$278.100, un bono especial no imponible,
que se pagará en el curso del mes de diciem-
bre de 2002, cuyo monto será de $ 25.500.

Para estos efectos, se entenderá por re-
muneración líquida la referida en el inciso
segundo del artículo 3º de esta ley.

Artículo 30.- El mayor gasto fiscal que
represente en el año 2002 la aplicación de
esta ley, se financiará con cargo al ítem 50-
01-03-2533.104 de la Partida Presupuesta-
ria Tesoro Público. Para el pago de los agui-
naldos se podrá poner fondos a disposición
con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2003
a los órganos y servicios públicos incluidos
en la Ley de Presupuestos para dicho año, la
aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,
9º, 14 y 17 de esta ley, se financiará con los
recursos contemplados en el subtítulo 21 de
sus respectivos presupuestos y, si correspon-
diere, con reasignaciones presupuestarias y/o
con transferencias del ítem señalado en el
inciso precedente del presupuesto para el año
2003, dispuestas por el Ministro de Hacien-
da, mediante uno o más decretos expedidos en
la forma establecida en el artículo 70 del De-
creto Ley Nº 1.263, de 1975, los que podrán
ser dictados en el mes de diciembre de 2002.".

Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo
y sancionarlo; por tanto promúlguese y lléve-
se a efecto como Ley de la República.

Santiago, 28 de noviembre de 2002.-
RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de
la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Mi-
nistro de Hacienda.- Ricardo Solari Saavedra,
Ministro del Trabajo y Previsión Social.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda atentamente a Ud., María
Eugenia Wagner Brizzi, Subsecretaría de Ha-
cienda.
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21 - Noviembre

• Resolución Nº 2.403, de 15.11.02, de la Subsecretaría del Trabajo. Aprueba resolu-
ción sobre calificación de los documentos que tengan el carácter de secreto o reser-
vado.

22 - Noviembre

• Ley Nº 19.838. Modifica la Ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, otorgan-
do funciones y atribuciones a los administradores en materia de prevención y seguri-
dad de evacuación de gases.

• Ley Nº 19.839. Modifica la Ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, estable-
ciendo normas sobre arquitectura y construcción para la prevención y seguridad en
materia de evacuación de gases.

23 - Noviembre

• Ley Nº 19.840. Establece normas tributarias para que empresas con capital del exte-
rior puedan efectuar inversiones desde Chile en el extranjero.

29 - Noviembre

• Resolución Nº 9.769 exenta, de 13.08.02, del Servicio Nacional de Capacitación y
Empleo. Clasifica como reservados los actos y documentos emitidos por este Servi-
cio.

5 - Diciembre

• Ley Nº 19.843. Otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector
público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y mater-
nal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica (publicada en esta
edición del Boletín).

• Extracto de Circular Nº 66, de 29.11.02, del Servicio de Impuestos Internos. Impar-
te instrucciones sobre la supresión de una oración del inciso primero del artículo 23
del D.L. Nº 825, de 1974, de acuerdo con el artículo 2º de la Ley Nº 19.840.

7 - Diciembre

• Ley Nº 19.842. Ley de presupuestos del sector Público para el año 2003. Su artículo
13, prescribe:
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"Artículo 13.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9º del
Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, las dotaciones máximas de personal fijadas en la
presente ley incluyen al personal de planta, a contrata, contratado a honorarios asi-
milado a grado y a jornal en aquellos servicios cuyas leyes contemplen esta calidad.

"Los decretos o resoluciones que aprueben la contratación de personas naturales a
honorarios, cualquiera que sea el ítem de imputación, deberán contar con visación
del Ministerio correspondiente, para lo cual se acompañará un certificado emanado
del órgano o servicio respectivo en que conste que el monto comprometido se ajusta
a la disponibilidad presupuestaria y, en su caso, a la autorización máxima otorgada
en la presente ley.

"El procedimiento señalado en el inciso precedente se aplicará igualmente a las con-
trataciones en el mismo servicio con aplicación de lo dispuesto en la letra d) del
artículo 81 de la Ley Nº 18.834.

"Las personas contratadas a honorarios, bajo cualquier forma que se exprese el pago,
deberán informar a el o los Jefes del Servicio respectivo, a través de la unidad co-
rrespondiente, mediante una declaración jurada simple, si prestan servicios en cual-
quier calidad jurídica en otra repartición pública. En tal caso, deberán individualizar al
otro Servicio, especificando la calidad jurídica con que laboran en él, el monto de los
emolumentos correspondientes, las tareas contratadas y la duración de la prestación
de sus servicios. Copia de los antecedentes mencionados deberá ser remitida a la
Contraloría General de la República.

"Al momento de suscribirse un contrato a honorarios, el Servicio correspondiente
tendrá la obligación de requerir la información señalada en el inciso anterior, debien-
do el Jefe de Servicio constatar que no se produzca un actual o eventual conflicto de
intereses por el cumplimiento de las funciones contratadas, y certificar tal circuns-
tancia. Se entenderá que hay conflicto de intereses cuando las labores encomenda-
das en los diversos organismos pongan a la persona a quien se le ha encomendado
tareas en ambos, en situación de lesionar los objetivos de cualquiera de esas entida-
des o cuando sus propios intereses personales puedan pugnar con los de alguna de
ellas.

"En el caso que una persona tenga más de un contrato a honorarios en entidades
públicas, requerirá de la visación previa, en el acto administrativo correspondiente,
del Ministro respectivo.

"La misma visación será exigible cuando la persona contratada a honorarios tenga,
además, un contrato con proveedores o contratistas o con instituciones privadas que
tengan convenios para ejecución de proyectos o se le hayan otorgado transferen-
cias, en relación con la repartición en que presta servicios.

"Se exceptúan de las normas establecidas en los dos incisos anteriores las labores
de docencia que dichas personas desarrollen en instituciones de educación superior.

"Durante 2003, las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas
establecidas en los artículos 54, 55 y 56 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucio-
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nal sobre Bases Generales de la Administración del Estado, serán aplicables asimis-
mo a los contratados a honorarios, debiendo dejarse constancia en los contratos
respectivos de una cláusula que así lo disponga.

"Del mismo modo, cada Jefe de Servicio deberá informar a todos quienes laboren en
él, en cualquier condición jurídica, acerca de las diversas inhabilidades, incompatibi-
lidades y prohibiciones que establecen las leyes, tales como la Nº 18.834, Estatuto
Administrativo, la Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la
Administración del Estado y otras que afecten a la repartición correspondiente.

"Aquellos programas presupuestarios en que laboren mayoritariamente personas con-
tratadas a honorarios, serán regulados por resolución de las entidades correspon-
dientes en cuanto a las condiciones y modalidades de su desempeño, instrumentos
que serán dictados dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de
la presente Ley".

• Decreto Nº 176, de 12.07.02, del Ministerio de Educación. Crea Comisión Trimi-
nisterial denominada "Directorio de Ministros" para la ejecución del Programa de
Educación y Capacitación Permanente.

11 - Diciembre

• Extracto de Circular Nº 67, de 2.12.02, del Servicio de Impuestos Internos. Da a
conocer resoluciones dictadas en cumplimiento de lo establecido por el inciso final
del Nº 1 del artículo 59 de la Ley de la Renta, mediante Las cuales establece los
deudores o entidades cuya actividad es calificada de "carácter financiero"; todo ello
para los fines de la no aplicación de las normas sobre exceso de endeudamiento
contenidas en la disposición legal precitada.

14 - Diciembre

• Ley Nº 19.845. Modifica la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalida-
des en materia de apremios.

16 - Diciembre

• Comisión Ergonómica Nacional. Listado de puestos de trabajo ejecutoriados aproba-
dos y rechazados como trabajo pesado, por la Comisión Ergonómica Nacional.

18 - Diciembre

• Resolución Nº 316 exenta, de 10.10.02, de la Subsecretaría de Previsión Social.
Determina los actos, documentos y antecedentes que están afectos al secreto o
reserva.
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19 - Diciembre

• Ley Nº 19.847. Faculta al Presidente de la República para otorgar la garantía del
Estado a las obligaciones que indica, dispone la suscripción de convenio de progra-
mación con el sistema de empresas y modifica la Ley Nº 19.767.

• Ley Nº 19.841. Modifica la Ley del Tránsito en lo relativo al cobro electrónico de
peajes y la Ley Nº 18.287, que establece procedimientos ante los Juzgados de Poli-
cía Local.

20 - Diciembre

• Extracto de Resolución Nº 33 exenta, de 2002, del Servicio de Impuestos Internos,
que modifica Resolución Nº 6.174 exenta de fecha 16.12.1997 y sus modificacio-
nes posteriores sobre obligación de informar y certificar que recae sobre Administra-
doras de Fondos de Inversión y Fondos Mutuos.

• Extracto de Resolución Nº 34 exenta, de 13 de diciembre de 2002, del Servicio de
Impuestos Internos, que establece forma en que las Administradoras de Fondos de
Pensiones y las instituciones autorizadas que administren recursos de ahorro previsional
voluntario, deben cumplir con la obligación de informar al SII y de certificar a los
ahorrantes, la información sobre la situación tributaria de los depósitos y retiros de
ahorro previsional voluntario y de las cotizaciones voluntarias acogidas al artículo 42
bis de la Ley de la Renta.

• Extracto de Resolución Nº 35 exenta, de 13 de diciembre de 2002, del Servicio de
Impuestos Internos, que establece forma en que las Administradoras de Fondos de
Pensiones deben cumplir con la obligación de informar al SII y de certificar a sus
afiliados, la información sobre la situación tributaria de los excedentes de libre dispo-
sición a que se refiere el artículo 42 ter de la Ley de la Renta.

• Extracto de Resolución Nº 36 exenta, de 13 de diciembre de 2002, que modifica la
Resolución Nº 7.211 exenta, de 1998.

• Extracto de Resolución Nº 37 exenta, de 13 de diciembre de 2002, del Servicio de
Impuestos Internos, que establece forma en que las instituciones intermediarias, cum-
plirán con la obligación de informar al SII y de certificar a sus mandantes, la informa-
ción sobre inversión en fondos de inversión nacionales o fondos mutuos que se indi-
ca, no acogidos al mecanismo de incentivo al ahorro establecido en la letra a) del Art.
57 bis de la Ley de Impuesto a la Renta, mantenidos a su nombre por cuenta de
terceros.

• Extracto de Resolución Nº 38 exenta, de 13 de diciembre de 2002, del Servicio de
Impuestos Internos, que modifica la Resolución Nº 5.225 exenta, de 2000.

• Extracto de Resolución Nº 39 exenta, de fecha 16 de diciembre de 2002, del Servi-
cio de Impuestos Internos, sobre Registro de Accionistas que debe ser considerado
para los fines tributarios dispuestos en las Resoluciones exentas Nºs. 64 y 65, de
1993.



Enero 168 / 2003

Jurisprudencia Judicial4444

JURISPRUDENCIA JUDICIAL

RECURSO DE AMPARO. ARRESTO ORDENADO POR TRIBUNAL LABORAL
EN CONTRA DE EMPLEADOR POR NEGARSE A REINCORPORAR A

TRABAJADOR AFORADO SINDICALMENTE. RECHAZADO

Orden de arresto de cinco días dictada por Tribunal Laboral en
causa seguida en contra de empleador por prácticas
antisindicales por negarse a reincorporar a trabajador separado
ilegalmente de sus funciones por gozar de fuero sindical y sin
contar con la autorización respectiva para despedir (desafuero).
Artículos 292 del Código del Trabajo y 238 del Código de
Procedimiento Civil.

Comentarios

Inspección del Trabajo denuncia ante Juez
del Trabajo a empleador del transporte de
locomoción colectiva por prácticas
antisindicales, toda vez que éste separó ile-
galmente de sus funciones a trabajadores
amparados por fuero sindical (despido sin
autorización judicial o desafuero). El Tribunal
que conocía la causa dictó una resolución
judicial por la cual decretó la inmediata rein-
corporación a sus funciones habituales de los
trabajadores aforados, siendo legalmente no-
tificada dicha resolución al empleador denun-
ciado.

En dos oportunidades la receptora judi-
cial actuante intentó, en el domicilio del
empleador, la reincorporación de tales traba-
jadores aforados, no prosperando la diligen-
cia en ambas oportunidades. Por ello, la Ins-
pección demandante solicitó se aplicara al
representante de la empresa su arresto por
incumplimiento de la referida resolución judi-
cial, según lo dispone el artículo 238 del
Código de Procedimiento Civil, accediendo a
tal petición el Tribunal Laboral, ordenando el
arresto por cinco días en contra del represen-
tante de la empresa denunciada.

En contra de la mencionada orden de
arresto recurre de amparo el representante

legal de la empresa alegando que se constitu-
yó un sindicato interempresa y se eligió a la
respectiva dirigencia sindical, siendo los
empleadores de los mismos los dueños de las
máquinas que operan el recorrido licitado,
razón por la cual a tales dueños de máquinas
les correspondía cumplir con la resolución de
reincorporación de los dirigentes aforados.

Conforme a la doctrina de la Dirección
del Trabajo, y a la jurisprudencia judicial, se
desprende que las empresas que administran
el servicio de líneas de transporte y que de-
terminan las rutas, horarios, etc. Configuran
en sí los elementos constitutivos de la rela-
ción laboral, de acuerdo a los artículos 7º y
8º del Código del Trabajo. Por ello, se presu-
me que el vínculo contractual es con la em-
presa adjudicataria de la licitación del respec-
tivo recorrido, por lo que le correspondía a su
representante legal acatar la orden de rein-
corporación dictada por la jueza.

Por todo lo anterior, quedó de manifiesto
en el proceso que la orden de arresto dictada
por el Tribunal Laboral fue dictada por autori-
dad competente para ello y con mérito que la
justificaba, por lo que procedió a rechazar la
referida acción de amparo.
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Dicho fallo, apelada en la Corte Supre-
ma, fue confirmado por el máximo tribunal.

Sentencia.

San Miguel, 21 de octubre de 2002.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que a fs. 34 don Hugo Segun-
do Carvajal Carvajal ha interpuesto recurso
de amparo en su favor, por cuanto la Sra.
Juez Titular del Primer Juzgado del Trabajo
de San Miguel ha expedido una orden de
arresto hasta por cinco días en su contra, la
cual estima es absolutamente ilegal, ya que
las obligaciones contraídas en su calidad de
representante legal de la empresa Transpor-
tes Zeus Ltda. no han podido ser cumplidas
por causas ajenas a su voluntad.

Hace presente que el día 18 de mayo del
año en curso, se constituyó el sindicato
Interempresas Santiago-Padre Hurtado y sus
variantes, eligiendo a la respectiva dirigencia
sindical, sin embargo los dirigentes electos
no se presentaron nunca más a sus respecti-
vos trabajos, ya que la empresa de transpor-
tes que representa sólo es la adjudicataria del
recorrido Nº 892 "La Cisterna-Padre Hurta-
do", siendo los empleadores de los dirigentes
sindicales los operadores que trabajan en di-
cho servicio con sus máquinas, y por ende, si
dichos empleadores no han dado cumplimien-
to a la reincorporación de los trabajadores
aforados, es un hecho absolutamente ajeno a
su voluntad. Por tales razones, solicita que se
deje sin efecto la referida orden de arresto
que pesa en su contra por ser ésta absoluta-
mente ilegal.

Segundo: Que a fs. 41 informa la Sra.
Juez Titular del Primer Juzgado Laboral de
San Miguel, señalando que efectivamente se
inició en dicho tribunal una causa sobre prác-
ticas antisindicales, interpuesta por la Inspec-
ción Comunal del Trabajo de Santiago Sur en
contra de la empresa de Transportes Zeus
Limitada, representada legalmente por el am-
parado de autos. Agrega que en tal proceso,

el día 18 de julio del año en curso, se dictó
una resolución por la cual se decretó la rein-
corporación a sus funciones habituales de los
trabajadores aforados, siendo tal resolución
notificada al recurrente el día 22 de julio.

Del mismo modo, sostiene que el día 24
de julio del presente año, la receptora intentó
la reincorporación en el domicilio de la empre-
sa Zeus, no prosperando tal diligencia, situa-
ción que se repitió el día 2 de agosto. Es por
ello que la demandante de autos, solicitó se
aplicara al representante legal de la empresa
Zeus, su arresto por incumplimiento de la
referida resolución, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 238 del Código de
Procedimiento Civil, ante lo cual accedió a
dicha petición el día 26 de agosto, por lo que
tal resolución, estima, ha sido dictada confor-
me el mérito de autos y de acuerdo a las
facultades que la ley otorga al juez, ya que el
amparado se ha mantenido rebelde al cumpli-
miento de la resolución que ordenaba la inme-
diata reincorporación de los trabajadores se-
parados de sus funciones.

Tercero: Que de los autos Rol Nº 1.988-2
caratulada "Inspección Comunal del Trabajo
Santiago Sur con Transportes Zeus Limita-
da", seguida ante el Primer Juzgado Laboral
de San Miguel, por prácticas antisindicales,
tenidos a la vista aparece que los propios
empleadores de los trabajadores afectos a
fuero sindical han señalado que la aludida
reincorporación no se pudo realizar ya que la
empresa demandada, a través de su repre-
sentante legal y amparado de autos, se negó
a ello.

Cuarto: Que de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 292 del Código del
Trabajo, con las modificaciones introducidas
por la Ley Nº 19.759, los trabajadores ampa-
rados por fuero laboral y que hubiesen sido
despedidos por decisión del empleador, la
que hubiere sido calificada como práctica
antisindical en el informe de la Inspección del
Trabajo interviniente, deben ser reincorpora-
dos a sus labores por disposición del tribunal
que conoce la causa, como se lo ordena el
inciso noveno de la disposición legal ya indi-
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cada, debiendo discutirse las alegaciones for-
muladas por el afectado en el curso de la
causa y luego de cumplirse la orden de rein-
corporación dada.

Quinto: Que de conformidad con la doc-
trina contenida en dictámenes vigentes de la
Dirección del Trabajo, la que se sustenta en
resoluciones judiciales, se desprende que las
empresas que administran el servicio de lí-
neas de transportes y que determinan las
rutas, los horarios y exigen el cumplimiento
de las directrices a los dependientes, hace
que se configure respecto de ellas, los ele-
mentos a que se refiere el artículo 7º del
Código del Trabajo, por aplicación de lo dis-
puesto en el artículo 8º del mismo cuerpo
legal. Lo anterior permite presumir que el
vínculo entre los trabajadores afectados por
el despido y la empresa de Transportes Zeus
Ltda. –adjudicataria de la licitación– a quien
le compete la organización, control, dirección
y fiscalización respecto del trabajo de los
primeros, es de naturaleza jurídica laboral,
por lo que el recurrente de autos, quien es su
representante legal, debió haber cumplido con
la resolución que ordenaba la reincorporación
de quienes estaban protegidos por el fuero
laboral.

Sexto: Que de lo expuesto precedente-
mente, se desprende, que la orden de arresto
dictada por la Sra. Juez recurrida ha sido
dictada por autoridad con facultad para ello
en un caso previsto por la ley y con mérito
que la justifica, por lo que procederá rechazar
la acción interpuesta.

Y visto, además, lo dispuesto en los artí-
culos 21 de la Constitución Política de la
República, 306 y siguientes del Código de
Procedimiento Penal y Auto Acordado de la
Excma. Corte Suprema sobre tramitación del
recurso de amparo, se rechaza el recurso de
amparo interpuesto a fs. 34 por Hugo Segun-
do Carvajal Carvajal en su favor.

Agréguese copia autorizada de la presen-
te sentencia en los autos traídos a la vista y
hecho, devuélvanse.

Regístrese y archívense en su oportuni-
dad.

Pronunciada por las Ministros señoras
Martínez, Hantke y Abogada Integrante seño-
ra Montt. Sentencia confirmada por la Supre-
ma.

Rol Nº 277-02 A.
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JURISPRUDENCIA JUDICIAL

FUERO MATERNAL. DESAFUERO DE TRABAJADORA POR VENCIMIENTO
DEL PLAZO ESTIPULADO EN EL CONTRATO

Recurso de casación en el fondo. Sentencia de reemplazo. La
solicitud de desafuero maternal no puede considerarse
extemporánea cuando el empleador ha despedido sin conocer
el estado de embarazo que le otorga fuero a la trabajadora. La
transformación del contrato a plazo fijo en indefinido no puede
operar por el allanamiento del empleador a la reincorporación
ordenada por la Inspección del Trabajo.

Comentarios

Empresa del rubro inmobiliario solicitó el
desafuero maternal de su trabajadora a fin de
proceder legalmente al despido de la misma
por tratarse de un contrato a plazo fijo. No
obstante haber cesado el contrato en la fecha
de vencimiento de su primera renovación y,
habiendo la trabajadora cesado en sus labo-
res, es reincorporada a sus funciones por
requerimiento de la Inspección del Trabajo,
toda vez que, al momento del despido, la
trabajadora se encontraba embarazada.

Por su parte, la trabajadora demandada
solicitó el rechazo de la demanda por cuanto
su despido fue extemporáneo, toda vez que
el empleador no podía despedirla sin la co-
rrespondiente autorización judicial y, no obs-
tante ello, luego de despedirla y de reincorpo-
rarla por intervención de la Inspección res-
pectiva, ha solicitado su desafuero. En sínte-
sis, la autorización para despedir debe ser
previa y no posterior al despido.

Por las razones antes expuestas, el Tri-
bunal de primer grado sostuvo que al haber
sido reincorporada la trabajadora a su puesto
de trabajo por parte de su empleador, debe
entenderse vigente el contrato de trabajo y
rechazarse la solicitud de desafuero.

Apelada la sentencia, la Corte de Con-
cepción confirmó el fallo en todas sus partes.

En contra de la sentencia de apelación la
demandante dedujo recurso de casación en el
fondo ante la Corte Suprema por haber sido
dictada con infracción de ley y solicitó se
invalide y se dicte la correspondiente de re-
emplazo.

Conociendo del recurso, la Cuarta Sala
de la Corte Suprema anuló la sentencia dicta-
da por la Corte de Concepción, la cual había
confirmado la sentencia de primera instancia
que rechazó el desafuero. Esta sentencia sos-
tuvo, para la declarar la nulidad, que de la
sola lectura del fallo de primer grado aparece
que el sentenciador no se hizo cargo de las
alegaciones de ambas partes en orden a de-
terminar o no el conocimiento por parte del
empleador del estado de gravidez de la traba-
jadora a la época de la conclusión de la rela-
ción laboral por vencimiento del plazo estipu-
lado en el contrato. Contrariamente a ello,
sólo se razonó sobre la extemporaneidad de
desafuero debido a la reincorporación de la
trabajadora, sin establecerse si el empleador
conocía o no el estado de embarazo.
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Por lo expresado precedentemente, la
Corte Suprema estimó que la sentencia im-
pugnada carecía de consideraciones fundan-
tes, razón por la cual estimó que el fallo
cuestionado había sido dictado sin las consi-
deraciones de hecho y de derecho que le
sirven de fundamento, conforme lo dispone
el artículo 458 Nº 5 del Código del Trabajo.

Acto seguido la misma Corte dictó la
necesaria sentencia de reemplazo, la que aco-
gió la petición de desafuero del empleador,
por estimar que a la época del despido el
empleador desconocía el estado de embarazo
de la trabajadora, el cual conoció sólo al
momento de ser requerido por la Inspección
del Trabajo a fin de reincorporar a la trabaja-
dora aforada. Por ello, y si el empleador cono-
ció del fuero respectivo con posterioridad al
vencimiento de la prórroga del plazo estipula-
do, no pudo estimarse que la solicitud de
desafuero haya sido extemporánea. Finalmen-
te, y a mayor abundamiento en los funda-
mentos del fallo de reemplazo, no se podía
estimar que el contrato se haya transformado
en indefinido por la mencionada reincorpora-
ción, por cuanto tal situación debe operar en
los términos del inciso cuarto del Nº 4 del
artículo 159 del Código Laboral, y en la espe-
cie se trató de un requerimiento de la Inspec-
ción del Trabajo.

Por todas estas razones, se revocó la
sentencia apelada y se acogió la solicitud de
desafuero presentada por la empleadora de-
mandante.

Sentencia de primera instancia.

Concepción, 30 de diciembre de 2000.

Vistos:

A fs. 11, comparece doña Lorna Mulchi
Echeverría, abogado, en representación, se-
gún se acreditará, de la empresa Inmobiliaria
Parque San Pedro S.A., empresa del giro de
su denominación, representada por don Pe-
dro Luis Larraza Alberdi, todos con domicilio

para estos efectos en calle Colo Colo 379,
oficina 1405, Concepción, y deduce deman-
da de desafuero maternal en contra de doña
María Verónica Rodríguez Carmona, Agente
Vendedor Comisionista, domiciliada en su lu-
gar de trabajo en calle Trinitarias Nº 135,
Concepción, a fin de solicitar y obtener que el
Tribunal la autorice para despedir a la deman-
dada por tratarse de un contrato a plazo fijo,
con costas.

A fs. 16, comparece la parte demandada
y solicita el rechazo de la presente demanda
de desafuero maternal, por las razones de
hecho y de derecho que expone en su presen-
tación, con costas.

A fs. 17 vta., rola resolución que recibe
la causa a prueba.

A fs. 32 y siguientes rola acta de audien-
cia de conciliación y prueba, donde consta
que no se produjo la primera de ellas por lo
que se procedió a recibir las probanzas apor-
tadas por las partes.

A fs. 36 vta., rola resolución que cita a
las partes para oír sentencia.

A fs. 37 se decretó una medida para
mejor resolver.

A fs. 41, se trajeron los autos para fallo.

Considerando:

Primero: Que, doña Lorna Mulchi, aboga-
do, en representación de la empresa Inmobi-
liaria Parque San Pedro S.A., ha deducido
demanda de desafuero maternal en contra de
doña María Verónica Rodríguez Carmona,
ambos ya individualizados, a fin de obtener
autorización para despedir a la trabajadora,
por tratarse de un contrato a plazo fijo, con
costas.

Segundo: Que, la parte demandante, afir-
ma que con fecha 14 de marzo del 2000, la
sociedad Inmobiliaria Parque San Pedro S.A.,
contrató a plazo fijo a doña María Verónica
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Rodríguez Carmona, como Agente Vendedor
Comisionista, estableciéndose que su contra-
to tendría una duración de 30 días; dicho
contrato de prorrogó por 28 días más, por lo
que vencía el 12 de mayo del 2000. Agrega,
que en la fecha antes referida se le informó a
la trabajadora que no se le renovaría el con-
trato y que éste había concluido por ser un
contrato a plazo fijo. Sin embargo, con fecha
25 de mayo del 2000, la trabajadora concu-
rre ante la Inspección del Trabajo, interpo-
niendo un reclamo en su contra, ante lo cual
y en virtud de encontrarse la trabajadora em-
barazada, la empresa procedió a reincorporarla
de inmediato a sus funciones, sin embargo, y
atendidas las circunstancias del caso, es ne-
cesario contar con autorización judicial a fin
de poder despedir a la actora ya que, la
empresa no desea continuar con el contrato
de trabajo por tratarse de un contrato a plazo
fijo.

Tercero: Que, la parte demandada, al
contestar el traslado e instar por su rechazo,
con costas, aduce, que en efecto, al habérsele
puesto término a su relación contractual, no
obstante encontrarse amparada por fuero
maternal, recurrió ante las Autoridades del
trabajo, quienes requirieron de su empleador
la reincorporación, a lo que ésta se allanó,
siendo reincorporada a sus labores habituales
y por tanto continúa prestando servicios para
ella, razón por la cual no es procedente su
despido, sin autorización previa y después
haberse requerido su reincorporación por la
Inspección del Trabajo, ya que la autorización
judicial debe ser previa y no posterior el des-
pido.

Cuarto: Que, la relación laboral entre las
partes no ha sido discutida y ésta a mayor
abundamiento se encuentra acreditada con el
mérito del contrato de trabajo acompañado
en fs. 1, no objetado y reconocimiento que
hace el empleador al presentar su libelo.

Quinto: Que, también es un hecho no
discutido por las partes que la demandada, a
la fecha del término del plazo de su contrato
de trabajo, se encontraba amparada por fuero

maternal, ya que se encontraba embarazada,
como por lo demás consta del "certificado de
fs. 22, extendido por la matrona que suscri-
be, del Centro Diagnóstico MEGASA-LUD, de
Concepción, en que consta que doña María
Verónica Rodríguez Carmona, es portadora
de un embarazo de 33 semanas al día del
certificado, al 1º de agosto de 2000, y de la
fotocopia de licencia médica prenatal por 42
días a contar desde el 7 de agosto del 2000,
de fs. 23 y 24.

Sexto: Que, la parte demandante ha apor-
tado al proceso además prueba confesional,
al tenor del pliego de fs. 31, en la cual la
demandada no ha reconocido nada que afec-
te sus intereses y ha presentado a estrados a
los siguientes testigos: Pablo Silvano Yévenes
Gutiérrez y Marcela Patricia Gutiérrez Rivas,
quienes han afirmado:

El primero, que conoce a la demandada
doña María Verónica Rodríguez y sabe que
trabajó para Inmobiliaria Parque San Pedro.
En cuanto al problema del fuero, dice que
tomaron conocimiento después de haber ter-
minado el contrato a plazo fijo que la ligaba
con la demandante; el contrato se inició el 12
de marzo del presente año y terminó el 12 de
mayo del mismo año; ello le consta porque
trabaja para la empresa Inmobiliaria Parque
San Pedro, como Jefe Administrativo.

El segundo, por su parte se ha expresado
en términos similares, al decir que la empresa
no estaba en conocimiento del estado de
embarazo de la señora Rodríguez y el día 12
de marzo del año en curso fue contratada a
plazo fijo como todos los vendedores, por 30
días y después se le renovó por 30 más, es
decir, terminó el 12 de mayo del mismo año.

Séptimo: Que, por su parte, la demanda-
da, acompañó prueba documental, ya anali-
zada y testimonial, consistente en los dichos
de Erika Haydee Olivares Vallejos y Julio An-
tonio Lizama Soto, quienes han dicho en fs.
34 y 35:
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El primero: Que conoce a la demandada
doña María Verónica Rodríguez y sabe que
trabajó para Inmobiliaria Parque San Pedro.
Sabe que la petición de desafuero es
extemporánea, ya que su estado de gravidez
es evidente. Agrega que él tuvo una relación
laboral con la demandada quien le estaba
solucionando un problema con Isa Cruz y que
ahí se enteró de su estado y que la habían
despedido, lo que le pareció muy extraño
porque no se puede despedir a una persona
embarazada.

El segundo, afirma que conoce a la de-
mandada y sabe que fue despedida por estar
embarazada. Agrega que se le notaba su es-
tado de embarazo, porque estaba gorda. Dice
que fue a cotizar una tumba a las oficinas de
calle Trinitarias, hablaron de precios y al vol-
ver al cabo de un tiempo, en el mes de mayo,
le informaron que estaba temporalmente fue-
ra de la oficina por su estado de embarazo,
sin embargo, con posterioridad le informaron
que estaba despedida por estar embarazada.

Solicitó además se oficiara a la Isapre
Banmédica para que remita copia legalizada
de la licencia médica correspondiente al
post-natal de la demandada, petición a la que
el tribunal accedió, sin embargo la respuesta
fue negativa, según consta en fs. 40.

Octavo: Que, la parte demandante ha
alegado que el despido sería extemporáneo,
ya que se procedió a despedirla, no obstante
encontrarse amparada con fuero maternal,
sin autorización previa que la ley exige y con
posterioridad al despido, después de haberse
requerido por parte de la Inspección del Tra-
bajo, la reincorporación de la trabajadora, es
decir, se solicita autorización para despedir,
fundado en la circunstancia de existir un con-
trato a plazo fijo, sin embargo, esta autoriza-
ción debe ser previa al despido y no poste-
rior.

En efecto, consta que las partes suscri-
bieron un contrato a plazo fijo, el 14 de
marzo del 2000, el que se prorrogó en defini-

tiva hasta el 12 de mayo del mismo año, sin
embargo, a esa fecha la demandada era por-
tadora de un embarazo de más de 33 sema-
nas, según consta de la documentación que
se acompaña, es decir, se encontraba ampa-
rada por fuero desde el 15 de diciembre de
1999 y que ante el reclamo que formulara la
señora Rodríguez Carmona ante la Inspección
del Trabajo de Concepción, la empleadora
procedió a su reincorporación como consta
en autos y la propia demandante lo ha reco-
nocido. Con posterioridad a ello, solicita au-
torización judicial para despedirla por venci-
miento del plazo estipulado en el contrato,
petición que se estima extemporánea, como
lo ha resuelto la Excma. Corte Suprema de
Justicia, (Revista Laboral Chilena, noviembre
1996) por cuanto se interpuso esta acción
después del despido de la trabajadora y luego
de haber sido reincorporada, ante un reclamo
que formulara en la instancia administrativa.

Noveno: Que, en consecuencia de lo an-
terior y habiendo sido la trabajadora reincor-
porada a su trabajo, debe entenderse vigente
el contrato de trabajo que une a las partes y
rechazarse la solicitud de desafuero formula-
da por la demandante.

Y de conformidad además con lo dis-
puesto en los artículos 1545 y 1698 del
Código Civil; 160 y demás pertinentes del
Código de Procedimiento Civil; 159, 174,
452 inciso 1º, 455 a 458 del Código del
Trabajo, se declara:

Que no ha lugar, con costas, a la autori-
zación para despedir a doña María Verónica
Rodríguez Carmona.

Anótese, regístrese y archívese, en su
oportunidad.
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Dictada por la señora Mirentxu San Mi-
guel Bravo, Secretaria Titular, subrogando
legalmente.

Sentencia de segunda instancia.

Concepción, 2 de agosto de 2001.

Visto:

Se confirma la sentencia de treinta de
diciembre del pasado año, escrita a fojas 43
y siguientes.

Regístrese y devuélvase.

Redacción del Ministro señor Fidel Henrí-
quez Saavedra.

Proveído por los Ministros señor Fidel
Henríquez Saavedra, señora Silvia Oneto
Peirano y el Abogado Integrante señor Sergio
E. Tapia Elorza.

Rol Nº 427-2001.

Sentencia de la Corte Suprema.

Santiago, 30 de octubre de 2001.

Vistos:

En estos autos Rol Nº 3.047-00 del Pri-
mer Juzgado del Trabajo de Concepción, In-
mobiliaria Parque San Pedro, representada
por don Pedro Luis Larraza Alberdi, deduce
demanda en contra de doña María Verónica
Rodríguez Carmona, a fin que se la autorice
para poner término al contrato de trabajo
celebrado con la demandada por vencimiento
del plazo estipulado, con costas.

La demandada, evacuando el traslado,
solicitó el rechazo, con costas, de la acción
deducida, alegando que fue contratada cono-
ciendo su estado de gravidez y que al haber-
se solicitado su desafuero una vez vencido el
plazo del contrato celebrado con su empleador,
la petición resulta extemporánea, por cuanto

fue reincorporada por requerimiento de la Ins-
pección del Trabajo, formulado ante su recla-
mo.

El tribunal de primera instancia, en sen-
tencia de treinta de diciembre del año pasa-
do, escrita a fojas 43, rechazó la demanda y
denegó la autorización para despedir a la
trabajadora, con costas.

Se alzó la demandante y la Corte de
Apelaciones de Concepción, en fallo de dos
de agosto del presente año, que se lee a fojas
55, confirmó la sentencia de primer grado,
sin modificaciones.

En contra de esta última sentencia, la
demandante ha deducido recurso de casación
en el fondo, por haber sido dictada, a su
juicio, con infracciones de ley que han influi-
do en lo dispositivo y pidiendo que se la
invalide y se dicte una de reemplazo que
acoja la demanda, con costas de la causa y
del recurso.

Se trajeron estos autos en relación y en
la vista no concurrieron abogados a estrados.

Considerando:

Primero: Que en conformidad a lo dis-
puesto en el artículo 775 del Código de Pro-
cedimiento Civil, pueden los tribunales, cono-
ciendo por vía de apelación, consulta o casa-
ción o en alguna incidencia, invalidar de ofi-
cio las sentencias cuando los antecedentes
del recurso manifiesten que ellas adolecen de
vicios que dan lugar a la casación en la for-
ma, debiendo oír sobre este punto a los abo-
gados que concurran a alegar en la vista de la
causa.

Segundo: Que en conformidad a lo dis-
puesto en el artículo 768 Nº 5 del Código ya
citado, es causal de nulidad formal la circuns-
tancia que la sentencia haya sido pronuncia-
da con omisión de cualquiera de los requisi-
tos enumerados en el artículo 170 del Estatu-
to de Procedimiento Civil, en la especie, artí-
culo 458 del Código del Trabajo, cuyo Nº 5
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exige que la decisión contenga las considera-
ciones de hecho y de derecho que le sirven
de fundamento.

Tercero: Que de la lectura del fallo de
primer grado, reproducido por el de segunda
instancia, aparece que los jueces del fondo
no se hicieron cargo de las aseveraciones de
ambas partes en orden a determinar la exis-
tencia o no del conocimiento por parte del
empleador del estado de gravidez de la traba-
jadora a la época de conclusión de la relación
laboral por vencimiento del plazo estipulado
en el contrato. Por el contrario, en la senten-
cia impugnada se ha razonado sobre la base
de extemporaneidad de la solicitud de des-
afuero debido a la reincorporación a sus labo-
res de la demandada a requerimiento de la
Inspección del Trabajo, sin que se haya esta-
blecido si la demandante conocía o descono-
cía el embarazo de la demandada.

Cuarto: Que en atención a lo expuesto
en el motivo anterior, resulta evidente que la
decisión de que se trata carece de las consi-
deraciones que deben servirle de necesario
fundamento, por lo que es dable concluir que
ella ha sido pronunciada sin darse cumpli-
miento a los requisitos contemplados en el
artículo 458 del Código del Trabajo, especial-
mente a su Nº 5.

Quinto: Que por lo razonado precedente-
mente no cabe sino concluir la invalidación
de la sentencia en análisis, desde que el vicio
anotado ha ocasionado a la demandada un
perjuicio reparable sólo con la anulación del
mismo.

Por estas consideraciones y visto, ade-
más, lo dispuesto en los artículos 463 del
Código del Trabajo y 764, 765, 768, 775,
783 y 786 del Código de Procedimiento Civil,
actuando de oficio esta Corte, se anula la
sentencia de dos de agosto de este año, que
se lee a fojas 55, la que se reemplaza por la
que se dicta a continuación, en forma separa-
da y sin nueva vista.

Atendido lo resuelto se omite pronuncia-
miento sobre el recurso de casación en el
fondo deducido por la demandante a fojas
56.

Regístrese.

Pronunciado por los Ministros señores
Marcos Libedinsky T., José Benquis C., Urba-
no Marín V., Jorge Medina C. y el Abogado
Integrante señor Patricio Novoa F. No firma el
Ministro señor Benquis, no obstante haber
concurrido a la vista del recurso y acuerdo
del fallo, por estar con permiso.

Rol Nº 3.455-01.

Sentencia de reemplazo.

Santiago, 30 de octubre de 2001.

En cumplimiento a lo dispuesto en el
artículo 786 del Código de Procedimiento
Civil, se dicta la sentencia de reemplazo que
sigue.

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada, con
las siguientes modificaciones:

a) En el motivo octavo, se suprime el párra-
fo final desde "...petición que se consi-
dera...", sustituyendo la coma (,) que
precede al acápite por un punto (.) y
final.

b) Se elimina el fundamento noveno.

Y teniendo en su lugar y, además, pre-
sente:

Primero: Que sobre la base de las alega-
ciones de los litigantes, se hace necesario
analizar la época en que el empleador conoció
el estado de gravidez de la trabajadora. Ello a
objeto de determinar si la solicitud de autos
es o no extemporánea.
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Segundo: Que en tal sentido se aportó la
prueba testimonial reseñada en los conside-
randos sexto y séptimo del fallo que se repro-
duce. De los dichos prestados estos sen-
tenciadores concluyen que el empleador tomó
conocimiento del embarazo que portaba la
demandada sólo el día en que fue requerida
su reincorporación por la Inspección del Tra-
bajo, esto es, el 25 de mayo de 2000.

Tercero: Que a la conclusión señalada se
llega sobre la base de estimar que las declara-
ciones de los testigos aportados por la de-
mandante aparecen más consistentes y pre-
cisas que los dichos de los presentados por la
demandada, ya que estos últimos se vislum-
bran como clientes que habrían tenido un
contacto eventual con esta última, sin un
conocimiento mayor de los hechos. Al con-
trario, los testigos de la demandante realizan
labores en el mismo lugar, uno es Jefe Admi-
nistrativo y la otra realiza procesos de capaci-
tación.

Cuarto: Que a lo anterior cabe agregar
que, conforme a la experiencia, es posible
establecer que a la época de contratación de
la demandada, 14 de marzo de 2000, su
estado de gravidez no era físicamente per-
ceptible, ya que contaba sólo con aproxima-
damente tres meses de gestación. Por otra
parte, tampoco resulta lógico aceptar que el
empleador la despide desconociendo el fuero
y luego se allana a reincorporarla y procede a
hacer inmediatamente la solicitud pertinen-
te.

Quinto: Que en armonía con lo reflexio-
nado y atendido que el empleador tomó cono-
cimiento del estado de gravidez de la deman-

dada con posterioridad al vencimiento de la
prórroga del plazo estipulado por las partes,
no puede estimarse que la solicitud de des-
afuero resulte extemporánea, de manera que
deberá acogerse en los términos establecidos
en los artículos 201 y 174 del Código del
Trabajo.

Sexto: Que, por último, resulta útil con-
signar que en la especie no se ha producido el
efecto de transformarse el contrato a plazo
fijo en indefinido debido a la reincorporación
a la que se allanó el empleador, como lo alega
la demandada, por cuanto tal situación opera
en los términos del artículo 159 Nº 4 inciso
cuarto del Código del ramo y, en la especie,
se ha tratado de un requerimiento de la Ins-
pección del Trabajo.

Por estas consideraciones y en conformi-
dad, además, a lo dispuesto en los artículos
463 y siguientes del Código del Trabajo, se
revoca, sin costas del recurso, la sentencia
apelada de treinta de diciembre de dos mil,
escrita a fojas 43 y siguientes y, en su lugar
se decide que se acoge, sin costas, la deman-
da deducida a fojas 11 por Inmobiliaria Par-
que San Pedro en contra de María Verónica
Rodríguez Carmona, otorgándose, en conse-
cuencia, autorización al empleador para po-
ner término a la relación laboral que lo unía
con la demandada por aplicación de la causal
contemplada en el artículo 159 Nº 4 del Códi-
go del Trabajo.

Regístrese y devuélvase.

Pronunciado por los Ministros señores
Marcos Libedinsky T., José Benquis C., Urba-
no Marín V., Jorge Medina C. y el Abogado
Integrante señor Patricio Novoa F. No firma el
Ministro señor Benquis, no obstante haber
concurrido a la vista del recurso y acuerdo
del fallo, por estar con permiso.

Rol Nº 3.455-01.
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DICTAMENES DE LA DIRECCION
DEL TRABAJO

DEPARTAMENTO JURIDICO

Una de las instituciones del Derecho Sindi-
cal que fue fortalecida por la reforma laboral
es la del delegado sindical. Este delegado se
caracteriza por contar con una mínima regu-
lación en cuanto a los procedimientos, pero
al cual se le reconocen similares derechos
que a los dirigentes sindicales.

Lo anterior justifica la necesidad de que
la autoridad administrativa establezca crite-
rios para la aplicación de las normas pertinen-
tes, particularmente con el objeto de dar cer-
teza al ejercicio de un derecho tan relevante y
de tanto impacto en la empresa como es el
fuero sindical del delegado sindical.

Un primer Dictamen (3.837/191) recon-
sidera la doctrina existente, precisando que
un delegado sindical de un sindicato de traba-
jadores eventuales o transitorios, contratado
a plazo fijo o por obra o servicio determinado,
goza del fuero en las mismas condiciones que
un dirigente sindical, es decir sólo lo ampara
durante el tiempo en que se encuentre vigen-
te su contrato. Lo anterior da coherencia a la
regulación del fuero para ambos tipos de re-
presentantes.

Otro pronunciamiento (3.839/193) alu-
de a la misma materia, los delegados sindica-
les, estableciendo, a partir de principios como
la autonomía sindical y la democracia interna,
que el estatuto de la organización sindical
deberá regular en su estatuto el procedimien-
to de elección de estos representantes.

Desde el punto de vista de la actuación
que corresponde a la Inspección del Trabajo
en la protección del fuero del delegado sindi-
cal, se establecen los instrumentos para acre-
ditar dicha calidad: nómina firmada por cada
uno de los trabajadores que participaron en la

elección del delegado, constancia de la fecha
en que se efectuó la elección y el resultado
de la misma y la exhibición del documento
que acredita la comunicación al empleador
(artículo 225 inciso final).

También referido al derecho sindical, pero
ahora respecto de los trabajadores que parti-
cipan en la constitución de una organización
sindical, se precisa (3.995/198) si a dichos
trabajadores les es o no aplicable la norma
que impide al empleador ejercer la facultad
del artículo 12 –el ius variandi– como ocurre
en el caso de los dirigentes sindicales. Se
concluye que esta norma, atendido el claro
tenor del artículo 221 en relación al artículo
243, no es aplicable a los trabajadores cons-
tituyentes, los que están protegidos con el
fuero, que sólo restringe la facultad del
empleador de poner término al contrato de
trabajo, pero que no se extiende a la facultad
del citado artículo 12.

Pero el anterior no es el único dictamen
que se contiene sobre el ius variandi, la Direc-
ción del Trabajo se pronuncia también (3.996/
199) sobre la titularidad de la acción de recla-
mo regulada en el artículo 12. Respecto de
dicha prerrogativa, concluye que su titular
exclusivo es el trabajador afectado con la
medida del empleador de modificar el sitio o
recinto, alterar la naturaleza de los servicios o
modificar la jornada de trabajo. Lo anterior,
agrega, sin perjuicio que en virtud de las
finalidades que el artículo 220 reconoce a las
organizaciones sindicales, particularmente las
de representación de sus afiliados, el trabaja-
dor afectado pueda requerir a sus dirigentes
que los representen en la interposición de
dicha reclamación.
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El artículo 12 es expresión de las faculta-
des de administración y disciplinarias que se
reconocen al empleador, quien debe contar
con los mecanismos para organizar, dirigir y
administrar su empresa. En este mismo orden
de materias, se pronunció la Dirección del
Trabajo (4.217/204) sobre la facultad del
empleador de determinar la instalación o no,
y la regulación del uso y modalidades de un
sistema telefónico. Interesa destacar este pro-
nunciamiento, ya que hace primar por sobre
una eventual cláusula tácita la facultad de
administración del empleador.

Se ha señalado en anteriores comenta-
rios, la relevancia que han adquirido los dere-
chos fundamentales en cuanto límite de las
facultades del empleador, y como el intérpre-
te deberá a través de la casuística construir
una doctrina que dirima la colisión de los
derechos de cada una de las partes o sujetos
involucrados, incluyendo no sólo a trabajado-
res y empleadores, sino además a terceros
que también pueden verse afectados, en sus
derechos fundamentales, por la acción u omi-
sión de alguno o ambos de los sujetos de la
relación laboral.

Sobre lo anterior es destacable el pro-
nunciamiento 3.840/194, que conociendo de
consulta formulada por una Corporación de
ayuda infantil, concluye que sí se ajusta a
derecho la exigencia de dicha institución al
personal dependiente de hacer entrega de
certificado de antecedentes penales y crimi-
nales, pero sólo respecto de quienes principal
y directamente están a cargo de la atención y
cuidado de los niños. Como se observa, este
pronunciamiento pospone el derecho a la no
discriminación, extendiendo las facultades del
empleador, en pos de garantizar la integridad
física y síquica de los menores.

Por último, interesa destacar por su valor
práctico y amplio contenido el Dictamen
(3.838/192) que trata del feriado anual, in-
cluido feriado progresivo, al momento del
despido: naturaleza, embargabilidad, cálculo
cuando la remuneración es en moneda ex-
tranjera, forma de acreditar antigüedad para
el feriado progresivo, etc.

Rafael Pereira
Jefe Departamento Jurídico
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Asociaciones de funcionarios. Afiliación. Funcionarios
regidos por el Código del Trabajo ................................ 4.220/207 12.12.02 106

Asociaciones de funcionarios. Constitución. Funciona-
rios regidos por el Código del Trabajo .......................... 4.220/207 12.12.02 106

Comités Paritarios. Integrante. Cambio de establecimien-
to .......................................................................... 4.291/211 17.12.02 115

Contrato individual. Contratación. Certificado de ante-
cedentes penales y criminales. Procedencia.................. 3.840/194 18.11.02 70

Contrato individual. Derechos irrenunciables ..................... 4.004/201 2.12.02 84
Contrato individual. Modificaciones Art. 12. Reclamo.

Titular .................................................................... 3.996/199 2.12.02 81
Dirección del Trabajo. Competencia. Terminación con-

trato individual. Calificación de causales ...................... 4.004/201 2.12.02 84
Dirección del Trabajo. Competencia. Tribunales de Justi-

cia ......................................................................... 4.261/209 16.12.02 110
Empresa. Concepto....................................................... 3.994/197 2.12.02 77
Empresa. Facultades de administración. Sistema telefó-

nico. Procedencia ..................................................... 4.217/204 12.12.02 96

Estatuto de Salud. Calificación ....................................... 4.218/205 12.12.02 98
Estatuto de Salud. Descanso para colación. Proceden-

cia ......................................................................... 4.218/205 12.12.02 98
Estatuto de Salud. Precalificación ................................... 4.218/205 12.12.02 98

Estatuto de Salud. Reglamento Interno de Calificación:
Modificación ........................................................... 4.218/205 12.12.02 98

Estatuto de Salud. Sumarios. Normas aplicables ................ 4.218/205 12.12.02 98
Estatuto de Salud. Sumarios. Personal con fuero gre-

mial. Procedencia ..................................................... 4.218/205 12.12.02 98
Feriado. Compensación. Pago. Remuneración en mone-

da extranjera ........................................................... 3.838/192 18.11.02 65
Feriado progresivo. Acreditación años de servicio .............. 3.838/192 18.11.02 65

Feriado progresivo. Compensación .................................. 3.838/192 18.11.02 65
Feriado progresivo. Feriado proporcional .......................... 3.838/192 18.11.02 65
Feriado progresivo. Pago. Naturaleza Jurídica ................... 3.838/192 18.11.02 65
Feriado. Compensación. Descuentos ............................... 3.838/192 18.11.02 65

Feriado. Compensación. Pago. Naturaleza Jurídica ............. 3.838/192 18.11.02 65
Feriado. Compensación. Procedencia ............................... 3.838/192 18.11.02 65
Feriado. Remuneración íntegra. Naturaleza Jurídica ............ 4.004/201 2.12.02 84
Feriado proporcional. Pago. Naturaleza Jurídica ................. 4.004/201 2.12.02 84
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Horas extraordinarias. Base de cálculo. Comisión .............. 4.262/210 16.12.02 113
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Indemnización convencional por años de servicio. Base
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Nueva jurisprudencia sobre la reforma
laboral

ORGANIZACIONES SINDICALES. DELEGADO SINDICAL. ELECCION. PROCE-
DIMIENTO. CALIDAD. ACREDITACION.

3.839/193, 18.11.02.

1) Si bien el legislador en la norma contenida en el artículo 229, del Código
del Trabajo, utiliza dos vocablos diferentes para referirse a la designación o
elección del o los delegados sindicales, de la historia fidedigna de la ley y
del texto expreso del artículo 236 del Código del Trabajo, es posible con-
cluir que su intención ha sido establecer como único procedimiento la elec-
ción, en ambos casos.

2) Las organizaciones sindicales al adecuar sus estatutos, según lo dispone el
artículo 2º transitorio de la Ley Nº 19.759, deberán contener las normas
reglamentarias que establezcan el procedimiento mediante el cual podrán
elegir a sus delegados sindicales, dichas normas deberán contemplar los
resguardos necesarios que permitan a los socios ejercer su derecho a opi-
nión y su derecho a votar.

3) Durante el tiempo que resta para que las organizaciones sindicales adecuen
sus estatutos, es decir, hasta el 30 de noviembre de 2003, los sindicatos
interempresa y de trabajadores eventuales o transitorios que no contengan
en sus estatutos el procedimiento para elegir sus delegados sindicales po-
drán continuar utilizando el sistema actual, es decir, nombrar a sus repre-
sentantes mediante un mecanismo que resguarde convenientemente la de-
mocracia interna de la organización y remitiendo copia del acta en donde
conste la elección a la Inspección del Trabajo respectiva.

4) Para acreditar la calidad de delegado sindical frente a la Inspección del
Trabajo, especialmente para efectos de la reincorporación de un trabaja-
dor despedido que alega dicha investidura, se deberá exigir a los recu-
rrentes la nómina firmada por cada uno de los trabajadores que, en su
oportunidad, eligieron el delegado o delegados sindicales afectados por el
despido; constancia de la fecha en que se efectuó la elección y el resulta-
do de la misma. Asimismo, se deberá exigir la exhibición del documento
que acredita la comunicación que, de acuerdo con el inciso final del artí-
culo 225 del Código del Trabajo, debe efectuarse al empleador informán-
dole de la elección del delegado sindical respectivo, comunicación que
debe llevarse a cabo dentro de los tres días hábiles laborales siguientes
de su elección.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
225, 229, 232, inciso 1º, y 2º transitorio Ley
Nº 19.759.

Se ha solicitado un pronunciamiento que
precise el sentido y alcance del artículo 229
del Código del Trabajo, atendido que de la
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redacción de la norma sería posible concluir
que el legislador habría establecido dos pro-
cedimientos distintos para designar o elegir
delegado sindical, ya sea que se trate de
ocho o más trabajadores o si éstos fueren
veinticinco o más, respectivamente. Asimis-
mo, se solicita se precise las exigencias que
debe efectuar la Inspección del Trabajo, fren-
te a la solicitud de reincorporación de un
trabajador que ha sido despedido y que alega
dicha investidura.

Al respecto cumplo con informar a Ud.,
lo siguiente:

El Código del Trabajo en su artículo 229,
dispone:

"Los trabajadores de una empresa que
están afiliados a un sindicato interempresa o
de trabajadores eventuales o transitorios, siem-
pre que sean ocho o más y que no se hubiere
elegido a uno de ellos como director del sindi-
cato respectivo, podrán designar de entre
ellos a un delegado sindical, el que gozará del
fuero a que se refiere el artículo 243; si
fueran veinticinco o más trabajadores, elegi-
rán tres delegados sindicales. Con todo, si
fueran veinticinco o más trabajadores y de
entre ellos se hubiera elegido como director
sindical a dos o uno de ellos, podrán elegir,
respectivamente, uno o dos delegados sindi-
cales. Los delegados sindicales gozarán del
fuero a que se refiere el artículo 243".

De la norma precedentemente transcrita
es posible inferir que el legislador ha facultado
para designar un delegado sindical a los tra-
bajadores de una empresa que sean socios de
un sindicato interempresa o de trabajadores
eventuales o transitorios, siempre que sean
ocho o más y que no se hubiere elegido a uno
de ellos como director del sindicato respecti-
vo.

 Asimismo, de la referida norma se des-
prende que si los trabajadores afiliados a la
organización fueran veinticinco o más debe-
rán elegir tres delegados sindicales. En este
caso, se señala que si de entre ellos se hubiere

elegido como director sindical a dos o uno de
ellos, mantienen su derecho a elegir uno o
dos delegados sindicales, respectivamente.

Si bien es cierto, del tenor literal de la
norma aparece que el legislador cuando se
trata de un número menor de veinticinco tra-
bajadores afiliados a un sindicato interempresa
o de trabajadores eventuales o transitorios se
refiere a la designación de un delegado sindi-
cal que les represente ante el respectivo sin-
dicato y cuando el número de afiliados a
alguna de las organizaciones citadas, es igual
o superior a veinticinco advierte que los tra-
bajadores elegirán tres delegados sindicales,
de la historia fidedigna de la ley es posible
concluir que la intención ha sido establecer
una fórmula única en ambos casos: la elec-
ción del o los delegados sindicales, de acuer-
do con el número de afiliados a la organiza-
ción respectiva y la circunstancia de haber
sido o no elegido uno o más de ellos como
director de la misma.

Efectivamente, la conclusión anterior en-
cuentra su fundamento en el acta de sesión
Nº 13 del Senado (página Nº 1.432, del Dia-
rio de Sesiones del Senado), en donde es
posible advertir que la norma originalmente
propuesta por el Ejecutivo establecía un pro-
cedimiento regulado de elección de delega-
dos sindicales. En efecto, señalaba en un
inciso lo siguiente: "La elección del o los
delegados sindicales se practicará dentro de
los diez días siguientes a la constitución del
directorio respectivo y el mandato expirará el
día en que cesa la representación de aquél".
Posteriormente, durante el transcurso de la
discusión de la ley el citado inciso fue elimi-
nado.

Corrobora lo anterior el texto expreso del
artículo 236 del Código del Trabajo, que al
efecto señala:

Artículo 236: "Para ser elegido o desem-
peñarse como director sindical o delegado
sindical de acuerdo a lo dispuesto en el ar-
tículo 229, se requiere cumplir con los requi-
sitos que señalen los respectivos estatutos".
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Como es dable apreciar del tenor literal
de la norma citada anteriormente, es posible
concluir que el o los delegados sindicales
deben originarse a través de una elección y
que los requisitos para acceder a dicho cargo
deben estar contenidos en el respectivo esta-
tuto.

Del examen anterior cabe, por tanto, co-
legir que el legislador si bien utiliza dos voca-
blos diferentes para referirse a la designación
o elección del delegado sindical, su intención
ha sido establecer un sistema único en los
dos casos contemplados en la norma el que,
de acuerdo con la historia fidedigna de la ley
como, asimismo, del texto expreso de la nor-
ma citada anteriormente, debe consistir en la
elección del o los delegados sindicales.

Ahora bien, en relación con el procedi-
miento para llevar a efecto la elección de
delegado sindical, corresponde señalar que,
considerando que el legislador no estableció
una regulación en la misma ley respecto de la
forma en que deben ser elegidos y los requisi-
tos para desempeñarse en dicha calidad, su
intención ha sido dejar entregada a los pro-
pios interesados la responsabilidad de esta-
blecer el método que utilizarán para este efecto
el que, en todo caso, debe estar contenido en
los estatutos de la organización respectiva y
asegurar el debido resguardo de la democra-
cia interna de la organización.

La deducción anterior encuentra su fun-
damento en el inciso 1º, del artículo 232, del
Código del Trabajo, cuando dispone:

"Los estatutos determinarán los órganos
encargados de verificar los procedimientos
electorales y los actos que deban realizarse
en los que se exprese la voluntad colectiva,
sin perjuicio de aquellos actos en que la ley o
los propios estatutos requieran la presencia
de un ministro de fe de los señalados por el
artículo 218. Asimismo, los estatutos esta-
blecerán el número de votos a que tiene
derecho cada miembro, debiendo resguardar-
se, en todo caso, el derecho de las minorías.
Los estatutos serán públicos".

Del análisis jurídico efectuado preceden-
temente es posible concluir que todas las
organizaciones sindicales al adecuar sus es-
tatutos, según lo dispone el artículo 2º transi-
torio de la Ley Nº 19.759, deberán contem-
plar las normas reglamentarias que establez-
can el procedimiento mediante el cual podrán
elegir a sus delegados sindicales, las que
deberán contemplar los resguardos necesa-
rios que permitan a los socios ejercer su
derecho a opinión y su derecho a votar.

Cabe agregar, además, que durante el
tiempo que resta para que las organizaciones
sindicales adecuen sus estatutos, es decir,
hasta el 1º de diciembre de 2003, los sindica-
tos interempresa y de trabajadores eventua-
les o transitorios que no contengan en sus
estatutos el procedimiento para elegir sus
delegados sindicales podrán continuar utili-
zando el sistema actual, es decir, nombrar a
sus representantes mediante un mecanismo
que resguarde convenientemente los dere-
chos de los interesados y la democracia inter-
na de la organización, remitiendo copia del
acta en donde conste la elección a la Inspec-
ción del Trabajo respectiva.

Por último, para acreditar la calidad de
delegado sindical frente a la Inspección del
Trabajo, especialmente para efectos de la
reincorporación de un trabajador despedido
que alega dicha investidura, se deberá exigir
a los recurrentes la nómina firmada por cada
uno de los trabajadores que, en su oportuni-
dad, eligieron el delegado o delegados sindi-
cales afectados por el despido; constancia de
la fecha en que se efectuó la elección y el
resultado de la misma. Asimismo, se deberá
exigir la exhibición del documento que acredi-
ta la comunicación que de acuerdo con el
inciso final del artículo 225 del Código del
Trabajo, debe efectuarse al empleador infor-
mándole de la elección del delegado sindical
respectivo, comunicación que debe llevarse a
cabo dentro de los tres días hábiles laborales
siguientes de su elección.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
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nes expuestas, cumplo con informar a Ud., lo
siguiente:

1.- Si bien el legislador en la norma conteni-
da en el artículo 229, del Código del
Trabajo, utiliza dos vocablos diferentes
para referirse a la designación o elección
del o los delegados sindicales, de la his-
toria fidedigna de la ley y del texto ex-
preso del artículo 236 del Código del
Trabajo, es posible concluir que su inten-
ción ha sido establecer como único pro-
cedimiento la elección, en ambos casos.

2.- Las organizaciones sindicales al adecuar
sus estatutos, según lo dispone el ar-
tículo 2º transitorio de la Ley Nº 19.759,
deberán contemplar las normas reglamen-
tarias que establezcan el procedimiento
mediante el cual podrán elegir a sus dele-
gados sindicales, dichas normas deberán
contemplar los resguardos necesarios que
permitan a los socios ejercer su derecho
a opinión y su derecho a votar.

3.- Durante el tiempo que resta para que las
organizaciones sindicales adecuen sus
estatutos, es decir, hasta el 30 de no-
viembre de 2003, los sindicatos interem-
presa y de trabajadores eventuales o tran-
sitorios que no contengan en sus estatu-
tos el procedimiento para elegir sus dele-
gados sindicales podrán continuar utili-
zando el sistema actual, es decir, nom-

brar a sus representantes mediante un
mecanismo que resguarde conveniente-
mente la democracia interna de la orga-
nización y remitiendo copia del acta en
donde conste la elección a la Inspección
del Trabajo respectiva.

4.- Para acreditar la calidad de delegado sin-
dical frente a la Inspección del Trabajo,
especialmente para efectos de la reincor-
poración de un trabajador despedido que
alega dicha investidura, se deberá exigir
a los recurrentes la nómina firmada por
cada uno de los trabajadores que, en su
oportunidad, eligieron el delegado o dele-
gados sindicales afectados por el despi-
do; constancia de la fecha en que se
efectuó la elección y el resultado de la
misma. Asimismo, se deberá exigir la
exhibición del documento que acredita la
comunicación que, de acuerdo con el
inciso final del artículo 225 del Código
del Trabajo, debe efectuarse al empleador
informándole de la elección del delegado
sindical respectivo, comunicación que
debe llevarse a cabo dentro de los tres
días hábiles laborales siguientes de su
elección.
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JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL MES

FUERO SINDICAL. DELEGADO SINDICAL.

3.837/191, 18.11.02.

1) Reconsidérase parcialmente la doctrina contenida en el Ordinario Nº 1.357/
80, de 29 de marzo de 1993, emanada de la Dirección del Trabajo, en el
sentido indicado en el punto 2.

2) A los delegados sindicales de un sindicato de trabajadores eventuales o
transitorios, contratados a plazo fijo o por obra o servicio determinado, el
fuero sólo les ampara durante el tiempo en que se encuentre vigente su
contrato.
Por su parte, los delegados sindicales de un sindicato interempresa, contra-
tados a plazo fijo o por obra o servicio determinado, gozan de fuero desde
la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el
cargo, sin perjuicio de los casos de excepción contemplados en el artículo
243, inciso 1º, del Código del Trabajo.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
229, 243, incisos 1º, 3º y final.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 1.357/80,
de 29.03.1993 y 1.217/67 de 15.04.2002.

Se ha solicitado un pronunciamiento en
orden a determinar si el fuero laboral que
asiste a los delegados sindicales de los sindi-
catos interempresa y de trabajadores even-
tuales o transitorios, contratados a plazo fijo
o por obra o servicio determinado, se rigen
por la norma contenida en el inciso 1º del
artículo 243 del Código del Trabajo, o bien
por aquella que se consigna en el inciso final
del citado precepto.

Al respecto, cúmpleme informar a Ud.
que para un adecuado análisis de la consulta
planteada se debe estudiar separadamente la
situación de los delegados sindicales de sindi-
catos de trabajadores eventuales o transito-
rios y de sindicatos interempresa, contrata-
dos a plazo fijo o por obra o servicio determi-
nado.

Es así entonces que, respecto de los tra-
bajadores, contratados a plazo fijo o por obra
o servicio determinado, elegidos como dele-
gados sindicales para actuar frente a un sindi-
cato de trabajadores eventuales o transito-
rios, cabe recordar que el artículo 243, en
sus incisos 1º y 3º, del Código del Trabajo,
señala:

"Los directores sindicales gozarán del
fuero laboral establecido en la legislación vi-
gente, desde la fecha de su elección y hasta
seis meses después de haber cesado en el
cargo, siempre que la cesación en él no se
hubiere producido por censura de la asam-
blea sindical, por sanción aplicada por el tri-
bunal competente en cuya virtud deban ha-
cer abandono del mismo, o por término de la
empresa".

Las normas de los incisos precedentes
se aplicarán a los delegados sindicales".

Por su parte, el inciso final del citado
artículo 243, establece:
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"Sin perjuicio de lo señalado en este
artículo, tratándose de directores de sindica-
tos de trabajadores eventuales o transitorios
o de los integrantes aforados de los Comités
Paritarios de Higiene y Seguridad cuyos con-
tratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra o
servicio determinado, el fuero los amparará,
sólo durante la vigencia del respectivo con-
trato, sin que se requiera solicitar su desafue-
ro al término de cada uno de ellos".

 Del análisis de las disposiciones legales
precedentemente transcritas se infiere que
los directores sindicales gozan de fuero labo-
ral desde la fecha de su elección y hasta seis
meses después de haber cesado en el cargo.

Se infiere, asimismo, que dicho fuero
suplementario no rige en los casos que la
misma norma legal se encarga de señalar en
forma taxativa y que son: 1) censura de la
asamblea sindical; 2) sanción aplicada por el
tribunal competente en cuya virtud deba ha-
cer abandono del mismo, y 3) término de la
empresa.

Asimismo, se colige que el legislador en
el inciso final de la norma en análisis, ha
establecido limitaciones al fuero que asiste a
los directores de los sindicatos eventuales o
transitorios cuyos contratos sean de plazo
fijo o por obra o servicio determinado, al
consignar que tales dirigentes están ampara-
dos por dicha prerrogativa sólo durante el
período de vigencia del respectivo contrato
de trabajo.

Finalmente, se desprende que por expre-
so mandato de la ley, contenido en el inciso
tercero del precepto en comento, los delega-
dos sindicales gozan de fuero sindical en los
términos previstos en el inciso primero de la
norma en referencia.

Pues bien, el legislador al extender el
derecho a fuero a los delegados sindicales no
se pronunció expresamente respecto del sis-
tema de contratación a que deben encontrar-
se afectos los mencionados delegados para
gozar del citado beneficio en los términos a

que hace referencia la norma pertinente. Tam-
poco es posible determinar a través de la
aplicación del articulado correspondiente la
intención que ha tenido al respecto.

De este modo, para resolver la situación
de los trabajadores contratados a plazo fijo o
por obra o servicio determinado que han sido
elegidos como delegados sindicales ante un
sindicato de trabajadores eventuales o transi-
torios, en relación con el tiempo durante el
cual se encuentran protegidos por el fuero
sindical, se hace necesario recurrir a los prin-
cipios de interpretación de la ley, y, dentro de
ellos, el denominado de analogía o "a pari",
que se expresa en el aforismo que señala
"donde existe la misma razón debe existir la
misma disposición".

En efecto, de acuerdo con la doctrina
predominante, la "analogía" consiste en re-
solver, conforme a las leyes que rigen casos
semejantes o análogos, uno no previsto por
la ley en su letra ni en su espíritu a uno
previsto pero cuya ley aplicable no tiene un
sentido claro a su respecto.

Ahora bien, si aplicamos la regla de in-
terpretación esbozada en el párrafo anterior
al caso que nos ocupa, es preciso convenir
que, si el legislador estableció que respecto
de los directores sindicales de sindicatos de
trabajadores eventuales o transitorios cuyos
contratos de trabajado sean a plazo fijo o por
obra o servicio determinado, el fuero los am-
para sólo durante la vigencia del respectivo
contrato, sin que se requiera solicitar el des-
afuero al término del mismo, no existe incon-
veniente jurídico para que, dentro del mismo
ámbito, se defina que en el caso de aquellos
trabajadores sujetos a contrato de plazo fijo
que sean designados o elegidos como delega-
dos sindicales en representación de trabaja-
dores afiliados a sindicatos de trabajadores
eventuales o transitorios, la prerrogativa co-
mentada les proteja únicamente durante el
tiempo en que se encuentre vigente su con-
trato, no requiriéndose, en consecuencia soli-
citar su desafuero, cuando su contrato indivi-
dual expire.
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A mayor abundamiento y complemen-
tando la conclusión anterior cabe señalar que
una interpretación distinta implicaría que los
delegados sindicales, contratados a plazo fijo
o por obra o servicio determinado, elegidos
para representar a trabajadores afiliados a un
sindicato de trabajadores eventuales o transi-
torios, quedarían con una mayor protección
que los propios directores sindicales de las
citadas organizaciones cuyos contratos de
trabajo hubieren sido pactados en situación
similar.

Ahora bien, cabe señalar que el inciso
final del artículo 243, del Código del Trabajo,
transcrito anteriormente, sólo ha establecido
limitaciones al fuero que asiste a los directo-
res de los sindicatos eventuales o transitorios
cuyos contratos sean de plazo fijo o por obra
o servicio determinado, al consignar que ta-
les dirigentes están amparados por dicha pre-
rrogativa sólo durante el período de vigencia
del respectivo contrato de trabajo, no se ha
incluido, por tanto, en esta limitación a los
dirigentes de los sindicatos interempresa, a
quienes les es aplicable plenamente el inciso
1º de la norma en comento.

Por consiguiente, en esta situación co-
rresponde, armonizando lo dispuesto en los
incisos 1º y 3º del artículo 243 del Código del
Trabajo, también transcrito en el cuerpo del
presente informe, afirmar que el fuero de los
delegados sindicales, contratados a plazo fijo
o por obra o servicio determinado, que ac-
túan frente a un sindicato de trabajadores
interempresa, se extiende desde la fecha de
su elección y hasta seis meses después de
haber cesado en el cargo, salvo las situacio-

nes de excepción que en el citado inciso 1º
se consignan.

Ahora bien, la conclusión anterior permi-
te establecer que tanto los dirigentes sindica-
les del sindicato interempresa como los dele-
gados sindicales que actúan frente a él, sin
distingos de ninguna naturaleza, se encuen-
tren en igualdad de condiciones ante el ejerci-
cio del derecho a fuero sindical.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas, cúmpleme informar a Ud., lo
siguiente:

1.- Reconsidérase parcialmente la doctrina
contenida en el Ordinario Nº 1.357/80,
de 29 de marzo de 1993, emanada de
esta Dirección del Trabajo, en el sentido
indicado en el punto Nº 2.

2.- A los delegados sindicales de un sindica-
to de trabajadores eventuales o transito-
rios, contratados a plazo fijo o por obra o
servicio determinado, el fuero sólo les
ampara durante el tiempo en que se en-
cuentre vigente su contrato.

Por su parte, el fuero de los delegados
sindicales, contratados a plazo fijo o por obra
o servicio determinado, que actúan frente a
un sindicato de trabajadores interempresa, se
extiende desde la fecha de su elección y
hasta seis meses después de haber cesado
en el cargo, salvo las situaciones de excep-
ción que se consignan en el inciso 1º, del
artículo 243 del Código del Trabajo.
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FERIADO. COMPENSACION. PROCEDENCIA. PAGO. REMUNERACION EN
MONEDA EXTRANJERA. DESCUENTOS. NATURALEZA JURIDICA. FERIADO
PROGRESIVO. FERIADO PROPORCIONAL. ACREDITACION AÑOS DE SERVICIO.

3.838/192, 18.11.02.

1) Cualquiera sea la causa del despido o de término de contrato del trabaja-
dor, procede el pago o compensación del feriado a que tenía derecho a la
fecha del término o conclusión de los servicios.

2) Para el pago de feriado compensatorio de un trabajador que tiene pactada
la remuneración en moneda extranjera, procede considerar la equivalencia
del tipo de cambio a moneda nacional vigente al día del pago efectivo del
feriado compensatorio, y no el de la fecha del despido.

3) El pago compensatorio por feriado concluido el contrato de trabajo, al con-
formar indemnización, podría ser objeto de descuentos sin las limitaciones
del artículo 58, y de embargo, sin las restricciones del artículo 57 del Códi-
go del Trabajo.

4) El pago por feriado compensatorio extinguido el contrato de trabajo, cons-
tituiría jurídicamente indemnización, y no remuneración.

5) Los días adicionales de feriado por concepto de feriado progresivo corres-
ponde agregarlos para el pago de feriado compensatorio o proporcional, de
haberse extinguido el contrato de trabajo.

6) La forma de acreditar los años trabajados para empleadores anteriores, para
los efectos del feriado progresivo, está señalada en el decreto reglamenta-
rio Nº 586, de 1964, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, reseñada
en este dictamen.

7) El pago por concepto de días adicionales de feriado progresivo al constituir
remuneración, quedaría afecto a las normas legales de los artículos 57 y 58
del Código del Trabajo, sobre inembargabilidad y descuentos de las remu-
neraciones, sin perjuicio de lo demás expresado en este dictamen.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
5º, inciso 2º; 41, inciso 2º; 54, inciso 1º; 57;
58; 68, y 73, incisos 1º y 2º. Ley Nº 19.741,
artículo 1º Nº 13. Decreto Reglamentario
Nº 586, de 1964, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, artículo 10.

Concordancias: Dictámenes Ords. Nºs. 2.573/
149, de 8.08.2002 y 2.616/125, de 2.05.94.

Mediante presentación formula diversas
consultas que se detallará, relacionadas con
pago de feriado compensatorio, progresivo y
proporcional de trabajador despedido tenien-
do acumulados períodos de vacaciones.

Las consultas son las siguientes:

1) Si cualquiera sea la causal de despido, el
trabajador tiene derecho al pago del
100% por vacaciones.

Al respecto, el artículo 73, incisos 1º y
2º, del Código del Trabajo, dispone:

"El feriado establecido en el artículo 67
no podrá compensarse en dinero.

"Sólo si el trabajador, teniendo los requi-
sitos necesarios para hacer uso del feria-
do, deja de pertenecer por cualquier cir-
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cunstancia a la empresa, el empleador
deberá compensarle el tiempo que por
concepto de feriado le habría correspon-
dido".

De la disposición legal citada se despren-
de que no podrá compensarse en dinero
el feriado establecido en el artículo 67,
que trata del feriado de 15 días hábiles
que corresponde a todo trabajador, con
más de un año de servicio.

Asimismo, se deriva que, excepcional-
mente, y cualquiera sea la causa o cir-
cunstancia por la cual el trabajador deja
de pertenecer a la empresa, deberá
compensársele el tiempo que le habría
correspondido por feriado.

De este modo, el legislador ha precisado
en primer lugar, que el feriado de 15 días
hábiles no podrá compensarse en dinero,
a menos que reunidos los requisitos para
hacer uso del feriado el trabajador deje
de pertenecer a la empresa por cualquie-
ra circunstancia o causal, caso en el cual
se le deberá compensar en dinero el fe-
riado que le habría correspondido, de
mantenerse vigente el contrato.

Por consiguiente, atendida la consulta,
cualquiera sea la causal de despido o de
término de contrato del trabajador, debe-
rá pagársele o compensársele la totali-
dad del tiempo del feriado a que tenía
derecho a la fecha de término o conclu-
sión de los servicios.

2) Si se debe considerar para el pago del
feriado compensatorio de un trabajador
con sueldo expresado en dólares, el va-
lor del tipo de cambio al momento del
despido o del pago efectivo.

Como de acuerdo al artículo 54 del Códi-
go del Trabajo, las remuneraciones se
pagarán en moneda de curso legal, se
deriva que legalmente deberá estarse al
momento del pago de la remuneración,
para cumplir con la exigencia que éste se

haga en moneda de curso legal, por lo
que para determinar la conversión del
tipo de cambio a moneda de curso legal
en la cual debe hacerse el pago, deberá
estarse al valor del cambio al día del
pago de la obligación, y no del día del
despido, que no tiene mayor relevancia
para estos efectos.

Se estima que lo anterior, que rige para
el pago de las remuneraciones, es igual-
mente válido para el caso en estudio, en
el cual el estipendio que se paga no es
jurídicamente remuneración, sino indem-
nización, según se desprende de lo dis-
puesto por el inciso 2º del artículo 41 del
Código del Trabajo, que excluye del con-
cepto de remuneración, entre otros esti-
pendios, "las demás que proceda pagar
al extinguirse la relación contractual",
requisito que cumpliría el pago compen-
satorio del feriado, si corresponde pagar-
lo justamente con motivo de la extinción
del contrato. Pues bien, lo expresado
llevaría, a juicio de esta Dirección, a apli-
car por analogía al caso la norma del
artículo 54 citada y comentada, si lo
relevante en ella es la determinación que
el pago de lo que se deba al trabajador
debe hacerse en moneda de curso legal,
como medida de protección, por lo que
para el pago de una indemnización, exis-
tiendo la misma razón de protección debe
existir la misma disposición. Por lo tanto,
al tenor de la consulta, se deberá consi-
derar la equivalencia a moneda nacional
del tipo de cambio vigente al día del
pago efectivo del feriado compensatorio,
y no el de la fecha del despido.

3) Si al monto a pagar por feriado compen-
satorio se le puede efectuar algún des-
cuento, como retenciones judiciales y
otros.

Como ha quedado precisado en la res-
puesta anterior, el pago de feriado com-
pensatorio no constituiría jurídicamente
remuneración, sino que indemnización,
si procede su pago al extinguirse la rela-
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ción contractual, razón por la cual, no
resultarían aplicables las disposiciones le-
gales sobre descuentos a las remunera-
ciones, sean éstos obligatorios, permiti-
dos o prohibidos, tratados en el artículo
58 del Código del Trabajo, si tales de-
ducciones operarían sobre las remunera-
ciones como se señala expresamente.
De este modo, el pago compensatorio
por feriado, podría ser objeto de des-
cuentos sin las limitaciones del artículo
58, con el acuerdo del trabajador.

En materia de retenciones de carácter
judicial, como pensiones alimenticias,
cabe precisar que si la orden judicial de
retención recae exclusivamente sobre re-
muneraciones del trabajador, no sería pro-
cedente que se efectúe tal retención so-
bre el pago del feriado compensatorio, si
no es jurídicamente remuneración, salvo
lo que el mismo juez pudiera determinar
en orden a ampliar la base de la reten-
ción, materia que es de su sola compe-
tencia.

A mayor abundamiento, el artículo 13, in-
cisos 1º, 3º, 4º y 5º de la Ley Nº 14.908,
sobre Abandono de Familia y Pago de
Pensiones Alimenticias, reemplazado por
artículo 1º, Nº 13, de la Ley Nº 19.741,
citado en Dictamen Ord. Nº 2.573/149,
de 8.08.2002, dispone que las retencio-
nes que el empleador está obligado a
efectuar de las remuneraciones del tra-
bajador por pensiones alimenticias, de-
ben cumplirse igualmente respecto de
las indemnizaciones sustitutiva del aviso
previo, a que se refieren los artículos
161 y 162 del Código del Trabajo, y la
de años de servicio, o la convencional
que tenga el mismo objeto, del artículo
163 del mismo Código, norma legal aque-
lla que no hace alusión a otras indemni-
zaciones que corresponda pagar con mo-
tivo del término del contrato, como el
feriado compensatorio, lo que llevaría a
considerar que no se debería efectuar
retención sobre su pago por pensiones
alimenticias, si no está expresamente in-

cluido por la ley, a menos que el juez así
lo decretara, en uso de sus atribuciones
propias.

Por otro lado, una retención diferente
que podría afectar al pago por feriado
compensatorio sería el embargo, tam-
bién por orden judicial. Al respecto, el
artículo 57 del Código del Trabajo, esta-
blece la inembargabilidad de las remune-
raciones, salvo en lo que exceda a 56
unidades de fomento, y por pensiones
alimenticias debidas por ley y decretadas
judicialmente; por defraudación, hurto o
robo cometido por el trabajador en con-
tra del empleador en el ejercicio de su
cargo, o por remuneraciones adeudadas
por el trabajador a las personas que ha-
yan estado a su servicio en calidad de
trabajadores, casos todos en los cuales
podrá embargarse hasta el 50% de la
remuneración.

Pues bien, como la disposición lo preci-
sa, tanto la inembargabilidad como sus
excepciones están referidas a las remu-
neraciones, razón por la cual, si el feria-
do compensatorio en dinero no sería jurí-
dicamente remuneración como se ha se-
ñalado, mal podría aplicársele el ar-tículo
57 citado, por lo que podría legalmente
afectarle embargo, y sin restricciones en
materia de monto.

A mayor abundamiento, acorde al inciso
2º, del artículo 5º del Código del Traba-
jo, "los derechos establecidos por las
leyes laborales son irrenunciables, mien-
tras subsista el contrato de trabajo", por
lo que extinguido el contrato de trabajo,
los pagos que corresponda efectuar a
causa y a partir de dicho término no
conformarían derechos irrenunciables,
amparados por normas de orden público,
como el artículo 57 aludido, de
inembargabilidad, lo que refuerza la idea
que sería embargable el pago por con-
cepto de feriado compensatorio si ya no
está vigente el contrato de trabajo.
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4) Si el pago por vacaciones previsto para
el caso de un trabajador finiquitado, tie-
ne el carácter de indemnización o de
remuneración.

Como se ha expresado en respuestas
anteriores, el beneficio del artículo 73,
inciso 2º del Código del Trabajo, o pago
por feriado compensatorio con motivo
de la terminación del contrato, constitu-
ye indemnización, si acorde al artículo
41, inciso 2º, del Código del Trabajo,
que establece las excepciones al con-
cepto de remuneración, menciona, entre
otras, las que proceda pagar con motivo
de la extinción de la relación contractual,
como sería claramente el caso del pago
del feriado compensatorio, lo que induce
a concluir que no podría jurídicamente
ser remuneración, sino indemnización.

5) Si el trabajador que tiene más de 10
años trabajados con distintos emplea-
dores, al momento de su despido puede
solicitar feriado progresivo y elevar el
número de días proporcionales.

En primer término, cabe señalar que el
artículo 68 del Código del Trabajo, dis-
pone:

"Todo trabajador, con diez años de tra-
bajo, para uno o más empleadores, con-
tinuos o no, tendrá derecho a un día
adicional de feriado por cada nuevos tres
años trabajados, y este exceso será sus-
ceptible de negociación individual o co-
lectiva.

"Con todo, sólo podrán hacerse valer
hasta diez años de trabajo prestados a
empleadores anteriores".

De la disposición legal citada se despren-
de que por cada tres nuevos años de
trabajo, por sobre diez años prestados a
uno o más empleadores, se tendrá dere-
cho a un día adicional de feriado, el que
podrá ser objeto de negociación indivi-
dual o colectiva, pudiendo computar-se

un tope de hasta diez años con em-
pleadores anteriores.

De este modo, no basta tener diez años
de servicios para tener derecho a un día
adicional de feriado, como se desprende-
ría de la consulta, sino que ello procede
por cada tres nuevos años, que excedan
la base de diez años de servicios, a uno o
más empleadores.

Pues bien, aclarado lo anterior, si al tra-
bajador le corresponden días adicionales
de feriado, por reunir a lo menos tres
años de servicio por sobre diez al mismo
u otros empleadores, tendrá derecho al
otorgamiento de más días de feriado por
sobre los 15 fijados en la ley, para el
feriado anual, razón por la cual, de termi-
nar el contrato, deberá indemnizársele el
total de días de feriado a que tenga dere-
cho a la fecha de la extinción, sea por
concepto de feriado básico como por los
adicionales de feriado progresivo.

6) Forma de acreditar, y método, para com-
probar los días de feriado progresivo.

Al respecto, la doctrina de este Servicio,
manifestada, entre otros, en Dictamen
Ord. Nº 2.616/125, de 2.05.94, ha pre-
cisado que la comprobación de los años
trabajados con empleadores anteriores,
para los efectos del feriado progresivo,
debe efectuarse a través de alguno de
los medios de prueba que se indican en
el artículo 10 del Decreto Reglamentario
Nº 586, de 1964, del Ministerio del Tra-
bajo y Previsión Social, publicado en el
Diario Oficial de 19.04.64, cuyas nor-
mas han de estimarse vigentes en con-
formidad a lo previsto en el artículo 3º
transitorio de la Ley Nº 18.620, y artícu-
lo 3º transitorio del actual Código del
Trabajo, y que son:

a) Certificación otorgada por las Ins-
pecciones del Trabajo, de acuerdo a
los antecedentes de que dispongan;

b) Cualquier instrumento público en el
cual conste la prestación de servi-
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cios de modo fidedigno, como sen-
tencias judiciales, convenios o fallos
arbitrales, escrituras públicas, o certi-
ficados otorgados por las res-pectivas
instituciones de previsión, y

c) Como último medio y a falta de cual-
quiera otro anterior, con informa-
ción para perpetua memoria, de los
artículos 909 y siguientes del Códi-
go de Procedimiento Civil, debida-
mente aprobada por tribunal compe-
tente.

De este modo, a través de cualquiera de
los medios antes señalados podrá pro-
barse los años trabajados con distintos
empleadores para efectos del reconoci-
miento del feriado progresivo.

7) Al ser el feriado progresivo un derecho
que emana de la ley, puede ser sujeto a
retención por entidad pública o privada,
o por tribunal y en qué casos.

Como ha quedado dicho en respuesta
anterior, los días de feriado progresivo
que corresponda considerar, por reunirse
tres nuevos años de servicios por sobre
diez años trabajados a uno o más
empleadores, serían susceptibles de ne-
gociación individual o colectiva, lo que
significa que las partes podrían negociar
su compensación en dinero, y en tal caso,
estando vigente el contrato, su pago
constituiría remuneración, y en esta cali-
dad quedarían afectos a las disposicio-
nes legales sobre descuentos obligato-
rios, permitidos y prohibidos de remune-
raciones del artículo 58 del Código del
Trabajo, como igualmente, a inembarga-
bilidad del artículo 57 del mismo Código,
salvo en lo que excedan 56 unidades de
fomento, o por pensiones alimenticias
debidas por ley y decretadas judicial-
mente, o por defraudación hurto o robo
del trabajador en contra del empleador
en ejercicio de sus funciones, o remune-
raciones adeudadas por el trabajador a
las personas que a su vez hayan estado

a su servicio como trabajadoras, casos
todos en los cuales podrá embargarse
hasta el 50% de la remuneración por los
conceptos indicados.

De este modo, el pago por los días adi-
cionales de feriado progresivo, encon-
trándose vigente el contrato, por consti-
tuir remuneración, podría estar efecto a
descuento, retención o embargo, en las
condiciones dispuestas para las remune-
raciones en los artículos 57 y 58 del
Código del Trabajo.

Ahora, si ha terminado el contrato, co-
rresponde por una parte, incluir tales días
adicionales de feriado progresivo en el
pago de feriado compensatorio a que se
refiere el inciso 2º del artículo 73 del
Código del Trabajo, y al pago de feriado
proporcional, a que alude el inciso 3º del
mismo artículo 73: "Con todo, el trabaja-
dor cuyo contrato termine antes de com-
pletar el año de servicio que da derecho
a feriado, percibirá una indemnización
por este beneficio, equivalente a la re-
muneración íntegra calculada en forma
proporcional al tiempo que medie entre
su contratación o la fecha en que enteró
la última anualidad y el término de sus
funciones", y por la otra, el ser el pago
por feriado compensatorio y proporcio-
nal indemnización, tal pago no quedaría
afecto a las normas de descuento e
inembargabilidad de los artículos 58 y
57 del Código del Trabajo, que rigen
para las remuneraciones.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales citadas, cúm-
pleme informar a Ud. lo siguiente:

1) Cualquiera sea la causa del despido o de
término de contrato del trabajador, pro-
cede el pago o compensación del feriado
a que tenía derecho a la fecha de térmi-
no o conclusión de los servicios.

2) Para el pago de feriado compensatorio
de un trabajador que tiene pactada la
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remuneración en moneda extranjera, pro-
cede considerar la equivalencia del tipo
de cambio a moneda nacional vigente al
día del pago efectivo del feriado com-
pensatorio, y no el de la fecha del despi-
do.

3) El pago compensatorio por feriado con-
cluido el contrato de trabajo, al confor-
mar indemnización, podría ser objeto de
descuentos sin las limitaciones del ar-
tículo 58, y de embargo, sin las restric-
ciones del artículo 57 del Código del
Trabajo.

4) El pago por feriado compensatorio extin-
guido el contrato de trabajo constituiría
jurídicamente indemnización, y no remu-
neración.

5) Los días adicionales de feriado por con-
cepto de feriado progresivo corresponde

agregarlos para el pago de feriado com-
pensatorio o proporcional, de haberse
extinguido el contrato de trabajo.

6) La forma de acreditar los años trabaja-
dos para empleadores anteriores, para
los efectos del feriado progresivo, está
señalada en el Decreto Reglamentario Nº
586, de 1964, del Ministerio del Trabajo
y Previsión Social, reseñada en este dic-
tamen.

7) El pago por concepto de días adicionales
de feriado progresivo al constituir remu-
neración, quedaría afecto a las normas
legales de los artículos 57 y 58 del Códi-
go del Trabajo, sobre inembargabilidad y
descuentos de las remuneraciones, sin
perjuicio de lo demás expresado en este
dictamen.

CONTRATO INDIVIDUAL. CONTRATACION. CERTIFICADO DE ANTECEDEN-
TES PENALES Y CRIMINALES. PROCEDENCIA.

3.840/194, 18.11.02.

Se ajusta a derecho la exigencia de la Fundación COANIL a los postulantes a
puestos de trabajo en dicha institución, de un certificado de antecedentes
penales y criminales, pero sólo respecto del caso de trabajadores cuya función
principal y directa sea la atención y cuidado de niños, quedando, en principio,
impedida legalmente de exigir y considerar dicha circunstancia respecto del
resto de los trabajadores, a objeto de garantizar la no discriminación laboral
consagrada en la Constitución y la ley laboral.

Fuentes: Artículo 19, número 19 de la
Constitución y artículos 2º y 5º del Código
del Trabajo.

Se ha solicitado a este Servicio, por pre-
sentación de la Fundación COANIL, un pro-
nunciamiento sobre la posibilidad de que di-
cha institución solicite a los postulantes un

certificado de antecedentes penales, con el
objetivo de resguardar que los trabajadores
del citado organismo cuenten, según señala
la presentación, antecedentes "adecuados
para no poner en riesgo la integridad física,
mental y sicológica de menores con discapa-
cidad".

Al respecto cumplo con informar a Ud. lo
siguiente:



Dictámenes de la Dirección del Trabajo

Enero168 / 2003

7171

El artículo 19, numero 16, inciso terce-
ro, señala que "se prohíbe cualquier discrimi-
nación que no se base en la capacidad o
idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley
pueda exigir la nacionalidad chilena o límites
de edad para determinados casos".

Asimismo, en el plano legal, el artículo
2º del Código del Trabajo, en sus incisos 2º y
3º, señala que "son contrarios a los principios
de las leyes laborales los actos de discrimina-
ción", agregando que "los actos de discrimi-
nación son las distinciones, preferencias ba-
sadas en motivos de raza, color, sexo, edad,
estado civil, sindicación, religión, opinión po-
lítica, nacionalidad, ascendencia nacional u
origen social, que tengan por objeto anular o
alterar la igualdad de oportunidades o de tra-
to en el empleo y la ocupación".

De lo anterior, se sigue que en el sistema
jurídico vigente en nuestro país, las personas
se encuentran dotadas de un derecho consti-
tucional, en el ámbito laboral, a no ser objeto
de discriminaciones arbitrarias, esto es, se-
gún señala el propio precepto del texto fun-
damental, cualquier discriminación que no diga
relación con la idoneidad o capacidad perso-
nal.

En ese sentido, y a partir de la existencia
de la garantía constitucional a no ser objeto
de discriminación en materia laboral, es posi-
ble señalar que la solicitud de un certificado
de antecedentes sólo puede operar como re-
quisito para la admisión a un trabajo determi-
nado, cuando resulta absolutamente indis-
pensable, por considerarse que en dicho tra-
bajo la calidad de persona con antecedentes
penales resulta ser parte de la idoneidad y
capacidad personal para ejecutarlo, único cri-
terio legítimo y autorizado constitucionalmente
para ser considerado por los oferentes de
trabajo en la contratación de trabajadores.

De este modo, y en el caso, en cuestión,
el único caso en que debe admitirse como
lícito la exigencia de un certificado de antece-
dentes corresponde a aquellas tareas o fun-
ciones que, por su naturaleza, exijan de modo

indubitado, como parte de capacidad o ido-
neidad para su ejecución o desarrollo, la au-
sencia de antecedentes criminales o penales,
que en el caso de la recurrente, queda restrin-
gido a las tareas del personal que tiene como
función principal y directa la atención de ni-
ños o jóvenes con discapacidad, no pudiendo
sostenerse dicha exigencia, en caso alguno,
respecto de las restantes tareas o funciones
desarrolladas por la fundación empleadora.

Lo anterior, porque si bien la Constitu-
ción, permite al oferente de trabajo, calificar
cuáles son los elementos o las destrezas que
componen la aptitud o idoneidad personal de
cada puesto de trabajo, dicha determinación
no debe ser arbitraria, debiendo entenderse,
por estar en potencial riesgo algunos de los
derechos fundamentales del trabajador, como
la no discriminación y la intimidad del trabaja-
dor, dicha facultad de modo restrictivo, en
cuanto la ley laboral, aplicando el principio de
vinculación directa de los particulares al tex-
to fundamental, consagrado en los artículos
5º y 6º de la Constitución, expresamente
señalado, en el nuevo inciso primero, del ar-
tículo 5º del Código del Trabajo, que "el ejer-
cicio de las facultades que la ley reconoce al
empleador tiene como límite el respeto a las
garantías constitucionales de los trabajado-
res, en especial cuando pudieran afectar la
intimidad, la vida privada o la honra de és-
tos".

En consecuencia, de las consideraciones
de hecho y derecho arriba transcritas, es
posible concluir que se ajusta a derecho la
exigencia de la Fundación COANIL a los
postulantes a puestos de trabajo en dicha
institución, de un certificado de antecedentes
penales y criminales, pero sólo respecto del
caso de trabajadores cuya función principal y
directa sea la atención y cuidado de niños,
quedando, en principio, impedida legalmente
de exigir y considerar dicha circuntancia res-
pecto del resto de los trabajadores, a objeto
de garantizar la no discriminación laboral con-
sagrada en la Constitución y la ley laboral.
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NEGOCIACION COLECTIVA. PRESENTACION PROYECTO. COMUNICACION.
OBLIGACION EMPLEADOR.

3.934/195, 22.11.02.

La obligación del empleador de comunicar al resto de los trabajadores de la
empresa la circunstancia de haberse presentado un proyecto de contrato co-
lectivo, contenida en el artículo 320 del Código del Trabajo, ha sido concebida
por el legislador para ser aplicada a las empresas en donde se negocia por
primera vez como respecto de aquéllas en donde si bien ha existido negocia-
ción colectiva anterior los instrumentos colectivos se encuentran extinguidos
por cualquier causa, es decir, empresas en donde no existe instrumento colec-
tivo vigente.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
317, 318 al 321.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 2.531/91,
de 5.05.1992; 1.247/78, de 24.03.1993 y
4.422/184, de 7.08.1996.

Se ha solicitado un pronunciamiento res-
pecto de la obligación que asistiría al em-
pleador de comunicar al resto de los trabaja-
dores de la empresa la circunstancia de ha-
berse presentado un proyecto de contrato
colectivo, en el caso de aquellas empresas
en donde si bien se ha negociado anterior-
mente el o los instrumentos colectivos que
rigieron en su oportunidad se han extinguido
por cualquier causa, es decir, empresas en
donde no existe instrumento colectivo vi-
gente.

Al respecto cumplo con informar lo si-
guiente:

El inciso 1º del artículo 317 del Código
del Trabajo establece:

"En las empresas en que no existiere
contrato colectivo anterior, los trabajadores
podrán presentar al empleador un proyecto
de contrato colectivo en el momento que lo
estimen conveniente".

Del precepto legal precedentemente
transcrito se desprende que por expresa dis-
posición del legislador los trabajadores que
laboran en empresas en donde no existe ins-
trumento colectivo anterior están faculta-dos
para presentar sus proyectos de contrato co-
lectivo cuando lo estimen conveniente a sus
intereses.

Ahora bien, la regla general señalada an-
teriormente está limitada por el derecho que
el legislador ha otorgado al empleador, en el
inciso 2º del mismo artículo, de declarar pe-
ríodo no apto para iniciar negociaciones.

En efecto, el citado precepto dispone:
"No podrán sin embargo, presentarlo en uno
o más períodos que, cubriendo en su conjun-
to un plazo máximo de sesenta días en el año
calendario, el empleador haya declarado no
aptos para iniciar negociaciones".

Pues bien, la reiterada doctrina emanada
de esta Dirección contenida, entre otros, en
los Ordinarios Nºs. 2.531/ 91, de 5 de mayo
de 1992 y 1.247/78, de 24.03.1993, ha
señalado que la norma contenida en el inciso
1º del artículo 317, en estudio, regula
específicamente la situación de aquellas em-
presas con contrato colectivo extinguido,
facultando a los trabajadores en tal caso para
presentar un proyecto de contrato colectivo
en el momento que estimaren conveniente
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salvo, claro está, durante el período declara-
do no apto para iniciar negociaciones.

De la conclusión anterior se desprende
que el legislador al dictar la norma en comen-
to, no sólo tuvo presente aquellas empresas
en las cuales nunca antes se negoció colecti-
vamente sino también aquellas en donde si
bien ha existido negociación colectiva, el o
los instrumentos que alguna vez rigieron se
encuentran extinguidos por cualquier motivo.
En otras palabras, aquellas empresas en donde
no existe instrumento colectivo vigente.

El razonamiento anterior se ve corrobo-
rado al analizar la redacción del inciso 1º del
artículo 322 del Código del Trabajo, que re-
gula la época en que debe presentarse un
proyecto de contrato colectivo en aquellas
empresas "en que existiere contrato colecti-
vo vigente". Efectivamente, el legislador en
este precepto utiliza la frase signada entre
comillas, para disponer que en aquellas em-
presas afectas a un contrato colectivo, la
presentación de nuevos proyectos debe reali-
zarse necesariamente en el plazo allí estable-
cido.

Pues bien, en relación con la interpreta-
ción del precepto citado en el párrafo prece-
dente, la jurisprudencia emanada de la Direc-
ción del Trabajo, reiterando el criterio comen-
tado, ha establecido que dicha regla resulta
aplicable exclusivamente mientras exista un
instrumento colectivo vigente, de suerte tal
que de no existir éste, o de haberse extingui-
do el celebrado anteriormente, estaremos en
presencia de una situación distinta, regla-
mentada expresamente por el artículo 317
del Código del Trabajo, en conformidad al
cual en las empresas con contrato colectivo
extinguido, los trabajadores pueden presen-
tar un proyecto de contrato colectivo en el
momento que estimaren conveniente, salvo
durante el período que el empleador hubiere
declarado no apto para iniciar negociaciones
(Ord. Nº 4.422/184, de 7.08.1996).

La conclusión precedente tiene directa
relación con la aplicación de los artículos 318

al 321 del Código del Trabajo, puesto que
estas normas han sido concebidas para ser
aplicadas "exclusivamente, a la situación pre-
vista en el artículo 93 de la Ley Nº 19.069 –
actual artículo 317 del Código del Traba-jo–,
vale decir, en el caso de aquellas empresas
en que no existe un contrato colectivo ante-
rior, lo que a la vez, permite sostener que no
corresponde que el empleador ejerza tal fa-
cultad cuando en la respectiva empresa
hubiere un contrato colectivo vigente" (Ordi-
nario Nº 1.247/78, de 24.03.1993).

 A mayor abundamiento, cabe recordar
que la figura de la comunicación, contenida
en los artículos 318 al 321 del Código del
Trabajo, de carácter obligatorio para el
empleador desde la fecha de entrada en vi-
gencia de la Ley Nº 19.759, está inspirada en
los siguientes criterios:

1.- Que la negociación colectiva tenga lugar
durante un mismo período.

En efecto, el artículo 315, inciso 4º, del
Código del Trabajo, establece: "Todas
las negociaciones entre un empleador y
los distintos sindicatos de empresa o
grupos de trabajadores, deberán tener
lugar durante un mismo período, salvo
acuerdo de las partes".

La norma precedentemente transcrita tie-
ne un sentido ordenador y de paz laboral,
de modo que la empresa no se encuentre
expuesta a reiterados procesos negocia-
dores que distraen tiempo y afectan el
desempeño laboral tanto de los niveles
de gerencia como de trabajadores.

2.- Que sólo con acuerdo de las partes la
negociación colectiva puede tener lugar
en distintos períodos.

Efectivamente, el mismo precepto transcri-
to anteriormente, establece este criterio,
que exige la concurrencia expresa de
ambas voluntades para negociar en dife-
rentes períodos. Sólo se presume este
acuerdo cuando el empleador ha omitido
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ejercer la facultad de comunicar al resto
de los trabajadores, facultad que como
se expresara reiteradamente, en la ac-
tualidad se encuentra derogada.

3.- Que la negociación colectiva se lleve a
cabo en épocas en que no afecte seria-
mente la actividad de la empresa.

Este criterio se recoge tanto en el artícu-
lo 308, del Código del Trabajo, que esta-
blece que "para negociar colectivamente
en una empresa, se requerirá que haya
transcurrido a lo menos un año desde el
inicio de sus actividades", como en el
artículo 317, inciso 2º, del mismo cuer-
po legal, precepto que otorga al
empleador la facultad de declarar perío-
dos no aptos para iniciar negociaciones,
en la oportunidad y con las limitaciones
contenidas en la misma norma.

De este modo, los criterios señalados
precedentemente permiten concluir que
la intención del legislador al introducir la
modificación al artículo 320 del Código
del Trabajo ha sido permitir que el mayor
número posible de trabajadores habilita-
dos para negociar colectivamente, den-
tro de una empresa que negocia por pri-
mera vez o una en donde no existe ins-
trumento colectivo vigente, pueda ha-
cerlo en un mismo período dándose, de
esta forma, cumplimiento a las pautas
orientadoras citadas en los numerales
anteriores.

Se deriva de lo expuesto en los párrafos
precedentes que la obligación que asiste
al empleador de comunicar al resto de
los trabajadores de la empresa la cir-
cunstancia de haberse presentado un pro-
yecto de contrato colectivo de trabajo es
exigible tanto en las empresas en donde
se negocie por primera vez como respec-
to de aquellas en donde no existe instru-
mento colectivo vigente, es decir, em-
presas en donde si bien ha existido nego-
ciación colectiva, el o los instrumentos
que alguna vez rigieron se encuentran
extinguidos por cualquier motivo.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo con informar a Uds.
que la obligación del empleador de comunicar
al resto de los trabajadores de la empresa la
circunstancia de haberse presentado un pro-
yecto de contrato colectivo, contenida en el
artículo 320 del Código del Trabajo, ha sido
concebida por el legislador para ser aplicada
a las empresas en donde se negocia por pri-
mera vez como respecto de aquéllas en don-
de si bien ha existido negociación colectiva
anterior los instrumentos colectivos se en-
cuentran extinguidos por cualquier causa, es
decir, empresas en donde no existe instru-
mento colectivo vigente.
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REMUNERACION. BENEFICIO ANUAL. COTIZACIONES PREVISIONALES.
RELIQUIDACION.

3.993/196, 2.12.02.

Procede efectuar reliquidación mensual de bono de resultado que se paga en el
mes de febrero de cada año, pactado en contrato colectivo de 30.06.99, cele-
brado entre Empresa Aguas ... y el Sindicato de Trabajadores y Supervisores
..., a fin de determinar el tope máximo imponible para cotizaciones, para lo
cual deberá prorratearse mensualmente y sumarse a las respectivas remunera-
ciones.

Fuentes: Ley Nº 17.322, artículo 22,
inciso 1º. Ley Nº 17.365, artículo 3º.

Solicita un pronunciamiento de esta Di-
rección, acerca de procedencia que bono de
resultado pactado en contrato colectivo con
la Empresa de Agua ..., a pagarse en el mes
de febrero de cada año, sea reliquidado men-
sualmente para efectos de los descuentos
previsionales, al igual que la gratificación
anual, si todos los trabajadores contribuyeron
mes a mes a su logro.

Se agrega, no obstante, que el bono en
la práctica nunca se ha pagado según resulta-
dos operacionales, sino que se ha transfor-
mado en un fondo a repartir fijado anualmen-
te por la empresa.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El contrato colectivo de fecha 30.06.99,
celebrado entre empresa Aguas ... y el Sindi-
cato de Trabajadores y Supervisores ..., en la
cláusula pertinente, estipula:

"La empresa pagará a sus trabajadores
un Bono de Resultados, basado en su política
corporativa de incentivos, cuyo monto indivi-
dual se determinará anualmente en función
del resultado anual de la empresa, que se
conocerá después del cierre anual de su con-
tabilidad, el cumplimiento de las diferentes
metas anuales propuestas a la unidad

organizacional en la que se desempeña cada
trabajador y su evaluación de desempeño per-
sonal.

"Este Bono de Resultado se pagará en el
mes de febrero de cada año".

De la cláusula antes citada se desprende
que la empresa pagará en el mes de febrero
de cada año, un bono de resultado, cuyo
monto individual se determinará en función
del resultado anual de la empresa, y el cum-
plimiento de metas de cada unidad organiza-
cional de desempeño del trabajador y de su
evaluación personal.

Ahora bien, del texto de la cláusula apa-
rece que tanto la voluntad expresa de las
partes contratantes como su intención ha
sido que el mencionado bono se pague en
una sola oportunidad, en el mes de febrero de
cada año, lo que llevaría a que este mismo
mes se debería efectuar los descuentos
previsionales que le afecten, si no es posible
derivar de la estipulación que su pago deba
hacerse prorrateadamente en forma mensual,
o en otras oportunidades diferentes.

Ahora bien, el artículo 22, inciso 1º, de
la Ley Nº 17.322, sobre cobranza de imposi-
ciones de las instituciones de previsión, dis-
pone:

"Los empleadores, como asimismo sus
representantes legales, mandatarios y traba-
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jadores que, por cuenta de ellos descuenten
de las remuneraciones de sus trabajadores
cualquiera suma a título de imposiciones, apor-
tes o dividendos de las obligaciones de éstos
a favor de las instituciones de previsión so-
cial, estarán obligados a declarar y a enterar
esos descuentos y sus propias imposiciones
y aportes dentro de los diez primeros días del
mes siguiente a aquel en que se devengaron
las remuneraciones".

De la disposición legal antes citada se
desprende en lo pertinente, que los emplea-
dores estarán obligados a declarar y enterar
los descuentos por imposiciones, en favor de
las instituciones de previsión, dentro de los
diez primeros días del mes siguiente a aquel en
que se devengaron las remuneraciones.

Ahora bien, el artículo 3º, de la Ley      Nº
17.365, dispone:

"Las sumas pagadas a título de gratifica-
ción legal, contractual o voluntaria o como
participación de utilidades estarán afectas a
las mismas imposiciones que las remunera-
ciones mensuales.

"Para determinar la parte de dichos be-
neficios que se encuentra afecta a imposicio-
nes e impuestos en relación con el límite
máximo de imponibilidad mensual, se distri-
buirá su monto en proporción a los meses
que comprenda el período a que correspon-
dan y los cuocientes se sumarán a las respec-
tivas remuneraciones mensuales. Las imposi-
ciones e impuestos se deducirán de la parte
de tales beneficios que, sumada a las respec-
tivas remuneraciones mensuales, no exceda
del límite máximo de imponibilidad".

De la disposición legal anterior, se deriva
que, para determinar la parte de beneficios
como gratificación legal o voluntaria, o parti-
cipación de utilidades, que están afectas a
cotizaciones, atendido el tope máximo
imponible legal, sus montos se prorratearán
por los meses a los cuales corresponda el
beneficio, agregándose a las remuneraciones
mensuales del período, suma que permitirá
establecer la imponibilidad de los beneficios
hasta el tope legal.

Pues bien, dado que la consulta incide en
la aplicación de disposiciones legales sobre
pago de cotizaciones previsionales, como lo
son las Leyes Nºs. 17.322 y 17.365, se ha
requerido informe a la Superintendencia de
Seguridad Social, organismo que, por Oficio
Nº 49.779, ha precisado lo que se transcribe
a continuación:

"En relación a lo anterior, esta Superin-
tendencia, debe manifestar a Ud. que efecti-
vamente el artículo 3º de la Ley Nº 17.365,
modificado por el artículo 28 del D.L.
Nº 3.501, de 1980, dispone que, tratándose
de las gratificaciones legales, contractuales o
voluntarias, para determinar la parte de aque-
llos beneficios que están afectos a imposicio-
nes, en relación con el límite máximo de
imponibilidad mensual, se distribuirá su mon-
to en proporción a los meses que comprenda
el período a que correspondan y los cuocientes
se sumarán a las respectivas remu-neraciones
mensuales. En seguida, dicha norma dispone
que las imposiciones se deducirán de la parte
de tales beneficios que, sumada a las respec-
tivas remuneraciones mensuales, no exceda
el límite de imponibilidad.

El criterio manifestado en la disposición
citada, en cuanto a la periodicidad en el pago
de las cotizaciones previsionales, se ha esti-
mado aplicable a todas las remuneraciones
accesorias o complementarias que se pagan
en un mes determinado, pero que han sido
devengadas en un período más largo de tra-
bajo, por lo que corresponde, para los efectos
de determinar las imposiciones que las afec-
tan, que éstas sean reliquidadas prorra-teando
su monto en el período respectivo, sumando
el monto que resulte al de la remuneración
mensual, de modo que este procedimiento
debe aplicarse en el caso consultado.

De acuerdo a lo anterior, procede prorra-
tear el beneficio anual de que se trata durante
los meses a que corresponde, y sumarlo a las
respectivas remuneraciones mensuales para
fijar el tope legal de imponibilidad.

De lo expuesto, necesario es concluir
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que procede en el caso en estudio, que el
bono de resultado pactado en el contrato
colectivo, que se paga en el mes de febrero
de cada año, se reliquide y haga imponible en
forma mensual, durante el período anual, con-
juntamente con las demás remuneraciones, y
no en el mes en que se pagó.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto, informe de la Superintendencia de
Seguridad Social, y disposiciones legales cita-

das, cúmpleme expresar a Ud. que procede
efectuar reliquidación mensual de bono de re-
sultado, que se paga en el mes de febrero de
cada año, pactado en contrato colectivo de
30.06.99, celebrado entre Empresa Aguas ...
y el Sindicato de Trabajadores y Supervisores
…, a fin de determinar el tope máximo
imponible para cotizaciones, para lo cual debe-
rá prorratearse mensualmente y sumarse a las
respectivas remuneraciones.

EMPRESA. CONCEPTO.

3.994/197, 2.12.02.

Una embajada diplomática acreditada en el país puede ser considerada empre-
sa, de acuerdo al artículo 3º, inciso 3º, del Código del Trabajo, para efectos
laborales y de seguridad social, y entre estos últimos, para la Ley Nº 18.156.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 3º,
inciso 3º. Código Civil, artículo 20. Ley          Nº
18.156, artículo 1º.

Concordancias: Dictámenes Ords. Nº 1.754/
78, de 20.03.95 y 4.539/213, de 5.08.94.

Solicita un pronunciamiento de esta Di-
rección acerca de si una embajada diplomáti-
ca acreditada en el país, puede ser consi-
derada empresa, para los efectos de la Ley Nº
18.156, de devolución de cotizaciones
previsionales enteradas en una Administrado-
ra de Fondos de Pensiones por personal ex-
tranjero que presta servicios en aquella.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

En primer término, se hace necesario
tener presente que, de acuerdo a la reitera-da
y uniforme doctrina de este Servicio, mani-
festada, entre otros, en Dictamen Ord.
Nº 4.539/213, de 5.08.94, el personal admi-

nistrativo, técnico, o de servicio doméstico,
chileno o residente en el país que labora para
una embajada diplomática acreditada en Chi-
le, se rige por la legislación laboral nacional,
esto es, el Código del Trabajo, y a su respec-
to la embajada asume la calidad de emplea-
dora, y está obligada además a efectuar las
cotizaciones previsionales correspondientes
a dicho personal, como cualquier empleador
nacional.

Ahora bien, atendida la doctrina anterior,
como la relación laboral entre el personal
indicado y una embajada, se rige por el Códi-
go del Trabajo, esta última, que asume la
calidad de empleadora, necesariamente debe-
ría ser considerada empresa, si se trata de
una organización, atendida la definición de
empresa contenida en el artículo 3º, inciso
3º, del Código del Trabajo, que dispone:

"Para los efectos de la legislación laboral
y de seguridad social, se entiende por empre-
sa toda organización de medios personales,
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materiales e inmateriales, ordenados bajo una
dirección, para el logro de fines económicos,
sociales, culturales o benéficos, dotada de
una individualidad legal determinada".

Del concepto legal antes transcrito se
desprende, como lo ha precisado reiterada-
mente la doctrina de este Servicio, que confi-
guran la empresa los siguientes elementos:

a) Una organización de personas y de ele-
mentos materiales e inmateriales;

b) Una dirección bajo la cual se ordenan
dichas personas y elementos;

c) La prosecución de una finalidad amplia
que puede ser de orden económico, so-
cial, cultural o benéfico, y

d) Una individualidad legal determinada.

Asimismo, se infiere que la empresa es
un ente abstracto, en cuanto está constituida
por la suma de diversos factores, pero distin-
ta de éstos, e independientes de ellos.

De esta manera, precisado lo anterior, si
se coteja la realidad de lo que es una embaja-
da para los efectos laborales, con los elemen-
tos que conforman el concepto legal de em-
presa, resulta posible concluir que concurren
todos ellos a su respecto, por lo que se
trataría de una empresa propiamente tal para
el fin antes indicado.

 En efecto, una embajada es una organi-
zación de personas y de elementos materia-
les e inmateriales, ordenados bajo una direc-
ción común, que persigue prestar servicios
económicos, sociales, culturales, etc. dispo-
niendo de una individualidad de derecho reco-
nocida y determinada.

Luego, de lo expresado es procedente
derivar que una embajada sería una empresa
para los términos del Código del Trabajo.

Por otra parte, de acuerdo al tenor ex-
preso del concepto legal de empresa comen-
tado, el legislador lo determina no sólo para

fines laborales, como se ha visto, sino tam-
bién de seguridad social, como lo precisa
explícitamente.

De esta suerte, en la especie, si la Ley Nº
18.156 que se pretende aplicar, sobre exen-
ción de cotizaciones previsionales a técnicos
extranjeros y a las empresas que los contra-
tan, es una norma legal que produce efectos
de seguridad social, necesario se hace con-
cluir que debería regir plenamente para ella el
mismo concepto de empresa anotado, en el
cual podría estimarse comprendida una em-
bajada diplomática, por reunir los elementos
esenciales del concepto legal empresa.

A mayor abundamiento, cabe agregar
que la Ley Nº 18.156 en su artículo 1º,
señala: "Las empresas que celebren contra-
tos de trabajo con personal técnico extranje-
ro y este personal, estarán exentos, para los
efectos de esos contratos, del cumplimiento
de las leyes de previsión que rijan para los
trabajadores, no estando obligados, en con-
secuencia, a efectuar imposiciones de nin-
guna naturaleza en organismos de previsión
chilenos (lo que no alcanza a la Ley Nº
16.744)".

De este modo, de la disposición legal
citada se desprende que ella se refiere al
sujeto empresa, como el liberado de enterar
las cotizaciones, por lo que debe aplicarse,
para la comprensión de su significado, su
concepto legal, si se atiende al artículo 20 del
Código Civil, "Las palabras de la ley se enten-
derán en su sentido natural y obvio, según el
uso general de las mismas palabras; pero
cuando el legislador las haya definido expre-
samente para ciertas materias, se les darán
en éstas su significado legal".

De esta forma, como la Ley Nº 18.156
está aludiendo a las empresas que se encuen-
tran en la situación descrita, forzoso resulta
concluir que debe aplicarse a su respecto el
concepto legal analizado de empresa, del artí-
culo 3º, inciso 3º del Código del Trabajo, que
rige asimismo para efectos de seguridad so-
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cial, y comprendería a nuestro juicio, a una
embajada diplomática.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales citadas, cúm-
pleme informar a Ud. que una embajada di-

plomática acreditada en el país puede ser
considerada empresa, de acuerdo al artículo
3º, inciso 3º, del Código del Trabajo, para
efectos laborales y de seguridad social, y
entre estos últimos, para la Ley Nº 18.156.

ORGANIZACIONES SINDICALES. SINDICATO EMPRESA. CONSTITUCION.
FUERO. ART. 12. PROCEDENCIA.

3.995/198, 2.12.02.

El empleador se encuentra facultado para aplicar la norma contenida en el
artículo 12 del Código del Trabajo a los dependientes que participen como
constituyentes de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa,
de un sindicato interempresa o de trabajadores eventuales o transitorios, en la
etapa previa a la constitución, es decir, durante los diez días anteriores a la
celebración de la respectiva asamblea constitutiva y mientras se encuentran
amparados por el fuero adicional de treinta días posteriores a la realización de
la misma, con un tope de cuarenta días, acumulados ambos períodos, o hasta
el día siguiente de haberse realizado la citada asamblea, con un máximo de
quince días, en el caso de los trabajadores eventuales o transitorios.

Fuentes: Código del Trabajo: artículos
12; 221, incisos 3º y 4º, 238, inciso 1º y
243, incisos 1º y 2º.

Mediante presentación del antecedente
se ha solicitado un pronunciamiento en cuan-
to al derecho que asistiría al empleador de
hacer uso de la facultad contenida en el artí-
culo 12 del Código del Trabajo, respecto de
los trabajadores que participen como consti-
tuyentes de un sindicato de empresa, de es-
tablecimiento de empresa, de un sindicato
interempresa o de trabajadores eventuales o
transitorios, en la etapa previa a la constitu-
ción, es decir, durante los diez días anteriores
a la celebración de la respectiva asamblea
constitutiva y mientras se encuentran ampa-
rados por el fuero adicional de treinta días
posteriores a la realización de la misma, con
un máximo de cuarenta días, acumulados
ambos períodos, o hasta el día siguiente de
haberse realizado la citada asamblea, con un

tope de quince días, en el caso de los trabaja-
dores eventuales o transitorios.

Al respecto cumplo con informar a Ud.,
lo siguiente:

El Código del Trabajo en su artículo 243,
incisos 1º y 2º, establece:

"Los directores sindicales gozarán del fuero
laboral establecido en la legislación vigente,
desde la fecha de su elección y hasta seis
meses después de haber cesado en el cargo,
siempre que la cesación en él no se hubiere
producido por censura de la asamblea sindical,
por sanción aplicada por el tribunal competen-
te en cuya virtud deban hacer abandono del
mismo, o por término de la empresa.

Asimismo, durante el lapso a que se
refiere el inciso precedente, el empleador no
podrá, salvo caso fortuito o fuerza mayor,
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ejercer respecto de los directores sindicales
las facultades que establece el artículo 12 de
este Código".

Del inciso 1º de la norma precedente-
mente transcrita es posible concluir que el
empleador sólo puede poner término al con-
trato de trabajo de un director sindical sujeto
a fuero, previa autorización judicial del juez
competente. Esta prohibición se extiende des-
de la fecha de elección y hasta seis meses
después de haber cesado en el cargo, con las
excepciones que la misma norma enumera,
casos en los cuales no rige el fuero suple-
mentario de seis meses.

Ahora bien, por su parte el inciso 2º de la
norma transcrita prohíbe expresamente al
empleador hacer uso, salvo caso fortuito o
fuerza mayor, durante el mismo lapso de
tiempo señalado en el inciso 1º, respecto de
los directores sindicales que gozan de fuero,
de la figura jurídica conocida como jus variandi,
contenida en el artículo 12 del Código del
Trabajo. Lo anterior significa que los directo-
res sindicales, desde su elección y hasta seis
meses después de haber cesado en sus fun-
ciones, no podrán ver alterada la naturaleza
de sus servicios, el sitio o recinto donde
deban prestarse ni la distribución de su jorna-
da de trabajo.

Como es dable apreciar la norma analiza-
da tiene como objetivo proteger al trabajador
en razón de la función de dirigente sindical
que realiza al ejercer los derechos que se
derivan de la libertad sindical. De esta mane-
ra se establece la prohibición de poner térmi-
no a su contrato de trabajo, salvo autoriza-
ción judicial previa y, al mismo tiempo, limita
al empleador respecto del ejercicio de una
facultad reconocida expresamente, propia del
derecho de administración, como es la conte-
nida en el artículo 12 del Código del Trabajo.

Pues bien, la consulta planteada está
dirigida a resolver si aquellos trabajadores
que actúan como constituyentes de un sindi-
cato de aquellos citados en el artículo 221
del Código del Trabajo se encuentran tam-

bién protegidos por la prohibición que afecta-
ría al empleador de hacer uso de las faculta-
des de que da cuenta el artículo 12 del mis-
mo Código.

En esta materia cabe tener presente que
el artículo 221, incisos 3º y 4º, dispone:

"Los trabajadores que concurran a la
constitución de un sindicato de empresa, de
establecimiento de empresa o de un sindicato
interempresa, gozan de fuero laboral desde
los diez días anteriores a la celebración de la
respectiva asamblea constitutiva y hasta trein-
ta días de realizada. Este fuero no podrá
exceder de 40 días.

Los trabajadores que constituyan un sin-
dicato de trabajadores transitorios o eventua-
les, gozan del fuero a que se refiere el inciso
anterior, hasta el día siguiente de la asamblea
constitutiva y se les aplicará a su respecto, lo
dispuesto en el inciso final del artículo 243.
Ese fuero no excederá de 15 días".

Como es posible advertir, claramente se
está en presencia de una norma protectora
que favorece a los constituyentes en la etapa
más sensible del proceso de formación de
una organización sindical. En el caso de los
sindicatos de empresa, de establecimiento de
empresa o de un sindicato interempresa, el
fuero les favorece, desde diez días antes de
la asamblea constitutiva y hasta treinta días
después de la celebración de la misma, con
un máximo total, acumulados ambos perío-
dos, de cuarenta días. Por su parte, los traba-
jadores que constituyan un sindicato de tra-
bajadores transitorios o eventuales, gozan de
fuero desde diez días anteriores a la asam-
blea constitutiva y hasta el día siguiente de
haberse realizado ésta, con un tope de quince
días.

Lo anterior tiene como fundamento la
necesidad de otorgar estabilidad laboral a quie-
nes desean constituir y constituyen un sindi-
cato, de los ya señalados, durante un período
particularmente crítico, como es el de la épo-
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ca previa e inmediatamente posterior a la
constitución.

Sin embargo, aun cuando la voluntad del
legislador ha sido velar porque los trabajado-
res que participan en la constitución de un
sindicato puedan gozar de una relativa estabi-
lidad en su trabajo, su intención no ha sido,
en esta etapa del proceso, limitar las faculta-
des del empleador respecto de la aplicación
del jus variandi, de que da cuenta el artículo
12 del Código del Trabajo. En efecto, del
análisis efectuado a las normas pertinentes,
artículos 221, incisos 3º y 4º, 238, inciso 1º
y 243, incisos 1º y 2º, todos del Código del
Trabajo, es posible concluir que su intención
ha sido entregar a estos trabajadores sólo la
prerrogativa del fuero y mantener en benefi-
cio del empleador la facultad ya mencionada.

Distinta es la situación de aquellos traba-
jadores que resultan elegidos como directo-
res sindicales entre las más altas mayorías
relativas a que se refiere el artículo 235 del
Código del Trabajo, ya que éstos gozarán,
además del fuero, del beneficio contenido en
el inciso 2º del artículo 243, antes citado, es
decir, el empleador no podrá hacer uso res-
pecto de ellos, a menos que existe fuerza

mayor o caso fortuito, de la facultad conteni-
da en el artículo 12 del mismo cuerpo legal,
desde que son elegidos hasta seis meses
después de haber cesado en sus funciones,
con las excepciones señaladas en el mismo
precepto.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones citadas y las consideraciones
expuestas cumplo con informar a Ud., que el
empleador se encuentra facultado para apli-
car la norma contenida en el artículo 12 del
Código del Trabajo a los dependientes que
participen como constituyentes de un sindi-
cato de empresa, de establecimiento de em-
presa, de un sindicato interempresa o de tra-
bajadores eventuales o transitorios, en la eta-
pa previa a la constitución, es decir, durante
los diez días anteriores a la celebración de la
respectiva asamblea constitutiva y mientras
se encuentran amparados por el fuero adicio-
nal de treinta días posteriores a la realización
de la misma, con un tope de cuarenta días,
acumulados ambos períodos, o hasta el día
siguiente de haberse realizado la citada asam-
blea, con un máximo de quince días, en el
caso de los trabajadores eventuales o transi-
torios.

CONTRATO INDIVIDUAL. MODIFICACIONES ART. 12. RECLAMO. TITULAR.

3.996/199, 2.12.02.

La acción de reclamo contemplada por el artículo 12 del Código del Trabajo,
establece como su titular exclusivo al trabajador afectado por la modificación
unilateral del contrato de trabajo, sin perjuicio de que, en aplicación del artícu-
lo 220 del mismo texto legal, requiera a la organización sindical a la que se
encuentre afiliado para que accione en su representación.

Fuentes: Artículo 12 del Código del Trabajo.

Se ha solicitado a este Servicio, por ordi-
nario del Departamento de Fiscalización, un

pronunciamiento acerca de quienes son las
personas que se encuentran habilitadas para
ejercer la acción de reclamo ante la Inspec-
ción del Trabajo contemplada en el artículo
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12 del Código del Trabajo, por modificación
unilateral de contrato individual de trabajo.

Al respecto cumplo en informar a Ud. lo
siguiente:

El artículo 12, inciso tercero, del Código
del Trabajo señala lo siguiente:

"El trabajador afectado podrá reclamar
en el plazo de treinta días hábiles a contar de
la ocurrencia del hecho a que se refiere el
inciso primero o de la notificación del aviso a
que alude el inciso segundo, ante el inspector
del trabajo respectivo a fin de que éste se
pronuncie sobre el cumplimiento de las condi-
ciones señaladas en los incisos precedentes,
pudiendo recurrirse de su resolución dentro
de quinto día de notificada, quien resolverá
en única instancia, sin forma de juicio, oyen-
do a las partes".

La disposición del artículo 12 del Código
del Trabajo establece con toda claridad, en lo
que a su tenor literal se refiere, cuál es el
sentido del citado precepto al señalar expre-
samente que "el trabajador afectado podrá
reclamar dentro del plazo de treinta días hábi-
les a contar de la ocurrencia del hecho a que
se refiere el inciso primero o de la notifica-
ción a que alude el inciso segundo, ante el
inspector del trabajo respectivo".

De este modo, en los expresos términos
de la ley, queda precisado el ámbito de la
titularidad de la respectiva acción de reclamo
por modificación unilateral de contrato de
trabajo, referido al trabajador afectado, lo
que es coherente con el carácter personal del
interés jurídico protegido por la norma, como
es regular el cambio de las condiciones de
trabajo convenidas en el contrato individual
de trabajo.

Lo anterior, esto es, la clara intención del
legislador de restringir la titularidad de la ac-
ción de reclamo prevista en el artículo 12 del
Código del Trabajo, queda inequívocamente
establecida con el análisis comparativo de
otras disposiciones del texto legal citado,

como el artículo 305, que se refiere a la
prohibición de negociar colectivamente para
ciertos trabajadores, y que señala expresa-
mente que "cualquier trabajador de la empre-
sa podrá reclamar a la Inspección del Trabajo
de la atribución a un trabajador de las calida-
des señaladas en este artículo, con el fin de
que se declare cuál es su exacta situación
jurídica".

De la norma recién citada se sigue de
modo inequívoco que cuando el legislador
laboral ha querido ampliar el ámbito de los
titulares de alguna acción de reclamo en la
ley laboral, atendiendo a la naturaleza del
interés protegido, lo ha señalado expresa-
mente, como ocurre en el caso recién citado
del artículo 305 del Código del Trabajo.

Ahora, lo anterior, esto es, la titularidad
del trabajador afectado en el ejercicio de la
acción prevista en el artículo 12 del Código
del Trabajo, no impide que el citado titular
requiera a la organización sindical a la que se
encuentre afiliado, el ejercicio de la acción
señalada, toda vez que resulta plenamente
aplicable a esta situación lo previsto en el
numero 2, del artículo 220 del Código del
Trabajo, en cuanto contemplar como función
de las organizaciones sindicales "representar
a los trabajadores en el ejercicio de los dere-
chos emanados de los contratos individuales
de trabajo, cuando sean requeridos por los
asociados".

Asimismo, tampoco resulta incompatible
con la titularidad exclusiva de la acción de
reclamo del artículo 12 del citado texto legal,
el hecho que este Servicio, por necesidades
operativas, disponga que el Sindicato respec-
tivo inicie, mediante denuncia, el procedi-
miento administrativo que corresponda, siem-
pre y cuando se obtenga con posterioridad
del inicio del referido procedimiento, la volun-
tad expresa del trabajador en orden a dar
curso al ejercicio de la acción de reclamo por
ejercicio ilegal del derecho a variación o ius
variandi.

En consecuencia, de las consideraciones
de hecho y de derecho arriba transcritas, es
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posible concluir que la acción de reclamo
contemplada por el artículo 12 del Código del
Trabajo, establece como su titular exclusivo
al trabajador afectado por la modificación
unilateral del contrato de trabajo, sin perjuicio
de que, en aplicación del artículo 220 del

mismo texto legal, requiera a la organización
sindical a la que se encuentre afiliado para
que accione en su representación.

NEGOCIACION COLECTIVA. APORTE SINDICAL. PROCEDENCIA.

3.997/200, 2.12.02.

Deniega reconsideración del Dictamen Nº 0124/0002, de 11.01.02, que con-
cluye lo siguiente: "Los trabajadores que voluntariamente se desafilian del sin-
dicato, con posterioridad a la negociación colectiva de que fueron parte, de-
ben continuar cotizando a la organización sindical respectiva, el setenta y cin-
co por ciento del valor de la cuota ordinaria sindical, durante toda la vigencia
del instrumento colectivo y los pactos modificatorios del mismo".

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 346.

Concordancias: Dictamen Nº 0124/0002,
de 11.01.02.

Mediante presentación señalada en el an-
tecedente se ha solicitado la reconsideración
del dictamen de esta Dirección Nº 0124/0002,
de 11.01.02, que concluye lo siguiente:

"Los trabajadores que voluntariamente
se desafilian del sindicato, con posterioridad
a la negociación colectiva de que fueron par-
te, deben continuar cotizando a la organiza-
ción sindical respectiva, el setenta y cinco
por ciento del valor de la cuota ordinaria
sindical, durante toda la vigencia del instru-
mento colectivo y los pactos modificatorios
del mismo".

Al respecto, cúmpleme informar a Ud.
que el citado pronunciamiento fue comple-
mentado mediante Ord. Nº 1.467/0083, de
14.05.02, conforme al cual se determinó:
"Teniendo en cuenta la regla de vigencia in
actum de la ley laboral y el efecto inmediato

de la misma, los trabajadores que a contar
del 1º de diciembre de 2001, se desafilian de
su sindicato, deben continuar cotizando a la
organización de la que se desvinculan el se-
tenta y cinco por ciento del valor de la cuota
ordinaria, durante toda la vigencia del contra-
to colectivo del que fueron parte y sus pactos
modificatorios, sin distinguir respecto de en-
contrarse o no afiliados a otra organización
sindical dentro de la misma empresa".

Ahora bien, tras un detenido examen de
los argumentos contenidos en su presenta-
ción, se ha podido establecer que ellos fue-
ron oportunamente analizados y ponderados
con ocasión del estudio de los antecedentes
que dieron origen a los Dictámenes Nº 124/
0002, de 11.01.02 y 1.467/0083, de
14.05.02.

Por consiguiente, no existiendo nuevos
antecedentes de hecho ni de derecho que
permitan modificar la jurisprudencia emanada
de esta Dirección respecto de la materia en
análisis, se niega lugar a la reconsideración
del Dictamen Nº 0124/0002, de 11 de enero
de 2002.



Enero 168 / 2003

Dictámenes de la Dirección del Trabajo8484

CONTRATO INDIVIDUAL. DERECHOS IRRENUNCIABLES. INDEMNIZACION
LEGAL POR AÑOS DE SERVICIOS. DESCUENTOS. PROCEDENCIA. TERMINA-
CION CONTRATO INDIVIDUAL. EFECTOS. CONTRATO INDIVIDUAL.

4.004/201, 2.12.02.

1) No se ajustaría a la legislación laboral mandato conferido por los trabajado-
res a empresa empleadora ..., para prepagar al banco …, préstamo otorga-
do a ellos con cargo a la indemnización por años de servicio y otras sumas
a pagar al término del contrato, por implicar renuncia anticipada de dere-
chos laborales.

2) Concluido el contrato de trabajo, no existiría impedimento legal para que el
trabajador pueda disponer, en tal ocasión, y con los fines que estime con-
veniente, de las sumas de dinero que con motivo de tal terminación le
corresponda.

3) Por regla general, la relación laboral implica obligaciones recíprocas para
las partes mientras el contrato de trabajo se encuentra vigente, sin perjui-
cio de lo precisado en este dictamen en cuanto a contrato de mandato
suscrito entre las mismas partes.

4) No resulta procedente que el trabajador disponga anticipadamente de dere-
chos laborales que le correspondan al término de la relación laboral, aun
cuando lo haga a través de un contrato diferente, de mandato.

5) Los descuentos sobre remuneraciones para hacer pagos a un banco por
préstamo de reprogramación de deudas no hipotecarias de vivienda conce-
dido al trabajador, se encontrarían afectos al tope del 15% de la remunera-
ción total, ya sea que se materialicen durante la vigencia del contrato o a
su término.

6) El pago efectuado durante el feriado legal es remuneración, por lo tanto es
inembargable, en las condiciones del artículo 57 del Código del Trabajo, en
cambio, el pago por feriado proporcional es jurídicamente indemnización,
por lo que es embargable, si no le resulta aplicable esta disposición que rige
para las remuneraciones.

7) El pago por gratificación proporcional sería jurídicamente remuneración, por
lo que le regiría el artículo 57 del Código del Trabajo, sobre inembarga-
bilidad de las remuneraciones, con las excepciones que la misma disposi-
ción señala.

8) En general, las indemnizaciones que corresponda pagar con motivo del tér-
mino del contrato de trabajo, no quedarían afectas a las normas de
inembargabilidad del artículo 57 del Código del Trabajo, por lo que serían
embargables sin restricciones de tope legal.

9) La Dirección del Trabajo carece de competencia legal para pronunciarse
sobre calificación de causales de término de contrato.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
5º, inciso 2º; 41, inciso 2º; 52; 57, inciso 1º;
58; 71, inciso 1º; y 73, inciso 3º .

Concordancias: Dictámenes Ords. Nºs. 4.799/
337, de 9.10.98; 4.359/237, de 24.07.97;

6.256/290, de 26.10.94 y 7.067/234, de
28.10.91.

Solicita un pronunciamiento de esta Di-
rección acerca de diversas consultas relacio-
nadas en su mayoría con convenio que habría
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suscrito el Sindicato Administrativo de Tra-
bajadores de la Empresa …. con el …, por el
cual se acuerda conferir mandato irrevocable
a la empresa empleadora …, a fin de que
descuente de la eventual indemnización por
años de servicio y otros pagos que corres-
ponda a los trabajadores al término del con-
trato de trabajo, las sumas necesarias para
prepago de préstamo de reprogramación de
deudas otorgado por el indicado banco a los
trabajadores.

El detalle de las consultas es el siguien-
te:

1) Legalidad de la autorización conferida por
los trabajadores a la empresa em-pleadora
para descuento de las indemni-zaciones:

Al respecto, el mandato aludido, titulado
"Autorización de Descuento de Indemni-
zación", comienza:

"Por el presente instrumento y conside-
rando mi calidad de deudor del …, por un
crédito de un capital inicial de $…, otor-
go a mi empleador Empresa ..., mandato
mercantil, especial e irrevocable para que
en el evento que por cualquier causa se
pusiere término a mi relación con Empre-
sa …., faculto expresamente a mi
empleador, otorgándole al efecto un man-
dato mercantil, especial e irrevocable,
para que deduzca del monto de mi even-
tual indemnización por años de servicios
o de otras sumas a las que pudiere tener
derecho al término de mi relación labo-
ral, todas las cantidades que sean nece-
sarias para prepagar totalmente el prés-
tamo adeudado a ….".

Del texto antes transcrito se deriva que
el trabajador otorga mandato irrevocable
a la empresa empleadora, para que al
término del contrato le descuente de la
indemnización por años de servicio, como
de cualquier otra suma que le correspon-
da, lo necesario para prepagar el présta-
mo que el Banco le ha otorgado.

De esta manera, atendido el tenor del
mandato, el trabajador estaría disponien-

do por anticipado del derecho a percibir,
cuando concluya su contrato de trabajo,
la indemnización por años de servicio, y
cualquiera otra suma que deba pagársele
en tal oportunidad, si los importes que le
corresponderían por tales conceptos po-
drán ser descontados por la empleadora
y enterados al Banco acreedor.

Al efecto, el artículo 5º, inciso 2º, del
Código del Trabajo, dispone:

"Los derechos establecidos por las leyes
laborales son irrenunciables, mientras sub-
sista el contrato de trabajo".

En aplicación de la disposición legal an- tes
citada, la doctrina uniforme y reiterada de
esta Dirección, manifestada, entre otros,
en Dictámenes Ords. Nºs. 4.359/237,
de 24.07.97, y 7.067/234, de 28.10.91,
ha precisado, que no procede jurídica-
mente convenir descuentos contra valo-
res del finiquito estando vigente el con-
trato, por cuanto ello importaría renuncia
anticipada de derechos en infracción de
la norma legal citada, si mientras subsis-
te el contrato no es posible al trabajador
disponer o renunciar derechos laborales,
como ocurriría en la especie, si mediante
el mandato aludido se dejaría de percibir
indemnización por años de servicio y otras
sumas que deba pagarse al término del
contrato, si ellas serían descontadas por
la empleadora para ser enteradas al ban-
co acreedor.

De esta manera, en el caso planteado,
no se ajustaría a las exigencias de la
legislación laboral el mandato conferido
a la empleadora Empresa …. para
prepagar al banco …, préstamo otorgado
a los trabajadores con cargo a la in-
demnización por años de servicio, y otras
sumas a pagar al término del contrato,
por implicar renuncia anticipada de dere-
chos laborales, prohibida por el artículo
5º, inciso 2º del Código del Trabajo.

2) Si la obligación contraída por el trabaja-
dor y la empleadora en el mandato cesa
al momento de ser despedido.
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Cabe entender de la pregunta, si termi-
nado el contrato de trabajo cesaría el
impedimento para disponer de derechos
laborales, a lo que se puede expresar tal
como se ha señalado en la respuesta
anterior, que encontrándose vigente el
contrato de trabajo no es procedente
disponer en favor de un tercero de dere-
chos laborales, razón por la cual, a con-
trario sensu, si el contrato de trabajo ha
terminado, no existiría impedimento le-
gal para que el trabajador pueda dispo-
ner, en esa ocasión, y con los fines que
estime conveniente, de las sumas que le
ha correspondido percibir con motivo de
tal término o conclusión del contrato, sin
sujeción a las normas legales laborales
de irrenunciabilidad y de protección de
descuentos o retenciones de remunera-
ciones, que rigen mientras aquél esté
vigente.

De este modo, terminado el contrato de
trabajo, no habría impedimento legal la-
boral para que el trabajador otorgara man-
dato o efectuare las operaciones banca-
rias que estimare necesarias que llevaren
a prepagar el préstamo otorgado por el
banco, aplicando lo que le correspondie-
ra percibir con motivo del término del
contrato de trabajo y finiquito.

Con todo, acorde a la doctrina de este
Servicio, cabe precisar que si se trata del
pago de remuneraciones en el finiquito,
y ellas van a quedar afectas a descuen-
tos al término del contrato, éstos deben
hacerse con sujeción a lo establecido en
el artículo 58 del Código del Trabajo, que
en este caso, en su inciso 2º, dispone
que no podrán exceder del 15% de la
remuneración total del trabajador y pre-
vio acuerdo escrito con el empleador,
cuando se trata de realizar pagos de cual-
quier naturaleza, como ocurriría en la
especie en favor del banco, si no se
refiere a los descuentos obligatorios del

inciso 1º, ni a los prohibidos del inciso 3º
del mismo artículo 58.

3) Si la empresa empleadora puede obligar
a un trabajador a cumplir un acuerdo si
éste ha dejado de ser trabajador de la
empresa.

En el caso en análisis, atendido el tenor
del mandato, habría que aclarar que no
se trataría que la empleadora obligue al
trabajador a cumplir un acuerdo si éste
ya no labora para ella, sino al contrario,
habría sido precisamente el trabajador
el que con la suscripción del mandato
estaría exigiendo a la empleadora man-
dataria efectuar descuentos de su fini-
quito, y enterarlos en el banco, una vez
concluido el contrato de trabajo, sin per-
juicio de la objeción formulada al res-
pecto.

Cabe agregar, por otro lado, que en la
especie, entre el trabajador y la
empleadora se producirían efectos jurídi-
cos más allá de la terminación de la
relación laboral que vincula a ambos por
obra de un contrato ajeno al contrato de
trabajo, cual sería un contrato civil de
mandato, que se rige por normas pro-
pias, contenidas en los artículos 2116 y
siguientes del Código Civil, pero no por
el Código del Trabajo, que rige a las
partes mientras están vigentes el contra-
to de trabajo o sus efectos propios. De
este modo, desde este punto de vista, el
contrato de mandato podría producir efec-
tos más allá de la terminación del contra-
to de trabajo, si se trata de relaciones
jurídicas contractuales distintas, sin per-
juicio de lo informado acerca de la vali-
dez de una renuncia anticipada de dere-
chos laborales a través de tal instrumen-
to.

4) Si para efectos legales, prevalece el man-
dato del trabajador a la empleadora para
descuento de las indemnizaciones, o el
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convenio entre trabajador y el banco
acreedor sobre el pago de deudas.

Como se ha expresado anteriormente,
no resulta procedente que el trabajador
disponga anticipadamente, estando vi-
gente su contrato de trabajo, de dere-
chos que le correspondan al momento
del término del mismo, aun cuando lo
haga a través de un contrato diferente,
de mandato, lo que llevaría a que el
contenido de este mandato otorgado a la
empleadora sería incompatible con la le-
gislación laboral.

En cuanto a la validez del convenio con
el banco sobre pago de deudas del traba-
jador, atendida la naturaleza de este acto
jurídico, de carácter civil o comercial, no
compete a esta Dirección pronunciarse,
por ser ajeno a sus facultades legales.

5) Si el descuento legal para pago del crédi-
to puede sobrepasar el 15% de la remu-
neración.

El artículo 58 del Código del Trabajo, en
su inciso 1º, trata los descuentos que el
empleador está obligado a efectuar de
las remuneraciones de los trabajadores,
como los impuestos, las cotizaciones
previsionales, las cuotas sindicales, los
dividendos hipotecarios para adquisición
de viviendas, etc. A su vez, el inciso 3º
del mismo artículo, se refiere a los des-
cuentos que le está prohibido efectuar
como por arriendo de habitación, luz,
entrega de agua, etc. Finalmente, el inci-
so 2º del artículo indicado, dispone:

"Sólo con acuerdo del empleador y del
trabajador que deberá constar por escri-
to, podrán deducirse de las remuneracio-
nes sumas o porcentajes determinados,
destinados a efectuar pagos de cualquier
naturaleza. Con todo, las deducciones a
que se refiere este inciso, no podrán
exceder del quince por ciento de la remu-
neración total del trabajador".

Por consiguiente, atendido lo expuesto y
la disposición legal citada, es posible afir-

mar que, los descuentos de que se trata,
que no serían para pagar dividendos hi-
potecarios de adquisición de vivienda,
sino para pagar al banco reprogra-mación
de otras deudas del trabajador, no son
de los descuentos obligatorios del inciso
1º del artículo 58, ni los prohibidos del
inciso 3º del mismo artículo, por lo que
sólo cabría concluir que corresponderían
a los descuentos permitidos, del inciso
2º, para efectuar pagos de cualquier na-
turaleza, en cuyo caso estarían afectos a
tope del 15% de la remuneración total.

En nada podría alterar la conclusión an-
terior en cuanto a tope de descuento el
hecho que el contrato hubiere termina-
do al momento de hacerse efectivos los
descuentos en el finiquito del trabaja-
dor, si como lo ha sostenido la doctrina
de esta Dirección, entre otros, en Dicta-
men Ord. Nº 6.256/290, de 26.10.94,
el citado artículo 58, inserto en el capí-
tulo del Código del Trabajo que tiene
por fin proteger las remuneraciones de
los trabajadores, no hace distingo algu-
no en el sentido de que para que la
disposición legal opere y produzca to-
dos sus efectos, el contrato de trabajo
debe encontrarse vigente al percibir el
trabajador la remuneración, sino que,
por el contrario, atiende a la sola exis-
tencia de estipendios que revistan el
carácter de remuneración, devengada
durante la vigencia del contrato de tra-
bajo.

De esta manera, los descuentos sobre
remuneraciones para hacer pagos al ban-
co por préstamo concedido al trabajador,
que no sea para pagar dividendos hipote-
carios de adquisición de viviendas, se
encontrarían afectos al tope del 15%, ya
sea que se materialicen durante la vigen-
cia del contrato o a su término, en el
finiquito.

6) Si el feriado legal y el feriado proporcio-
nal son embargables.
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El artículo 71, inciso 1º del Código del
Trabajo, dispone:

"Durante el feriado, la remuneración ín-
tegra estará constituida por el sueldo, en
el caso de trabajadores sujetos al siste-
ma de remuneración fija".

De la disposición legal citada es posible
inferir que durante el feriado anual el
trabajador debe percibir remuneración ín-
tegra, lo que lleva a concluir que el pago
efectuado por tal concepto es jurídica-
mente remuneración, por propia indica-
ción de la ley.

Por otra parte, el inciso 3º, del artículo
73 del Código del Trabajo, señala:

"Con todo, el trabajador cuyo contrato
termine antes de completar el año de
servicio que da derecho a feriado, perci-
birá una indemnización por ese benefi-
cio, equivalente a la remuneración ínte-
gra calculada en forma proporcional al
tiempo que medie entre su contratación
o la fecha en que enteró la última anuali-
dad y el término de sus funciones".

De la disposición antes citada se des-
prende, en lo que interesa, que el pago
que se efectúa por concepto de dicho
feriado proporcional es jurídicamente in-
demnización y no remuneración, de acuer-
do al expreso tratamiento que le da el
legislador.

Aclarado lo anterior, y a fin de poder
responder la consulta, el inciso 1º del
artículo 57 del Código del Trabajo, dis-
pone:

"Las remuneraciones de los trabajadores
y las cotizaciones de seguridad social
serán inembargables. No obstante, po-
drán ser embargadas las remuneraciones
en la parte que excedan de cincuenta y
seis unidades de fomento".

De la norma legal citada se deriva que
las remuneraciones y las cotizaciones
previsionales son inembargables, salvo
las primeras, en lo que excedan de 56

unidades de fomento, que serán
embargables, como ocurre con las ex-
cepciones legales que la norma contem-
pla en su inciso 2º.

Pues bien, como ha quedado precisado
con anterioridad, que lo que se paga
durante el período de feriado legal es
remuneración, y es indemnización el pago
por feriado proporcional, sólo cabe con-
cluir al tenor de la consulta que el pago
que se hace durante el feriado es
inembargable, hasta el monto señalado
en la ley, salvo las excepciones legales,
y a su vez, el pago por feriado proporcio-
nal, es embargable, cualquiera sea su
monto, si no constituye jurídicamente
remuneración, que es lo que el legislador
protege con la inembargabilidad.

7) Si la gratificación proporcional, del perío-
do enero a septiembre del 2002, sería
inembargable.

Al respecto, el artículo 52 del Código del
Trabajo, señala:

"Los trabajadores que no alcanzaren a
completar un año de servicios tendrán
derecho a la gratificación en proporción
a los meses trabajados".

De la disposición anterior se desprende
que la terminación del contrato de traba-
jo antes del año de servicio da derecho a
pago de gratificación en proporción a los
meses transcurridos.

Ahora bien, el artículo 42, letra e) del
Código del Trabajo, señala que "consti-
tuyen remuneración, entre otras": "la gra-
tificación, que corresponde a la parte de
las utilidades con que el empleador bene-
ficia el sueldo del trabajador".

De este modo, de acuerdo a la norma
citada, el propio legislador ha definido a
la gratificación como una remuneración,
calificación que alcanza también a nues-
tro juicio, a la gratificación proporcional,
esto es, a la que se paga en proporción a
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los meses trabajados, terminado el con-
trato, sin que esta circunstancia le haría
perder su naturaleza jurídica de remune-
ración y la transformaría en indemniza-
ción, si la ley no le otorga esta califica-
ción, como ocurre en otros casos como
el del feriado proporcional, que también
se paga al término del contrato, y que el
artículo 73, inciso 3º del Código del Tra-
bajo califica como indemnización.

Precisado lo anterior, acorde a lo dis-
puesto en el artículo 57, inciso 1º, pri-
mera parte, del Código del Trabajo, en
orden a que "Las remuneraciones de los
trabajadores y las cotizaciones de seguri-
dad social serán inembargables" forzoso
resulta convenir que si la gratificación
proporcional es remuneración le resulta-
ría aplicable la norma legal que establece
la inembargabilidad de las remuneraciones
y las cotizaciones previsionales.

De este modo, la gratificación proporcio-
nal no podría quedar afecta a embargo,
según el artículo 57 del Código del Tra-
bajo, salvo las excepciones que la misma
norma contempla, referidas a las remu-
neraciones en lo que excedan a 56 uni-
dades de fomento; y, según su inciso 2º,
"por pensiones alimenticias debidas por
ley y decretadas judicialmente, por de-
fraudación, hurto o robo cometido por el
trabajador en contra del empleador en
ejercicio de su cargo, o por remuneracio-
nes adeudadas por el propio trabajador a
las personas que hayan estado a su ser-
vicio en calidad de trabajador, casos en
los cuales podrá embargarse hasta el
50% de la remuneración".

8) Cual sería el porcentaje de descuento
máximo aplicable para embargar parte
de la indemnización.

Como ha quedado dicho en respuestas
anteriores, al analizar el artículo 57 del
Código del Trabajo, sólo las remunera-
ciones tienen la calidad de inembargables,
hasta 56 unidades de fomento, salvo las
excepciones que contempla la misma

norma, por lo que las indemnizaciones
que procede pagar con motivo del térmi-
no del contrato, como no constituyen
jurídicamente remuneración, no le resul-
tan aplicables las normas legales de pro-
tección de pago de las remuneraciones,
como el artículo 57 del Código, que como
se ha recalcado, las declara inembar-
gables hasta 56 unidades de fomento, lo
que lleva a que las indemnizaciones po-
drían ser embargadas sin restricciones
de tope legal.

Finalmente, en relación a consulta de
presentación de 29.10.02, en cuanto a
que aún no se lleva a efecto la reestruc-
turación del área donde laboraba el tra-
bajador comisionista de la Empresa …,
no obstante lo cual tal operación habría
servido de motivo para el término de su
contrato, por aplicación del artículo 161
del Código del Trabajo, cabe exponer
que este Servicio se encuentra legalmen-
te impedido de pronunciarse al respecto,
si en materia de calificación de causales
de término de contrato, como sería el
caso, es competente únicamente el juez
del trabajo, como se deriva de lo dis-
puesto en el artículo 168 del Código del
Trabajo, confirmado por la uniforme y
reiterada doctrina de este mismo Servi-
cio, como consta, entre otros, en Dicta-
men Ord. Nº 4.799/337, de 9.10.98.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales citadas, cúm-
pleme informar a Ud. lo siguiente:

1) No se ajustaría a la legislación laboral
mandato conferido por los trabajadores a
la empresa empleadora ..., para prepa-
gar al banco …, préstamo otorgado a
ellos con cargo a la indemnización por
años de servicio y otras sumas a pagar al
término del contrato, por implicar renun-
cia anticipada de derechos laborales.

2) Concluido el contrato de trabajo, no exis-
tiría impedimento legal para que el traba-
jador pueda disponer, en tal ocasión, y
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con los fines que estime conveniente, de
las sumas de dinero que con motivo de
tal terminación le corresponda.

3) Por regla general la relación laboral impli-
ca obligaciones recíprocas para las par-
tes mientras el contrato de trabajo se
encuentra vigente, sin perjuicio de lo pre-
cisado en este dictamen en cuanto a
contrato de mandato suscrito entre las
mismas partes.

4) No resulta procedente que el trabajador
disponga anticipadamente de derechos
laborales que le correspondan al término
de la relación laboral, aun cuando lo haga
a través de un contrato diferente, de
mandato.

5) Los descuentos sobre remuneraciones
para hacer pagos a un banco por présta-
mo de reprogramación de deudas no hi-
potecarias de vivienda concedido al tra-
bajador, se encontrarían afectos al tope
del 15% de la remuneración total, ya sea
que se materialicen durante la vigencia
del contrato o a su término.

6) El pago efectuado durante el feriado le-
gal es remuneración, por lo tanto es
inembargable, en las condiciones del ar-
tículo 57 del Código del Trabajo, en cam-

bio, el pago por feriado proporcional es
jurídicamente indemnización, por lo que
es embargable, si no le resulta aplicable
esta disposición que rige para las remu-
neraciones.

7) El pago por gratificación proporcional se-
ría jurídicamente remuneración, por lo
que le regiría el artículo 57 del Código
del Trabajo, sobre inembargabilidad de
las remuneraciones, con las excepciones
que la misma disposición señala.

8) En general, las indemnizaciones que co-
rresponda pagar con motivo del término
del contrato de trabajo no quedarían afec-
tas a las normas de inembargabilidad del
artículo 57 del Código del Trabajo, por lo
que serían embargables sin restricciones
de tope legal.

9) La Dirección del Trabajo carece de
competencia legal para pronunciarse so-
bre calificación de causales de término
de contrato.
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INDEMNIZACION CONVENCIONAL POR AÑOS DE SERVICIO. BASE DE CALCU-
LO.

4.152/202, 10.12.02.

Confirma Dictamen Nº 504/25, de 6.02.2001, que dejó establecido que "Los
depósitos de que trata el artículo 18 del Decreto Ley Nº 3.500, forman parte
de las voces última remuneración mensual que emplea el artículo 172 del Có-
digo del Trabajo y deben incluirse en la base de cálculo de las indemnizaciones
sustitutivas del aviso previo y por años de servicio, a menos que estos depósi-
tos se perciban ocasionalmente".

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
41 y 172.

Concordancias: Dictamen Nº 501/50, de
1º.02.2000.

Por la presentación del antecedente, se so-
licita la modificación del Dictamen Nº 504/25,
de 6.02.2001, que dejó establecido que "Los
depósitos de que trata el artículo 18 del De-
creto Ley Nº 3.500, forman parte de las
voces última remuneración mensual que em-
plea el artículo 172 del Código del Trabajo y
deben incluirse en la base de cálculo de las
indemnizaciones sustitutivas del aviso previo
y por años de servicio, a menos que estos
depósitos se perciban ocasionalmente". Hace
ver la presentación, que estos depósitos con-
venidos son el resultado del acuerdo entre
trabajador y empleador para que éste deposi-
te sumas de dinero en la cuenta de capitaliza-
ción individual de su dependiente, con el úni-
co propósito de incrementar el monto de su
pensión de vejez o anticiparla. Razonan los
recurrentes, que estos depósitos así concebi-
dos, nada tienen que ver y no se encuentran
incluidos en el concepto de remuneración del
artículo 41 del Código del Trabajo.

Sobre la materia, cabe hacer presente
que conforme al citado inciso 1º del artículo
41, constituyen remuneración, "las contra-
prestaciones en dinero y las adicionales en
especie avaluables en dinero que debe perci-

bir el trabajador del empleador por causa del
contrato de trabajo". Por otra parte, conforme
–ahora–  al inciso 1º del artículo 172 del Códi-
go del Trabajo, para los efectos del pago de las
indemnizaciones por término del contrato de
trabajo, "la última remuneración mensual com-
prenderá toda cantidad que estuviere percibien-
do el trabajador por la prestación de sus servi-
cios al momento de terminar el contrato".

Ahora bien, del tenor literal de ambas
disposiciones, se advierte que el inciso 1º del
artículo 172 constituye una base especial
para el cálculo de las indemnizaciones por
término del contrato de trabajo, de tal forma
que el legislador se aparta del concepto de
remuneración contenido en el artículo 41 del
Código del Trabajo, entendiéndose entonces
por última remuneración mensual, "toda can-
tidad que estuviere percibiendo el trabaja-
dor". Por estas razones, la ley y la jurispru-
dencia administrativa han dejado establecido
–entre muchos otros casos– que la colación
y la movilización no tienen el carácter de
remuneración en el sentido del artículo 41,
sin embargo son beneficios que se entienden
incluidos en el concepto "última remunera-
ción mensual" del artículo 172 (Dictamen
Nº 501/50, de 1º.02.2000, entre otros). Asi-
mismo, se ha dejado establecido que las re-
galías de agua potable, uso de teléfono celu-
lar y estacionamiento para ejecutivos, deben
incluirse en la base de cálculo de las
indemnizaciones por años de servicio y sustitu-
tiva del aviso previo (Dictamen Nº 2.937/226,
de 14.07.2000).
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Este concepto de base especial que el
legislador ha incorporado al inciso 1º del artí-
culo 172, ha sido recogido también por la
Corte de Apelaciones de Santiago en senten-
cia de 15.11.90, al dejar establecido que,
"Esta disposición, de carácter especial, prima
sobre toda disposición de tipo remune-racio-
nal y debe aplicarse en su integridad para
determinar el monto de la indemnización por
años de servicios que, como la disposición lo
indica, comprende a toda cantidad que el
trabajador estuviere percibiendo al momento
de terminar el contrato, con la sola excepción
de aquellas que expresamente excluye y las
de carácter esporádico".

En el mismo sentido y por similares razo-
nes, el dictamen cuya reconsideración se so-
licita incluyó en las voces "última remunera-
ción mensual", los así denominados depósi-
tos convenidos.

Sin perjuicio de lo anterior, es útil preci-
sar que este tipo de depósitos carece del

carácter de remuneración en el sentido del
artículo 41 del Código del Trabajo, por expre-
sa y directa disposición del inciso 3º del
artículo 20 del Decreto Ley Nº 3.500, de
1980, que establece perentoriamente que "no
constituirán remuneración para ningún efecto
legal". Así entonces, aun cuando la causa de
estos depósitos convenidos sea la relación de
trabajo y la prestación de servicios –se reite-
ra– no responden al concepto de remunera-
ción del tantas veces invocado artículo 41.
No obstante, como se ha dicho, atendido el
tenor extensivo del artículo 172, el criterio
jurisprudencial, así como la doctrina de esta
Dirección, si corresponde considerarlos en la
base de cálculo de la indemnización por años
de servicio.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales y jurisprudencia admi-
nistrativa y judicial invocadas, cúmpleme ma-
nifestar a Uds. que se confirma en todas sus
partes el Dictamen Nº 504/25, de 6.02.2001.
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ORGANIZACION SINDICAL. DIRECTORES. REEMPLAZO. REQUISITOS. ALCAN-
CE. PRESIDENTE, SECRETARIO, TESORERO.

4.161/203, 10.12.02.

1) Se confirma la doctrina contenida en Ord. Nº 1.421/069, de 16.04.2001,
respecto del sentido que debe darse a la expresión "que impidiere el normal
funcionamiento del directorio", contenida en el inciso 6º del artículo 238
del Código del Trabajo.

2) El trabajador que asuma en reemplazo del director sindical que por cual-
quier causa deje de tener tal calidad, deberá hacerlo en la misma condición
que el sustituido, es decir, si el director que ha dejado de tener tal posición
gozaba de fuero, permisos y licencias quien lo reemplace lo hará en iguales
términos. Por el contrario, si se trata de un director que por aplicación del
artículo 235, inciso 3º, del Código del Trabajo, no ha alcanzado las más
altas mayorías y, por ende, no goza de dichas prerrogativas, deberá asumir
el cargo en la misma situación.

3) De acuerdo con lo establecido en el inciso 3º del artículo 235 del Código
del Trabajo los cargos de presidente, secretario y tesorero de un sindicato,
sólo pueden ser servidos por aquellos trabajadores que hubieren obtenido
las más altas mayorías relativas lo que les permite gozar de las prerrogati-
vas de fuero, permisos y licencias.

Fuentes: Código del Trabajo: Artículo
235, incisos 3º y 5º.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 4.630,
de 23.09.1983 y 1.421/069, de 16.04.2001.

Mediante memorándum, se ha solicitado
de esta Dirección un pronunciamiento en re-
lación con las siguientes materias:

1) Alcance jurídico de la expresión "que
impidiere el normal funcionamiento del
directorio", contenida en el inciso 6º del
artículo 238 del Código del Trabajo y
señalar la forma en que deben adoptarse
los acuerdos dentro de la organización
sindical.

Al respecto cumplo con informar a Ud.,
que mediante Ordinario Nº 1.421/69, de
16 de abril de 2001, se resolvió que "el
legislador al utilizar, en el inciso 2º del
artículo 248 del Código del Trabajo
–actual inciso 6º del artículo 238 del

mismo cuerpo legal– la expresión "que
impidiere el normal funcionamiento del
directorio" se ha referido al entorpeci-
miento en la ejecución natural y acos-
tumbrada de las funciones que son pro-
pias del directorio sindical respectivo".

Ahora bien, en cuanto a la forma en que
deben adoptarse los acuerdos, el citado
dictamen señala que "de acuerdo con la
doctrina contenida, entre otros, en el
Ordinario Nº 4.630, de 23 de septiembre
de 1983, en el caso de las organizacio-
nes sindicales, debe aplicarse en materia
de adopción de acuerdos los principios
generales de la legislación, cual es el que
las decisiones de los órganos
pluripersonales se logran por mayoría ab-
soluta. De suerte tal que, a juicio de esta
Dirección, debe estimarse que el directo-
rio no podrá funcionar normalmente cuan-
do el número de dirigentes que perma-
nezca en sus cargos sea tal que no per-
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mita lograr los acuerdos según el princi-
pio general de la legislación ya citada".

Pues bien, analizadas las modificaciones
legales introducidas en esta materia por
la Ley Nº 19.759, es posible colegir que
las conclusiones transcritas precedente-
mente se encuentran vigentes.

2) Establecer la forma en que debe efec-
tuarse la provisión de cargos vacantes e
indicar si resulta jurídicamente proceden-
te que directores que no gozan de fuero
puedan asumir las funciones de presi-
dente, secretario o tesorero de la respec-
tiva organización.

Para resolver la consulta planteada se
debe distinguir respecto de las siguien-
tes situaciones:

a) Renovación total de directorio:

En relación con este punto cabe re-
cordar que el inciso 3º del artículo
235 del Código del Trabajo señala
imperativamente que sin perjuicio
que sean los estatutos los que esta-
blezcan el número de directores con
que contará la organización sindical
que agrupe veinticinco o más traba-
jadores, sólo gozarán del fuero con-
sagrado en el artículo 243 y de los
permisos y licencias establecidos en
los artículos 249, 250 y 251, las
más altas mayorías relativas que se
establecen en la misma norma, quie-
nes elegirán entre ellos al presiden-
te, al secretario y al tesorero.

Como es dable advertir, si bien el
legislador, observando el principio
de libertad sindical, ha dejado entre-
gado al estatuto de la organización
determinar el número de dirigentes
que compone la directiva del mis-
mo, ha limitado las prerrogativas del
fuero, permisos y licencias sólo a
las más altas mayorías relativas a
quienes ha destinado también de

manera perentoria los cargos de pre-
sidente, secretario y tesorero. Lo
anterior con el objeto de resguardar
la decisión de las mayorías dentro
de la estructura democrática de la
organización sindical respectiva.

Ahora bien, de lo anterior se debe
concluir que cuando se trata de la
renovación total de un directorio sin-
dical el legislador ha reglamentado
expresamente la forma en que ésta
debe efectuarse.

b) Renovación parcial de directorio:

Al respecto cabe recordar que el
inciso 5º del artículo 235 del Código
del Trabajo dispone: "…..El estatuto
determinará la forma de reemplazar
al director que deje de tener tal cali-
dad por cualquier causa".

De la norma citada anteriormente es
posible concluir que en esta materia
la ley ha dejado entregado exclusi-
vamente al estatuto de la organiza-
ción la carga de establecer un pro-
cedimiento que permita el reempla-
zo de los directores que por cual-
quier razón dejen de tener tal cali-
dad.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquie-
ra sea el procedimiento establecido,
quien asuma en reemplazo del direc-
tor sindical que por cualquier causa
deje de tener tal calidad, deberá ha-
cerlo en la misma condición que el
sustituido, es decir, si el director
que ha dejado de tener tal posición
gozaba de fuero, permisos y licen-
cias quien lo reemplace lo hará en
iguales términos. Por el contrario, si
se trata de un director que por apli-
cación del artículo 235, inciso 3º,
del Código del Trabajo, no ha alcan-
zado las más altas mayorías y, por
ende, no goza de dichas prerrogati-
vas, deberá asumir el cargo en la
misma situación.
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Ahora bien, en cuanto a la proce-
dencia jurídica de que un director
sindical que no goce de fuero, per-
misos y licencias, pueda asumir el
cargo de presidente, secretario o te-
sorero de la organización respecti-
va, corresponde tener en cuenta que
según lo dispuesto en el citado inci-
so 3º del artículo 235 del Código del
Trabajo, ya analizado, los cargos se-
ñalados sólo pueden ser asumidos
por quienes hayan obtenido las más
altas mayorías relativas situación
que, además, les permite gozar de
las prerrogativas indicadas.

De lo anterior se colige que ha sido
el propio legislador quien ha estable-
cido de manera concluyente que los
cargos de presidente, secretario y
tesorero sólo pueden ser servidos
por aquel director que goza de fue-
ro, permisos y licencias, según lo
dispone el inciso 3º del artículo 235
del Código del Trabajo.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas cumplo con informar a Ud., lo
siguiente:

1.- Se confirma la doctrina contenida en Or-
dinario Nº 1.421/069, de 16.04.2001,
respecto del sentido que debe darse a la
expresión "que impidiere el normal fun-
cionamiento del directorio", contenida en
el inciso 6º del artículo 238 del Código
del Trabajo.

2.- El trabajador que asuma en reemplazo
del director sindical que por cualquier
causa deje de tener tal calidad, deberá
hacerlo en la misma condición que el
sustituido, es decir, si el director que ha
dejado de tener tal posición gozaba de
fuero, permisos y licencias quien lo re-
emplace lo hará en iguales términos. Por
el contrario, si se trata de un director que
por aplicación del artículo 235, inci- so 3º,
del Código del Trabajo, no ha alcanzado
las más altas mayorías y, por en-   de, no
goza de dichas prerrogativas, deberá asu-
mir el cargo en la misma situación.

3.- De acuerdo con lo establecido en el inci-
so 3º del artículo 235 del Código del
Trabajo los cargos de presidente, secre-
tario y tesorero de un sindicato, sólo
pueden ser servidos por aquellos trabaja-
dores que hubieren obtenido las más al-
tas mayorías relativas lo que les permite
gozar de las prerrogativas de fuero, per-
misos y licencias.
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EMPRESA. FACULTADES DE ADMINISTRACION. SISTEMA TELEFONICO.
PROCEDENCIA.

4.217/204, 12.12.02.

En razón de la titularidad de los medios materiales, reconocida por el artículo
3º del Código del Trabajo, y de la facultad de administración de la empresa
establecida en el artículo 306 del mismo texto legal, es posible señalar que
corresponde al empleador la determinación de la instalación o no, y la regula-
ción del uso y modalidades de un sistema telefónico.

Fuentes: Artículos 3º y 306 del Código
del Trabajo.

Concordancias: Dictamen Nº 260/19, del
24.01.2002.

Se ha solicitado a este Servicio, por pre-
sentación del Sindicato de ..., un pronuncia-
miento acerca de la conducta del empleador
de eliminar el uso del teléfono, tanto para
recibir como efectuar llamadas de costo del
empleador, y proceder a instalar un teléfono
público, lo que según la presentación podría
corresponder a un derecho adquirido por los
trabajadores a través de los años.

Al respecto cumplo en señalar a Ud., lo
siguiente:

La empresa, según la definición conteni-
da en el artículo 3º del Código del Trabajo,
corresponde a "toda organización de medios
personales, materiales e inmateriales, orde-
nados bajo una dirección, para el logro de
fines económicos, sociales, culturales o be-
néficos, dotada de una individualidad legal
determinada".

De lo anterior se sigue que un elemento
fundamental de la existencia de un ente em-
presarial corresponde a la organización de
medios materiales para el logro del fin busca-
do por el titular de la misma, entendiéndose
por tales todos aquellos bienes necesarios
para el desarrollo del proceso productivo como
infraestructura, maquinarias, muebles, etc.

Respecto de dicha organización material
y los bienes que la componen, la ley laboral le
reconoce al empleador, en la citada definición
de empresa, la facultad de dirección y dispo-
sición, con prescindencia del título jurídico
por el cual el empleador las utilice. Dicho
poder de dirección no sólo incluye la decision
de utilizar o no un determinado medio mate-
rial, sino la de fijar las condiciones y las
modalidades de uso de los mismos, en aten-
ción al interés empresarial correspondiente.

Dicha facultad se encuentra reconocida,
asimismo, a propósito de las normas de ne-
gociación colectiva, en al artículo 306 del
Código del Trabajo, que señala que: "no se-
rán objeto de negociación colectiva aquellas
materias que restrinjan o limiten las faculta-
des del empleador de organizar, dirigir y ad-
ministrar la empresa".

En ese sentido, el mantenimiento o no de
un sistema telefónico en una empresa deter-
minada corresponde a la denominada facul-
tad de administración del empleador, como
titular de la empresa donde el trabajador de-
sarrolla sus funciones, y por tanto, titular de
los medios materiales que la componen, pu-
diendo determinar no sólo la instalación, sino
la forma y las modalidades de uso.

Así lo entendió este Servicio, por lo de-
más, respecto de las instalaciones informá-
ticas y del correo electrónico implementados
por el empleador, en Dictamen Nº 260/19,
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del 24.01.2002, cuando señaló que el
empleador "puede regular las condiciones,
frecuencia y oportunidad de uso del correo
electrónico de la empresa", atendido que,
según cita el dictamen en cuestión, "siendo
el titular de la empresa el pagador de los
gastos inherentes al uso del correo electróni-
co, no se le puede, de entrada, exigir que
vaya a su costa la utilización del mismo para
fines personales del asalariado o no relacio-
nado directamente con la propia producción
o la prestación de servicios de que se trate".

En conclusión, atendida las considera-
ciones de hecho y de derecho arriba expues-
tas, y en razón de la titularidad de los medios
materiales, reconocida por el artículo 3º del
Código del Trabajo, y de la facultad de admi-
nistración de la empresa establecida en el
artículo 306 del mismo texto legal, es posible
señalar que corresponde al empleador la de-
terminación de la instalación o no, y la regu-
lación del uso y modalidades de un sistema
telefónico.
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ESTATUTO DE SALUD. REGLAMENTO INTERNO DE CALIFICACION. MODIFI-
CACION. DESCANSO PARA COLACION. PROCEDENCIA. SUMARIOS. PERSO-
NAL CON FUERO GREMIAL. NORMAS APLICABLES. PRECALIFICACION.

4.218/205, 12.12.02.

1) No se requiere la aprobación del Concejo Municipal, para realizar modifica-
ciones al reglamento interno de una entidad administradora de salud muni-
cipal, si esas modificaciones no alteran ni desvirtúan los criterios objetivos
establecidos en el Reglamento Municipal respectivo, para la ponderación
de la experiencia, la capacitación y el mérito funcionario.

2) El personal regido por la Ley Nº 19.378, tiene derecho a descanso para
colación, sin perjuicio de lo expuesto en esta parte del informe.

3) El fuero gremial contemplado en el artículo 25 de la Ley Nº 19.296, no
constituye impedimento para incoar un sumario administrativo, en contra
de funcionarios amparados en dicha prerrogativa gremial, sin perjuicio de lo
señalado en esta parte del presente informe.

4) El sumario que refiere el artículo 48, letra b), de la Ley Nº 19.378, debe
cumplirse dentro de los plazos establecidos por la Ley Nº 18.883.

5) Pueden realizar las precalificaciones un subdirector administrativo y el jefe
del departamento de operaciones, si ambos tienen la calidad de funciona-
rios y están previamente determinados por esa misma entidad, como jefe
directo del personal a calificar.

6) La calificación del personal que labora en los SAPU, debe realizarla la Comi-
sión de Calificación, y la precalificación corresponde ejercerla al jefe direc-
to que previamente haya determinado la entidad respectiva.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículos 15,
16, 22 y 48, letra b). Ley Nº 18.883, artícu-
los 62, inciso 3º y 133. Decreto Nº 1.889,
artículo 59, incisos 3º y 6º. Decreto Nº 1.897,
de 1965.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 5.886/
252, de 25.10.96; 272/13, de 20.01.2000;
3.563/182, de 24.10.2002.

Mediante presentación del anteceden-
te 1), se requiere pronunciamiento sobre las
siguientes materias:

1) ¿Tiene facultad una corporación munici-
pal para realizar modificaciones al regla-
mento interno de calificación del perso-
nal de salud, sin el acuerdo del Concejo

Municipal, reglamento y sus modificacio-
nes que ya estaba aprobado y validado
por dicho Concejo en 1999, instrumento
que servirá de base para el proceso de
calificaciones 2002-2003?

2) ¿Los funcionarios que laboran en el Co-
munal de Ambulancias que realizan jor-
nadas de más de 44 horas semanales,
sin el descanso del día domingo, tienen
derecho a un domingo de descanso en el
mes, a tener un lugar adecuado de des-
canso durante su jornada, y a jornada de
colación, y si el servicio que presta ese
mismo personal es de urgencia o simple
traslado de pacientes, sin tener esos tra-
bajadores la capacitación adecuada para
cumplir labores de rescate y de reconoci-
miento de personas fallecidas?
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3) ¿Es lícito someter a sumario a un dirigen-
te gremial sin solicitar previamente su
desafuero, y que ese procedimiento ten-
ga más de un año de duración sin resolu-
ción, manteniendo al afectado sin nin-
gún tipo de función tácita?

4) ¿Pueden precalificar el Director Subadmi-
nistrativo, cargo que no estaría contem-
plado por la Ley Nº 19.378, y el Jefe del
Departamento de Operaciones, sin saber
si este departamento corresponde al área
de salud, a los auxiliares de servicios
menores y al personal que labora en el
servicio de ambulancias, respectivamen-
te?

5) ¿Quién debe calificar a los funcionarios
que se desempeñan en el SAPU?

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente, en el mismo orden que presentan las
preguntas:

1) En relación con la consulta asignada con
este número, la primera parte del artículo
22 de la Ley Nº 19.378, dispone:

"De acuerdo a las normas de carrera
funcionaria establecidas en el Título II de
esta ley, las entidades administradoras
serán autónomas para determinar la for-
ma de ponderar la experiencia, la capaci-
tación y el mérito para los efectos de la
aplicación de la carrera funcionaria, se-
gún los criterios objetivos que al efecto
se fijen en el reglamento municipal res-
pectivo".

Del precepto transcrito, cuyo texto defi-
nitivo fue fijado por el Nº 1, del artículo
1º, de la Ley Nº 19.607, se desprende
que la Ley Nº 19.378 faculta a las enti-
dades administradoras de salud primaria
municipal para ejercer en forma autóno-
ma la forma de ponderar los elementos
de la carrera funcionaria, esto es, la ex-
periencia y la capacitación, y la evalua-
ción del desempeño funcionario, respec-
tivamente, facultad que, en todo caso,

debe ser ejercida de acuerdo con los
criterios objetivos que para ello se hayan
establecido en el Reglamento Municipal
respectivo.

En la especie, se consulta si la corpora-
ción empleadora puede modificar el re-
glamento interno de calificaciones de esa
entidad, sin el acuerdo del Concejo Mu-
nicipal que ya había aprobado y modifi-
cado dicho reglamento en 1999, el que
servirá de base para el proceso de califi-
cación 2002-2003, señalando la corpo-
ración empleadora en su informe de
8.11.2002, respecto de esta consulta,
que efectivamente ha dispuesto la apli-
cación de un nuevo reglamento interno
de calificaciones a contar de septiembre
de 2002, para cuyos efectos remitió el
13.09.2002 el nuevo reglamento al Con-
cejo Municipal y mediante Instrucción Nº
152, de 2.10.2002, el Secretario Muni-
cipal tomó conocimiento del acuerdo del
Concejo Municipal en la Sesión Ordinaria
Nº 34, de 2.10.2002, que aprobó el
nuevo reglamento de calificaciones.

De acuerdo con la normativa citada, las
entidades administradoras tienen la fa-
cultad de elaborar reglamentos internos
para ponderar la experiencia, la capacita-
ción y el mérito funcionario, pero siguien-
do los criterios establecidos en el Regla-
mento Municipal, de manera que es posi-
ble realizar las modificaciones que se
estime pertinentes, en la medida que esas
modificaciones no alteren ni devirtúen
los criterios objetivos fijados en el Regla-
mento Municipal.

En otros términos, la intervención del
Concejo Municipal no resulta necesaria
cuando las modificaciones realizadas por
la entidad administradora al reglamento
interno de calificaciones, no están desti-
nadas a modificar, alterar o afectar los
criterios objetivos establecidos en el Re-
glamento Municipal, para la ponderación
de la experiencia, la capacitación y el
mérito funcionario.

Por el contrario y como ha ocurrido en la
especie, el nuevo reglamento de califica-
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ciones del personal fue sometido al co-
nocimiento y aprobación del Concejo
Municipal, en cuyo caso dicho instru-
mento rige sin que merezca observación
alguna de parte de este servicio
fiscalizador.

2) En lo que respecta a la segunda consul-
ta, en Dictamen Nº 3.563/182, de
24.10.2002, la Dirección del Trabajo ha
resuelto que "2) No se ajusta a derecho
la jornada ordinaria semanal distribuida
en 6 días con un día de descanso, con
turnos de 12 horas diarias, para el perso-
nal del SAPU dependiente de la Corpora-
ción Municipal de Desarrollo Social de
Viña del Mar".

Ello, porque de acuerdo con lo dispuesto
por los artículos 15 de la Ley Nº 19.378
y 62 de la Ley Nº 18.883, y lo resuelto
en los Dictámenes Nºs. 5.762/248, de
21.10.96 y 486/34, de 23.01.98, de la
Dirección del Trabajo, constituye jornada
ordinaria de trabajo de los funcionarios
regidos por la Ley Nº 19.378, aquella
distribuida de lunes a viernes en período
diurno, como aquella que por la especial
naturaleza de esas funciones
asistenciales, deben cumplirse en días
sábado, domingo, festivos o durante la
noche.

En esta consulta, se requiere saber si los
funcionarios que laboran en el llamado
Comunal de Ambulancias, en turnos de
más de 44 horas semanales supuesta-
mente sin el descanso en día domingo,
tienen derecho al descanso de un domin-
go en el mes, a disponer de un lugar
adecuado de descanso dentro de la jor-
nada y a horario de colación.

A su turno, la corporación requerida in-
forma en esta parte que efectivamente
estos dependientes laboran en turnos ro-
tativos de ocho horas diarias, de acuerdo
con las normas del Código del Trabajo,
admitiendo que puede producirse jorna-
das superiores con la finalidad de no

paralizar el servicio, cuando ocurren
inasistencias por licencia médica u otras
causas que obligan a extender la jornada
del personal, sin perjuicio de pagar la
jornada extraordinaria de acuerdo con el
mismo Código Laboral y, respecto de la
colación informa que concede a su per-
sonal el uso de descanso de colación,
durante el período que el mismo no se
encuentra prestando servicios, e igual-
mente dispone de instalaciones y resi-
dencias adecuadas para el descanso del
personal.

De acuerdo con la normativa citada y
doctrina administrativa invocada, la jor-
nada ordinaria del personal regido por la
Ley Nº 19.378, es de 44 horas semana-
les, sea que esté distribuida de lunes a
viernes, o que su distribución comprenda
los sábado, domingo, festivos o en hora-
rio nocturno, y si la jornada, según los
ocurrentes, excede las 44 horas sema-
nales, en ese caso la corporación denun-
ciada deberá adecuar esa jornada a las
disposiciones legales más arriba citadas.

Por otra parte, la jornada distribuida de
lunes a viernes, contempla obviamente
el descanso semanal en día domingo, e
igualmente corresponderá ese descanso
en el caso de la jornada sujeta al sistema
de turnos rotativos o alternados, toda
vez que en el respectivo ciclo necesaria-
mente deberá otorgarse el descanso se-
manal en un domingo dentro del mes,
por la propia mecánica de esta distribu-
ción.

Respecto del período de colación dentro
de la jornada, corresponde señalar que la
Ley Nº 19.378 no regula dicho benefi-
cio, por lo que resulta aplicable supletoria-
mente en esta materia la Ley Nº 18.883,
que en el inciso tercero de su artículo
62, dispone:

"Los funcionarios deberán desempeñar
su cargo en forma permanente durante
la jornada ordinaria de trabajo".
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De ello se deriva que dicha normativa,
exige al funcionario desarrollar o cumplir
sus funciones de manera permanente,
esto es, mantenerse sin mutación o sin
mudarse en un mismo lugar o sitio, du-
rante cierto tiempo, en la precisa idea de
la continuidad de la labor sin interrup-
ción.

En otros términos, la Ley Nº 19.378 no
contempla la jornada de descanso para
colación, y la ley supletoria, además,
señala el cumplimiento de la jornada or-
dinaria sin interrupción.

Sin embargo, no existe inconveniente ju-
rídico para que el empleador otorgue las
facilidades y lugares al personal regido
por la Ley Nº 19.378, para hacer uso de
descanso para colación dentro de la jor-
nada, porque de acuerdo con lo dispues-
to por el Nº 4 del Decreto Nº 1.897, de
1965, del Ministerio del Interior, dictado
de acuerdo con los artículos 2º de la Ley
Nº 7.173 y 210, de la Ley              Nº
13.305, que estableció la jornada única
para los servicios públicos de determina-
das ciudades del país, entre ellas, San-
tiago, dispone la interrupción de la jorna-
da por 30 minutos para colación, lapso
que se imputa a la jornada laboral y es de
cargo del empleador, pudiendo exceder
dicho período en cuyo caso el excedente
será agregado a la jornada diaria, y así lo
ha resuelto la Contraloría General de la
República, entre otros en Dictámenes Nºs.
42.581, de 1998 y 16.075, de 2000,
interpretando el ar-tículo 62 de la Ley Nº
18.883, aplicable supletoriamente al per-
sonal que labora en salud primaria muni-
cipal.

En fin, corresponde precisar que la Direc-
ción del Trabajo carece de competencia
para pronunciarse sobre la idoneidad pro-
fesional que debe tener un funcionario
para desempeñar determinados cargos o
funciones, ni para definir el carácter de
urgencia o simple gestión asistencial en
la atención primaria de salud municipal,

materia que es de la competencia de los
organismos de salud.

De consiguiente, el personal regido por
la Ley Nº 19.378 tiene derecho a la
jornada de descanso para colación, sin
perjuicio de lo expuesto en esta parte del
informe.

3) En lo que dice relación con esta consul-
ta, en Dictamen Nº 5.886/252, de
25.10.96, la Dirección del Trabajo ha
resuelto que "La relación laboral de los
funcionarios regidos por el Estatuto de
Atención Primaria de Salud Municipal,
terminará solamente por alguna de las
causales previstas por el artículo 48 de
la Ley Nº 19.378, y previo sumario cuan-
do la causal de la terminación de los
servicios es la falta de probidad, conduc-
ta inmoral o incumplimiento grave de las
obligaciones funcionarias".

Ello, porque de acuerdo con lo dispuesto
por los artículos 16 y 48, de la Ley
Nº 19.378, es menester la instrucción
de un sumario para invocar válidamente
la aludida causal de terminación de los
servicios, contemplada en la letra b) del
artículo 48 de la citada ley, procedimien-
to que se rige por el Título V, De la
Responsabilidad Administrativa, de la Ley
Nº 18.883, supletoria del Estatuto de
Atención Primaria de Salud Municipal.

De acuerdo con esa normativa y el ar-
tículo 25, inciso primero de la Ley           Nº
19.296, sobre Asociación de Funciona-
rios de la Administración del Estado, apli-
cable a los funcionarios de salud primaria
municipal por expresa disposición del ar-
tículo 4º de la Ley Nº 19.378, en ningu-
na de sus disposiciones se contempla el
previo desafuero de un dirigente gremial
para que sea sometido al procedimiento
de sumario.

En efecto, el inciso primero del citado
artículo 25, establece que no subsistirá
el fuero de los directores de dichas orga-
nizaciones durante su mandato, entre
otras, por la aplicación de la medida de
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destitución, ratificada por la Contraloría
General de la República, medida que pre-
cisamente tienen su origen en la instruc-
ción del sumario administrativo, y en
ninguna parte de esa disposición se exi-
ge el previo desafuero para estos efec-
tos.

De ello se deriva que el fuero gremial
previsto en el artículo 25 de la Ley          Nº
19.296, no constituye impedimento para
incoar un proceso administrativo en con-
tra de los funcionarios amparados por
dicha prerrogativa gremial, para hacer
efectiva la responsabilidad del trabajador
que eventualmente infringe sus obliga-
ciones y deberes funcionarios, y así tam-
bién lo ha resuelto la Contraloría General
de la República, entre otros, en Dictáme-
nes Nºs. 13.659, de 2000, y 1.172, de
2002, respectivamente.

No obstante lo anterior, durante el curso
del sumario administrativo el fiscal está
impedido de ejercer la facultad prevista
por el artículo 134 de la Ley Nº 18.883,
supletoria de la Ley Nº 19.378, esto es,
suspender sus funciones o destinar tran-
sitoriamente a otro cargo dentro de la
misma entidad y ciudad, porque el diri-
gente gremial mantiene su fuero durante
el proceso sumarial por expresa disposi-
ción del artículo 25 de la Ley Nº 19.296,
y sólo procede aplicar la medida discipli-
naria una vez concluido el sumario y la
Contraloría General de la República haya
aprobado la aplicación de aquella medi-
da.

En lo que dice relación con la duración
del sumario, el artículo 133 de la Ley   Nº
18.883, supletoria de la Ley                Nº
19.378, dispone en su inciso segundo
que la investigación de los hechos debe-
rá realizarse en el plazo de veinte días al
término de los cuales se declarará cerra-
da la investigación y se formularán car-
gos a los afectados o se solicitará el
sobreseimiento, para lo cual habrá un
plazo de tres días.

A su turno, los artículos 135, 136, 137,
138, 139 y 140 de la misma ley
supletoria, establecen los plazos dentro
de los cuales el fiscal, el alcalde y el
inculpado, en su caso, deberán evacuar
los trámites y traslados que les corres-
ponde realizar.

De lo anterior se desprende que el suma-
rio administrativo aplicable a la salud
primaria municipal, es un procedimiento
regulado y sujeto a plazos que según el
artículo 143 de la misma ley, son de días
hábiles, de manera que no es posible que
dicho procedimiento se prolongue indefi-
nidamente porque, como se ha señalado,
sus etapas y trámites deben cumplirse
dentro de los plazos establecidos por la
ley.

4) En lo que respecta a esta consulta, en
Dictamen Nº 272/13, de 20.01.2000, la
Dirección del Trabajo ha resuelto que "1)
En el sistema de salud municipal, la
precalificación del trabajador sujeto a ca-
lificación debe efectuarla su jefe directo
que tenga la calidad de funcionario, y no
por personas que cumplan tareas o fun-
ciones en cargos no contemplados por la
ley en la estructura funcional de la salud
municipal".

Lo anterior, porque de acuerdo con lo
dispuesto por los artículos 59 y 67 del
Decreto Nº 1.889, Reglamento de la ca-
rrera funcionaria del personal regido por
la Ley Nº 19.378, la precalificación efec-
tuada por el jefe directo consiste en una
evaluación preliminar cualitativa del des-
empeño del funcionario, sin expresión de
puntajes, sobre la base de factores y
subfactores conceptuales y descriptivos.

En la especie, se consulta si pueden
precalificar como jefe directo un subdi-
rector administrativo, cargo que según el
ocurrente no estaría contemplado en la
Ley Nº 19.378, a los auxiliares de servi-
cios menores, y el jefe del Departamento
de Operaciones, sin saber según el mis-
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mo consultante si este departamento co-
rresponde al área de salud, al personal
que labora en el servicio de ambulancia,
respecto de lo cual la corporación infor-
mante señala que para los efectos de la
precalificación ambos cargos son ejerci-
dos por funcionarios de la entidad y sólo
el subdirector administrativo tiene la ca-
lidad de jefe directo del personal que, en
su caso, corresponde precalificar.

De acuerdo con el pronunciamiento invo-
cado, la precalificación corresponde rea-
lizarla al jefe directo del funcionario suje-
to a calificación, según lo exige la nor-
mativa reglamentaria más arriba precisa-
da, es decir, debe cumplir con ese ejerci-
cio precalificatorio quien habitualmente
aparece como jefe directo del funciona-
rio a precalificar y, en todo caso, aquel
que la entidad administradora haya pre-
viamente determinado como jefe direc-
to, por así exigirlo perentoriamente el
inciso tercero del artículo 59 del Decreto
Nº 1.889, cuyo texto definitivo fue fija-
do por el Nº 11 del artículo único del
Decreto Nº 376, de 1999.

De ello se desprende que será válida la
precalificación realizada por el subdirector
administrativo y el jefe del departamento
de operaciones, en su caso, solamente si
ambos tienen la calidad de funcionarios
de la entidad administradora respectiva,
y han sido determinados previamente por
esa entidad, como jefe directo de los
funcionarios sujetos a dicha
precalificación.

5) En relación con la última consulta, el
inciso sexto del artículo 59, del Decreto
Nº 1.889, dispone:

"La calificación es la evaluación realiza-
da por la Comisión de Calificación o por
el Alcalde cuando corresponda. Ella de-
berá hacerse teniendo como base los
siguientes elementos que se establezcan
en el reglamento municipal".

Del precepto transcrito y teniendo pre-
sente que el proceso de calificación com-
prende a lo menos tres etapas, esto es,
las precalificaciones, la calificación y la
apelación, la calificación en particular
debe realizarla la Comisión de Califica-
ción o el Alcalde cuando corresponda.

Por su parte, y de acuerdo con lo dis-
puesto por el artículo 44 de la Ley           Nº
19.378, cuyo texto definitivo fue fijado
por la Ley Nº 19.607, la Comisión de
Calificación está integrada por un profe-
sional del área de salud de la entidad
designado por el jefe superior de ésta; el
director del establecimiento en que se
desempeña el funcionario que va a ser
calificado o la persona que designe el
jefe superior de la entidad en los casos
en que no sea posible determinar este
integrante; y por dos funcionarios de la
dotación de la misma categoría del califi-
cado, elegidos en votación por el perso-
nal sujeto a calificación.

En la especie, se consulta quien debe
calificar a los funcionarios del SAPU,
informando la corporación empleadora
que en esta materia, se ha seguido el
procedimiento contemplado en el Decre-
to Nº 1.889 y en el reglamento de califi-
caciones antiguo.

De acuerdo con la normativa citada, la
calificación propiamente tal del personal que
labora en los SAPU, corresponde realizarla a
la Comisión de Calificación, y la precalificación
deberá ejercerla el jefe directo de dicho per-
sonal previamente determinado por la enti-
dad administradora respectiva.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales, reglamentarias y
administrativas, cúmpleme informar que:

1) No se requiere de la aprobación del Con-
cejo Municipal, para aprobar las modi-
ficaciones realizadas al reglamento inter-
no de calificación de una entidad adminis-
tradora de salud municipal, si esas modifi-
caciones no están destinadas a alterar o
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desvirtuar los criterios objetivos, estable-
cidos en el Reglamento Municipal para la
ponderación de la experiencia, la capaci-
tación y el mérito funcionario.

2) El personal regido por la Ley Nº 19.378
tiene derecho a la jornada de descanso
para colación, sin perjuicio de lo expues-
to en esta parte del presente informe.

3) El fuero gremial contemplado en el ar-
tículo 25 de la Ley Nº 19.296, no consti-
tuye impedimento para incoar un suma-
rio administrativo, en contra de funcio-
narios amparados en dicha prerrogativa
gremial, sin perjuicio de lo señalado en
esta parte del presente informe.

4) El sumario que refiere el artículo 48,
letra b), de la Ley Nº 19.378, debe cum-
plirse dentro de los plazos establecidos
por los artículos 133, 134, 135, 136,
137, 138, 139 y 140 de la Ley
Nº 18.883.

5) Pueden realizar la precalificación un
suddirector administrativo y el jefe del
departamento de operaciones, si ambos
tienen la calidad de funcionarios de la
entidad administradora respectiva, y es-
tén previamente determinados por esa
misma entidad como jefe directo del per-
sonal sujeto a calificación.

6) La Calificación del personal que labora
en los SAPU debe realizarla la Comisión
de Calificación, y la precalificación debe
ejercerla el jefe directo que previamente
haya determinado la entidad administra-
dora repectiva.

TERMINACION CONTRATO INDIVIDUAL. COTIZACIONES PREVISIONALES.

4.219/206, 12.12.02.

Niega lugar a reconsideración del punto 1) del Ordinario Nº 4.761-219, de
13.12.2001, de este Servicio, que concluye que "Si el término del contrato de
trabajo de un dependiente por las causales señaladas en el cuerpo del presente
informe, se produce estando pendiente el plazo previsto por el Decreto Ley Nº
3.500 para los efectos del pago de las cotizaciones previsionales, el empleador
se encuentra obligado a pagarlas en la fecha precisa en que invoca las referi-
das causales, puesto que de lo contrario el despido no produciría el efecto de
poner término al contrato de trabajo".

Fuentes: Código del Trabajo. Artículo162
y D.L. Nº 3.500, artículo19.

Se ha solicitado reconsideración del pun-
to Nº 1 del Ordinario Nº 4.761/ 0219, de
13.12.2001, de este Servicio, que concluye
que "Si el término del contrato de trabajo de

un dependiente por las causales señaladas en
el cuerpo del presente informe, se produce es-
tando pendiente el plazo previsto por el Decreto
Ley Nº 3.500 para los efectos del pago de las
cotizaciones previsionales, el empleador se en-
cuentra obligado a pagarlas en la fecha precisa
en que invoca las referidas causales, puesto que
de lo contrario el despido no produciría el efecto
de poner término al contrato de trabajo".
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Se fundamenta dicha solicitud principal-
mente en que el tenor literal del inciso quinto
del artículo 162 del Código del Trabajo esta-
blece que para proceder al despido de un
trabajador por alguna de las causales señala-
das en él, el empleador le deberá informar por
escrito el estado de pago de sus cotizaciones
previsionales, hasta el último día del mes
anterior al del despido, más no el pago de
ellas, para lo cual tiene plazo hasta el día 10
del mes siguiente a aquel en que se
devengaron las mismas, por lo que una inter-
pretación armónica de estas normas legales
evidencia como resultado descartar que el
artículo 162 del citado Código haya tácita-
mente derogado o modificado el artículo 19
del Decreto Ley Nº 3.500. Agrega, que con la
interpretación que esta Dirección ha efectua-
do en el citado dictamen se estaría vulneran-
do el principio constitucional de igualdad ante
la ley, ya que al empleador que despidió a un
trabajador el día 6 de octubre, por la vía del
dictamen y no de la ley, se le estaría colocan-
do una carga adicional previa al despido, cual
es, pagar en forma anticipada las cotizacio-
nes previsionales.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El dictamen cuya reconsideración se soli-
cita, después de analizar el artículo 162 del
Código del Trabajo, precisó, que a contar de
la fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 19.631, para poner término al contrato de
trabajo de un dependiente por las causales
que la misma norma contempla, debe cum-
plir, previamente, con dos obligaciones, a
saber: 1) pagar íntegramente las cotizaciones
previsionales del trabajador devengadas has-
ta el último día del mes anterior al del despido
y, 2) acreditar tal circunstancia, adjuntando
los comprobantes que así lo justifiquen.

Lo anterior, por cuanto el legislador al
establecer que el empleador debe informar
por escrito el estado pago de las cotizaciones
previsionales devengadas hasta el último día
del mes anterior al del despido, adjuntando

los comprobantes que lo justifiquen, ha im-
puesto al empleador la obligación de acredi-
tar, al momento de la terminación del contra-
to de trabajo, que ha enterado íntegramente
las referidas cotizaciones, a fin de que el
término de la relación laboral produzca todos
los efectos que le son propios. Cabe pregun-
tarse ¿cómo podría el empleador acreditar la
circunstancia de haberse pagado las cotiza-
ciones y adjuntar los comprobantes justifica-
tivos, si no ha cumplido con la obligación de
pagarlas?

Por otra parte, establecer que en el even-
to que el despido de un trabajador se produz-
ca el día 6 de un mes determinado, el em-
pleador se encuentra obligado a enterar a esa
fecha el pago de las respectivas cotizaciones
del afectado, no implica en ningún caso sos-
tener que el artículo 19 del Decreto Ley Nº
3.500 haya sido tácitamente derogado o mo-
dificado, toda vez que esta norma lo que
establece es un plazo máximo de pago, de
suerte que en nada se altera por el hecho de
que un empleador para dar cumplimiento a
otra normativa legal, como lo es el artículo
162 en análisis, deba enterarlas estando aún
pendiente el referido plazo de carácter fatal.

Ahora bien, la circunstancia de que en
ciertos casos el pago de las cotizaciones
previsionales deba efectuarse estando aún
pendiente el plazo máximo que para tal efec-
to establece el artículo 19 del mencionado
decreto ley, está relacionada con la oportuni-
dad en que se produce el término de la res-
pectiva relación laboral, la cual depende de la
propia decisión del empleador.

De esta suerte, y a vía ejemplar, si tal
decisión se materializa en los primeros días
de un mes determinado, el pago de las cotiza-
ciones correspondientes deberá efectuarse en
el día preciso en que ello ocurre, toda vez que
de no ser así no se estaría dando cumplimien-
to a las exigencias que para tal efecto esta-
blece el artículo 162 del Código del Trabajo,
transcrito y comentado en el dictamen cuya
reconsideración se solicita.
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Lo anterior permite afirmar que no pue-
de sostenerse, como lo hace la recurrente,
que dicho pago anticipado de cotizaciones
implique una situación de desigualdad ante
la ley entre diversos empleadores, puesto
que como ya se expresara, ello no es sino
una consecuencia de la oportunidad en que
se produce el término del respectivo vínculo
contractual y de la obligación de dar cumpli-
miento a la normativa que regula dicho tér-
mino.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cúmpleme informar a Ud.
que se deniega la reconsideración del punto
1) del Ordinario Nº 4.761/0219, de
13.12.2001, de este Servicio, por encontrar-
se ajustado a derecho.

ASOCIACIONES DE FUNCIONARIOS. AFILIACION. FUNCIONARIOS REGIDOS
POR EL CODIGO DEL TRABAJO. CONSTITUCION.

4.220/207, 12.12.02.

Resulta procedente que un trabajador que presta servicios para una municipa-
lidad, regido por el Código del Trabajo, pueda afiliarse a la asociación de fun-
cionarios que estime conveniente existente en la misma repartición, o pueda
concurrir a la constitución de una nueva asociación, de reunirse el quórum
mínimo y demás condiciones que señala la ley.

Fuentes: Ley Nº 19.296, artículos 1º,
inciso 1º ; y 13, inciso 1º.

Concordancias: Dictamen Ord. Nº 1.167/
54, de 6.03.97.

Mediante presentación solicita un pro-
nunciamiento de esta Dirección, respecto de
la Asociación de Funcionarios de la Municipa-
lidad de Santiago a la cual puede afiliarse,
como trabajador de la misma Municipalidad si
se encuentra regido por el Código del Traba-
jo, o bien, se puede constituir una nueva
asociación, si son 102 los trabajadores que
se encuentran en la misma condición.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El artículo 1º, inciso 1º, de la Ley Nº 19.296,
de Asociaciones de Funcionarios de la Admi-
nistración del Estado, dispone:

"Reconócese, a los trabajadores de la
Administración del Estado, incluidas las mu-
nicipalidades, el derecho de constituir, sin
autorización previa, las asociaciones de fun-
cionarios que estimen conveniente, con la
sola condición de sujetarse a la ley y a los
estatutos de las mismas".

De la disposición legal antes citada se
colige, que todos los trabajadores de la Admi-
nistración del Estado, incluidos los de las
municipalidades, tienen derecho a constituir
las asociaciones de funcionarios que estimen
conveniente, y consiguientemente, a afiliarse
a ellas, sujetándose sólo a las condiciones
que la propia norma contempla, esto es, a la
ley y a los estatutos de la respectiva organi-
zación.

De este modo, basta detentar la calidad
de trabajador de la Administración del Esta-
do, o de las municipalidades, para poder afi-
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liarse o constituir una Asociación de Funcio-
narios, sin que la ley distinga para ello cual es
el estatuto jurídico laboral que lo vincula con
la repartición en la cual trabaja, sea el Estatu-
to Administrativo o el Código del Trabajo.

De esta manera, en el caso consultado,
si se es contratado por la I. Municipalidad de
Santiago, bajo el régimen legal del Código del
Trabajo, no existe impedimento legal alguno
para que el trabajador se afilie a una Asocia-
ción de Funcionarios Municipales de dicha
entidad, o participe en la constitución de otra
de ellas.

Lo expresado guarda armonía con la rei-
terada doctrina de este Servicio, manifesta-
da, entre otros, en Dictamen Ord. Nº 1.167/
54, de 6.03.97, como también, con la juris-
prudencia emanada de la Contraloría General
de la República, en orden a que constituye
requisito esencial para poder atribuir a un
trabajador la calidad de funcionario público,
que preste sus servicios para un organismo
público, en este caso una municipalidad, cual-
quiera sea el estatuto jurídico que rija el res-
pectivo vínculo laboral, por lo que en la espe-
cie, si se labora para una municipalidad aun
cuando lo sea sujeto al Código del Trabajo, se
tendrá la calidad de funcionario público muni-
cipal, que habilita para incorporarse a una
asociación de funcionarios constituida en ella.

Aclarado lo anterior, corresponde seña-
lar, al tenor de la consulta, que el trabajador
de que se trata cuyo contrato es regulado por
el Código del Trabajo, se podrá afiliar a cual-
quiera de las Asociaciones de Funcionarios
de la I. Municipalidad de Santiago que exis-
tan, que estime conveniente, no procediendo
en ningún caso que esta Dirección se pronun-
cie a cual de ellas en particular, si la determi-
nación depende de la sola decisión del traba-
jador.

En cuanto a la posibilidad de constituir
una nueva asociación, si 102 trabajadores de
la municipalidad se encuentran también con-

tratados bajo las normas del Código del Tra-
bajo, cabe expresar que el inciso 1º, del artí-
culo 13, de la Ley Nº 19.296, dispone:

"Para constituir una asociación, en una
repartición, servicio o establecimiento de sa-
lud que tenga más de cincuenta funcionarios,
se requerirá de un mínimo de veinticinco tra-
bajadores, que representen, a lo menos, el
diez por ciento del total de los que allí presten
servicios".

De la disposición antes citada se des-
prende, que se requerirá de un mínimo de 25
funcionarios, que representen a lo menos el
10% del total de los que trabajan en una
misma repartición o servicio, para constituir
una asociación de funcionarios.

De este modo, para determinar en el
caso planteado si es posible la constitución
de una nueva asociación, habrá que aplicar la
regla legal del quórum mínimo de 25 funcio-
narios y la de representatividad, del 10% del
total de los funcionarios de la municipalidad,
dato que no se proporciona, cuyo resultado
permitirá establecer la cantidad mínima nece-
saria para la constitución, por lo que a priori
no podría señalarse si los 102 que se cita
serían suficientes para tal efecto.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto, y disposiciones legales citadas,
cúmpleme informar a Ud. que resulta proce-
dente que un trabajador que presta servicios
para una municipalidad, regido por el Código
del Trabajo, pueda afiliarse a la asociación de
funcionarios que estime conveniente existen-
te en la misma repartición, o pueda concurrir
a la constitución de una nueva asociación, de
reunirse el quórum mínimo y demás condicio-
nes que señala la ley.
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NEGOCIACION COLECTIVA. INSTRUMENTO COLECTIVO. LEGALIDAD DE
CLAUSULA.

4.221/208, 12.12.02.

1) No se ajusta a derecho la Cláusula Tercera del convenio colectivo celebra-
do el 16.06.97 y sus posteriores prórrogas, entre la empresa Buses ... con
un grupo de trabajadores y con el Sindicato de Trabajadores de Empresa
…, que subordina su duración a la vigencia de un contrato de servicios de
transporte, celebrado por la misma empresa con Codelco Chile-División
Andina.

2) Las partes del mismo convenio colectivo, deberán adecuar la referida cláu-
sula en el sentido de precisar la vigencia del instrumento colectivo, dentro
de los topes mínimo y máximo establecidos en el artículo 347 del Código
del Trabajo.

3) La omisión de esa adecuación autoriza a las partes para recurrir al tribunal
competente, a fin de que determine la duración del convenio colectivo, y si
nada se hiciere al respecto, significará que dicho convenio colectivo no
podrá tener una duración superior a cuatro años, contados a partir del pri-
mero de diciembre de 2001, fecha de entrada en vigencia de la Ley      Nº
19.759.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
314 bis y 347.

Concordancias: Dictamen Nº 4.962/231,
de 1º.12.2001.

Se consulta si el plazo de vigencia del
convenio colectivo suscrito el 16 de junio de
1997 y prorrogado hasta el 31.10.2004, en-
tre la empresa ocurrente y sus trabajadores
que cumplen servicio de transporte de perso-
nal de CODELCO-Chile, División Andina, se-
gún contrato de transporte individualizado AIG-
131-96, debe entenderse vencido en la fecha
que señala su última prórroga o, en su defec-
to, debe prevalecer el plazo de duración que
establece el artículo 347 del Código del Tra-
bajo para los contratos colectivos y fallos
arbitrales.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

En Dictamen Nº 4.962/231, de
27.12.2001, la Dirección del Trabajo ha re-
suelto que "1) Los contratos colectivos ce-
lebrados con anterioridad al 1º.12.2001, fe-
cha de entrada en vigencia de la Ley               Nº
19.759, que establece un plazo de duración
superior al que señala el inciso primero del
artículo 347 del Código del Trabajo, no podrá
tener una duración superior al que señala el
inciso primero del artículo 347 del Código del
Trabajo, no podrá tener una duración superior
a cuatro años, contados a partir de esa fe-
cha".

Ello, porque de acuerdo con lo dispuesto
por el inciso primero del artículo 347 del
Código del Trabajo, cuyo texto actual fue
fijado por la Ley Nº 19.759, el plazo máximo
de duración de los contratos colectivos y
fallos arbitrales será de cuatro años, elimi-
nándose a partir del 1º.12.2001 la posibili-
dad de establecer plazos superiores a aquél,
como ocurría bajo la normativa anterior.
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En la especie, se consulta si el convenio
colectivo suscrito el 16.06.97 y prorrogado
hasta el 31 de octubre de 2004, entre la
empresa ocurrente y sus trabajadores, cuya
duración se subordina a la vigencia de un
contrato de servicios que se denomina AIG-
131-96, celebrado por la misma empresa que
recurre con CODELCO-Chile, División Andina,
para transportar personal dependiente de la
empresa cuprífera, debe considerarse la últi-
ma fecha de prórroga del referido convenio
31.10.2004 o, en su defecto, debe prevale-
cer el plazo de duración de cuatro años que
establece como máximo el artículo 347 del
Código del Trabajo para los contratos colecti-
vos y fallos arbitrales no obstante que, en el
caso en cuestión, se trata de un convenio
colectivo.

De acuerdo con la nueva normativa en
vigor y como lo señala la doctrina administra-
tiva citada, efectivamente la ley impone ac-
tualmente un mínimo de dos años y un máxi-
mo de cuatro años como plazo de vigencia de
los contratos colectivos y de los fallos
arbitrales, sin hacerse referencia a los conve-
nios colectivos.

Sin embargo y como se señala en infor-
me evacuado el 5.07.2002 por el Departa-
mento de Relaciones Laborales, el inciso final
del artículo 314 bis del Código del Trabajo,
dispone que los convenios colectivos produ-
cen los mismos efectos de los contratos co-
lectivos cuando han sido celebrado con las
formalidades y procedimientos que establece
la citada disposición, por lo que les resulta
aplicable el artículo 347 del Código Laboral.

En ese contexto, según lo refiere el mis-
mo informe de la especialidad aludido, en la
situación que nos ocupa la duración del con-
venio colectivo no puede estar determinada
ni es posible subordinar su vigencia a la dura-
ción de un contrato de servicios de naturale-
za distinta, sino que debe especificarse su
vigencia dentro de los topes mínimo y máxi-
mo que autoriza la nueva normativa laboral
en vigor.

De ello se desprende que la imperativa
exigencia legal consistente en precisar en los
instrumentos colectivos, las fechas que seña-
lan indubitadamente la duración de los mis-
mos, se explica precisamente por la necesi-
dad de computar el plazo de vigencia en
cuestión, dentro de los topes legales que
exige la nueva normativa, propósito que no
es posible conseguir cuando se ha vinculado
la duración del convenio colectivo con la vi-
gencia de un contrato ajeno a aquél y desco-
nocido de los trabajadores.

En este contexto, la nueva normativa
que rige la materia deja de manifiesto que en
la especie, no se ajusta a derecho la Cláusula
Tercera del convenio colectivo celebrado el
16.06.97 y sus posteriores prórrogas, cele-
brando entre la empresa Buses …, con un
grupo de trabajadores y el Sindicato de Tra-
bajadores de Empresa …, que subordina su
duración a la vigencia de un contrato de
servicios de transporte, celebrado por la mis-
ma empresa con CODELCO-Chile, División
Andina.

Por ello, las partes deberán adecuar la
referida cláusula, en el sentido de precisar la
vigencia del convenio dentro de los topes
mínimo y máximo que establece la actual
normativa y, si eventualmente se omitiere
dicha adecuación, cualquiera de ellas podrá
recurrir al tribunal competente, a fin de que
este último determine la duración del instru-
mento en cuestión.

Para el evento de que ninguna de las
opciones precedentes se hubiere ejercido, se
entenderá que el convenio colectivo no podrá
tener una duración superior a cuatro años,
contados a partir del primero de diciembre de
2001, fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 19.759.

Lo anterior no puede verse alterado por
el hecho de que ese instrumento colectivo
hubiere sido pactado al amparo de la normati-
va anterior, porque las leyes laborales rigen in
actum, vale decir, son de aplicación inmedia-
ta atendida la naturaleza de orden público del
derecho laboral que limita la autonomía de la
voluntad de las partes, al establecer derechos
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mínimos elevados a la categoría de
irrenunciables, irrenunciabilidad ésta que se
consagra en el inciso segundo del artículo 5º
del Código del Trabajo.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativa, cúm-
pleme informar que:

1) No se ajusta a derecho la Cláusula Terce-
ra del convenio colectivo celebrado el
16.06.97 y sus posteriores prórrogas,
entre la empresa Buses … con un grupo
de trabajadores y con el Sindicato de
Trabajadores de empresa Buses …, que
subordina su duración a la vigencia de un
contrato de servicios de transporte cele-

brado por la misma empresa con
CODELCO Chile-División Andina.

2) Las partes del mismo convenio colecti-
vo, deberán adecuar la referida cláusula
en el sentido de precisar la vigencia del
instrumento colectivo, dentro de los to-
pes mínimo y máximo establecidos en el
artículo 347 del Código del Trabajo.

3) La omisión de esa adecuación autoriza a
las partes para recurrir al tribunal compe-
tente, a fin de que determine la duración
del convenio colectivo, si nada se hiciere
al respecto, significará que dicho conve-
nio colectivo no podrá tener una dura-
ción superior a cuatro años, contados a
partir del primero de diciembre de 2001,
fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 19.759.

INDEMNIZACION LEGAL POR AÑOS DE SERVICIO. RETENCION. PENSION
ALIMENTICIA DECRETADA JUDICIALMENTE. PROCEDENCIA. INDEMNIZA-
CION SUSTITUTIVA. ANTICIPOS. DIRECCION DEL TRABAJO. COMPETENCIA.

4.261/209, 16.12.02.

1) Procede efectuar retención por pensión de alimentos decretada judicial-
mente sobre la indemnización sustitutiva del aviso previo, y de la indem-
nización por años de servicio legal o voluntaria, por aplicación de la cau-
sal del artículo 161 del Código del Trabajo, y en cuanto ésta se paga una
vez terminado el contrato, por lo que no correspondería tal retención por
causales distintas a ella, sin perjuicio de lo que pueda resolver el juez de
menores.

2) No resulta conforme a derecho que se anticipe el pago de la indemniza-
ción por años de servicio por aplicación de la causal del artículo 161 del
Código del Trabajo, por lo que no procedería que esta Dirección se pro-
nuncie acerca de la retención de pensión de alimentos sobre tal pago
anticipado.

3) No corresponde a la Dirección del Trabajo, sino que al juez que conoce
del juicio de alimentos, establecer el mecanismo de retención de pensión
de alimentos, cuando decretado en una suma fija de la remuneración,
debe aplicarse en porcentaje sobre la indemnización por término de con-
trato.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
161, y 10 transitorio. Ley Nº 14.908, ar-

tículo 13, incisos 4º y 5º . Ley Nº 19.741,
artículo 1º Nº 13.
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Concordancias: Dictámenes Ords.       Nºs.
2.573/149, de 8.08.02, y 4.062/206, de
3.07.95.

Mediante presentación solicita un pro-
nunciamiento de esta Dirección relacionado
con aplicación de la Ley Nº 19.741, de reten-
ción de pensión de alimentos de las
indemnizaciones por falta de aviso previo y
por años de servicio, en cuanto a:

1) Si procede efectuar tal descuento o reten-
ción si se paga la indemnización por años
de servicio anticipadamente, o por estar
vigente el contrato no correspon-dería
efectuar la retención o descuento; y

2) Como proceder si la retención por orden
del tribunal es en sumas fijas de la remu-
neración, cual sería el porcentaje a rete-
ner de la indemnización.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

1) En cuanto a retención de pensión de
alimentos sobre la indemnización por fal-
ta de aviso previo, y de la indemnización
por años de servicio pagada anticipada-
mente, corresponde precisar, en primer
lugar, respecto de esta última indemni-
zación, que conforme a la doctrina uni-
forme y reiterada de esta Dirección, ma-
nifestada, entre otros, en Dictamen Ord.
Nº 4.062/206, de 3.07.95, a partir del
1º de diciembre de 1990, fecha de en-
trada en vigencia de la Ley Nº 19.010,
sólo procede convenir anticipos de in-
demnización por años de servicio por
causales de término de contrato distin-
tas a las de desahucio y de necesidades
de la empresa, establecimiento o servi-
cio del artículo 161 del Código del Tra-
bajo, atendido lo dispuesto en el artículo
5º transitorio de la Ley Nº 19.010, dis-
posición similar al actual artículo 10 tran-
sitorio, del Código del Trabajo.

De esta suerte, en la especie, como la
consulta incide en el pago de indemniza-

ción por falta de aviso previo y de mes
por año de servicio, se trataría justamen-
te de la aplicación de la causal del artícu-
lo 161 del Código del Trabajo, que las
contempla a ambas, disposición respec-
to de la cual, como se ha precisado, no
se admite que se anticipe el pago de la
indemnización por años de servicio.

De este modo, esta Dirección se encon-
traría impedida de pronunciarse acerca
de parte de la consulta si ella se basa en
un supuesto que no se ajustaría a dere-
cho, cual es el pago anticipado de la
indemnización por años de servicios del
artículo 161 del Código del Trabajo, es-
tando vigente el contrato.

No obstante, sin perjuicio de lo anterior,
corresponde expresar que los incisos 4º
y 5º, del artículo 13 de la Ley Nº 14.908,
sobre Abandono de Familia, reemplaza-
do por el artículo 1º Nº 13, de la Ley    Nº
19.741, disponen:

"En caso que sea procedente el pago de
la indemnización sustitutiva del aviso pre-
vio a que se refieren los artículos 161 y
162 del Código del Trabajo, será obliga-
ción del empleador retener de ella la suma
equivalente a la pensión alimenticia del
mes siguiente a la fecha de término de la
relación laboral, para su pago al
alimentario.

"Asimismo, si fuere procedente la in-
demnización por años de servicio a que
hace referencia el artículo 163 del Códi-
go del Trabajo, o se pactare ésta volun-
tariamente, el empleador estará obligado
a retener del total de dicha indemniza-
ción el porcentaje que corresponda al
monto de la pensión de alimentos en el
ingreso mensual del trabajador, con el
objeto de hacer el pago al alimentario. El
alimentante podrá, en todo caso, impu-
tar el monto retenido y pagado a las
pensiones futuras que se devenguen".

A su vez, el artículo 163, inciso 1º del
Código del Trabajo, señala:
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"Si el contrato hubiere estado vigente un
año o más y el empleador le pusiere
término en conformidad al artículo 161,
deberá pagar al trabajador, al momento
de la terminación, la indemnización por
años de servicio que las partes hayan
convenido individual o colectivamente,
siempre que ésta fuere de un monto
superior a la establecida en el inciso si-
guiente".

Del análisis conjunto de las disposiciones
antes citadas se desprende, que en caso
que corresponda pago de la indemniza-
ción sustitutiva del aviso previo, de los
artículos 161 y 162 del Código del Tra-
bajo, y de la indemnización por años de
servicio a que se refiere el artículo 163
del mismo Código, o una pactada volun-
tariamente, por aplicación de la causal
del artículo 161 del Código, de necesida-
des de la empresa, establecimiento o
servicio, será obligación del empleador
retener de ellas las sumas equivalentes a
la pensión de alimentos, en las condicio-
nes que especifica.

De esta manera, en caso de correspon-
der el pago de la indemnización legal por
falta de aviso previo, por aplicación de la
causal del artículo 161 del Código del
Trabajo, se deberá retener de su monto
la pensión alimenticia del mes siguiente
a la fecha de término de la relación labo-
ral, para su pago al alimentario, y respec-
to de la indemnización por años de servi-
cio, legal o voluntaria, por la misma cau-
sal del artículo 161, se deberá también
retener de ella el porcentaje que corres-
ponda de la pensión de alimentos, para
su pago al alimentario, pudiendo el
alimentante imputar el monto retenido a
pensiones alimenticias futuras que se
devenguen.

Con todo, como se ha señalado, la in-
demnización por años de servicio por
aplicación del artículo 161, no admite
legalmente pago anticipado, por lo que
no cabe pronunciamiento de la Dirección
en este caso.

Ahora bien, si la indemnización por años
de servicio fuere pagada por causal dis-
tinta a la del artículo 161 del Código del
Trabajo, evento en el cual se podría anti-
cipar, no resultaría aplicable la disposi-
ción en comento, de la Ley Nº 14.908,
modificada por la Ley Nº 19.741, si esta
norma legal hace expresa mención para
efectuar la retención a la indemnización
por años de servicio que resulta de la
aplicación del artículo 161 del mismo
Código, referida en el artículo 163 del
Código del Trabajo, citado por el artículo
13, incisos 4º y 5º de la Ley Nº 14.908.

A mayor abundamiento, no se conforma-
ría a derecho efectuar retención en el
caso anterior, si la Ley Nº 14.908, en su
artículo 13, incisos 4º y 5º, es una nor-
ma de retención o de descuento de valo-
res del trabajador, que por tanto tiene
carácter excepcional, por lo que sólo pue-
de ser interpretada restrictivamente, es
decir, aplicada sólo al caso previsto de
modo expreso por la misma, y no a otros,
por analogía, como podría ser para el
pago de indemnización voluntaria por
años de servicio por causales no con-
templadas en la ley, distintas a la del
artículo 161 del Código del Trabajo.

En esta circunstancia, para determinar si
procede la retención de pensión de ali-
mentos sobre tal indemnización volunta-
ria por causal distinta a la del artículo
161 del Código, y pagada anticipada-
mente, el empleador debería estar a lo
que el juez que conoce de la causa y que
decretó la retención establezca, requeri-
do por las partes, no correspondiendo a
esta Dirección hacerlo, si incurriera en
materia litigiosa.

2) En cuanto a la consulta si la retención
sobre la remuneración es una suma fija
como establecer el porcentaje a descon-
tar si se trata del pago de la indemniza-
ción, cabe señalar que el punto a resol-
ver es también de competencia del juez
que lleva el juicio, en el cual se habría
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decretado el pago de la pensión y esta-
blecido el mecanismo o modalidad de la
retención, instancia a la cual se debe
requerir para dirimir la forma de la reten-
ción, lo que lleva a que esta Dirección se
encuentre impedida de pronunciarse so-
bre la materia.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales citadas, cúm-
pleme informar a Ud.:

1) Procede efectuar retención por pensión
de alimentos decretada judicialmente so-
bre la indemnización sustitutiva del aviso
previo, y de la indemnización por años
de servicio legal o voluntaria, por aplica-
ción de la causal del artículo 161 del
Código del Trabajo, y en cuanto ésta se
paga una vez terminado el contrato por
lo que no correspondería tal retención

por causales distintas a ella, sin perjuicio
de lo que pueda resolver el juez de me-
nores.

2) No resulta conforme a derecho que se
anticipe el pago de la indemnización por
años de servicio por aplicación de la cau-
sal del artículo 161 del Código del Traba-
jo, por lo que no procedería que esta
Dirección se pronuncie acerca de la re-
tención de pensión de alimentos sobre
tal pago anticipado.

3) No corresponde a la Dirección del Traba-
jo, sino que al juez que conoce del juicio
de alimentos, establecer el mecanismo
de retención de pensión de alimentos,
cuando decretado en una suma fija de la
remuneración, debe aplicarse en porcen-
taje sobre la indemnización por término
de contrato.

HORAS EXTRAORDINARIAS. BASE DE CALCULO. COMISION. HORAS EX-
TRAORDINARIAS. INGRESO MINIMO.

4.262/210, 16.12.02.

Las horas extraordinarias laboradas por trabajadores con jornada parcial, cuyo
sistema remuneracional está compuesto por un sueldo base diario y por comi-
siones, deben calcularse solamente en relación al monto correspondiente al
sueldo, excluyéndose, por ende, las sumas que correspondan a comisiones,
no siendo jurídicamente procedente considerar, para estos efectos, un sueldo
base de monto inferior al ingreso mínimo mensual, calculado proporcionalmen-
te de acuerdo a la jornada parcial pactada.

Fuentes: Código del Trabajo. Artículos
32, inciso 3º y 42, letra a).

Concordancias: Ordinarios Nºs. 4.725/331,
de 6.10.98, 4.812/230, de 17.08.94, 3.627/
215, de 22.07.93 y 1.862/102, de 14.04.97.

Se ha solicitado un pronunciamiento de
esta Dirección acerca de la forma de calcular
las horas extraordinarias de los dependientes

contratados con jornada parcial y que se en-
cuentran afectos a un sistema remunera-cional
consistente en un sueldo base diario y comi-
siones.

Al respecto cumplo con informar a Ud. lo
siguiente:

El artículo 32 del Código del Trabajo en
su inciso 3º, prescribe:
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"Las horas extraordinarias se pagarán
con un recargo del cincuenta por ciento sobre
el sueldo convenido para la jornada ordinaria
y deberán liquidarse y pagarse conjuntamen-
te con las remuneraciones ordinarias del res-
pectivo período".

De la disposición legal transcrita se colige
que las horas extraordinarias deben calcular-
se en relación al sueldo que se hubiere conve-
nido.

De este modo, para los efectos del cita-
do cálculo deberá previamente determinarse
el concepto de sueldo, recurriendo para ello
al precepto legal contenido en la letra a) del
artículo 42 del Código del Trabajo, que esta-
blece:

"Constituyen remuneración, entre otras,
las siguientes:

a)sueldo, que es el estipendio fijo, en
dinero, pagado por períodos iguales, determi-
nados en el contrato, que recibe el trabajador
por la prestación de sus servicios, sin perjui-
cio de lo dispuesto en el inciso segundo del
artículo 10".

Del precepto legal anotado se infiere que
una remuneración debe ser calificada como
sueldo cuando reúne los siguientes requisitos
copulativos:

1) Que se trate de un estipendio fijo;

2) Que se pague en dinero;

3) Que se pague en períodos iguales deter-
minados en el contrato, y

4) Que responda a una prestación de servi-
cios.

De lo anterior se sigue que todas las
remuneraciones o beneficios que reúnan ta-
les características constituyen el sueldo del
trabajador, que deberá servir de base para el
cálculo de las horas extraordinarias de traba-
jo, excluyéndose todos aquellos estipendios
que no cumplan dichas condiciones.

De consiguiente, al tenor de lo expuesto
y en conformidad a la doctrina de este Ser-
vicio, contenida, entre otros, en Dictamen
Nº 4.812/230, de 17.08.94 es posible con-
cluir que en el caso en estudio, tratándose de
aquellos trabajadores que se encuentran afec-
tos al sistema remuneracional consistente en
un sueldo base diario y comisiones, el cálculo
de las horas extraordinarias debe efectuarse
considerando sólo el referido sueldo base dia-
rio, que cumple con los requisitos estableci-
dos por el artículo 42 letra a) antes citado,
por estar estipulado en forma fija, efectuarse
su pago en dinero, en períodos iguales y
tener su origen en la prestación de servicios,
debiendo prescindirse para estos efectos, de
las referidas comisiones.

No obstante lo expresado en el párrafo
precedente, cabe hacer presente que, de
acuerdo con la doctrina de este Servicio,
contenida, entre otros, en Dictamen Nº 3.627/
215, de 22.07.93, las horas de sobretiempo
laboradas por dependientes afectos a un sis-
tema de remuneración mixta, conformada por
un sueldo base inferior al ingreso mínimo
mensual y comisión deben calcularse en rela-
ción al referido ingreso mínimo, no siendo
procedente considerar para tales efectos un
sueldo base de monto inferior a éste.

Aplicando la doctrina precitada al caso
en consulta y teniendo presente que los tra-
bajadores de que se trata se encuentran afec-
tos a una jornada parcial de trabajo, posible
es convenir que las horas de sobresueldo
deberán ser calculadas sobre el sueldo base
pactado siempre que éste no sea inferior pro-
porcionalmente al ingreso mínimo mensual.
De no ser así, el cálculo de dichas horas
deberá efectuarse de acuerdo al valor del
ingreso mínimo, calculado proporcionalmente
en relación a la jornada parcial pactada por
los citados trabajadores.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cúmpleme informar a Ud.
que las horas extraordinarias laboradas por
trabajadores con jornada parcial, cuyo siste-
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ma remuneracional está compuesto por un
sueldo base diario y por comisiones, deben
calcularse solamente en relación al monto
correspondiente al sueldo, excluyéndose, por
ende, las sumas que correspondan a comisio-

nes, no siendo jurídicamente procedente con-
siderar, para estos efectos, un sueldo base
de monto inferior al ingreso mínimo mensual,
calculado proporcionalmente de acuerdo a la
jornada parcial pactada.

COMITES PARITARIOS. INTEGRANTE. CAMBIO DE ESTABLECIMIENTO.

4.291/211, 17.12.02.

No resulta jurídicamente procedente que una persona continúe siendo miem-
bro de un Comité Paritario de Higiene y Seguridad al ser trasladada a otro
establecimiento de la misma empresa.

Fuentes: D.S. Nº 54, de 1969, Ministe-
rio del Trabajo y Previsión Social, artículos
3º, 5º, 10 letra c) y 24.

Se ha solicitado un pronunciamiento de
esta Dirección tendiente a determinar si re-
sulta procedente que una persona continúe
siendo miembro de un Comité Paritario de
Higiene y Seguridad al ser trasladada a otro
establecimiento de la misma empresa.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El Decreto Supremo Nº 54, de 1969, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que
aprueba el Reglamento para la Constitución y
Funcionamiento de los Comités Paritarios de
Higiene y Seguridad, en su artículo 3º dispo-
ne:

"Los Comités Paritarios de Higiene y Se-
guridad estarán compuestos por tres repre-
sentantes patronales y tres representantes
de los trabajadores.

Por cada miembro titular se designará,
además, otro en carácter de suplente".

Por su parte, el artículo 5º del mismo
decreto, establece:

"La elección de los representantes de los
trabajadores se efectuará mediante votación
secreta y directa convocada y presidida por
el presidente del Comité Paritario de Higiene
y Seguridad que termina su período, con no
menos de 15 días de anticipación a la fecha
en que deba celebrarse, por medio de avisos
colocados en lugares visibles de la respectiva
industria o faena.

En esta elección podrán tomar parte to-
dos los trabajadores de la respectiva empre-
sa, faena, sucursal o agencia; y si alguno
desempeñara parte de su jornada en una fae-
na y parte en otra, podrá participar en las
elecciones que se efectúen en cada una de
ellas".

A la vez, el artículo 10 del mismo cuerpo
reglamentario, en su letra c), previene:

"Para ser elegido miembro representante
de los trabajadores se requiere:

c) Encontrarse actualmente trabajando
en la respectiva empresa, faena, sucursal o
agencia y haber pertenecido a la empresa un
año como mínimo".

Del análisis conjunto de las normas lega-
les precedentemente transcritas es posible
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inferir que los Comités Paritarios de Higiene y
Seguridad están compuestos por represen-
tantes patronales y representantes de los tra-
bajadores y que estos últimos son elegidos
en la forma que en ellas se señala, pudiendo
tomar parte en dicha elección todos los tra-
bajadores de la respectiva empresa, faena,
sucursal o agencia.

De los mismos preceptos se colige que
para ser miembro representante de los traba-
jadores, se requiere, entre otros, encontrarse
en el momento de la elección, trabajando en
la respectiva empresa, faena, sucursal o agen-
cia.

Las características señaladas permiten
afirmar, por consiguiente, que es requisito
esencial en las elecciones de que se trata,
que tanto los electores como los elegidos,
sean trabajadores de la respectiva empresa,
faena, sucursal o agencia, circunstancia que,
a la vez, permite sostener que si un represen-
tante de los trabajadores deja de laborar en el
establecimiento donde fue elegido, como su-
cede en el caso en consulta, para pasar a
desempeñarse en otro establecimiento de la
misma empresa, no puede continuar siendo
miembro del respectivo Comité, debiendo ser
reemplazado en el cargo por un representante
suplente.

Lo anterior se corrobora, si se considera,
además que dicho miembro al no pertenecer
al establecimiento donde fue elegido, no po-
dría cumplir con las funciones que le son
propias, como serían, por ejemplo, las de
efectuar visitas periódicas a los lugares de
trabajo para revisar y efectuar análisis de los
procedimientos de trabajo y utilización de los
medios de protección impartiendo instruccio-
nes en el momento mismo, vigilar el cumpli-
miento, tanto por parte de la empresa como

de los trabajadores, de las medidas de pre-
vención, higiene y seguridad, etc.

No desvirtúa la conclusión anterior la
circunstancia de que conforme al artículo 21
del Decreto Supremo Nº 54, antes citado,
será causal de cesación en el cargo el término
de los servicios en la respectiva empresa, lo
que permitiría sostener que conservaría tal
calidad aquel que continúa desempeñándose
en ella, aun cuando sea en un establecimien-
to distinto, como sucede en la especie, por
cuanto, como ya se analizara, el hecho de
pasar a prestar servicios en un establecimien-
to ajeno a aquél en que fue elegido, no le
permitiría cumplir a cabalidad las funciones
que le corresponde desarrollar en su calidad
de representante de los trabajadores, no
lográndose de este modo, los objetivos per-
seguidos por la normativa que regula los Co-
mités Paritarios, que se contienen en el artí-
culo 24 del mismo decreto, cuales son, entre
otras, las citadas en párrafos que anteceden.

Con todo, cabe hacer presente que el
traslado del dependiente de un establecimien-
to a otro de la misma empresa, debe efec-
tuarse de común acuerdo entre las partes o
en uso de las facultades que al empleador le
otorga el artículo 12 del Código del Trabajo,
cumpliéndose con los requisitos que la mis-
ma norma contempla.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo con informar a Ud.
que no resulta jurídicamente procedente que
una persona continúe siendo miembro de un
Comité Paritario de Higiene y Seguridad al ser
trasladada a otro establecimiento de la mis-
ma empresa.
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CIRCULARES  Y RESOLUCIONES DE LA
DIRECCION DEL TRABAJO

1.- Circulares

126 (extracto) 4.12.02. Depto. RR.LL.

Instruye procedimiento de presentación Declaración de Intereses y Declara-
ción de Bienes.

134 (extracto), 11.12.02. Depto. Recurso Humanos

Instruye sobre procedimientos administrativos y criterios generales del Sis-
tema de Evaluación de Desempeño (S.E.D.).

140 (extracto), 13.12.02. Depto. Fiscalización

Introduce modificaciones a Circular Nº 89, de 14 de agosto de 2002, que
instruye acerca de la tramitación de peticiones de fiscalización relaciona-
das con solicitud de pago por subrogación de cotizaciones previsionales y
las incorpora en su texto original, conforme se expresa en la presente.
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2.- Resoluciones

1.209 (exenta), 22.11.02

Modifica Resolución exenta Nº 954 de 6.09.01, estableciendo nueva mo-
dalidad de atención para la I.C.T. de Cisnes fijando su jurisdicción.

1.197 (exenta) (extracto), 21.11.02

Establece y regula obligación de entregar datos personales de funcionarios
que indica.

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 5º letra f),
18 y 19 del D.F.L. Nº 2 de 1967, del Ministe-
rio del Trabajo y Previsión Social, Ley Orgáni-
ca de la Dirección del Trabajo.

La Resolución Nº 55 de fecha 24 de
enero de 1992, y sus posteriores modifica-
ciones, cuyo texto refundido, coordinado y
sistematizado fue fijado por Resolución Nº 520
de la Contraloría General de la República,
publicado en el Diario Oficial de fecha 14 de
diciembre de 1996.

Considerando:

1.- Que la Dirección del Trabajo es el orga-
nismo encargado de velar por el cumpli-
miento de la legislación laboral y
previsional, promoviendo la capacidad
de las propias partes para regular las
relaciones de trabajo, sobre la base de la
autonomía colectiva y el desarrollo de
equilibrios entre los actores, favorecien-
do de tal modo el desarrollo del país.

2.- Que para cumplir con mayor eficiencia y
eficacia la función señalada se hace ne-

cesario contar con las unidades opera-
tivas que permitan una mayor cercanía
con la ciudadanía.

3.- El creciente aumento que ha experimen-
tado el establecimiento de grandes em-
presas del sector salmonero, en la juris-
dicción de la Undécima Región del país;
lo que hace aconsejable y necesario au-
mentar la cobertura que la Dirección del
Trabajo desarrolla en las comunas de
Cisnes, Lago Verde y Guaitecas;

Resuelvo:

1.- Modifícase la Resolución exenta Nº 954
de 6 de septiembre de 2001, en el senti-
do de dejar establecido que la jurisdic-
ción de la Inspección Provincial del Tra-
bajo de Aysén corresponderá a la comu-
na del mismo nombre.

2.- Establécese, que la modalidad de aten-
ción de la Inspección Comunal del Traba-
jo de Cisnes será permanente, abarcando
su jurisdicción las comunas de Cisnes,
Lago Verde y Guaitecas, cuyo domicilio
estará fijado en calla Rafael Sotomayor
Nº 191 de la localidad de Puerto Cisnes.
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1.295 (exenta), 13.12.02.

Establece funcionamiento de Unidad Operativa que indica (Centro de Con-
ciliación y Mediación)

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 5º letras f)
y p), 18 y 19 del D.F.L. Nº 2 de 1967, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Ley
Orgánica de la Dirección del Trabajo;

La Resolución Nº 55 de fecha 24 de
enero de 1992, y sus posteriores modifica-
ciones, cuyo texto refundido, coordinado y
sistematizado fue fijado por Resolución Nº 520
de la Contraloría General de la República,
publicada en el Diario Oficial de fecha 14 de
diciembre de 1996.

Lo dispuesto en las Ordenes de Servicio
Nº 1 y Nº 4 de 30 de enero y 12 de junio de
2002 respectivamente.

Considerando:

1.- Que la Dirección del Trabajo es el orga-
nismo encargado de velar por el cumpli-
miento de la legislación laboral y previ-
sional, promoviendo la capacidad de las
propias partes para regular las relacio-
nes de trabajo, sobre la base de la auto-
nomía colectiva y el desarrollo de equili-
brios entre los actores, favoreciendo de
tal modo el desarrollo del país.

2.- Que para cumplir con mayor eficiencia y
eficacia la misión de la Dirección del Tra-
bajo en el área de conciliación y media-
ción se ha estimado necesario estable-
cer el funcionamiento de una unidad ope-
rativa especializada en dichas materias;

Resuelvo:

1.- Establécese, en el Area Metropolitana el
funcionamiento del Centro de Concilia-

ción y Mediación ubicado en calle Gene-
ral Mackenna 1339, comuna de Santia-
go. Unidad operativa que asumirá las
siguientes funciones:

a) Tramitar y gestionar los reclamos
administrativos, a través de compa-
rendos de conciliación, recepcio-
nados en las Inspecciones del Tra-
bajo de Santiago, Santiago Norte y
Santiago Poniente.

b) Tramitar y gestionar los buenos ofi-
cios contemplados en el artículo 374
bis del Código del Trabajo.

c) Tramitar y gestionar las mediacio-
nes laborales contempladas en la
Orden de Servicio Nº 1 de 2002.

d) Desarrollar cualquier otra actividad
que sea atingente a las materias
relacionadas con conciliación y me-
diación, que la Superioridad del Ser-
vicio disponga al efecto.

2.- Fíjase como territorio jurisdiccional del
Centro de Conciliación y Mediación, para
las materias relativas a conciliación las
comunas de Santiago, Quilicura, Reco-
leta, Independencia, Conchalí, Quinta
Normal, Lo Prado, Cerro Navia, Pudahuel
y Estación Central.

3.- Establécese, que esta Unidad operativa
tendrá jurisdicción en toda las comunas
que conforman el Area Metropolitana en
lo que respecta a Mediación.
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SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD
SOCIAL

Selección de Circulares

1. Licencias medicas durante periodos de
cesantia involuntaria en caso de trabaja-
dores embarcados o gente de mar y de
trabajadores portuarios eventuales

Para los efectos de acceder a licencia
médica y al correspondiente subsidio por
incapacidad laboral, el artículo 18 A de
la Ley Nº 10.662, incorporado por el
artículo 4º de la Ley Nº 18.462, dispone
que se encuentran en cesantía involun-
taria los trabajadores embarcados o gen-
te de mar y los trabajadores portuarios
eventuales durante el lapso que media
entre uno y otro viaje y entre el término
de una jornada o turno y la iniciación de
la siguiente faena, según sea el caso,
por el período máximo de tres meses
calendario contado desde su salida del
empleo.

Por lo tanto, y aún estando cesantes,
cuando estos trabajadores se enferman
dentro del período de cesantía involunta-
ria, tienen derecho a presentar licencia
médica, conforme a lo establecido en el
artículo 18 de la misma Ley Nº 10.662.

Esta normativa es excepcionalísima den-
tro del ordenamiento jurídico chileno  y se
encuentra contenida en la Ley Nº 10.662,
que regula el régimen previsional de la
Sección de Tripulantes de Naves y Ope-

rarios Marítimos –TRIOMAR– de la ex
Caja de Previsión de la Marina Mercante
Nacional, la que en su artículo 2º señala
que serán imponentes de la Sección las
personas para quienes la Ley Nº 10.383
hace obligatorio el seguro, que se des-
empeña como tripulantes de naves, esti-
badores, lancheros u otros oficios marí-
timos.

La Ley Nº 10.383, a que se hace refe-
rencia regula el régimen previsional del
ex Servicio de Seguro Social, por ende,
la Sección TRIOMAR regula el régimen
previsional de los trabajadores que se
desempeñen como tripulantes de naves,
estibadores, lancheros u otros oficios
marítimos, en que predomina el esfuerzo
físico por sobre el intelectual.

Se debe agregar que por expreso man-
dato del artículo 5º de la Ley Nº 18.462,
lo dispuesto en el artículo 18 A de la Ley
Nº 10.662, se aplica también a los tra-
bajadores del Nuevo Sistema de Pensio-
nes que de haber estado en el Antiguo
Sistema de Pensiones, habrían quedado
afectos a la Sección TRIOMAR por la
naturaleza de sus labores, que se hayan
incorporado o que se incorporen al siste-
ma de pensiones regulado por el D.L.
Nº 3.500, de 1980, aun cuando hubieren
celebrado o celebren contrato sobre pres-

2.034, 28.11.02.

Imparte instrucciones respecto de licencias médicas durante períodos de
cesantía involuntaria.
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taciones de salud con Instituciones de
Salud Previsional.

2. Instituto de Normalizacion Previsional
debe actuar como empleador para los
efectos del tramite de las licencias
medicas durante periodos de cesantia
involuntaria

El I.N.P. debe suscribir, en reemplazo del
empleador, las licencias médicas presen-
tadas por los referidos trabajadores du-
rante los períodos de cesantía involun-
taria.

Al recibir una licencia médica el Instituto
de Normalización Previsional, deberá ve-
rificar, entre otros antecedentes, que se
trata de trabajadores embarcados o gen-
te de mar o de trabajadores portuarios
eventuales que por las labores que des-
empeñan quedan afectos al régimen
TRIOMAR, aun cuando se hayan incor-
porado a una Administradora de Fondos
de Pensiones - A.F.P.

Cabe señalar que el Instituto de Normali-
zación Previsional, dispone de un listado
de las labores u oficios que correspon-
den al régimen de TRIOMAR y otro con
las labores u oficios que corresponden al
régimen de CAPREMER.

Las labores u oficios que corresponden
al régimen de TRIOMAR son las siguien-
tes:

• Aforista
• Arrastre
• Ayudante calderero
• Albañiles
• Ayudante capataz
• Amarrador de lanchas
• Achicador
• Ayudante oficina
• Aseador
• Ayudante de motorista
• Buzos

• Bocero
• Contramaestre
• Cocinero, cámara
• Cuidadores marítimos
• Cachureos, chateros, lancheros
• Carboneros
• Carpinteros y calafates
• Calderero
• Contratistas
• Despensero
• Descargador
• Donkeros
• Estibadores
• Engrasador
• Mecánicos
• Maniobras (capataces)
• Navegación Interior
• Operarios (cuidadores marítimos)
• Marinero timonel
• Oxiginista
• Obreros de dique
• Ordenanza Caja Marina Mercante
• Obrero industrial
• Panadero tripulante
• Palero
• Picasales
• Pintores
• Emplanchadores
• Embaladores
• Esmerilador
• Electricista (ayudante motorista)
• Fogoneros
• Fitter (mecánico, soldador, repara-

dor buques y fogoneros)
• Fletadores
• Guardián remolcadores
• Gásfiter
• Gruero
• Huinchero
• Herrero
• Jornaleros
• Junior (servicios menores)
• Lamparero
• Lancheros
• Limpiador sitios de embarque
• Muchacho de rancho
• Marinero auxiliar

• Movilizadores
• Mensajeros
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• Motorista
• Metalúrgicos
• Plomeros
• Patrones de lanchas menor o igual a

50 toneladas
• Pescadores (arrastre)
• Pañoleros
• Rederas (costureras)
• Serenos (cuidadores marítimos)
• Soldador
• Salvavidas
• Tripulantes
• Vaciador
• Watchman (cuidador marítimo)

En todo caso, el Instituto de Normaliza-
ción Previsional podrá suscribir licencia
médicas de trabajadores embarcados o
gente de mar y trabajadores portuarios
eventuales, cuyos oficios no estén in-
cluidos en esta nómina, si en su concep-
to las labores son propias de imponen-
tes afectos al régimen de TRIOMAR,
aun cuando se encuentran incorporados
a una A.F.P., debiendo agregarlos a la
nómina respectiva.

Para estos efectos, el Instituto deberá
tener presente la definición que el Códi-
go del Trabajo hace de los trabajadores
embarcados o gente de mar y de los
trabajadores portuarios.

De acuerdo al artículo 96 del Código del
Trabajo “Se entiende por personal em-
barcado o gente de mar el que, median-
do contrato, ejerce profesiones, oficios
o ocupaciones a bordo de naves o arte-
factos navales”.

Asimismo, el inciso 1º del artículo 100,
dispone que “La dotación de la nave se
compone de capitán, oficiales y tripulan-
tes”.

Tratándose del personal embarcado, el
derecho a acogerse a la norma especial
del artículo 18 a la Ley Nº 10.662 bene-
ficia solamente a los tripulantes, ya que

el capitán y los oficiales no están afectos
al régimen de TRIOMAR.

Los trabajadores portuarios están defini-
dos en el artículo 133 del Código del
Trabajo, como aquellos que realicen fun-
ciones de carga y descarga de mercan-
cía y demás faenas propias de la activi-
dad portuaria, tanto a bordo de naves y
artefactos navales que se encuentren en
los Puertos de la República, como en los
recintos portuarios.

Si las labores portuarias afectas al régi-
men de TRIOMAR son eventuales o tran-
sitorias los trabajadores de que se trata
están amparados por el derecho del ar-
tículo 18 A de la Ley Nº 10.662, aun
cuando se hayan afiliado al Nuevo Siste-
ma de Pensiones.

En cambio, no están afectos a la norma-
tiva de los artículos 18 y 18 A de la Ley
Nº 10.662, los que realizan labores u
oficios que corresponden al régimen de
la Sección de Oficiales y Empleados de
CAPREMER, lo que, de acuerdo a la nó-
mina utilizada por la Dirección Regional
V Región, del I.N.P., son los siguientes:

• Administrativo
• Aspirante a ingeniero
• Ayudante embarcador
• Albañiles reflactarios Naval
• Asistente revisión
• Ayudante de embarque (bodega)
• Auxiliar de Aduana
• Junior de tramitación aduanera
• Capitán
• Capitán ballenero
• Calderos retubadores Naval
• Capataz
• Contador
• Comisario
• Chofer de empresas y Cías. Ind.

Marítimas
• Chofer Oficiales Navales
• Encargado movilizador de playa
• Embarcador y ayudante embarcador
• Empleado de Bahía (con matrícula)
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• Empleado de Bahía en Aduana
• Empleado de Bahía en Cía.
• Electricista de 1ª y 2ª
• Empleado de CAPREMER
• Fresador
• Guardiero ayudante
• Guardiero auxiliar
• Guardiero oficial
• Guardiero Regional
• Gásfiter Navales
• Horquillero
• Ingenieros 1º, 2º, 3º, 4º
• Inspector de calidad
• Laboratorista
• Maquinista
• Mecánico en tierra
• Mecánica motorista
• Médico a bordo
• Mayordomo
• Motorista
• Matricero
• Montadores de carga
• Operadores de grúas horquillas
• Montadores de carga
• Patrón de pesca costero
• Patrón Regional
• Patrón fluvial
• Patrón de Bahía
• Patrón de Yate Costero
• Patrón de Yate de Bahía
• Patrón de Yate Alta Mar
• Patrón lacustre
• Patrón de pesca altamar
• Pilotos 1º, 2º, 3º, 4º
• Pilotos Balleneros
• Pilotín
• Practicante a bordo
• Radiotelegrafista 1º y 2º
• Radiotelegrafista aspirante
• Sereno vigilante
• Sereno
• Sobrecargo (aspirante)
• Soldador
• Supervisor
• Tarjador
• Tornero
• Técnico redero
• Vigilante administrativo

3. Procedimiento que deben seguir las ofici-
nas y sucursales del I.N.P. cuando reci-
ban licencias medicas de personal em-
barcado o gente de mar

a) Debe solicitar al tripulante su libreta
de embarque (con lo cual verificará
la labor del tripulante y la fecha en
que quedó en cesantía involunta-
rio).

b) Si se trata de un tripulante afiliado
al Nuevo Sistema de Pensiones, le
deberá solicitar que acompañe un
certificado de la A.F.P. de las últi-
mas seis remuneraciones por las
cuales se le efectuaron cotizaciones
(con ello se verifica cumplimiento
de requisitos mínimos de seis me-
ses de afiliación y tres meses de
cotizaciones, entendido como 90
días de cotizaciones continuas o
discontinuas dentro de los seis me-
ses anteriores a la licencia, según la
regla general contenida en el inci-
so primero de artículo 4º del D.F.L.
Nº 44, de 1978, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social).

c) Si se trata de tripulante que sigue
siendo imponente de la Sección
TRIOMAR, deberá revisar en el sis-
tema de información institucional
(con ello se podrá verificar cumpli-
miento de requisitos mínimos de
afiliación y cotización que exige el
D.F.L. Nº 44, de 1978, del Ministe-
rio del Trabajo y Previsión Social,
según se señaló en la letra ante-
rior).

Al respecto, se debe tener presente
que no existiendo empleador a quien
justificar la ausencia laboral, no tie-
ne sentido dar tramitación a una
licencia médica que no generará
pago de subsidio por incapacidad
laboral.
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d) Verificados los antecedentes seña-
lados, el Instituto procederá a llenar
el formulario de licencia médica,
siendo firmado y timbrado por un
funcionario de la correspondiente
Sucursal, debidamente autorizado al
efecto.

e) El formulario de licencia suscrito y
firmado se entrega al interesado para
su presentación ante la Unidad de
Licencias Médicas o COMPIN del
Servicio de Salud correspondiente,
o en la ISAPRE de afiliación en su
caso.

4. Procedimiento que debe seguir el I.N.P.
tratandose de trabajadores portuarios
eventuales

a) Debe solicitar al trabajador portua-
rio eventual la presentación del últi-
mo contrato de trabajo (para verifi-
car si se trata de un trabajador por-
tuario eventual que realiza labores
que están afectas a TRIOMAR, aun
cuando se haya afiliado al Nuevo
Sistema de Pensiones).

b) Debe solicitar la carta de aviso de
despido o finiquito (para establecer
la fecha en que quedó en cesantía
involuntaria).

c) Si se trata de un trabajador portua-
rio eventual afiliado al Nuevo Siste-
ma de Pensiones, deberá solicitarle
que acompañe un certificado de la
A.F.P. con los últimos 6 meses de
remuneraciones por las cuales se
efectuaron cotizaciones (con ellos
se verifica cumplimiento del requisi-
to mínimo de seis meses de afilia-
ción y el requisito de cotizaciones
que tratándose de trabajadores con-
tratados diariamente por turnos o
jornada se rebaja a un mes, entendi-
do como 30 días de cotizaciones
dentro de los seis meses anteriores
a la fecha inicial de la licencia médi-

ca, según el inciso segundo del ar-
tículo 4º del D.L. Nº 44).

d) Si se trata de un trabajador portua-
rio eventual que sigue siendo impo-
nente de la Sección TRIOMAR, de-
berá revisar en el sistema de infor-
mación institucional (con ello podría
verificar cumplimiento de requisitos
mínimos de afiliación y cotización
que exige el referido D.F.L. Nº 44,
de 1978, del Ministerio del Trabajo
y Previsión Social, según se señaló
en la letra anterior.

Al respecto se debe tener presente
que no existiendo empleador a quien
justificar la ausencia laboral; no tie-
ne sentido dar tramitación a una
licencia médica que no generará
pago de subsidio por incapacidad
laboral.

e) Verificados los antecedentes seña-
lados, el Instituto procederá a llenar
el formulario de licencia médica,
siendo firmado y timbrado por un
funcionario de la correspondiente
Sucursal, debidamente autorizado al
efecto.

f) El formulario de licencia debidamen-
te suscrito y firmado se entrega al
interesado, para que lo presente ante
la Unidad de Licencias Médicas o la
COMPIN del Servicio de Salud co-
rrespondiente, o en la ISAPRE de
afiliación en su caso.

5. Procedimiento ante las unidades de li-
cencia medica o comisiones de medicina
preventiva e invalidez

El interesado no afiliado a una ISAPRE
deberá presentar la licencia médica o a
la Unidad de Licencias Médicas o a la
COMPIN del Servicio de Salud corres-
pondiente a su domicilio.
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Encontrándose la licencia médica suscrita
y firmada por el Instituto de Normali-
zación Previsional, el que previamente ha
verificado que se trata de un trabajador
embarcado o de un trabajador portuario
eventual, a quienes les resulta aplicable
la normativa de la cesantía involuntaria
contenida en los artículos 18 y 18 A de la
Ley Nº 10.662, aun cuando se haya afi-
liado a una Administradora de Fondos de

Pensiones, la COMPIN, deberán proce-
der a recibir la licencia médica y pronun-
ciarse de la misma de acuerdo a la nor-
mativa contenida en el D.S. Nº 3, de
1984, del Ministerio de Salud.

Finalmente, se solicita dar la mayor difu-
sión a las presentes instrucciones, espe-
cialmente entre las personas encarga-
das de su aplicación.

2.035, 11.12.02.

Imparte instrucciones sobre reajuste de pensiones que debe aplicarse a
contar del 1º de diciembre de 2002, de acuerdo con el artículo 14 del D.L.
Nº 2.448, de 1979.

1. Reajuste General de Pensiones

En conformidad a lo dispuesto en los
artículos 14 del D.L. Nº 2.448 y 2º del
D.L. Nº 2.547, ambos de 1979, modifi-
cados por la Ley Nº 19.262, todas las
pensiones de regímenes previsionales fis-
calizados por esta Superintendencia y
las pensiones de la Caja de Previsión de
la Defensa Nacional y de la Dirección de
Previsión de Carabineros de Chile, se
reajustarán automáticamente, en el
100% de la variación experimentada por
el I.N.P. entre el mes anterior al último
reajuste concedido y el mes en que di-
cha variación alcance o supere el 15%.
Con todo, si transcurriesen 12 meses
desde el último reajuste sin que la varia-
ción del referido índice alcance el 15%,
las aludidas pensiones se reajustarán en
el porcentaje de variación que aquél
hubiere experimentado en dicho perío-
do. Este último reajuste sustituye al an-
tes indicado.

De acuerdo con los referidos decretos
leyes y dado que el 30 de noviembre de

2002, se cumplieron 12 meses desde el
último reajuste ordinario de pensiones
sin que la variación del I.P.C. alcanzará
el 15%, ya señalado, corresponde re-
ajustar a contar del 1º de diciembre de
2002, todas las pensiones a que se re-
fieren los artículos 14 del D.L. Nº 2.448
y 2º del D.L. Nº 2.547, ya citados, vi-
gentes al 30 de noviembre de 2002,
incluidas aquellas que a dicha fecha se
encontraban asimiladas a los montos
mínimos de los artículos 24, 26 y 27 de
la Ley Nº 15.386 y artículo 39 de la Ley
Nº 10.662, en un 100% de la variación
experimentada por el I.P.C. entre el 30
de noviembre de 2001 y el 30 de no-
viembre de 2002, esto es, en un 2,96%.

2. Reajuste de Pensiones Minimas

En conformidad a lo dispuesto en los
artículos 14 del D.L. Nº 2.448 y 2º del
D.L. Nº 2.547, ya citados, a contar del
1º de diciembre de 2002, corresponde
reajustar las pensiones mínimas de los
artículos 24, 26 y 27 de la Ley Nº 15.386
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y del artículo 39 de la Ley Nº 10.662, en
un 2,96%. En igual porcentaje deben
reajustarse las pensiones que al 30 de
noviembre de 2002, se encontraban asi-
miladas a algunos montos mínimos ya
señalados.

A continuación se indican los valores de
las pensiones mínimas y especiales, que
regirán a contar del 1º de diciembre de
2002.

Montos vigentes a contar del 1º de di-
ciembre de 2002 y de las pensiones
minimas, asistenciales y especiales

(en pesos)

A.- Pensiones mínimas de pensionados
menores de 70 años de edad

1.- Pensiones mínimas del artículo 26
de la Ley Nº 15.386

a) De vejez, invalidez,
años de servicios 74.503,52

b) De viudez, sin hijos 48.347,92

c) De viudez, con hijos,
madre viuda y padre in-
válido 40.441,84

d) De orfandad y otros so-
brevivientes 11.175,52

e) Madre de hijos de filia-
ción no matrimonial del
causante sin hijos (ar-
tículo 24 Ley
Nº 15.386) 29.008,75

f) Madre de hijos de filia-
ción no matrimonial del
causante con hijos (ar-
tículo 24 Ley
Nº 15.386 24.265,11

2.- Pensiones asistenciales del artículo
27 de la Ley Nº 15.386

a) De vejez e invalidez 41.809,01

b) De viudez, sin hijos 24.173,97

c) De viudez, con hijos 20.220,92

d) De orfandad 5.587,77

3.- Pensiones especiales del artículo 39
de la Ley Nº 10.662

a) De vejez e invalidez 23.766,21

b) De viudez 16.440,35

c) De orfandad 3.564,93

B.- Pensiones mínimas de pensionados
de 70 años de edad y más

1.- Pensiones mínimas del artículo 26
de la Ley Nº 15.386

a) De vejez, invalidez,
años de servicios,
retiro y otras jubila-
ciones 81.463,85

b) De viudez, sin hijos 60.326,14

c) De viudez, con hijos 52.093,13

d) De orfandad 11.175,52

e) Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te sin hijos (artículo
24 Ley Nº 15.386) 40.202,31

f) Madre de hijos de
filiación no matrimo-
nial del causante
con hijos (artículo
24 Ley Nº 15.386) 35.262,57

2.- Pensiones asistenciales del artículo
27 de la Ley Nº 15.386
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a) De vejez e invalidez 81.463,85

b) De viudez, sin hijos 24.173,97

c) De viudez, con hijos 20.220,92

d) De orfandad 5.587,77

3.- Pensiones especiales del artículo 39
de la Ley Nº 10.662

a) De vejez e invalidez 57.747,57

b) De viudez 24.912,10

c) De orfandad 3.564,93

Cabe recordar que el último inciso del
artículo 5º de la Ley Nº 18.987 dispone
que para la aplicación de los montos
mínimos se considerará el valor de las
pensiones amplificado previamente con-
forme con la Ley Nº 18.754.

En consecuencia, los montos indicados
son de aplicación general y ya no corres-
ponde incrementarlos por los factores
de amplificación que derivan de la apli-
cación de la Ley Nº 18.754.

3. Reajuste de la bonificacion concedida por
la Ley Nº 19.403 a las pensiones minimas
de viudez y de la madre de los hijos
naturales del causante, hoy madre de los
hijos de filiacion no matrimonial del cau-
sante

El artículo 10 de la  Ley Nº 19.403
dispuso que las bonificaciones que en
virtud de dicha ley se concedan, se re-
ajustarán en la misma forma y oportuni-
dad en que lo sean las pensiones míni-
mas por aplicación del artículo 14 del
Decreto Ley Nº 2.448, de 1979. En con-
secuencia, a contar del 1º de diciembre
de 2002 corresponde aplicar a las referi-
das bonificaciones, el 2,96% de reajus-
te.

Montos vigentes a contar del 1º de di-
ciembre de 2002 de las bonificaciones
de la Ley Nº 19.403 a las pensiones
minimas

(en pesos)

A.- Beneficiarios menores de 70 años
de edad

1.- Pensiones mínimas artículo 26 Ley
Nº 15.386

a) Viuda sin hijo 8.516,03

b) Viuda con hijo 8.516,03

c) Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te sin hijos (artículo
24 Ley Nº 15.386) 5.109,63

d) Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te con hijos (artícu-
lo 24 Ley Nº 15.386 5.109,63

2.- Pensiones mínimas artículo 27 Ley
Nº 15.386

a) Viuda sin hijo 4.258,02

b) Viuda con hijo 4.258,02

B.- Beneficiarios de 70 años de edad y
más

1.- Pensiones mínimas artículo 26 Ley
Nº 15.386

a) Viuda sin hijo 8.469,38

b) Viuda con hijo 7.333,90

c) Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te sin hijos (artículo
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24 Ley Nº 15.386) 5.744,26

d) Madre de hijos de
filiación no matrimo-
nial del causante
con hijos (artículo
24 Ley Nº 15.386 5.062,98

2.- Pensiones mínimas artículo 27 Ley
Nº 15.386

a) Viuda sin hijo 4.258,02

b) Viuda con hijo 4.258,02

4. Reajuste de las pensiones asis-tenciales

De acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 10 Ley Nº 18.611, no correspon-
de reajustar a contar del 1º de diciembre
de 2002, los montos de las pensiones
asistenciales del D.L. Nº 869, de 1975,
ni las pensiones asistenciales del artícu-
lo 245 de la Ley Nº 16.464, las que
conservarán durante el presente mes el
valor vigente a noviembre último, de-
biendo reajustarse a contar del 1º de
enero de 2003 en un 3,04%.

5. Reajuste de las bonificaciones de la ley
Nº 19.539

El artículo 12 de la Ley Nº 19.539 esta-
blece que las bonificaciones que en vir-
tud de dicha ley se conceden, serán
imponibles en los mismos términos y
porcentajes que la pensión respectiva y
se reajustarán en la misma forma y opor-
tunidad en que lo sean las pensiones
mínimas por aplicación del artículo 14
del Decreto Ley Nº 2.448, de 1979. En
consecuencia, a contar del 1º de diciem-
bre de 2002 corresponde aplicar a las
referidas bonificaciones, el 2,96% de
reajuste.

Montos vigentes a contar del 1º de di-
ciembre de 2002 de las bonificaciones
de la Ley Nº 19.539 a las pensiones
minimas

(en pesos)

A.- Beneficiarios menores de 70 años
de edad

1.- Pensiones mínimas artículo 26 Ley
Nº 15.386

a) De viudez, sin hijo 17.639,58

b) De viudez, con hijo 14.370,13

c) Madre de hijos de fi-
liación no matrimo-
nial del causante sin
hijos (artículo 24
Ley Nº 15.386) 10.583,73

d)  Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te con hijos 8.622,07

2.- Pensiones asistenciales del artículo
27 de la Ley Nº 15.386

a) De viudez, sin hijo 8.819,79

b) De viudez, con hijo 7.185,07

B.- Beneficiarios de 70 años de edad y
más

1.- Pensiones mínimas artículo 26 Ley
Nº 15.386

a) De viudez, sin hijo 12.668,32

b) De viudez, con hijo 9.817,25

c) Madre de hijos de
filiación no matri-
monial del causan-
te sin hijos (artículo
24 Ley Nº 15.386) 2.931,71

d) Madre de hijos de
filiación no matri-
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monial del causante
con hijos (artícu-
lo 24 Ley Nº 15.386) 1.221,01

2.- Pensiones asistenciales del artículo
27 de la Ley Nº 15.386

a) De viudez, sin hijo 12.299,96

b) De viudez, con hijo 10.143,20

6. Reajuste del limite maximo inicial de las
pensiones

Conforme a lo dispuesto en el artículo
18 de la Ley Nº 18.675, sustituido por
el artículo 9º de la Ley Nº 19.200, el
límite inicial de las pensiones a que se

refiere el artículo 25 de la Ley Nº 15.386,
se reajustará en el mismo porcentaje y
oportunidad en que lo sean las pensio-
nes en virtud del artículo 14 del D.L.    Nº
2.448, de 1979.

De acuerdo con lo anterior, el límite ini-
cial que corresponde aplicar a las pen-
siones que se otorguen a contar del 1º
de diciembre de 2002 será de $ 765.153.

7. La Superintendencia infrascrita solicita a
usted dar la más amplia difusión a las
presentes instrucciones, especialmente
entre los funcionarios encargados de su
aplicación.
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SUPERINTENDENCIA DE
ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE

PENSIONES

Selección de Dictámenes

FIS-514, 07.02.

1) Improcedencia de efectuar aporte del 4,11% de la remuneración men-
sual imponible de las personas que laboran como cuidadoras de ancia-
nos en casas de reposo, pues se rigen por las disposiciones generales
del Código del Trabajo.

2) Procedimiento para solicitar la devolución del aporte.

Se ha solicitado un pronunciamiento a
esta Superintendencia relativo a si procede o
no que las personas que trabajan como
cuidadoras de ancianos en casas de reposo
coticen el aporte del 4,11% de la remunera-
ción mensual imponible establecido en el ar-
tículo 163 del Código del Trabajo, en aten-
ción a que ellas están sujetas a las normas
especiales que rigen el contrato de los traba-
jadores de casa particular conforme a lo dis-
puesto en el inciso segundo del artículo 146
del referido Código.

El recurrente hace presente que efectuó
una presentación a la Dirección del Trabajo,
la que le señaló que no le corresponde res-
pecto de las referidas trabajadoras, efectuar
el aporte del 4,11% por concepto de indem-
nización. Agrega que en atención a lo ex-
puesto, solicita que se le indiquen los trámi-
tes que debe realizar para que las A.F.P. le
devuelvan los pagos efectuados por ese con-
cepto.

Al respecto, cabe señalar que el artículo
146 del Código del Trabajo dispone que "Son
trabajadores de casa particular las personas
naturales que se dediquen en forma continua,
a jornada completa o parcial, al servicio de

una o más personas naturales o de una fami-
lia, en trabajos de aseo y asistencia propios o
inherentes al hogar.

Con todo, son trabajos sujetos a las nor-
mas especiales de este capítulo, las personas
que realizan labores iguales o similares a las
señaladas en el inciso anterior en institucio-
nes de beneficencia cuya finalidad sea aten-
der a personas con necesidades especiales de
protección o asistencia, proporcionándoles los
beneficios propios de un hogar.

En caso de duda, la calificación se hará
por el inspector del trabajo respectivo, de
cuya resolución podrá reclamarse al Director
del Trabajo, sin ulterior recurso".

Sobre el particular, esta Superintendencia
cumple con manifestar que el organismo com-
petente para efectuar la calificación de las
labores efectuadas por los trabajadores, es la
Dirección del Trabajo, de acuerdo con la nor-
mativa vigente, razón por la cual debe estarse
al pronunciamiento de dicho Servicio.

Ahora bien, y a modo ilustrativo, cabe
señalar que por Dictamen Nº 486/35 de 26
de enero de 1999, la Dirección del Trabajo,
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sostuvo que las trabajadoras que laboran como
cuidadoras de ancianos en una casa de repo-
so, desempeñando las labores que requiere el
cuidado integral de los pacientes, según sea
el grado de incapacidad de los mismos, tales
como darles alimentos, pasearlos, ayudarles
a caminar, a asearse, etc., no cumplen fun-
ciones que puedan considerarse como pro-
pias o inherentes al hogar, puesto que dicen
relación con la condición especial de determi-
nadas personas y no están referidas al hogar
ni son esencialmente domésticas. En efecto,
son labores propias o inherentes al hogar
todas aquellas que se realizan en una "casa"
o "domicilio" o en "vida de familia", que es el
concepto de hogar que da el Diccionario de la
Real Academia de la Lengua Española, como
es el caso, por ejemplo, de las labores de
aseo y limpieza, preparación y servicio de los
alimentos, lavado y planchado, riego y aten-
ción de jardines, cuidados de niños y perso-
nas enfermas, etc. En virtud de lo señalado,
la Dirección del Trabajo dictaminó que las

personas que laboran como cuidadoras de
ancianos en una casa de reposo, no tienen la
calidad de trabajadoras de casa particular,
razón por la cual se rigen por las disposicio-
nes generales del Código del Trabajo.

Precisado lo anterior, cabe señalar que
en este contexto no procedería efectuar el
aporte del 4,11% de la remuneración men-
sual imponible establecido en el artículo 163
del Código del Trabajo.

En cuanto a los pagos ya efectuados por
dicho concepto, correspondería que la recu-
rrente suscribiera en las respectivas Adminis-
tradoras de Fondos de Pensiones una Solici-
tud de Devolución de Pagos en Excesos, que
se someterá al procedimiento establecido en
la Circular Nº 233 de esta Superintendencia,
debiendo acompañar el informe emitido por la
Dirección Regional del Trabajo, región Metro-
politana Nº 1907, de fecha 12 de junio de
2002.

FIS-538, 07.02.

Cotización de salud sobre remuneraciones de trabajadores dependientes
que además son pensionados del Nuevo Sistema de Pensiones.

Se ha solicitado a este Organismo
Fiscalizador un pronunciamiento sobre la in-
terpretación que debe darse al inciso cuarto
del artículo 69 del D.L. Nº 3.500, de 1980,
para efectos de determinar la cotización de
salud que sobre las remuneraciones deben
efectuar los trabajadores dependientes, que
además son pensionados de este Sistema. Se
señala que se encuentra pendiente de infor-
me la presentación que efectuara una afiliada
a una A.F.P., trabajadora dependiente, res-
pecto a la posibilidad de liberarse del des-
cuento de la cotización para la salud que se
realiza a su pensión de sobrevivencia del Sis-
tema regulado por el citado D.L. Nº 3.500, en
la modalidad de renta vitalicia.

Sobre el particular, cabe señalar que un
pensionado del Sistema de Administradoras
de Fondos de Pensiones, debe cotizar obliga-
toriamente el 7% de su pensión, cualquiera
sea la modalidad a que se haya acogido,
como cotización de salud, por disposición del
artículo 85 del D.L. Nº 3.500, de 1980.

En relación a las remuneraciones que
perciba este pensionado, por su calidad de
trabajador dependiente, cuya cotización de
salud determinará y pagará el empleador res-
pectivo, cabe señalar que ella está, en este
caso, afecta a una disposición legal espe-
cial.
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En efecto, dispone el inciso cuarto del
artículo 69 del D.L. Nº 3.500, que "La cotiza-
ción de salud que deban realizar los pensiona-
dos se calculará sobre las remuneraciones del
trabajador, considerándose, sólo para estos
efectos, como límite máximo imponible el
señalado en el artículo 16, deducido el monto
de la pensión que estuvieren percibiendo".

Lo anterior puede explicarse a través del
siguiente ejemplo:

Monto pensión : 16 U.F.
Monto remuneración : 60 U.F.

– cotización salud por pensión.
1,12 U.F.
(7% de la pensión)

– Cotización salud por remuneración:
3,08 U.F.
(7% de remuneración - pensión).

FIS-540, 07.02.

1) Cesa la obligación del empleador de practicar descuentos por concepto
de cotizaciones voluntarias y/o ahorro previsional voluntario, en un mes
que el trabajador se encuentra acogido a licencia médica y proceda el
pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidios,
cualquiera sea el número de días.

2) Descuentos por concepto de cotizaciones voluntarias y/o ahorro
previsional voluntario quedan sujetos al inciso primero del artículo 58
del Código del Trabajo, sin perjuicio de preferir otros descuentos y cesar
la obligación del empleador en situaciones determinadas.

Se han efectuado las siguientes consul-
tas que se responderán en el mismo orden en
que se plantearon, todas relacionadas con los
descuentos que debe realizar el empleador de
la remuneración del trabajador por concepto
de cotizaciones voluntarias y ahorro previsional
voluntario.

1. La primera consulta dice relación con la
aplicación del capítulo X sobre "Cobran-
za" de la Circular Conjunta de las Superin-
tendencias de A.F.P., de Seguridad So-
cial, Bancos e Instituciones Financieras y
Valores y Seguros, signada con el Nº 1.194
para esta Superintendencia, conforme al
cual y sobre la base de lo dispuesto en
los artículos 7º y 13 del Reglamento del
D.L. Nº 3.500, de 1980, se establece
que cesará la obligación para el empleador
de descontar las cotizaciones voluntarias

y depósitos de ahorro previsional volun-
tario, en cada uno de los meses en que
proceda el pago de cotizaciones del tra-
bajador a través de una entidad pagado-
ra de subsidios.

Al respecto, se consulta sobre el sentido
y alcance de dicha norma, señalando si
cuando un trabajador se encuentra con
licencia médica y cumpla con los requisi-
tos para que la entidad pagadora de sub-
sidios pague el subsidio, el empleador no
debe descontar las cotizaciones volunta-
rias o ahorro previsional voluntario, inde-
pendiente de la cantidad de días por los
cuales se le pague subsidio, o sólo cuan-
do se pague subsidio por mes completo.

Sobre esta materia, debe señalarse que
conforme a la jurisprudencia sostenida
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en el tiempo de esta Superintendencia,
relativa a las disposiciones contenidas
en el inciso tercero del artículo 7º en
relación con el artículo 13, ambos del
Reglamento del D.L. Nº 3.500, por el
solo hecho que un trabajador se encuen-
tre acogido a licencia médica con dere-
cho a pago de subsidio de incapacidad
laboral por una entidad pagadora de sub-
sidios, cesa la obligación del empleador
de practicar el descuento de la remune-
ración del trabajador, del monto o por-
centaje que le haya solicitado para efec-
tuar cotizaciones voluntarias en su cuen-
ta de capitalización individual, en cual-
quier fondo de la A.F.P. en que se en-
cuentre afiliado o depósito de ahorro
previsional voluntario para realizarse di-
rectamente en una Institución Autoriza-
da o a través de una A.F.P.

2. Por otra parte, y respecto a esta misma
materia, el recurrente solicita que se le
informe cómo debe actuar el empleador
frente a su obligación de descontar las
cotizaciones voluntarias y/o ahorro
previsional voluntario en las situaciones
que a continuación se indican:

2.1. Trabajador contratado o finiquitado
a mitad del mes, cuando su remune-
ración líquida no alcanza para reali-
zar los descuentos mencionados.

2.2. Trabajador con contrato vigente,
cuando su remuneración líquida no
alcanza para realizar los descuentos
mencionados.

2.3. Trabajador finiquitado y recontratado
en el mismo mes (contrato por obra),
en que la remuneración líquida de
ninguna de las liquidaciones alcanza
para realizar los descuentos, y

2.4. Trabajador en alguna de las situa-
ciones anteriores, en que la remune-
ración líquida sólo alcanza para des-
contar o la cotización voluntaria o el
ahorro previsional voluntario.

Además, consultada si existe algún or-
den de prioridad para efectuar dichos
descuentos, en el caso que haya otros
descuentos diferentes de las cotizacio-
nes previsionales obligatorias, tales como
anticipos, beneficios, préstamos, etc.

En relación con las materias objeto de
esta consulta, cabe informar lo siguien-
te:

Mediante Oficio Ord. Nº 4.550, de esta
Superintendencia, de fecha 26 de marzo
de 2002, se concluye que el empleador
está obligado a descontar de las remune-
raciones de sus trabajadores afiliados al
Sistema de Pensiones del D.L. Nº 3.500,
de 1980, los montos o porcentajes que
les soliciten para efectuar cotizaciones
voluntarias en su cuenta de capitaliza-
ción individual, en cualquier fondo de la
A.F.P. en la que se encuentran afiliados
o depósitos de ahorro previsional volun-
tario para realizar directamente en las
Instituciones autorizadas o en una A.F.P.
Todo ello, por tratarse de un mandato
que confiere el trabajador al empleador
que tiene su fuente en la ley, por lo que
en derecho, estos descuentos quedan
comprendidos en el inciso primero del
artículo 58 del Código del Trabajo, en la
calidad de obligaciones con instituciones
de previsión que este precepto legal no
deja sujeto al límite.

Sin embargo, por no tener el carácter de
cotizaciones obligatorias de seguridad
social, los descuentos por cotizaciones
voluntarias y depósitos de ahorro
previsional, no constituyen descuentos
legales, por lo que en el evento en que
existan o sobrevengan, retenciones o des-
cuentos decretados por sentencias
ejecutoriadas de los Tribunales de Justi-
cia, entre los cuales con mayor ocurren-
cia se encuentran, las pensiones alimen-
ticias debidas por ley, o existan otros
establecidos en el inciso primero del ar-
tículo 58 del Código del Trabajo, contraí-
dos con su organismo público, o con
otras instituciones, por concepto de di-
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videndos hipotecarios por adquisición de
vivienda, o por depósitos de ahorro en
cuenta de ahorro para la vivienda, éstos,
deberán ser deducidos de las remuneracio-
nes de los trabajadores en forma previa a
las deducciones de las cantidades corres-
pondientes a cotizaciones voluntarias y/o
depósitos de ahorro previsional voluntario.

Finalmente, sobre la base de las consi-
deraciones precedentemente señaladas

puede concluirse que en las situaciones
indicadas en los números 2.1., 2.2. y
2.3., debe considerarse que cesa la
obligación del empleador de practicar
los descuentos por cotizaciones volun-
tarias y/o ahorro previsional voluntario
solicitado por el trabajador, y en la
situación referida en el Nº 2.4. corres-
pondería resolver conforme a la volun-
tad del trabajador manifestada por es-
crito.

FIS-551, 07.02.

Consulta sobre límite máximo de remuneración imponible establecido en el
artículo 16 del D.L. Nº 3.500, de 1980.

Una empresa ha recurrido a esta Su-
perintendencia, consultando sobre el monto
que debe enterar el empleador de un trabaja-
dor que tiene como tope de remuneración
imponible 60 U.F., y que trabaja períodos
inferiores a un mes calendario, específica-
mente, si debe efectuar las cotizaciones en
proporción a dicho límite.

Sobre el particular cabe señalar, que
efectivamente, conforme lo establecido en
el artículo 16 del D.L. Nº 3.500, de 1980,
en relación al inciso segundo del artículo 7º
del D.S. Nº 57, de 1990, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, que contiene el
reglamento del texto legal citado, la remune-
ración utilizada como base para determinar
las cotizaciones previsionales obligatorias de
los trabajadores dependientes afiliados a este
Sistema, tendrá un límite máximo imponible
de 60 U.F. del último día del mes anterior al
pago de la cotización.

A este respecto, cabe agregar que con-
forme al criterio sostenido uniformemente
por esta Superintendencia, el límite máximo

de imponibilidad de 60 U.F., es un límite a la
remuneración mensual y no es susceptible
de aplicarlo en forma proporcional al número
de días por el cual se cotice –fracción menor
a un mes– en el evento que la remuneración
pagada sea de un valor superior.

De esta manera, el pago de las cotiza-
ciones previsionales debe efectuarse men-
sualmente dentro del plazo legal establecido
para estos efectos, y la base de cálculo de
las cotizaciones previsionales obligatorias es
la remuneración que perciba el trabajador,
no pudiendo en todo caso ser ésta superior
al monto máximo imponible de 60 U.F. del
último día del mes anterior al pago de la
cotización. Todo ello, independientemente
que las remuneraciones pagadas por el em-
pleador a su trabajador correspondan a una
fracción de mes o a un mes calendario, sea
porque los servicios se hayan pactado en
forma diaria, semanal, quincenal o mensual,
como en el evento que por cualquier causa,
se haya puesto término al contrato de tra-
bajo antes del último día de un mes calenda-
rio.
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FIS-579, 07.02.

Afiliado al Sistema de Pensiones del D.L. Nº 3.500, de 1980 que cotiza en
la calidad de independiente, debe enterar cotización del 7% para salud.

Una persona se ha dirigido a esta Super-
intendencia solicitando se le informe si puede
cotizar como independiente, enterando sólo
las cotizaciones para pensiones, como le ha-
bían informado en su A.F.P. Expresa, que
habría quedado sin trabajo en el mes de mayo
de 2002, que cotizó sólo para pensiones por
dicho mes, la cantidad de $ 13.008 y que es
carga de su marido en el área de salud.

Al respecto, y de acuerdo con los ante-
cedentes de hecho expuestos, esta Superin-
tendencia cumple con informar que para los
efectos del derecho a la Seguridad Social y
obtener los beneficios que establece el Sis-
tema de Pensiones establecido por el D.L.
Nº 3.500, de 1980, sobre la base de lo
dispuesto en el artículo 89 del D.L. Nº 3.500,
de 1980, en relación con la letra c) del artícu-
lo 3º del Código del Trabajo, el único requisi-
to que se exige para que una persona en
forma voluntaria pueda efectuar cotizaciones
previsionales en la calidad de trabajador inde-
pendiente, es que desarrolle en forma autó-
noma e independiente, esto es, sin vínculo de
subordinación y dependencia, cualquier pro-
fesión, ocupación lucrativa, oficio, trabajo o
actividad mediante la cual obtenga un ingre-
so. Todo ello, en atención a que no resulta
procedente darle un alcance más amplio al

citado artículo 89 del D.L. Nº 3.500, como
sería fundar el derecho a cotizar en la calidad
de independiente, sobre la base de una decla-
ración de una renta ficticia, para el solo efec-
to de la declaración y pago de las cotizacio-
nes previsionales obligatorias, pues en el D.L.
Nº 3.500 no está establecida la calidad de
imponente voluntario, que en virtud de la Ley
Nº 18.095, si tiene derecho a invocar los im-
ponentes de algunos regímenes previsionales
del Antiguo Sistema administrados por el
I.N.P., y bajo ciertos presupuestos.

Precisado lo anterior, y si usted efectiva-
mente desarrolla en forma autónoma e inde-
pendiente una actividad mediante la cual ob-
tenga un ingreso, puede cotizar en la calidad
de independiente, debiendo efectuar de con-
formidad a lo dispuesto en el artículo 92 del
D.L. Nº 3.500, las cotizaciones obligatorias
para pensiones y salud determinadas sobre la
renta que declare mensualmente. En su caso,
debe cotizar sobre la renta que declare, el
12,33% para pensiones y obligatoriamente
debe efectuar una cotización del 7% para
salud que será recaudada por la Administra-
dora para enterarla en el Fondo Nacional de
Salud. No obstante, podrá optar por enterar
dicha cotización en una Institución de Salud
Previsional (ISAPRE).
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FIS-582, 08.02.

Pronunciamiento relativo a la imputación de las cotizaciones efectuadas
por el empleador a la Cuenta Individual por Cesantía, por concepto de
indemnización por años de servicios, prevista en el artículo 13 de la Ley Nº
19.728.

Se ha solicitado un pronunciamiento rela-
tivo a la imputación de las cotizaciones efec-
tuadas por el empleador a la Cuenta Indivi-
dual por Cesantía del afiliado, por concepto
de indemnización por término de contrato de
trabajo, prevista en el artículo 13 de la Ley
Nº 19.728. Específicamente, se consulta si
procede respecto de la indemnización por
años de servicios establecida por un monto
superior al legal, y si corresponde dicho bene-
ficio respecto de causales que no dan dere-
cho a ella.

Al respecto, cabe tener en consideración
las siguientes disposiciones legales:

1. El artículo 4º del la Ley Nº 19.728, seña-
la que: "Los derecho establecidos en esta
ley son independientes y compatibles con
los establecidos para los trabajadores en
el Título V del Libro I del Código del
Trabajo, sin perjuicio de lo establecido
en el inciso segundo del artículo 13 de la
presente ley".

2. El inciso primero del artículo 13 de la
citada Ley Nº19.728, establece que: "Si
el contrato terminare por las causales
previstas en el artículo 161 del Código
del Trabajo, el afiliado tendrá derecho a
la indemnización por años de servicios
prevista en el inciso segundo del artículo
163 del mismo cuerpo legal, calculada
sobre la última remuneración mensual
definida en el artículo 172 del mismo,
con un límite máximo de trescientos trein-
ta días de remuneración, a menos que se
haya pactado, individual o colectivamen-
te, una superior, caso en el cual se apli-
cará esta última".

Por su parte, el inciso segundo del pre-
cepto legal en comento dispone que: "Se
imputará a esta prestación la parte del
saldo de la Cuenta Individual por Cesan-
tía constituida por las cotizaciones efec-
tuadas por el empleador más su rentabili-
dad, deducidos los costos de administra-
ción que correspondan, con cargo a las
cuales el asegurado puede hacer retiros
en la forma que señala el artículo 15".

3. El artículo 48 de la Ley Nº 19.728, que
dispone: "Respecto de los trabajadores
afiliados al Seguro, que ingresen a una
empresa en que exista convenio colecti-
vo, contrato colectivo o fallo arbitral en
que se haya establecido un sistema de
indemnización por término de la relación
laboral, éstos, de acuerdo con su
empleador, podrán incorporarse al siste-
ma indemnizatorio contemplado en el ins-
trumento colectivo, en cuyo caso ten-
drán derecho a los beneficios adicionales
al Seguro que le otorgue dicho instru-
mento. Dicha incorporación mantiene vi-
gente la obligación de cotizar a que se
refieren los artículo 5º y 11, así como el
derecho de imputación a que se refiere el
inciso segundo del artículo 13".

4. El inciso primero del artículo 161 del
referido Código del Trabajo, modificado
por el Nº 24 del artículo único de la Ley
Nº 19.759, dispone que: "Sin perjuicio
de lo señalado en los artículos preceden-
tes, el empleador podrá poner término al
contrato de trabajo invocando como cau-
sal las necesidades de la empresa, esta-
blecimiento o servicio, tales como las
derivadas de la racionalización o moder-
nización de los mismos, bajas en produc-
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tividad, cambios en las condiciones del
mercado o de la economía, que hagan
necesaria la separación de uno o de más
trabajadores".

5. El artículo 161 bis del Código del Trabajo
agregado por el Nº 25 de artículo único
de la Ley Nº19.759, dispone que: "La
invalidez, total o parcial, no es justa cau-
sa para el término del contrato de traba-
jo. El trabajador que fuere separado de
sus funciones por tal motivo, tendrá de-
recho a la indemnización establecida en
los incisos primero o segundo del artícu-
lo 163, según correspondiere, con el in-
cremento señalado en la letra b) del ar-
tículo 168".

Precisadas las disposiciones legales rela-
cionada con la materia en objeto del informe,
cabe señalar que si bien la imputación de las
cotizaciones efectuadas por el empleador a la
Cuenta Individual por Cesantía, a la indemni-
zación por años de servicio que le correspon-
de al trabajador, está expresamente estable-
cida respecto de la causal de término de
contrato establecido en el artículo 161 del
Código del Trabajo, esto es, por necesidades
de la empresa, establecimiento o servicio,
también debe aplicarse respecto de la situa-
ción señalada en su artículo 161 bis, la que
fue agregada según ya se indicó por la Ley
Nº 19.759, posterior a la Ley Nº 19.728.
Todo ello, por cuanto con anterioridad a la

modificación introducida al artículo 161 del
Código del Trabajo por la citada Ley Nº 19.759,
la invalidez se entendía comprendida en la
causal de despido por la necesidad de la
empresa, establecimiento o servicio, pues se
entendería como la falta de adecuación labo-
ral o técnica del trabajador.

Ahora bien, en cuanto a la procedencia
de efectuar la referida imputación a las
indemnizaciones por años de servicios esta-
blecidas por causales que no dan derecho a
ella, o "a todo evento", en virtud de conve-
nios o contratos colectivos o fallos arbitrales
en que se haya establecido un sistema de
indemnización por término de la relación la-
boral, cabe señalar que esta Superintendencia
conforme al sentido y alcance de las disposi-
ciones legales analizadas, considera que tam-
bién ese derecho procedería cuando aquélla
debe pagarse por el empleador por una causal
que legalmente no da derecho a indemniza-
ción, cuando se tiene pactado un sistema de
indemnización a todo evento.

Finalmente, respecto a sobre cuál de las
indemnizaciones establecidas en el contrato
de trabajo –legal o convencional– correspon-
de hacer la imputación ya referida, cabe indi-
car que se debe aplicar con preferencia a la
legal, la indemnización convenida individual o
colectivamente, siempre que fuera de un mon-
to superior, como se establece en el artículo
13 de la Ley Nº 19.728.
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CONTRALORIA GENERAL DE LA
REPUBLICA

Selección de Dictámenes

37.574, 26.09.02.

Se refiere a las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social y de
los Servicios de Salud en materia de Accidentes del Trabajo y Enfermeda-
des Profesionales.

Se solicita a esta Contraloría General
que determine si la Superintendencia de Se-
guridad Social en el ejercicio de las faculta-
des de fiscalización que le confiere su Ley
Orgánica Nº 16.395 y Ley Nº 16.744, sobre
Seguro de Accidentes del Trabajo y Enferme-
dades Profesionales, puede solicitar a los
Servicios de Salud la información relativa a la
evaluación efectuada respecto de las medi-
das de prevención, higiene y seguridad
implementadas por las empresas y mutuali-
dades que indica; a los sumarios sanitarios
instruidos en esas entidades, y a los planes
anuales de control.

Asimismo, si en virtud de tales atribucio-
nes, puede requerir a los aludidos servicios
información respecto de los sistemas de con-
tabilidad y sobre los resultados financieros
obtenidos en relación con la materia.

El Ministerio de Salud informando sobre
el particular, expresa que la consulta se refie-
re básicamente a la procedencia de que la
indicada Superintendencia requiera informa-
ción sobre las actividades de fiscalización
que efectúan los Servicios de Salud y res-
pecto de los sumarios sanitarios que éstos
instruyen.

En lo que concierne a tales aspectos,
esa Secretaría de Estado señala que dichos
organismo sólo cuando actúan en calidad de

administradores del seguro de accidentes del
trabajo y enfermedades profesionales a que
se refiere la Ley Nº 16.744, se encontrarían
sometidos a la supervigilancia de la Superin-
tendencia de Seguridad Social, debiendo aca-
tar sus instrucciones y proporcionar los ante-
cedentes que les requiera.

No obstante, agrega que los indicados
servicios, cuando fiscalizan materias
atingentes a la Ley Nº 16.744, con faculta-
des que son concordantes con las atribucio-
nes que contempla el Código Sanitario y el
Decreto Nº 594, de 1999, del Ministerio de
Salud, que aprueba el reglamento sobre Con-
diciones Sanitarias y Ambientales Básicas en
los lugares de trabajo, se encuentran sujetos
a la tuición del Ministerio de Salud y no al
control de la referida Superintendencia, por
lo que no estarían obligados a informarle
sobre el desempeño de esas funciones.

Al respecto, cabe recordar que la citada
Ley Nº 16.395, que fija el texto refundido de
la Ley de Organización y Atribuciones de la
Superintendencia de Seguridad Social, pre-
viene en su artículo 30, en lo que interesa,
que la fiscalización de las instituciones dedi-
cadas al seguro sobre accidentes del trabajo
y enfermedades profesionales corresponde a
dicha Superintendencia.

En tanto, el artículo 31 de la referida ley
establece, en lo pertinente, que la vigilancia
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del cumplimiento de las leyes y reglamentos
sobre seguros de accidentes del trabajo, por
parte de las entidades aseguradoras, está a
cargo de la Superintendencia de Seguridad
Social, la que cuenta con facultades suficien-
tes para verificar los datos que se proporcio-
nen y sancionar las infracciones que detecte.

Por su parte, la antes mencionada Ley
Nº 16.744, en su artículo 8º dispone que la
administración del sistema está a cargo del
Servicio de Seguro Social y de las Cajas de
Previsión –actualmente fusionados en el
I.N.P.–; del Servicio Nacional de Salud –cu-
yos continuadores legales, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 16 del D.L. Nº 2.763,
de 1979, son los Servicios de Salud–, y de
las Mutualidades de empleadores. Además,
según el artículo 72 de aquella ley, las em-
presas de administración delegada, tienen la
calidad de administradores del sistema.

A su turno, el reglamento de la misma
Ley Nº 16.744, aprobado por el Decreto
Nº 101, de 1968, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, establece en su artículo 36
bis, que los administradores del seguro y los
administradores delegados estarán obligados
a mantener las estadísticas y contabilidad
del sistema en la forma que determine la
Superintendencia de Seguridad Social.

Como es dable apreciar, de la normativa
señalada precedentemente se desprende que
los Servicios de Salud en cuanto actúan en
calidad de administradores del seguro de ac-
cidentes del trabajo y enfermedades profe-
sionales, se encuentran afectos a la fiscaliza-
ción de la Superintendencia de Seguridad
Social, y por tal razón deben proporcionar la
información que ésta les solicite, tanto en lo
referente a las estadísticas que elaboren como
a la contabilidad del sistema de que se trata.

Precisado lo anterior, cabe señalar que
la aludida Ley Nº 16.744, también confiere a
los Servicios de Salud facultades para
supervigilar determinados aspectos del siste-
ma de seguro de accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales.

Es así como el artículo 12 de dicha ley les
encomienda controlar que las Mutualidades
de Empleadores dispongan de servicios médi-
cos adecuados y que realicen actividades per-
manentes de prevención de accidentes del
trabajo y enfermedades profesionales. Por
otra parte, conforme a lo dispuesto en el
artículo 21 del mismo texto, los dineros que
reciban de los otros organismos administra-
dores, con excepción de las mutualidades,
deben utilizarlos exclusivamente para el
financiamiento de sus labores de inspección,
prevención de riesgos profesionales, rehabili-
tación y reeducación de inválidos.

Las normas del Título VII sobre Preven-
ción de Riesgos Profesionales de esa ley,
complementan los preceptos anteriormente
citados. Así, el artículo 65 señala que los
Servicios de Salud tienen la competencia ge-
neral en materia de supervigilancia y fiscali-
zación de la prevención, higiene y seguridad
de todos los sitios de trabajo, cualquiera que
sean las actividades que en ellos se realicen,
y además, que a éstos les corresponde la
fiscalización de las instalaciones médicas de
los demás organismos administradores, de la
forma y condiciones como tales instituciones
otorguen las prestaciones médicas, y de la
calidad de las actividades de prevención que
realicen.

Al respecto, cabe considerar que el re-
glamento de la Ley Nº 16.744, antes men-
cionada, en su artículo 15, letra f), en rela-
ción con las facultades de los Servicios de
Salud, señala que éstos pueden requerir de
los demás organismos administradores, dele-
gados y organismos intermedios o de base,
todos los antecedentes e informaciones que
estimen convenientes para fines estadísticos
y de control.

Enseguida, y dentro del mismo Título VII,
el artículo 68 de la Ley Nº 16.744 preceptúa,
en lo que interesa, que las empresas o entida-
des deberán implantar todas las medidas de
higiene y seguridad en el trabajo que les pres-
criban directamente los Servicios de Salud o,
en su caso, el respectivo organismo adminis-
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trador a que se encuentren afectas, el que
deberá indicarlas de acuerdo con las normas
y reglamentaciones vigentes.

Además, esta disposición prevé que el
incumplimiento de esas obligaciones será de-
terminado por los Servicios de Salud de acuer-
do con el procedimiento de multas y sancio-
nes previsto en el Código Sanitario, y en las
demás disposiciones legales, sin perjuicio de
que el organismo administrador respectivo
aplique, además, un recargo en la cotización
adicional, en conformidad con lo dispuesto
en el cuerpo legal en análisis.

Por último, corresponde mencionar que
en conformidad con el artículo 74 de la refe-
rida Ley Nº 16.744 los servicios de las enti-
dades con administración delegada serán
supervigilados por los Servicios de Salud y
por la Superintendencia de Seguridad Social,
cada cual dentro de sus respectivas compe-
tencias.

Como puede apreciarse, la normativa ci-
tada otorga amplias facultades a los Servi-
cios de Salud para supervigilar y fiscalizar la
prevención, higiene y seguridad en los luga-
res de trabajo e instalaciones médicas de los
organismos administradores, y para determi-
nar el incumplimiento de las obligaciones que
en esta materia la ley impone a las empresas
o entidades de que se trata, control que se
efectúa por dichas instituciones de salud en
conformidad con las facultades que les con-
fiere la Ley Nº 16.744.

Ahora bien, en lo que concierne
específicamente a la fiscalización que le co-
rresponde a la Superintendencia de Seguri-
dad Social en relación con los Servicios de
Salud cuando ejercen las funciones recién
indicadas, es necesario tener presente que la
referida Ley Nº 16.395, en su artículo 27
señala que "en lo que no se refiere a funcio-
nes derivadas del Código Sanitario, el Servi-
cio Nacional de Salud estará sometido al
control administrativo y técnico de la
Superintendencia de Seguridad Social, la que
conservará sus actuales facultades".

De este modo entonces, los Servicios de
Salud, respecto de aquellas funciones que
no derivan del Código Sanitario, como ocu-
rre, por ejemplo, con las atribuciones
fiscalizadoras antes mencionadas, cuyo ori-
gen se encuentra en la Ley sobre Seguro de
Accidentes del Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales, quedan sujetos al control admi-
nistrativo y técnico de la Superintendencia
de Seguridad Social, la cual, por consiguien-
te, puede requerir la información relacionada
con las actividades desarrolladas por dichos
servicios en el ejercicio de tales facultades.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe anotar
que los Servicios de Salud en relación con
los accidentes del trabajo y las enfermeda-
des profesionales, cuentan también con atri-
buciones que emanan del Código Sanitario,
cuyo es el caso del artículo 87 de ese texto,
que los faculta para tener a su cargo la
recopilación y análisis de los datos estadísti-
cos referentes a esas contingencias, materia
en la cual están sujetos a la tuición y
supervigilancia del Ministerio de Salud, en
conformidad con lo previsto en el artículo 16
del D.L. Nº 2.763 de 1979.

En otro orden de consideraciones, la
Superintendencia de Seguridad Social mani-
fiesta que para el mejor cumplimiento de sus
funciones conforme a Leyes Nºs. 16.395 y
16.744, podría formular proposiciones a los
Servicios de Salud con el objeto de que en el
formulario que se utiliza para denunciar los
accidentes del trabajo o las enfermedades
profesionales, se solicitara a los beneficiarios
y afiliados del sistema una información que
resulta necesaria para sus labores de control.
Agrega que ello sería factible, si se considera
que a dichos servicios sólo se les habría
entregado una atribución para aprobar el con-
tenido del señalado documento, acorde con
lo previsto en el artículo 72 del referido De-
creto Nº 101, de 1968.

En relación con lo anterior, cabe mani-
festar en primer término que de conformidad
con lo establecido en el artículo 76 de la
referida Ley Nº 16.744, las denuncias que
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efectúen las entidades empleadoras al orga-
nismo administrador respectivo de un acci-
dente o enfermedad, o la que en su defecto
formule el accidente o enfermo, o sus dere-
cho-habientes, o el médico que trató o diag-
nosticó la lesión o enfermedad, como igual-
mente el Comité Paritario de Seguridad So-
cial, deberán contener todos los datos que
hayan sido indicados por los Servicios de
Salud.

Por su parte, el mencionado Decreto
Nº 101, de 1968, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, en su artículo 72, reiteran-
do lo establecido en la citada disposición
legal, señala que la denuncia de un accidente
del trabajo o de una enfermedad profesional
se hará en un formulario común a los orga-
nismos administradores, aprobado por el res-
pectivo Servicio de Salud.

De las normas señaladas aparece con
claridad que la ley de accidentes del trabajo
y enfermedades profesionales le ha entrega-
do a los Servicios de Salud la atribución para
determinar los datos que debe contener el
formulario de denuncia de tales contingen-
cias.

Por consiguiente, esta Contraloría Gene-
ral estima que son Servicios de Salud los

llamados a resolver privativamente acerca de
la información que debe incluirse en el for-
mulario que se utiliza para efectuar las de-
nuncias de accidentes del trabajo y enferme-
dades profesionales, y que respecto de las
proposiciones que le pueda formular esa
Superintendencia de Seguridad Social acerca
del contenido del mismo, corresponde a aque-
llos servicios determinar la procedencia de
incorporar en esos documentos los datos
que estén directamente relacionados con las
contingencias que se denuncian y toda otra
información que resulte útil para tales efec-
tos.

Finalmente, este Organismo de Control
en relación con la consulta, no puede dejar
de mencionar el imperativo que emana del
artículo 5º de la Ley Nº 18.575, Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Ad-
ministración del Estado, y conforme al cual
esa Superintendencia de Seguridad Social y
los respectivos Servicios de Salud se en-
cuentran en la obligación de adoptar todas
aquellas medidas que sean necesarias para
coordinar debidamente su acción con el obje-
to de lograr una idónea administración de los
medios públicos y el eficiente funcionamien-
to del sistema que contempla la mencionada
Ley Nº 16.744.

38.214, 30.09.02.

Procede pagar la bonificación de mano de obra del artículo 2º del D.L.
Nº 3.625, de 1981, a los empleadores que contraten a personas jubiladas,
pero no corresponde pagar dicho beneficio a dos o más empleadores que
por un mismo período han contratado al mismo trabajador.

Se solicita a esta Contraloría General un
pronunciamiento acerca de la procedencia
de otorgar la bonificación de mano de obra
contemplada en el artículo 2º del D.L Nº
3.625, de 1981, a los empleadores que con-

traten a personas jubiladas. Asimismo, se
consulta si corresponde que se pague dicha
bonificación a dos o más empleadores que
por un mismo período han contratado al mis-
mo trabajador.
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Señala la recurrente, que se ha tenido un
criterio estricto respecto del pago de este
beneficio respecto de contratos de personas
jubiladas, ya que se ha estimado que si el
trabajador no registra cotizaciones no puede
causar el pago de la citada bonificación. No
obstante, sostiene que si los trabajadores
jubilados no están obligados a efectuar impo-
siciones previsionales, como es el caso de
los pensionados del sistema del D.L. Nº 3.500,
de 1980, no sería lícito exigir a los
empleadores que acrediten el pago de esas
cotizaciones como condición para otorgarles
la aludida franquicia.

El referido servicio, hace presente tam-
bién que se han presentado dificultades cuan-
do dos o más empleadores han requerido el
pago de la aludida bonificación, por el mismo
período respecto de un mismo trabajador.
Ello, por cuanto en tal situación, se vulnera-
ría lo dispuesto en los artículos 2º y 3º de la
Ley Nº 19.707 que fijaron como tope de la
remuneración imponible para este beneficio,
la cantidad de $ 147.000 por cada trabaja-
dor, ya que en este caso, la suma de las
remuneraciones que el empleador estaría per-
cibiendo excedería el máximo legal.

En relación con la materia, cabe anotar
que el artículo 2º del citado Decreto Ley
Nº 3.625, modificado por Leyes Nºs. 18.591,
18.626, 18.768, 19.242 y 19.707, estable-
ce a partir de la fecha que indica, para los
empleadores a que se refieren los artículos
10, 21 y 27 del D.L. Nº 889, de 1975, y en
reemplazo de la que dichas disposiciones
contemplan, una bonificación equivalente al
diecisiete por ciento de la parte de las re-
muneraciones imponibles que no excedan de
$ 147.000, la que se regirá por las normas
del citado decreto ley y se pagará a través
del Servicio de Tesorerías.

A su vez, el artículo 3º de la Ley
Nº 19.707 agrega que el citado beneficio no
se cancelará a los empleadores que incurran
en falta de cumplimiento oportuno de los
pagos previsionales que deban efectuar a
sus trabajadores. En tal caso, perderán sólo

el beneficio correspondiente al mes en que
estas cotizaciones debieron pagarse y el pago
fuera de plazo de esas imposiciones no dará
derecho al empleador a reclamar retroacti-
vamente la referida franquicia.

Por su parte, los mencionados artículos
10, 21 y 27 del D.L. Nº 889, de 1975,
contemplan una bonificación para los
empleadores de las Regionales I, XI y actual
provincia de Chiloé y XII, respectivamente,
excluidos los que indica, en relación con sus
empleados y obreros con domicilio y trabajo
permanente en la respectiva región y cuyas
cotizaciones se efectúen dentro de dicha
zona.

Ahora bien, de las disposiciones señala-
das se infiere que el beneficio en estudio
tiene por objeto incentivar a los empleadores
de las referidas regiones para que contraten
trabajadores de la zona, exigiéndoles para
obtener esta bonificación, que se encuentren
al día en el pago de las cotizaciones
previsionales.

Como puede apreciarse, para que los
mencionados empleadores puedan solicitar
la citada franquicia, es menester que hayan
contratado trabajadores de la zona y que
hayan enterado oportunamente sus cotiza-
ciones previsionales. Sin embargo, la ley no
ha impuesto exigencia alguna acerca de si
tales trabajadores deben tener la calidad de
activos o pueden ser jubilados.

Siendo ello así, y atendido que las perso-
nas jubiladas que se han reincorporado al
trabajo deben efectuar cotizaciones previsio-
nales, nada obsta a que tales trabajadores
puedan ser considerados dentro de aquellos
que dan derecho a la bonificación en estudio,
si se cumplen las demás condiciones que la
ley contempla.

En efecto, el personal jubilado en el anti-
guo régimen previsional, si entra a desempe-
ñarse como trabajador dependiente y sigue
afecto a dicho régimen, se encuentra obliga-
do a efectuar cotizaciones previsionales, al
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igual que el resto de los trabajadores, ya que
la ley no establece excepciones sobre la ma-
teria.

En cuanto a los empleadores pensiona-
dos en el nuevo sistema previsional del D.L.
Nº 3.500, de 1980, si continuaren trabajan-
do, deben efectuar la cotización para salud a
que alude el artículo 84 de este texto, que-
dando exentos sólo de la obligación de coti-
zar para pensiones consagrada en el artículo
17 de dicho decreto ley, acorde con lo pre-
visto en el artículo 69 de este mismo cuerpo
legal.

En este sentido, conviene aclarar que
las cotizaciones de salud consignadas en el
aludido artículo 84 revisten el carácter de
cotizaciones previsionales ya que ellas están
destinadas a financiar prestaciones de carác-
ter previsional como son las relativas a la
salud, tal como aparece del texto de ese
precepto, inserto en el Título VIII del mencio-
nado D.L. Nº 3.500, denominado "De las
disposiciones especiales relacionadas con
otros beneficios previsionales".

Por lo demás, dicho criterio ha sido el
sostenido por la jurisprudencia administra-
tiva, entre otros, a través del Dictamen
Nº 18.043, de 1982, de esta Contraloría
General, según el cual las prestaciones de
salud constituyen derechos de la seguridad
social, integrantes del respectivo régimen
previsional.

En consecuencia, los jubilados en el ré-
gimen del indicado D.L Nº 3.500 que prestan
servicios como dependientes, y que como se

ha expresado están afectos a cotizaciones
previsionales, pueden ser considerados por
sus respectivos empleadores para solicitar el
cobro de la aludida bonificación de mano de
obra.

En lo que concierne ahora al hecho de
que un mismo trabajador aparezca contrata-
do en el mismo período por dos o más
empleadores para los efectos del pago de la
citada bonificación, es dable tener en cuenta
que el objetivo de la ley, como se ha señala-
do, es fomentar la contratación de trabajado-
res de la zona procurando que se otorgue
empleo a la mayor cantidad de personas,
propósito que no se cumpliría en la situación
planteada.

Tal criterio aparece confirmado, por lo
demás, por lo dispuesto en el artículo 2º del
citado D.L. Nº 3.625, que para los efectos
del cálculo de esta franquicia, limita actual-
mente el monto de la remuneración imponible
por cada trabajador a $147.000, lo que cons-
tituye una forma de favorecer la contratación
de un mayor número de empleados, ya que
de este modo se evita que el empleador
aunque contrate menos personal, pueda ob-
tener igual o mayor incentivo al pagar a sus
dependientes una remuneración de un mon-
to superior, como sucedería si no existiese
dicho tope.

Por consiguiente, atendido lo expuesto
cabe concluir que no corresponde el pago de
la bonificación a que se refiere la consulta a
más de un empleador, en el caso de que por
un mismo período se hubiere contratado el
mismo trabajador, por dos o más emplea-
dores.
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41.681, 15.10.02.

El examen de salud requerido para el ingreso a la Administración del Estado
debe ser gratuito para la persona que lo requiera.

El Servicio de Salud Metropolitano Cen-
tral solicita un pronunciamiento que determi-
ne si el examen de salud requerido para
ingresar a la Administración del Estado es o
no gratuito para la persona que lo requiera.

Al respecto, cumple anotar, en primer
término, que de conformidad con lo previsto
en el artículo 11, letra c), de la Ley Nº 18.834,
para ingresar a la Administración del Estado
es necesario tener salud compatible con el
desempeño del cargo, mientras el artículo 12
del mismo cuerpo legal establece que dicho
requisito se debe acreditar mediante certifi-
cación del Servicio de Salud correspondiente.

Enseguida, es pertinente agregar que el
artículo 216 del Decreto Nº 42, de 1986, del
Ministerio de Salud, que aprobó el Reglamen-
to Orgánico de los Servicios de Salud, señala,
entre las prestaciones médico-administrativas
que deben realizar dichos Servicios, la de cer-
tificar el estado de salud de los trabajadores.

Precisado lo anterior, corresponde des-
tacar que, tal como lo ha concluido la juris-
prudencia de esta Entidad Fiscalizadora con-
tenida, entre otros, en los Dictámenes
Nºs. 18.017, de 1989, y 145, de 1995, en
virtud del principio de gratitud de los servi-
cios públicos, éstos se hallan impedidos de
exigir retribución por el desempeño de las
funciones que les asigne el ordenamiento
jurídico, salvo que la ley expresamente los
autorice para ello.

Asimismo, cabe tener presente que este
Organismo de Control ha dejado establecido,
en sus Dictámenes Nºs. 24.989, de 1982, y
30.025, de 1991, que no resulta procedente
que una entidad o servicio público perciba de
terceros tarifas, fondos o aportes para llevar
a cabo funciones que le encomienda la ley,
debiendo financiar el cumplimiento de dichas
tareas con los recursos consultados en su
presupuesto.

En este orden de ideas, es oportuno
considerar, además, que en los casos en que
el legislador ha querido autorizar el cobro de
alguna determinada prestación, lo ha dis-
puesto así expresamente, pudiendo citarse a
vía de ejemplo el artículo único del Decreto
Ley Nº 2.136, de 1978, sustituido por el
artículo 83 de la Ley Nº 18.768, mediante el
cual se autoriza a los servicios de la Adminis-
tración centralizada y descentralizada del Es-
tado para cobrar el valor de costo de los
documentos o copias de éstos que deben
proporcionar a particulares y cuya dación
gratuita no esté prevista por la ley.

En consecuencia, y con el mérito de lo
expuesto, no cabe sino concluir que el exa-
men de salud requerido para el ingreso a la
Administración del Estado debe ser gratuito,
para la persona que lo requiera, por cuanto
se trata de una función que, por mandato
legal, le compete obligatoriamente al Servi-
cio de Salud respectivo.
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42.819, 22.10.02.

Funcionarios afectos a Leyes Nºs. 18.834 y 18.883 no pueden desempeñar
actividades docentes en instituciones de educación privada durante la jor-
nada de trabajo que están obligados a cumplir en virtud del cargo que
ocupan en la Administración, pero sí es posible que lo hagan hasta un
máximo de 12 horas semanales en instituciones de enseñanza estatales.

Se ha solicitado un pronunciamiento res-
pecto del alcance del artículo 56 de la Ley
Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Ba-
ses Generales de la Administración del Esta-
do, agregado por la Ley Nº 19.653, en orden
a precisar si dicho precepto impediría a los
funcionarios municipales ejercer actividades
particulares y, especialmente, la docencia en
instituciones de educación superior, ya sean
éstas de carácter estatal o privado.

En relación con la materia, cabe manifes-
tar, desde luego, que el artículo 19, Nº 21,
de la Constitución Política, asegura "el de-
recho a desarrollar cualquier actividad eco-
nómica que no sea contraria a la moral, al
orden público o a la seguridad nacional, res-
petando las normas legales que la regulen".

En armonía con dicho precepto consti-
tucional, el aludido artículo 56 de la Ley
Nº 18.575 dispone, en su inciso primero,
que "todos los funcionarios tendrán derecho
a ejercer libremente cualquier profesión, in-
dustria, comercio u oficio conciliable con su
posición en la Administración del Estado,
siempre que con ello no se perturbe el fiel y
oportuno cumplimiento de sus deberes fun-
cionarios, sin perjuicio de las prohibiciones o
limitaciones establecidas por la ley". Cabe
agregar que esta disposición reitera lo que
sobre la materia prescribían los artículos 87
de la Ley Nº 18.834, Estatuto Administrati-
vo, y 91 de la Ley Nº 18.883, Estatuto
Administrativo para Funcionarios Municipa-
les.

Es claro así que la Ley Nº 19.653 no ha
hecho sino confirmar en todos los ámbitos

de la Administración Estatal la vigencia del
principio según el cual no les está vedado a
los funcionarios públicos realizar privadamente
una actividad económica lícita, siempre que
la desarrollen con sujeción a las exigencias
señaladas y que su ejercicio no se encuentre
prohibido o limitado por la ley.

A diferencia de lo que ocurre con el
mencionado inciso primero, nueva es, en cam-
bio, en el ordenamiento jurídico, la norma
contenida en el inciso segundo del mismo
artículo 56, que ha venido expresamente a
señalar una primordial limitación que afecta a
los servidores públicos que realicen activida-
des privadas. Tales actividades –prescribe la
ley– "deberán desarrollarse siempre fuera de
la jornada de trabajo y con recursos priva-
dos". Y precisa enseguida que "son incom-
patibles con la función pública las activida-
des particulares cuyo ejercicio deba realizar-
se en horarios que coincidan total o parcial-
mente con la jornada de trabajo que se tenga
asignada".

Insiste Ley Nº 19.653 en esta materia
cuando, junto con incorporar en la Ley de
Bases un artículo –el 62–, que señala una
nómina de conductas que contravienen es-
pecialmente el principio de probidad adminis-
trativa, contempla expresamente entre ellas
–en el número 4 de esa norma– las que
importen ejecutar actividades, ocupar tiem-
po de la jornada de trabajo o utilizar personal
o recursos del organismo en beneficio propio
o de terceros.

Es necesario, por lo tanto, precisar el
exacto sentido del inciso segundo del artícu-
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lo 56, considerando que él tiene la virtud de
complementar en términos explícitos los di-
versos sistemas de incompatibilidades que
afectan al personal de la Administración del
Estado.

Para tal efecto, cabe recordar que el
señalado precepto forma parte de un conjun-
to ordenado de disposiciones –contenidas en
el nuevo Título III de la Ley de Bases– cuyo
especial objeto es asegurar la vigencia del
principio de probidad en el ámbito de la Ad-
ministración del Estado, y que el artículo 52
–que encabeza dicho título– establece que
"el principio de la probidad administrativa
consiste en observar una conducta funciona-
ria intachable y un desempeño honesto y leal
de la función o cargo, con preeminencia del
interés general sobre el particular".

En este contexto, el fin perseguido por
la preceptiva en examen –artículo 56, inciso
segundo, y artículo 62, número 4– no puede
ser otro que el de asegurar que las exigen-
cias que impone el principio de probidad se
respeten cabalmente a propósito de la ejecu-
ción de la jornada de trabajo, esto es, que
ella se cumpla en su integridad, que no sea
alterada por circunstancias de solo interés
particular y que no se ocupe tiempo de ella
en el desempeño de actividades particulares.

Lo que quiere la ley es, entonces, que la
jornada de trabajo de los funcionarios públi-
cos –que ha de ser fijada por la autoridad
respectiva teniendo en consideración los in-
tereses generales de la Administración y los
imperativos derivados de los principios de
continuidad y permanencia del servicio públi-
co, de eficiencia y de coordinación–, no sea
objeto de postergaciones en su inciso o de
interrupciones que no se fundamenten en
circunstancias de la misma índole, esto es en
razones de buen servicio.

Se entiende así plenamente el sentido
de la limitación que, en relación con el desa-
rrollo de actividades comerciales, industria-
les, profesionales, docentes u otras de ca-
rácter privado por los funcionarios de la Ad-

ministración Estatal, ha querido destacar Ley
Nº 19.653 al introducir en la Ley de Bases
Generales de la Administración del Estado el
precepto indicado. Ya se ha señalado que no
impiden tales normas que dichos servidores
desarrollen actividades de esa índole. Cierto
es, en cambio, que vedan la posibilidad de
que tales actividades interfieran con su des-
empeño en el servicio público y afecten de
alguna forma a la jornada que tienen el deber
de cumplir o se efectúen durante el transcur-
so de ella.

Especialmente cabe destacar la circuns-
tancia de que, si bien la limitación que se
comenta no se encontraba explícita en el
ordenamiento jurídico vigente anterior a la
Ley Nº 19.653, si se contenía, de manera
implícita, en él.

Refuerza lo anterior lo prescrito en los
artículos 58, letras a) y d), y 62, inciso final,
de la Ley Nº 18.883, por cuanto en ellos se
señala que los funcionarios regidos por ese
cuerpo legal, deben desempeñar las funcio-
nes del cargo en forma regular y permanente
durante la jornada de trabajo que están obli-
gados a cumplir.

Es preciso recordar, para confirmar tal
aserto, que la jurisprudencia de la Contraloría
General, terminantemente señaló –por ejem-
plo, en el Oficio Nº 26.428, de 1994– que el
derecho de los funcionarios públicos para
ejercer actividades particulares se encontra-
ba condicionado, entre otras circunstancias,
a que no se produzca con tal motivo una
perturbación del fiel y oportuno cumplimien-
to de las obligaciones funcionarias, entre és-
tas la de servir el cargo público durante toda
la jornada de trabajo, por lo que resultaba
improcedente que una funcionaria desempe-
ñara actividades –de carácter docente– en
una entidad de carácter privado dentro de su
jornada de trabajo. En sentido similar se pro-
nunció el Oficio Nº 43.538, de 1971.

En relación con lo anterior, resulta útil
destacar que en los artículos 108 y 109 de
Ley Nº 18.883, se reconoce el derecho de
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los funcionarios municipales para solicitar per-
misos con o sin goce de remuneraciones por
los períodos que en dichos preceptos se indi-
can, los que pueden fluctuar entre medios
días y tres meses, permitiendo a tales servi-
dores ausentarse transitoriamente de sus la-
bores por motivos particulares.

Como puede advertirse, cuando un ser-
vidor necesite realizar una actividad particu-
lar dentro de un horario que coincida con su
jornada laboral, el ordenamiento jurídico le
permite excepcionalmente solicitar alguno de
los permisos aludidos para el desarrollo de
aquélla, como quiera que, para tales fines, el
empleado puede hacer uso de los menciona-
dos permisos.

Por otra parte, cabe hacer presente que
lo ya expresado no impide, por cierto, que
cuando las necesidades del Servicio lo re-
quieran, se fijen determinadas jornadas espe-
ciales para uno o más funcionarios, toda vez
que ello no puede entenderse como una vul-
neración de los ya mencionados principios y
normas, sino que, por el contrario, en esos
casos las jornadas especiales tendrán por
finalidad lograr la plena aplicación de los
mismos.

De acuerdo a lo manifestado, resulta
forzoso colegir que, sólo en aquellas situa-
ciones en que lo requiera el interés general,
un servidor podrá desarrollar sus labores du-
rante un horario distinto del establecido para
el cumplimiento normal de la jornada de tra-
bajo ya que el objeto de tal medida será el de
facilitar el cumplimiento de actividades de
carácter público.

Con respecto, ahora bien, a la consulta
específica que se plantea en cuanto al des-
empeño de labores docentes por funciona-
rios municipales, cabe hacer presente, desde
luego, que –a falta de norma en contrario
que se refiera expresamente a esta situa-
ción– el criterio manifestado en este pronun-
ciamiento es plenamente aplicable a las de
ese carácter que se realicen en entidades
privadas, lo que puede colegirse, por lo de-

más, de la conclusión a que se arribó en el ya
aludido Dictamen Nº 26.428, de 1994, que
se refiere precisamente a ese tipo de tareas.

En relación con el mencionado dicta-
men, es útil destacar que al momento de su
emisión existía una normativa menos restric-
tiva que la incorporada a nuestro ordena-
miento jurídico a través de la Ley Nº 19.653,
de manera que resulta válido sostener que,
en la actualidad, queda aún más de manifies-
to que los funcionarios sujetos a la Ley
Nº 18.883 –Estatuto Administrativo Munici-
pal– no pueden ejecutar labores docentes en
entidades privadas durante la jornada de tra-
bajo que tengan fijada.

Cabe precisar, con todo, que la Ley
Nº 19.653 no ha alterado las normas conte-
nidas en el artículo 85 de la Ley Nº 18.883,
que señala las excepciones a la norma gene-
ral de incompatibilidad que afecta a los fun-
cionarios municipales en relación con el des-
empeño de otros cargos de carácter público.

En este orden de ideas, es dable recor-
dar que, según lo prescrito en el artículo 84
de la Ley Nº 18.883, todos los cargos a que
alude dicho cuerpo estatutario serán incom-
patibles entre sí, y "lo serán también con
todo otro empleo o toda otra función que se
preste al Estado", aun cuando los funciona-
rios de que se trate se encuentren regidos
por normas distintas de las contenidas en él.

Por su parte, el artículo 85 del mencio-
nado texto normativo establece que, no obs-
tante la señalada incompatibilidad, los em-
pleos a que él se refiere son compatibles,
entre otros, con los cargos docentes de has-
ta un máximo de doce horas semanales.

Del estudio de la indicada preceptiva se
desprende que los servidores regidos por la
Ley Nº 18.883, se encuentran expresamente
autorizados para desempeñar, conjuntamen-
te con la plaza que ocupan en la respectiva
institución de la Administración del Estado,
cargos docentes con el máximo de horas ya
señalado.
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Sobre este aspecto, cabe puntualizar que,
según lo establecido en el artículo 86 del
referido cuerpo estatutario, la indicada com-
patibilidad "no libera al funcionario de las
obligaciones propias de su cargo, debiendo
prolongar su jornada para compensar las ho-
ras que no haya podido trabajar por causa
del desempeño de los empleos compatibles".

Lo expresado permite afirmar, entonces,
que, en forma excepcional los servidores
municipales que hacen uso del señalado be-
neficio de compatibilidad, pueden cumplir una
jornada laboral distinta de la que deben satis-
facer los demás empleados, ya que, por ex-
preso mandato de esas normas legales, aqué-
llos se encuentran facultados para realizar
dichas actividades públicas durante su jorna-
da laboral, pero con la obligación de restituir
el tiempo que hayan ocupado en el desarrollo
de las mismas.

Resulta forzoso insistir en que la compa-
tibilidad en estudio sólo permite el cumpli-
miento de esta clase de tareas en institucio-
nes estatales de educación, ya que, tal como
lo ha precisado la jurisprudencia administrati-
va, ella no se refiere a actividades de carác-
ter particular, como ocurre con la docencia
que se efectúa en entidades privadas, la que,
en armonía con lo manifestado, sólo se pue-
de realizar en un horario que no coincida con
la jornada que el respectivo funcionario debe
cumplir en el organismo de que se trate.

En consecuencia, cumple la División Ju-
rídica con manifestar, por una parte, que los
funcionarios municipales pueden desarrollar
las actividades privadas a que se refiere la
consulta, siempre que éstas no coincidan
con la jornada que se encuentran obligados a
cumplir en virtud del cargo que ocupan en la
Administración y, por otra, que aquéllos sólo
pueden ejercer durante estas últimas activi-
dades docentes en instituciones estatales,
en conformidad con lo establecido en los
artículos 85 y 86 de la Ley Nº 18.883.

Enseguida, es dable hacer presente que,
en atención a la similitud de las normas con-

tenidas en las  Leyes Nºs. 18.834 y 18.883,
lo señalado en el presente oficio respecto del
personal afecto a este último cuerpo norma-
tivo, resulta igualmente aplicable a los fun-
cionarios regidos por el ordenamiento citado
en primer término.

Por otra parte, la ocurrencia requiere
que se precise si, atendida a la amplitud del
artículo 56 de la Ley Nº 18.575, un profesio-
nal dependiente de una Municipalidad se en-
contraría impedido para ser contratado a ho-
norarios por la misma corporación edilicia,
con el objeto de que cumpla determinadas
tareas a continuación de su jornada laboral.

En relación con esta consulta, cabe re-
cordar que la indicada disposición prescribe,
a este respecto, que son incompatibles con
el ejercicio de la función pública las activida-
des particulares de las autoridades o funcio-
narios que se refieran a materias específicas
o casos concretos que deban ser analizados,
informados o resueltos por ellos o por el
organismo o servicio público a que pertenez-
can.

Del análisis de la citada norma queda de
manifiesto que ella no resulta aplicable a
quienes, en virtud de un contrato a honora-
rios, desarrollan labores para un organismo
público, toda vez que dicho precepto se re-
fiere a "las actividades particulares de las
autoridades o funcionarios", carácter que,
por cierto, no poseen las funciones que, en
virtud de esa clase de convenios, se prestan
a una entidad del Estado, dado que, tal como
lo ha precisado la jurisprudencia administrati-
va, contenida en los Dictámenes Nºs. 13.575,
de 1998 y 12.538, de 1999, entre otros, las
personas de que se trata, revisten la calidad
de servidores estatales.

En virtud de lo anterior, cumple esta
División Jurídica con informar que la norma
en estudio no impide que, de acuerdo con lo
preceptuado y en las situaciones a que se
refieren los artículos 10 y 4º de las Leyes
Nºs. 18.834 y 18.883, respectivamente, un
funcionario pueda ser contratado a honora-
rios en el mismo servicio al que pertenece.
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Por otra parte, atendidos los compromi-
sos docentes contraídos con motivo del año
lectivo que actualmente se desarrolla, cabe
anotar que el criterio manifestado en este
pronunciamiento tendrá aplicación a partir
del próximo; sin perjuicio de que, a contar
desde la fecha del presente dictamen, los
funcionarios públicos no podrán adquirir nue-

vas obligaciones docentes con los respecti-
vos centros de estudios de carácter privado,
salvo que el cumplimiento de ellas no coinci-
da con la jornada de trabajo.

Finalmente, cabe señalar que se encuen-
tra en estudio en el Congreso Nacional un
proyecto de ley que se refiere a la materia.
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En esta edición la entrevista del mes aborda
los desafíos de Jossie Escárate, economista re-
cientemente designada como nueva Directora del
Servicio Nacional de Capacitación y Empleo
(SENCE).

Luego, se incluye un interesante artículo de
Diego López, abogado del Departamento de Estu-
dios, quien inicia su trabajo afirmando que el siste-
ma jurídico chileno no tiene una regulación general
o estatuto común de la empresa si no un conjunto
disperso de normas de referencia que impiden que
exista un concepto unitario de empresa que permi-
ta un análisis jurídico integrado del fenómeno em-
presarial en toda su diversidad económica y social,
para luego precisar los diversos conceptos jurídi-
cos aplicables y así avanzar a una clarificación de
las estrategias empresariales de organización
societaria y su impacto en materia jurídico laboral.

La cartilla e informativo que incluimos en este
número se refieren al Trabajo Agrícola de Tempo-
rada. Al respecto, destacamos una lista de auto
verificación que, preparada especialmente por la
Dirección del Trabajo, persigue aportar para que
los mismos empleadores y sus eventuales contra-
tistas puedan verificar el cumplimiento de la legis-
lación laboral, previsional y de higiene y seguridad
que les son aplicables, y así evitar sanciones.

De la sección Circulares y Resoluciones de la
Dirección del Trabajo, destacamos la Resolución
N° 1.295 (exenta), de 2002, que establece el
funcionamiento del Centro de Conciliación y Me-
diación del Area Metropolitana.

Complementa esta edición, una selección de
dictámenes de carácter laboral emitidos por las
Superintendencias de Seguridad Social y de Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones y por la
Contraloría General de la República.
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